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Tribunal Arbitra~ de Barcelona 
CONSTITUIDO POR: 

LA ASOCIACIÓN CATALANA PARA EL ARBITRAJE. 

EL ILUSTRE COLEGIO DE ABOGADOS DE BARCELONA. 

EL ILUSTRE COLEGIO NOTARIAL DE BARCELONA. 

LA CÁMARA OFICIAL DE COMERCIO, INDUSTRIA Y NAVEGACIÓN DE BARCELONA. 

EL CONSEJO DE LOS ILUSTRES COLEGIOS DE ABOGADOS DE CATALUÑA. 

El Tribunal, mediante la sumisión de las partes a su Reglamento por la cláusula 
arbitral, facilita la resolución rápida de las controversias en materia mercantil y civil, 
al amparo de la Ley 5 de diciembre de 1988. 

El artículo 3 b) del Reglamento del TAB establece que juntamente con la solicitud de arbitra­
je se tendrá que acreditar: 

a) el convenio arbitral del que resulte la competencia del TAB. 
b) la representación con que actue. 

El Tribunal Arbitral de Barcelona ha observado que, en cumplimiento de estos requisitos, 
muchos Abogados aportan poderes generales para pleitos. 

Para instar o contestar una instancia de arbitraje estos poderes son insuficientes.siendo 
necesario un poder especial. 

Las instancias de arbitraje que se presenten firmadas por Abogados con poder insuficiente 
pueden ser ratificadas por las partes en el momento del Acto de Inicio.En este acto, el T.A.B. 
posibilita a los interesados el otorgamiento de unos poderes según el modelo que se trans­
cribe a continuación: 

MODELO DE PODER: 

Don ..... con DNI nº .. ... . comparece ante la Secretaría de este Tribunal en nombre e interés propio y 
faculta especialmente al Letrado .... para que lo represente y pueda actuar en el expediente de arbitraje 
del TAB .... / .. ... ante el TAB y ante el Arbitro, recibir notificaciones, realizar alegaciones, proponer 
y practicar pruebas, llegar a acuerdos transaccionales, desistir y solicitar suspensiones, establecer 
y modificar los aplazamientos establecidos en el calendario de actuaciones y hasta el plazo para la 
emisión del laudo, fijar el objeto de la controversia o completar aquellos particulares no 
previstos en el convenio arbitral y que resulten opcionales de acuerdo con la Ley o con el 
Reglamento de esta Institución, pudiendo delegar todas o algunas de estas facultades. 

Y para que así conste, firma la presente en ...... a ..... de .... ... de 199 ..... . 

CONTRATOS: 

CLÁUSULA ARBITRAL 

ESTATUTOS: 
"Para la solución de cualquier cuestión litigiosa 
derivada del presente contrato o acto jurídico, las 
partes se someten al arbitraje institucional del 
Tribunal Arbitral de Barcelona, de la Asociación 
Catalana para el Arbitraje al que se le encarga la desig­
nación del árbitro o árbitros y la administración del 
arbitraje, obligándose desde ahora al cumplimien­
to de la decisión arbitral". 

'Todas las cuestiones societarias litigiosas que se 
susciten entre la sociedad y sus administradores 
o socios, o entre aquéllos y éstos, o estos últimos 
entre sí, se someten al arbitraje institucional del 
TRIBUNAL ARBITRAL DE BARCELONA de la 
Asociación Catalana para el Arbitraje, encargán­
dole la designación de árbitros y administración 
del arbitraje de acuerdo con su reglamento, y 
siendo de obligado cumplimiento su decisión arbi­
tral. Se exceptúan de esta sumisión aquellas 
cuestiones que no sean de libre disposición" 

Casa Llotja de Mar. Passeig d'lsabel 11 , 1. 
Tel. 319 81 17 - 08003 Barcelona 
Télefax (93) 315 24 18 

Roger de Llúria, 113, 5ª planta 
08037 Barcelona 

EDITORIAL 

La decisión electiva 

¿Un desahucio a precario?, ¿un art. 41 de la Ley Hipotecaria?, ¿un interdicto 
de recuperar la posesión?, o ¿voy directamente a un juicio declarativo?. Cuando 
la urgencia ya apremia, y la inquietud y la responsabilidad pesan como una losa 
sobre el abogado, éste, desde que al despertar recibe su lucidez hasta que al final 
del día recobra el sueño, no deja de preguntarse lo mismo, y en sus aparentes 
intermitencias de ocio o descanso, ora pasee, ora desayune o almuerce, ora con­
verse trivial y mecánicamente, su intelecto está ocupado, intermezclando y pon­
derando pros y contras, duraciones, costes y eficacias. 

Claro que cuanto más expeditivo y contundente sea el remedio procesal utili­
zado, más eficaz es así la acción de la justicia, y más colmado el interés del clien­
te, pero por otra parte, cuanto más especial, simplificado y privilegiado es el pro­
cedimiento, más peligro hay de que por su misma especialidad se entienda que 
no es procedente. 

A veces, en el momento menos sospechado de este período de inquietud, un 
súbito destello de luz, le hace ver un aspecto, que le inclina hacia una decisión 
determinada, en una convicción profunda que descansa a la vez en un raciocinio 
verificador y en una intuitiva corazonada. Pero cuando, como pasa en la mayoría 
de ocasiones, el «deus ex maquina» no aparece, no hay otra solución que el estu­
dio, sereno, profundo, sosegado y la subsiguiente aplicación ordenada del inte­
lecto al problema; y en verdad que a esta aplicación persistente y honrada del 
intelecto no hay roca que se resista, terminando siempre desmenuzada y, desva­
neciéndose la obscuridad, uno sabe honestamente qué decisión tomar. Claro tam­
bién, que puede consultar al más experto; pero siempre, tras haber estudiado en 
profundidad y aplicado aquella atención persistente al caso, si no la consulta es 
liviana, imprecisa e infecunda. 

Y claro también que, tras este estudio suficiente puede uno descargar su espí­
ritu contemplando el problema con el compañero amigo o colaborador, pues las 
propias observaciones documentadas del responsable, estimulan al iluminado 
consultado, que puede efectuar aportaciones útiles pero que sólo son tales si la 
documentación de quien ha de actuar las puede verificar porque ya ha estudiado. 

El estudio y la persistencia es pues lo básico, lo «sine que non». Ojalá todas 
las decisiones se tomen siempre, previa sosegada ponderación. Y aunque ulterior­
mente el resultado pudiera resultar adverso, la conciencia resta en paz, aproban­
do lo actuado. Y esta intima aprobación responsable de la propia conciencia, lle­
va marchamo de honestidad. Y así el letrado, dormirá tranquilo hasta el próximo 
amanecer. 

ECONOM I ST & JU R I S T . 
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DE ENTRE LAS NOVEDADES LEGISLATIVAS Y JURISPRUDENCIALES EN 
ESTA EDICIÓN DESTACAMOS: 

a) La trascendente Resolución de La Dirección General de los Registros 
y el Notariado de fecha 26 de abril de 1997, de la que se desprende 
la exigencia de constitución en escritura pública (y su inscripción en 
el Registro mercantil) de toda sociedad civil privada cuyo objeto sea 
de carácter mercantil, como requisitos para la adquisición de su perso­
nalidad jurídica. (AL DÍA MERCANTIL, reseñanº 4 de JURISPRUDENCIA). 

b) La Sentencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea de 
fecha 17 de julio de 1.997, sobre la competencia del Tribunal para in­
terpretar normativa interna de los Estados que aplique a casos naciona­
les soluciones extraídas de la normativa comunitaria. (AL DÍA COMUNI­
TARIO, reseña nº 1 de JURISPRUDENCIA). 

c) La Sentencia del TS de fecha 14 de febrero de 1.997 (AL DIA MER­
CANTIL, reseñanº 2 de JURISPRUDENCIA), que declara el carácter soli­
dario del afianzamiento mercanti l, con la importante consecuencia de 
no ser en ese ámbito aplicables, pues, los beneficios de excusión y división. 

d) El RD 1251 /1997 de 24 de julio, que modifica el Reglamento 
de los Corredores Colegiados de Comercio estableciendo que 
dichos fedatario~ deberán estar presentes en los contratos, que 
formalicen (AL DIA MERCANTIL, reseña nº 1 de LEGISLACION). 

, 
AL DIA ADMINISTRATIVO 

o 
Inscripción de actos de 

naturaleza urbanística en el 
Registro de la Propiedad 

(Vide AL DÍA CIVIL, Reseñanº 1 de 
Legislación) 

o 
Obligatoriedad de notificación 

al interesado de las 
propuestas de resolución 

dictadas en procedimiento 
administrativo sancionador 
La Sentencia del Tribunal Supre­

mo de fecha 2 de junio de l. 997 decla­
ra que la falta de notificación al intere­
sado de cualquier propuesta de resolu­
ción que se dicte durante la fase de ins­
trucción del expediente sancionador 
lesiona los derechos a la audiencia y a la 

defensa, con lo que el acto administra­
tivo es nulo y el procedimiento debe 
retrotraerse para que el interesado 
disponga de las oportunidades nece­
sarias para defenderse (arts. 18 y 19 del 
RD 1.398/93 , de 4 de agosto, sobre pro­
cedimiento para el ejercicio de la potes­
tad sancionadora y STC 29/1.989, de 6 de 
febrero, cuya cita extractada por la que 
comentamos del TS afirma que «sin nin­
gún género de dudas, el derecho a conocer la 
propuesta de resolución de un expediente 
sancionador, claramente estipulado en las 
normas del procedimiento administrativo, for­
ma parte de las garantías que establece el art. 
24,2 CE, pues sin él no hay posibilidades 
reales de defensa en el ámbito del procedi­
miento», y que la calificación de la in­
fracción y su consecuencia punitiva 
son «elementos indispensables de toda 
acusación sobre los que debe versar el ejer­
cicio del derecho de defensa»). 

o 
Suspensión del acto 

administrativo impugnado sin 
prestar garantía 

Según el Auto del Tribunal Supe­
rior de Justicia de Cataluña de fecha 
10 de marzo de 1.997, es a la Adminis­
tración a la que corresponde acreditar 



que la suspensión puede ocasionar 
algún perjuicio o daño a los intereses 
generales (art. 124.1 de la Ley de la Ju­
risdicción Económico-Administrativa) . 
Si ello se cumple y acredita, entonces 
procederá exigir una garantía al adminis­
trado recurrente. Lo contrario supondría 
una carga que iría contra los arts. 9,2 
24, 1 de la Constitución. 

o 
Inexistencia de prescripción de 
la infracción administrativa de 

carácter continuado 
(Vide AL DÍA MEDIOAMBIENTE, 

Reseña nº 2 de Jurisprudencía) 

AL DÍA CIVIL 

o 
Inscripción de actos de 

naturaleza urbanística en el 
Registro de la Propiedad 

El Ministerio de Justicia ha aproba­
do el Real Decreto 1093/1997 de 4 de 
julio (BOE de 23 de julio, núm.175), en 
el que se establece una regulación com­
plementaria al Regamento Hipotecario 
encaminada a la coordinación entre el 
Registro de la Propiedad y la acción ad­
ministrativa urbanística, y basada en la 
recíproca influencia que ambas esferas 
tienen entre sí. 

Así, se regulan en el articulado las 
inscripciones de diferentes actos del 
ámbito urbanístico: proyectos de 
equidistribución, expropiaciones, ce­
siones obligatorias de terreno, anota­
ciones preventivas decretadas en proce­
dimientos administrativos y contencio­
so administrativos que tengan directa 
incidencia en fincas, aprovechamiento 
urbanístico, obras nuevas y transmisio­
nes sujetas a tanteo y retracto urbanís­
tico. Se prevén algunos aspectos de 
gran interés para particulares, como la 
posibilidad de que acceda al Registro 
la simple interposición del recurso con­
tencioso -administrativo que pretende 
la anulación de instrumentos de 
planeamiento, de ejecución del mismo 
o de licencias. 

El Real Decreto 1093/1997 preten­
de dar soluciones a los problemas que 
suelen darse en la acción urbanística de 
cara al Registro de la Propiedad, coor­
dinando ambas esferas de actuación. 

o 
Creación del Registro de 

ventas a distancia 
En el BOE de 25 de julio de 1997 

(núm.177) ha sido publicado el Real De­
creto 1133/1997 de 11 de julio, que re­
gula la autorización de las ventas a dis­
tancia y su inscrpción en el Registro de 
empresas, según la previsión que contie­
ne el art. 38.2 de la Ley 7 /1996 de Comer­
cio Minorista. Mediante este Real Decre-

to se crea este Registro, que dependerá 
orgánicamente de la Dirección General 
de Comercio Interior del Minsiterio de 
Economía y Hacienda, y donde deberán 
inscribirse las empresas autorizadas a la 
venta a distancia que difundan sus pro­
puestas por medios que abarquen el te­
rritorio de más de una Comunidad Au­

tónoma. 

En el mismo se establecen los requi­
sitos para la solicitud de autorización e 
inscripción de las empresas en el Regis­
tro, y las obligaciones de las empresas 
inscritas, que deberán comunicar cual­
quier alteración de los datos en que se 
basó la inscripción. 

o 
Modificaciones en el 

Reglamento de los Corredores 
de Comercio 

(Vide AL DÍA MERCANTIL, Reseña 
nº 1 de Legislación) 

o 
Prevalencia entre el convenio 
suspensa/ acreedores inscrito 

en el Registro de la Propiedad, 
anotaciones de embargo sobre 

bienes de la suspensa y 
tercerista de dominio que los 
adquiere en subasta notarial 

La Sentencia del Tribunal Supre­
mo de fecha 10 de junio de 1.997 re­
suelve un interesante supuesto en que la 
cronología de los hechos consiste 1) en la 
inscripción en el Registro de la Propie­
dad del convenio alcanzado entre la sus­
pensa y los acreedores; 2) en la posterior 
anotación preventiva de embargo sobre 
bienes de la suspensa dimanante de cré­
ditos laborales a favor de trabajadores de 
aquélla; y 3) venta en subasta notarial de 
los bienes (objeto de la anotación pre­
ventiva) a comprador que, después, de­
manda a la suspensa y a los trabajadores, 
interponiendo tercería de dominio. Se­
gún la tesis del tercerista, su adquisición 
del dominio debe prevalecer sobre los 

embargos de los trabajadores (que según 
él deberían cancelarse, ex art. 131 LH por 
analogía), habida cuenta que dimana del 
convenio entre la suspensa y los acreedo­
res, cuyo acceso al Registro fue anterior 
al de las anotaciones preventivas, en el 
cual (pretendidamente) se pactaba un pro­
cedimiento de ejecución extrajudicial 
de los bienes de la suspensa por parte 
de los acreedores, para cobro de sus cré­
ditos. El Tribunal Supremo desestima el 
argumento, habida cuenta que en el 
convenio no se pactó realmente una 
cesión de bienes a favor de los acree­
dores, para que éstos los realizasen se­
gún su criterio, sino que ello sólo se pac­
tó para el caso de incumplir la suspensa 
con sus obligaciones asumidas en el con­
venio (a diferencia, por ejemplo, del su­
puesto enjuiciado por la Resolución de la 
DGRN de fecha 23 de agosto de 1.993, 
citada por el tercerista, en cuyo convenio 
sí se otorgó por la entidad suspensa a sus 
acreedores el poder de realizar sus bie­
nes y cobrarse sus créditos con el pro­
ducto obtenido). 

Doble inmatriculación de 
fincas: el conflicto debe 

resolverse aplicando el Código 
Civil con preferencia a la 

legislación registral, si bien 
«prima facie» prevalecerá el 

titular de la primera 
in matriculación 

Con cita de abundante jurispruden­
cia tanto sobre supuestos de doble ven­
ta como de doble inmatriculación, y des­
cartando que el supuesto enjuiciado sea 
un caso de doble venta, sino de doble 
inmatriculación, la Sentencia de la Au­
diencia Provincial de Madrid de fecha 
14 de abril de 1.997 reitera doctrina co­
nocida en punto a que, en tales casos, el 
criterio fundamental debe ser el deriva­
do del Derecho civil, por lo que habrá 
que determinar quién fue preferente 
en el título civil originario de adqui­
sición (art. 609 C.c.), y sólo cuando no 
sea posible determinar la preferencia 
con arreglo al derecho civil, se acudi­
rá a los principios registrales, en cuya 
sede prevalecerá, a priori, el titular de 
la inmatriculación (que no de la ins.:. 
cripción) más antigua. En el caso con­
creto, diversas segregaciones y cambios 
de numeración en parcelas de una ur­
banización originan una doble 
inmatriculación, por lo que la misma fin­
ca es vendida por su propietario a distin­
tas personas. No se trata de doble venta, 
sino de doble inmatriculación, origina­
da por las diversas segregaciones, y con 
arreglo al art. 1.4 73 e.e., prevalece el 
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primero en la posesión, que además era 
el de título más antiguo y, además, el de 
la inmatriculación más antigua. 

o 
Recibo de arras por parte de 

Agente de la Propiedad 
Inmobiliaria condicionado a la 
aceptación por la propiedad: 
contrato de corretaie entre el 

posible comprador y el API 

La Sentencia de la Audiencia Pro­
vincial de Madrid de fecha 25 de abril 
de l. 997 realiza esta curiosa y, a nuestro 
juicio, errónea interpretación de un su­
puesto en que el API recibe en concepto 
de señal (reserva o arras confirmatorias) 
500.000.- ptas., estableciéndose en el do­
cumento que la reserva quedaba condi­
cionada a que fuera aceptada por la pro­
piedad antes de una fecha determinada; 
con anterioridad a esa fecha, y sin que 
conste que la aceptación de la propiedad 
le hubiese sido comunicada, fallece el 
comprador, siendo sus causantes quienes 
reclaman demandando al API la devolu­
ción de la señal entregada. Según la Sen­
tencia, no existe mandato representa­
tivo entre la propiedad y el API, ya que 
en tal caso la condición de que la señal 
sea aceptada por la propiedad sería 
nula al depender exclusivamente de 
la voluntad del mandante (art. 1.115 
C.c.), sino que lo que hay es un contrato 
de corretaje entre el posible compra­
dor y el API, que es un mero mediador. 
En base a ello y a que no consta la perf ec­
ción del contrato por no haberse comuni­
cado la aceptación del propietario al com­
prador, se desestima la excepción de 
litisconsorcio a legada por el API (por no 
haberse demandado a la propiedad}, y se 
condena al API a devolver la señal. 

o 
Inversión de la carga de la 

prueba en la acción directa del 
subcontratista contra el dueño 

de la obra 
Según la Sentencia del Tribunal 

Supremo de fecha 2 de julio de 1.997, 
corresponde al dueño de la obra acredi­
tar cuánto debe (o por el contrario, que 
no debe nada) al contratista, frente a 
las reclamaciones que le efectúen los 
subcontratistas ex art 1.597 C.c. (acción 
de los subcontratistas que ponen traba­
jo y materiales en la obra, contra el dueño 
de ésta, hasta la cantidad que éste adeude 
al contratista al momento de la reclama­
ción), ya que al subcontratista le puede 

ser imposible tal prueba, pues no cono­
ce ni puede conocer las relaciones in­
ternas entre promotor y contratista. 

la omisión de la comunicación 
de la vía de apremio a los 

titulares de cargas o 
gravámenes posteriores a la 

inscripción o anotación del 
crédito que se eiecuta no 

constituye defecto sustancial 
de procedimiento 

Esta es la conclusión a la que llega la 
Resolución de la Dirección de los Regis­
tros y el Notariado de fecha 1 de julio 
de 1.997, en un supuesto en que se susci­
taba la duda sobre la posibilidad de inscri­
bir, o no, la adjudicación del bien embar­
gado a favor del adjudicatario en pública 
subasta, al no haberse practicado por el 
órgano jurisdiccional las notificaciones 
previstas en el art. 1.490 LEC (comunica­
ción a los titulares de derechos que cons­
ten anotados o inscritos en asientos poste­
riores al del gravamen que se ejecuta). Los 
argumentos que conducen a esta resolu­
ción son ciertamente complejos, y se basan 
en la interpretación histórica de los precep­
tos de la LEC originaria que regulaban la 
misma cuestión, así como en el criterio de 
la perpetuatio legitimationis (art. 9,4 LEC), 
como en la eficacia de la cosa juzgada frente 
a los causahabientes de los litigantes en el 
primer pleito, y finalmente en el carácter 
restrictivo que, según la DGRN, la LOPJ 
adopta en materia de nulidad de actuacio­
nes, concluyéndose que no puede alegarse 
indefensión por el hecho de no considerar­
se la comunicación ex art. 1.490 LEC como 
trámite sustancial del procedimiento (art. 
238 LOPJ), puesto que las cargas o 
gravámenes posteriores al que se ejecu­
ta han sido creadas unilateralmente 
por la actividad del deudor ejecutado, 
al margen del proceso ejecutivo en 
cuestión. 

AL DÍA COMUNITARIO 

o 
El T JCE es competente para 
interpretar disposiciones de 
derecho interno que hayan 

sido dictadas para adaptar la 
legislación nacional al 

ordenamiento comunitario. 
Así lo declara el propio TJCE en su 

Sentencia de fecha 17 de julio de l. 997, 
en la que se debatía sobre la extensión de 
la competencia interpretativa del Tribunal 
a la ley holandesa sobre el Impuesto so­
bre la Renta, en un supuesto de fusión de 
dos sociedades nacionales. Esta solución 
se fundamenta en la existencia de un in­
terés por una interpretación uniforme, 
siempre que la normativa nacional es­
tablezca (para supuestos nacionales) 
soluciones basadas o extraídas de dis­
posiciones comunitarias. 

I 

AL DIA FISCAL 

o 
Se amplía el plazo de ingreso 
en período voluntario del IAE 

de 1997 en caso de no haberse 
recibido el documento de 

ingreso 
El IAE correspondiente al año 1997, 

podrá ser abonado, en período volunta­
rio y por tanto sin recargo alguno, hasta 
el próximo 20 de noviembre de 1997, si 
el contribuyente no recibió el documen­
to de ingreso en el período corriente. 
Para ello, deberá acudirse a la Delegación 
de la AEAT que corresponda, y recoger 
el duplicado del documento de ingreso. 
El ingreso podrá efectuarse en cualquiera 
de las entidades de depósito colaborado­
ras. Así lo ha acordado la D.G. de la AEAT 
mediante la Resolución de 3 de julio de 
1997 (BOE de 3 de julio, núm. 158). 

o 
la plusvalía municipal grava 
también aquella parte de los 
terrenos transmitidos que no 

esté edificada (iardines, 
patios •.. ), sin periuicio de la 

aplicación de factores 
correctores 

Así lo establece la Sentencia del Tri­
bunal Supremo de fecha 3 de abril de 
1.997, afirmando que «tiene declarado esta 
Sala la improcedencia de deducir supe1jicies 
que, como jardines o zonas comunes, aunque 
tengan un aprovechamiento de menor in­
terés económico, no pierden su carácter 
privado, integrándose en el conjunto patrimo­
nial del propietario». Añade la Sala el si-



guiente argumento lógico: «si a pesar de 
que el Impuesto se refiere formalmente sólo a 
'terrenos', nunca se ha pensado que la trans­
misión de edificios no constituya el hecho 
imponible del mismo y no sea susceptible de de­
vengar cuota tributaria alguna; del mismo modo, 
la transmisión de terrenos en los que parte 
del suelo se encuentra edificado y parte sin 
edificar debe ser objeto de tributación». 

Donación de acciones de 
sociedad familiar de mera 

tenencia de bienes: nulidad de 
la comprobación de valores 

practicada por Inspector 
financiero, carente de la 
titulación adecuada para 

valorar inmuebles 
La Sentencia del Tribunal Supremo 

de fecha 7 de mayo de l. 997 declara nula 
la comprobación de valores practicada por 
la Administración en un caso de donación 
de acciones de sociedad familiar de mera 
tenencia de bienes. Frente al valor nomi­
nal de 200.000.- ptas. (declarado a efectos 
del impuesto), se alzó el real comprobado 
y determinado por el Inspector financiero 
(1.486.000.- ptas.), basándose en que la 
sociedad tenía 1.690 metros cuadrados de 
inmuebles que «se valoraban teniendo en 
cuenta su situación, calidad de construcción, edad 
de la construcción y precio normal de mercado de 
inmuebles similares». La nulidad deriva de la 
inaptitud del técnico comprobador para la 
cuantificación efectuada: «la naturaleza de los 
bienes a valorar determina la cualificación técni­
ca del perito ... (SS. 13 febrero y 7 noviembre 
1.988, entre otras) ... En el caso de autos, al tra­
tarse de inmuebles de naturaleza urbana, es cla­
ro que el inspector financiero no tenía título ade­
cuado a la naturaleza de los bienes transmitidos, 
pues aunque formalmente fueron las acciones lo 
peritado no eran los títulos-valores (en cuyo caso 
se hubieran examinado balances, declaraciones 
tributarias, libros de contabilidad, cotizaciones, 
etc .. .) sino que lo valorado recata directamente 
sobre solares y edificios para lo que se aludía a 
situación, calidad de construcción, edad de ésta y 
precio de mercado de otros inmuebles similares; 
circunstancias todas ellas propias de la ciencia y 
la técnica de la arquitectura.». 

o 
Requisitos iurisprudenciales 

para que proceda el 
incremento del valor inicial a 

efectos de plusvalía, por 
meioras efectuadas por el 

propietario 
Según la Sentencia del Tribunal 

Supremo de fecha 7 de mayo de 1.997, 
las mejoras deben tener carácter perma-

nente, no esporádico, deben subsistir 
al producirse el devengo del impues­
to, deben realizarse por el propietario 
durante el período de imposición, deben 
ir referidas al terreno, y no a la edifi­
cación, y su especificación debe estar 
perfectamente probada mediante los co­
rrespondientes proyectos, licencias y cer­
tificaciones de obras, facturas y recibos, 
libros de contabilidad, concreción de los 
costes medios de los maleriales y de las 
obras, y otros conceptos semejantes. 

, 
AL DIA LABORAL 

o 
Pérdida de los beneficios 

derivados de la existencia de 
una relación laboral en el 

director general que, además, 
es nombrado conseiero de la 

sociedad 
La Sentencia del Tribunal Superior 

de Justicia de Madrid de fecha 22 de 
julio de l. 997 declara la incompatibilidad 
del cargo de consejero y, a la vez, del de 
director general (no por las funciones que 
cada cargo entraña, sino por la distinta re­
lación jurídica que quien los ocupa man­
tiene con la sociedad, mercantil y laboral, 
respectivamente), con el efecto de la pér­
dida de la protección y de los beneficios 
derivados de la relación de carácter labo­
ral (entre los que señaladamente se cuen­
tan la indemnización por despido). 

6 
La responsabilidad del FOGASA 
para pago del 40 por 100 de la 

indemnización por despidos 
colectivos en empresas de 

menos de 25 trabaiadores (art. 
33,8 ET) es de carácter directo 

y no subsidiario 
Así lo afirma la Sentencia del Tri­

bunal Supremo de fecha 7 de mayo de 
1.997, en recurso de casación para la uni­
ficación de doctrina, citándose como con­
tradictoria la STS de 2 7 de junio de 
1.996, que condenó al FO GASA directa­
mente, sin necesidad de incoación de 
expediente previo, al entender que la 
responsabilidad ex art. 33,8 ET es direc­
ta y no subsidiaria. Con esta Sentencia se 
confirma la anterior citada como contra­
dictoria, «pues como en ella se razona, las SS 
27 junio, 24 noviembre, 12 y 16 de diciembre 

de l. 992, la de 23 de julio de 1. 993 y 11 de 
mayo de 1.994 tienen declarada que la respon­
sabilidad atribuída al FOGASA en el art. 33,8 
ET es directa y pura». 

Incumplimiento empresarial de 
la obligación de ingreso de 

cotizaciones: el empresario no 
responde de las prestaciones si 
se trata de simples retrasos y 
no se afecta a los derechos del 

trabaiador 
Según la Sentencia del Tribunal 

Supremo de fecha 8 de mayo de 1.997, 
el art. 94,2 b) de la Ley de la Seguridad 
Social (responsabilidad del empresario 
para el pago de las prestaciones causadas 
por falta de ingreso de las cotizaciones), 
si bien es claro en el sentido de hacer 
responder al empresario por el simple 
hecho de no cotizar, con independencia 
de los efectos de dicha falta de cotización 
en la relación de protección del trabaja ­
dor, «debe ser objeto de una interpretación sis­
temática y finalista en la linea ya iniciada por 
la Sala (SS 22 octubre 1.975, 29 enero 1.980, 
16 febrero 1.981) ... en el Derecho de la Se­
guridad Social el incumplimiento de la 
obligación de cotizar no extingue las rela­
ciones de seguridad social y el cobro de las 
cotizaciones debidas se realiza por vía ejecuti­
va con abono de los recargos correspondientes». 
A tener en cuenta, no obstante, el hecho de que 
en el caso enjuiciado se consideró la falta de 
abono, no como un incumplimiento, sino como 
un mero incumplimiento parcial por presu­
mibles dificultades de liquidez, sin reper­
cusión en el derecho de la trabajadora, que 
reúne el periodo de cotización necesario 
para causar derecho a la prestación. 

o 
Contrato de alta dirección: la 

indemnización que debe pagar 
el empresario al directivo, por 

desistimiento empresarial, 
está regulada ex lege y no 
puede ser moderada por el 

Tribunal 
Así lo declara la Sentencia del Tri­

bunal Supremo de fecha 12 de marzo 
de 1.997, resolviendo el recurso de casa­
ción interpuesto por la empresa conde­
nada al pago, que pretendía la modera­
ción de la cantidad a pagar, alegando la 
aplicación analógica al supuesto del art. 
1.154 e.e. (facultad del órgano jurisdic­
cional de modificar equitativamente la 
pena -en las obligaciones con cláusula 
penal-, cuando el deudor ha cumplido en 
parte), en base a que la indemnización 

por desistimiento empresarial no es 
una cláusula penal, y que, además, el 
RD. 1.382/85 (relación laboral de alta 
dirección) prevé la aplicación de la legis­
lación civil a lo no regulado por dicha 
norma, siendo así que la indemnización 
en cuestión se regula en su art. 11. 

0 
Accidente/ enfermedad de 

trabaio: amplia interpretación 
del nexo causal del art. 115, 1 

LGS 
La Sentencia del TSJ de Navarra 

de fecha 7 de abril de l. 997 desestima 
el recurso interpuesto por el trabajador 
demandante (contra la empresa, mutua 
laboral, INSS y TGSS) al apreciar que los 
hechos derivaron de una enfermedad 
preexistente del trabajador, que en el 
caso concreto se califica por el Tribunal 
de «común» y no de «laboral», y ello sin 
perjuicio de reconocer la doctrina 
jurisprudencia!, que se cita, en punto a 
que «el antecedente inmediato del vigente art. 
115,3 LGSS (definición de accidente laboral) 
fue interpretado por la doctrina jurisprudencial 
en base a ... que alcanza no sólo a los acci­
dentes en sentido estricto sino también a 
las enfermedades» ·(STS 22 noviembre 
1.988), «bastando con que el nexo causan­
te, indispensable siempre en algún grado, 
se dé sin necesidad de precisar su signifi­
cación, mayor o menor, próxima o remo­
ta, concausal o éoadyuvante, debiendo 
otorgarse dicha calificación cuando no aparezca 
acreditada la ruptura de la relación de causalidad 
entre actividad profesional y padecimiento». 

AL DÍA MEDIOAMBIENTE 

o 
Delito ecológico: revocada una 

medida cautelar de clausura de 
colector por no concederse 

audiencia al querellado antes 
de su adopación 

El Auto de fecha 22 de julio de 
1.997 de la Sección Tercera de la Au­
diencia de Barcelona considera que en 
la adopción de la medida se incumplió el 
Código Penal, por cuanto no se dió au­
diencia a la parte querellada, y acon el sim­
ple escrito de querella no hav base suficiente 
para determinar que la única medida posible 
sea la clausura del colector, ni que tal medida, 
poniendo en relación el perjuicio que sufre el 

medio ambiente y el perjuicio empresarial, deba 
optarse por la protección del primero con sacri­
ficio del segundo». 

o 
Vertido de aguas residuales sin 

autorización: no prescribe la 
falta al ser de carácter 

continuado 
La Sentencia del Tribunal Supre­

mo de fecha 12 de mayo de 1.997 des­
estima la excepción de prescripción ale­
gada por el infractor (en base a haber 
transcurrido más de dos meses entre Ja 
comisión de la falta y la incoación de 
expediente sancionador, y entre la noti­
ficación de la propuesta de resolución y 
el dictado de la misma), ya que los he­
chos continuaron produciéndose (ile­
galmente) durante toda la tramita­
ción del expediente, no pudiéndose de­
clarar la prescripción de una falta de ca­
rácter continuado mientras no ha cesado 
la conducta (SSTS 8 febrero 1.996 y 21 
abril l. 997). 

, 
AL DIA MERCANTIL 

o 
Modificaciones · en el 

Reglamento de los Corredores 
de Comercio 

En el BOE del pasado 7 de agosto de 
1997 (núm.188) ha sido publicado el 
Real Decreto 1251/1997 de 24 de julio, 
por el que se modifica parcialmente el 
Reglamento para el Régimen Interior de 
Jos Colegios Oficiales, de su Consejo Ge­
neral y también de la reglación del ejer­
cicio del cargo de corredor colegiado de 
comercio. 

La reforma enrará en vigor el 1 de 
enero de 1998, y supone el desarrollo del 
mandato contenido en la Ley del 
MErcado de Valores, así como la 
repsuesta al nuevo régimen disciplinario 
de la Ley 3/ 1994 que adaptó la Segunda 
Directiva de Coordinación Bancaria. 

La novedad más significativa es que 
los corredores de comercio deberán estar 
presentes en los contratos que formali­
cen, excepto en los documentos otorga­
dos por representantes de entidadaes fi­
nancieras. La obligatoriedad de la pre­
sencia del corredor agilizará el tráfico 
mercantil, según la Exposición de Moti­
vos del Real Decreto, ya que por el con-

trario no se exige unidad de acto en el 
otorgamiento, y por otro lado se asegura 
la legalidad de las operaciones interve­
nidas y el respeto de los derechos de con­
sumidores y usuarios. En este sentido, 
debe destacarse la obligación de los Co­
rredores de Comercio de establecer me­
canismos de información y reclamación, 
con el fin de canalizar eventuales solici­
tudes de información y quejas relacionas 
con su actividad profesional. 

Se regulan por otro lado diversos as­
pectos relativos a concursos-oposición, 
archivos de Libro-Registro -con posibi ­
lidad de microfilmación-convenios, in­
compatibilidades y demarcaciones. Por 
último, se establece el régimen discipli­
nario para cobro de aranceles superiores 
a los establecidos, y otras faltas e infrac­
ciones. 

o 
Tribunal de Defensa de la 

Competencia: apreciación de la 
existencia de práctica concertada 
(conducta prohibida, restrictiva 
de la competencia) en base a 

pruebas indiciarias consistentes 
en el mero comportamiento 
paralelo de varias empresas 
La Resolución de fecha 3 de junio 

de 1.997 del Tribunal de Defensa de la 
Competencia aprecia la existencia de un 
concierto entre algunas de las principa­
les empresas del sector lácteo en España, 
dirigida a establecer unos precios (de ad­
quisición de leche de vaca a los ganade­
ros), descuentos y bonificaciones (según 
la calidad de la leche) uniformes. Con 
cita de jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia de Luxemburgo («un mero com­
portamiento paralelo puede, en determinadas 
circunstancias, constituir un indicio fundado de 
una práctica concertada cuando da lugar a 
unas condiciones en la competencia que no se 
correspondan a las condiciones normales de 
ésta. Sin embargo, cuando el comportamiento 
paralelo pueda explicarse por razones distintas 
a la existencia de una concertación, no podrá 
presumirse una concertación de esa naturale­
za» <Sentencias de 14-7-72, 13-7-89 y 
31-3-89>), y analizando las característi­
cas esenciales de la oferta y de la deman­
da en el sector lechero, el Tribunal con­
cluye que la tan amplia coincidencia de 
precios de adquisición deteclada entre 
las principales empresas encausadas, 
unida al hecho de que dichos precios 
variaban de manera uniforme y coinci­
dente en el tiempo en función de las tem­
poradas, no es concebible «'naturalmente' 
-esto es, de forma no coordinada, actuando las 
empresas competitivamente-» en el mercado 
examinado. 



o 
Carácter solidario de la fianza 

mercantil 
La Sentencia del Tribunal Supre­

mo de fecha 14 de febrero de 1.997, 
confirmando la del propio Tribunal de 
fecha 7 de marzo de 1.992, afirma el ca­
rácter solidario que en todo caso reves­
tirá una fianza mercantil, señaladamente 
aquellas fianzas o avales prestadas por 
las entidades bancarias y/o de ahorro, so­
bre la base de una interpretación de 
acuerdo con el art. 3,2 del Código Civil, 
y con el fundamento de la necesidad de 
ofrecer suficientes garantías a las opera­
ciones mercantiles. Se supera en toda 
regla, pues, la anterior doctrina del TS 
que afirmaba que eran aplicables los be­
neficios de excusión y división a las fian­
zas mercantiles. Precisamente, esta Senten­
cia declara no aplicables dichos beneficios 
en el supuesto enjuiciado, en que el fiador 
era una entidad bancaria, en atención a la 
incompatibilidad de dichos beneficios con 
el carácter solidario de la obligación. 

o 
Incompatibilidad de los cargos 
de conseiero y director en una 

sociedad mercantil 
(Vide Sección AL DÍA LABORAL, re­

seña de JURISPRUDENCIA nº 1.) 

o 
La sociedad civil que tenga 

obieto mercantil debe 
inscribirse en el Registro 
Mercantil para adquirir 

personalidad iurídica 
La Resolución de la Dirección Ge­

neral de los Registros y el Notariado 
de fecha 26 de abril de l. 997 confirma 
la calificación del Registrador de la Pro­
piedad en que éste deniega la inscripción 
de la adquisición de un inmueble a favor 
de una sociedad civil, en base a que el 
objeto de dicha sociedad civil era real­
mente mercantil (la compraventa de 
inmuebles, promoción, construcción de 
edificaciones y viviendas). Se está, en 
consecuencia, ante una sociedad mer­
cantil no regular (sin personalidad ju­
rídica) por cuanto no se cumplen los 
requisitos para ello (escritura pública 
e inscripción en el registro mercantil, 
ex arts. 19, 118 y 119 eco. y 4 RRM), y 
por lo tanto debe aplicarse el art. 383 RH 
para denegar la inscripción (no podrá 
practicarse a favor de sociedad mercan­
til ninguna inscripción de adquisición de 

inmuebles «sin que previamente a conste ha­
berse extendido la que corresponde en el Regis­
tro Mercantil»). 

o 
Salvo renovación expresa de 
las mismas (por acuerdo del 

Conseio), las facultades 
delegadas del Conseiero 
reelegido por la Junta se 

extinguen con su reelección 
Así lo declara la Resolución de la 

DGRN de fecha 14 de marzo de 1.997, 
en un supuesto en que el Registrador 
Mercantil denegó la inscripción de una 
escritura en que el Presidente del Conse­
jo de Administración, en quien el Con­
sejo había delegado tales facultades, 
otorgó un poder y revocó otro. La razón 
de tal calificación fue que dicho Conse­
jero había sido reelegido por la Junta 
miembro del Consejo recientemente, con 
posterioridad a la delegación de faculta­
des efectuada en su favor por el Consejo 
y, a juicio del Registrador, tal reelección 
por la Junta suponía la pérdida de las 
facultades delegadas. La DGRN confirma 
plenamente esta tesis, fundamentalmen­
te y entre otros, por las siguientes dos 
argumentaciones: 1) Toda reelección al 
cargo de consejero supone un cese 
previo, y como la ostentación de facul­
tades delegadas presupone el cargo de 
consejero, la pérdida de éste ha de con­
llevar necesariamente la de aquéllas; y 2) 
Siendo competencia del Consejo el dele­
gar facultades en alguno de sus miem­
bros (art. 141 LSA), el hecho de que la 
Junta reelija a uno de ellos como con­
sejero no significa, necesariamente, que 
el Consejo también haya de renovar su 
confianza en la misma persona en que 
delegó algunas facultades en su día. 

o 
No designación del tomador de 

la letra de cambio: ¿impide 
que se despache eiecución? 
Según la Sentencia de la Audiencia 

Provincial de Toledo de fecha 23 de 
abril de 1.997, es un requisito esencial 
de la letra de cambio (arts. 1.6 y de la Ley 
Cambiaría) la designación del nombre 
de la persona a la que se ha de hacer el 
pago. Faltando ello, se está ante un de­
fecto «en las formalidades necesarias de la le­
tra de cambio (SAP Valencia 26 de febrero de 
1.991) que está previsto en el art. 67,2 LCCH 
que como efecto ... no quepa ordenar que el re­
mate prosiga», y sin que sea válida una 
interpretación integradora, con la vista 
puesta en el art. 4 que permite girar las 

letras a la orden del propio librador, de 
que cuando el tomador se h a omitid o 
deba entenderse que es el propio librador, 
siendo asímismo irrelevante el qu e la 
letra no haya circulado (es decir, no haya 
terceros en la relación cambiaría, sino úni­
camente el librador y el librado). 

En cambio, la Sentencia de la A u ­
diencia Provincial de Madrid de fecha 
20 de febrero de 1.997 declara exacta­
mente lo contrario, al entender que cuan­
do la relación cambiaría tiene lugar en ­
tre las mismas partes que concertaron el 
negocio causal subyacente, sin haber cir­
culado la letra, debe flexibiliza rse e l 
rigor cambiario siempre que existan 
datos suficientes que permitan identifi­
car al tomador. 

o 
Contrato bancario de descuento 

de efectos mercantiles: 
periuicio del efecto por culpa 

de la entidad descontante 
La Sentencia de la Audiencia Pro­

vincial de Salamanca de fecha 3 de ju­
nio de l. 997 se ocupa de un supuesto en 
que la entidad descontante extravía la le­
tra descontada tras su impago (y corres­
pondiente alzamiento de protesto), y 
ante la imposibilidad de devolverla al 
descontatario (previo su pago por éste) 
inicia el procedimiento de amortización 
del efecto extraviado (art. 84 Ley 
cambiaría) para, una vez obtenida la 
Sentencia correspondiente declarando 
amortizada la letra, ejercitar acción ejecu­
tiva contra el descontatario por el impor­
te de la misma. La acción no es acogida: 
entre las obligaciones derivadas del con­
trato de descuento para la entidad 
descontante, destaca Ja de devolver los 
efectos impagados al descontatario 
con la misma eficacia jurídica que te­
nían cuando le fueron entregados en 
virtud del contrato de descuento, 
siendo así que, en el supuesto enjuicia­
do, la acción cambiaría del descontatario 
contra el librado aceptante prescribió 
mientras se sustanció el ejecutivo insta­
do por la descontante, por lo que es de 
aplicación el art. 1.170,2 e.e., convirtién­
dose la inicial cesión «pro solvendo» en 
cesión «pro soluto», sin que sea dable 
atender el argumento de la entidad 
descontante, sostenido en la cláusula del 
contrato de descuento en virtud de la 
cual las letras no se devolverán al 
descontatario hasta que sea efectivo 
su previo pago por éste, «pues ello no está 
en contradicción con una de las obligaciones 
esenciales del contrato de descuento, que no 
puede escamotearse con pactos abusivos ni 
exoneratorios que atacarían a la esencia del 
equilibrio contractual». 

IURIS TEXT 

o 
Cualquier retribución percibida 
por los miembros del órgano 

de administración de la 
sociedad quebrada no puede 

incluirse en la masa de 
acreedores de la quiebra si no 

consta en los Estatutos 
La Sentencia de la Audiencia Pro­

v in cial de Teruel de fecha 24 de mayo 
d e l. 997 estima el recurso interpuesto 
por la Sindicatura y deja fuera de la masa 
de acreedores el pretendido crédito ale­
gado por los causantes de quien fue Vi­
cepresidente y Consejero Delegado de la 
sociedad quebrada, dimanante de pacto 
interno (sin constancia del mismo en los 
Estatutos sociales, que sólo aluden a la 
rertibución de los consejeros por un por­
centaje del 10 por 100 sobre los benefi ­
cios líquidos de la sociedad) entre aquél 
y la sociedad, en virtud del cual, además 
de la retribución que constaba en los 
Estatutos, dicho consejero percibía otra 
adicional mensualmente por sus servi­
cios. Según la Sentencia, tal pacto ex­
tra-estatutario es de carácter privado, 
no reglamentario, y por ende, no puede 
perjudicar a tercero, desde el momen­
to en que no consta en el Registro Mer­
cantil acuerdo alguno en ese sentido. 
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AL DIA PENAL 

o 
Aprobada la Ley de 

Videovigilancia que permitirá 
la grabación de imágenes en 

las vías y lugares públicos 
El pasado 4 de agosto se aprobó la Ley 

Orgánica 4/ 1997 (BOE de 5 de agosto, 
núrn.186), mediante la cual se autoriza y 
regula el uso por parte de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado de gra­
baciones de imágenes y sonidos en luga­
res, vías y espacios públicos para comba­
tir la comisión de delitos. La Exposición 
de Motivos de la controvertida Ley justi­
fica el uso de sistemas de grabación de 
imágenes y sonidos y su posterior trata­
miento, en que con ello «se incrementa 
sustancialmente el nivel de protección de los bie­
nes y libertades de las personas». Tanto la ins­
talación de cámaras füas como las 
videocámaras móviles estarás sometidas 
a autorización previa, que delimitará las 
condiciones y limitaciones de su utiliza­
ción; de dichas autorizaciones se llevará 

un registro que deberá ser creado por cada 
autoridad competente. Deberán además 
respetarse en todo caso los principios de 
proporcionalidad, idoneidad, inter­
vención mínima, existencia de un ries­
go razonable para la seguridad, y res­
peto a la intimidad. Con ello se trata de 
establecer ciertas garantías de los dere­
chos fundamentales y libertades públicas 
de los ciudadanos. La Ley establece que 
las grabaciones deberán ser destruídas 
en el plazo de un mes, salvo que estén 
relacionadas con la comisión de infraccio­
nes penales o administrativas. 

Si la grabación captara la comisión 
de ilícitos penales, deberá ponerse a 
disposición judicial en el plazo máxi­
mo de 72 horas. Si se captara alguna in­
fracción administrativa relacionada con 
la seguridad ciudadana, se remitirá al 
órgano sancionador correspondiente. 

Las Comunidades Autónomas, en el 
ámbito de sus competencias, podrán dic­
tar las disposiciones necesarias para regu­
lar y autorizar la utilización de 
videocámaras por sus fuerzas policiales y las 
dependientes de las corporaciones locales. 

o 
Delito ecológico: clausura 
cautelar de colector sin 
audiencia al querellado. 

(Vide AL DÍA MEDIOAMBIENTE, 
reseñanº 1 de JURISPRUDENCIA.) 

Interpretación restrictiva del 
concepto de flagrante delito, 

como supuesto de excepción de 
la necesidad de la autorización 
iudicial de entrada y registro 

en domicilio privado 
La Sentencia d'el Tribunal Supre­

mo de fecha 14 de abril de l.997 re ­
cuerda la doctrina de las SSTC nº 1.318/ 
95 de 29 de diciembre y nº 448/97, de 4 
de marzo, sobre la necesidad de inter­
pretar restrictivamente el concepto 
de «flagrante delito» (supuesto en que el 
art. 18,2 CE permite la entrada y regi s­
tro sin consentimiento del titular y aun 
sin autorización judicial). Acaso lo más 
sorprendente es hasta el extremo que 
esta Sentencia del TS lleva la aplicación 
de la citada doctrina: en contra del crite­
rio seguido por la Sentencia de la Au­
diencia, que condenó apreciando la exis­
Lencia de «flagrante delito», el TS absuel­
ve al acusado de delito conlra la salud 
pública como consecuencia de declarar-

se la nulidad de las pruebas obtenidas en 
su contra por los agentes de policía que 
registraron su domicilio (sin autorización 
judicial) y le detuvieron. El supuesto: los 
agentes de policía sospecharon que el 
acusado vendía drogas en su piso por las 
constantes salidas y entradas de gente a la 
que conocían por su implicación en el 
mundo de la droga. Entran en el domi­
cilio después de que uno de ellos hubiese 
escuchado la conversación en que vende­
dor y comprador transaccionaban sobre la 
droga e incluso se daban prisa el uno al 
otro, «no sea que venga la pestañi (nombre con 
el que es conocida la policía)» Ciertamente, la 
interpretación efectuada parece restrictiva. 

o 
Delito de impago de pensiones: 
debe existir la posibilidad de 
pagarlas para apreciarse dolo 

La Sentencia de la Audiencia Pro­
vincial de Baleares de fecha 12 de 
mayo de l.997 examina un caso en que 
el condenado a pagar una pensión de 
20.000.- ptas. a su ex mujer, para el sos­
tenimiento de sus hijos (gastos escolares 
a parte), deja de hacerlo, siendo así que 
explotaba un taxi obteniendo por ello 
aproximadamente 200.000.- ptas. men­
suales, ostentando la titularidad exclusi­
va de la licencia, para lo que tuvo que 
pedir un préstamo de 4.000.000.- ptas., 
lo que le suponía pagar 70.000.- ptas. 
mensuales de amortización del préstamo. 
La causa se deduce mediante testimonio 
de particulares ante la jurisdicción penal, 
procedente del Juzgado de 1 ª Instancia 
que decretó la condena al pago de la pen­
sión. El Tribunal señala el carácter de 
infracción omisiva pura del delito de 
impago de pensiones tipificado en el 
art. 227 CP'95, por lo que, habida cuen­
ta que en los delitos omisivos «se presu­
pone que el sujeto haya podido efectivamente 
llevar a cabo la acción esperada» en el su­
puesto enjuiciado debe existir la posibi­
lidad real de llevar a cabo el pago de 
las prestaciones económicas. Lo cual 
existía, ajuicio del Tribunal, que aprecia 
dolo por cuanto al tiempo de solicitar el 
préstamo para pago de la licencia, la con­
dena al pago de la pensión ya existía. 

o 
Atestado policial en accidente 

de circulación: sólo la parte del 
atestado en que se recogen 
datos obietivos constituye 

prueba plena 
Según declara la Sentencia de la 

Audiencia Provincial de Castellón de 
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fecha 29 de enero de 97, el conteni­
do del atestado policial el un acciden­
te de circulación, a efectos de deter­
minar su valor probatorio, debe dis­
tinguirse entre aquellas partes del 
atestado en que se recogen datos ob­
jetivos como el lugar del accidente, 
caracteres de la vía, siniestros ocu­
rridos en los vehículos afectados, 
etc ... de lo que supone el recoger en 
el atestado meras declaraciones 
(por ejemplo, de testigos presen­
ciales). Únicamente los datos objeti­
vos constituyen prueba plena. 

0 
Delito de falsedad en 
documento mercantil 

Existe en el supuesto enjuiciado 
por la Sentencia de la Audiencia 
Provincial de Toledo de fecha 18 de 
abril de 1.997, consistente en la emi­
sión de una Certificación de un Acta 
de Junta de Accionistas, en la que su­
puestamente (según la certificación) 
se adoptaron unos acuerdos de am­
pliación de capital (que en realidad, 
no existieron), siendo elevados a pú­
blico dichos acuerdos, e inscritos en 
el Registro Mercantil. A pesar de que 
los hechos ocurrieron bajo la vigencia 
del CP antiguo, se aplica el art. 392 en 
relación con los apartados 2 y 3 del 
art. 390.1 del CP de 1.995 al ser los 
preceptos del nuevo Código más favo­
rables a los acusados (d.t ª 9ª a) 
CP'95). La Sala declara que «la certifi­
cación falsa es sin duda un documento mer­
cantil, pues por documentos de tal índole, 
según proclama la jurisprudencia, hay que 
reputar no sólo los específicamente regula ­
dos en el Código de Comercio o en las leyes 
mercantiles, sino todos aquellos que de­
noten una operación de comercio, o 
tengan validez o eficacia para hacer 
constar derechos u obligaciones de ese 
carácter, o sirvan para demostrarlas». 
Se tiene en cuenta señaladamente en 
la resolución, además, la 
instrumentalización de la fe pública 
notarial y de la publicidad del Regis­
tro Mercantil, y se indica que no es 
precisa, para la existencia de dolo 
falsario, ni ánimo de lucro ni inten­
ción de causar perjuicio ajeno, 
«siendo suficientes la antijuridicidad de la 
acción y el ataque a la fe pública y a la con ­
fianza de la sociedad en el valor probato­
rio de los documentos (STS 3 diciembre 
1.992)». 

AL DÍA PROCESAL 

o 
Carácter excepcional del 
litisconsorcio necesario 

Se refiere a ello la Sentencia del Tri­
bunal Supremo de fecha 5 de junio de 
1.997, que afirmando que el litisconsorcio 
puede existir «por imponerlo así una norma 
positiva, o bien por imponerlo la naturaleza de la 
relación jurídico-material controvertida (S. 15 
marzo 1.993)», recuerda no obstante que 
«resaltando las virtudes del litisconsorcio necesa­
rio, entre las que se encuentran la salvaguarda de 
principios fundamentales constitucionales, ello no 
significa que su efecto deba extenderse a 
cualquier persona relacionada con el proceso 
o con la relación jurídico-material que en el 
mismo se dilucida». 

6 
Emplazamiento edictal: nulidad 
del practicado por el Juzgado 
sin haberlo intentado en el 
domicilio que constaba en 
varios documentos de la 

demanda de autos 
La Sentencia de Tribunal Constitu­

cional de fecha 23 de junio de 1.997 
(nº 118/97) advierte del «evidente riesgo de 
ineficacia causante de indefensión» del em­
plazamiento por edictos, que justifica la 
doctrina del propio tribunal, que lo ad­
mite pero en condiciones rigurosas, y 
teniendo en cuenta que se trata de un 
remedio estrictamente subsidiario que 
«requiere ... el agotamiento previo de las moda­
lidades que aseguren en mayor grado la recep­
ción ... así como la constancia formal de haber­
se intentado su práctica» y «también que el 
acuerdo o resolución judicial de considerar que 
la parte se halla en ignorado paradero se fun­
de en criterios de razonabilidad que lleven 
a la convicción o certeza de la inutilidad de 
aquellos otros medios normales de emplaza­
miento (SSTC 23311.988, 17411.990, 2421 
1.991, 324/1.994y 12611.996, en otras)». En 
el supuesto examinado, el TC declara la 
nulidad de todo lo actuado desde el em­
plazamiento edictal, ya que, aunque 
consta que el Juzgado intentó el empla­
zamiento personal (con resultado nega­
tivo) no lo intentó en el domicilio (sito 
en Alemania) que constaba en varios 

delosdocumentosacompañadosala 
demanda, por lo que «puede afirmarse que 
el Juzgado no cumplió con las exigencias antes 
citadas para la utilización del emplazamiento 
edictal». 

e 
El rebelde puede pedir el 

recibimiento a prueba en la 
segunda instancia, sin 

necesidad de relacionar los 
medios probatorios en el 

escrito evacuando el trámite de 
instrucción 

Esta es la conclusión a que se llega de 
la lectura de la Sentencia del Tribunal 
Constitucional de fecha l de julio de 
1.997, que confirma la doctrina de la STC 
1/1. 992 en idéntico sentido. El TC esti­
ma desproporcionada la denegación del 
recibimiento a prueba solicitado por el 
demandado rebelde, en la segunda ins­
tancia, sobre la única base de no haber 
relacionado éste sus medios probatorios 
en el escrito de instrucción. Esta inter­
pretación flexible de los arts. 893 y 862 
i.f. (que exigen que los medios de prue­
ba se formulen en el escrito de instruc­
ción) la realiza el TC recordando su co­
nocida doctrina en punto a que los obs­
táculos procesales no deben conver­
tirse en impedimentos para que la 
tutela judicial sea efectiva (STC 157/ 
1.989), el Tribunal la pone en conexión 
con «el especial tratamiento que la Ley otorga 
al rebelde comparecido, no sólo en general, sino 
en relación precisamente con el trámite proba­
torio». 

o 
La consignación de rentas (a 

efectos de los recursos de 
apelación y casación) no es 

exigible en los procesos 
arrendaticios que se sustancian 

por el procedimiento de 
cognición 

Así lo declara la Sentencia del Tri­
bunal Supremo de fecha 2 de junio 
de 1.997, en base a que ello se deduce 
de las propias normas reguladoras de la 
consignación, que se ubican en sede 
del juicio de desahucio. En cambi-0, 
para el juicio de cognición, la exigen­
cia de consignación no se impone, lo 
cual no debe entenderse como vacío o 
laguna legal (arts. 39, apartados 1 y 2 
de la vigente LAU). 
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A 

LA RENTA CONTRACTUAL: DETERMINACIÓN 

1.1.-ACTUALIZACIÓN DE LA RENTA EN LOS CONTRATOS DE ARRENDAMIENTO DE VIVIENDA. 

PRESUPUESTOS PARA LA ACTUALIZACIÓN 

al capacidad económica 

• La facultad de actualizar la renta conforme a la D.T.2ª de la LAU 29/ 
1994, tienen su límite en la capacidad económica de los inquilinos 
de menguados ingresos. Los ingresos a considerar serán los del ejer­
cicio impositivo anterior a aquél en que se pretende la actualización. 
(Reseñas nº 1, 2 y 3) 

• Se tendrán en cuenta los ingresos de todas las personas que residan 
en la vivienda y se pondrán en relación con el Salario Mínimo 
Interprofesional correspondiente también al ejercicio impositivo an­
terior. (Reseñas n~ 2 y 3) 

• No hay unanimidad en cuanto a si los ingresos del arrendatario a com­
putar son los brutos o los netos. Alguna Sala ha entendido que los 
ingresos a computar son los netos, y no los brutos, puesto que aqué­
llos son los que muestran la verdadera capacidad adquisitiva (Rese­
ña nº 1 ). Sin embargo, existen sentencias que razonan que si el le­
gislador no distinguió que tuvieran que computarse los netos, y es­
tableció que debían ser los "totales", los que deberán computarse 
son los ingresos brutos. (Reseña nº 21) 

• La situación económica a valorar debe ser aquella existente en el mo­
mento de pretender la actualización, sin que quepa variación en función 
de modificaciones sobrevenidas en dicha situación. (Reseñanº 13), si bien 
ha quedado esta cuestión en el aire en alguna resolución. (Reseñanº 20) 

· Si la actualización no es procedente en atención a los ingresos del 
arrendatario, la renta será revisada anualmente en función de las va­
riaciones del 1 PC. (Reseñas nº 3 y 27) 

• La no acreditación por el arrendatario de los ingresos que percibe la 
unidad familiar, hace que opere la presunción de procedencia de la 
actualización. (Reseñas nº 2, 20 y 21) 

• Los ingresos consignados en la declaración del IRPF como rendi­
mientos base de la actividad, deben ser tenidos en cuenta sólo una 
vez se haya aplicado el índice corrector correspondiente para indi­
vidualizar la renta del sujeto pasivo. (Reseña nº 24) 

b) cumplimiento de una anualidad de vigencia del con­
trato a partir de la entrada en vigor de la LAU 

• El ejercicio de la facultad del arrendador de actualizar la renta vie­
ne condicionado por la exigencia del cumplimiento de una anuali­
dad de vigencia del contrato a partir de la entrada en vigor de la 
nueva Ley. En consecuencia, aquellos contratos que en el mismo mes 
de enero de 1995, cumplieron una anualidad de vigencia, pueden ser 
objeto de actualización a partir de dicho momento. (Reseñas nº 5 y 6) 

el notificación al arrendatario de la actualización 

• El arrendador debe efectuar un requerimiento fehaciente al arrendata­
rio comunicándole la procedencia de la actualización, su importe y cer­
tificado del Instituto Nacional de Estadística expresivo de los índices de­
terminantes de la cantidad notificada (Reseñas nº 14 y 19) Este reque­
rimiento puede hacerse a partir del cumplimiento de una anualidad del 
contrato a partir de la entrada en vigor de la ley. (Reseñas nº 5 y 6) 

• Una vez iniciado el proceso de actualización, el arrendador sólo de­
berá notificar al arrendatario anualmente el importe que conforme 
a dicha actualización corresponda a la anualidad de que se trate. 
(Reseña nº 14). Alguna sentencia exige que se acompañe en cada 
año de actualización asimismo certificado del INE. (Reseñanº 19) 

• No se exige al arrendador que comunique los datos y reglas de ac­
tualización correspondientes a los dos sistemas de actualización 
comprendidos en la regla 1 ªy en la regla 5ª de la D.T. 2ª, apdo. 11; 
la ley exige que se comparen dichos sistemas para ver con cuál se 
obtiene una renta inferior, siendo esta renta la única que según la 
ley viene obligado a notificar al inquilino. (Reseña nº 14) 

• Si el arrendatario recibió en la vivienda arrendada la notificación 
de la actualización de la renta con la correspondiente certificación 
del Instituto Nacional de Estadística, queda acreditada la fehaciencia 
con independencia de la forma en que fue practicada.(Reseña nº 15) 

CÁLCULO DE LA ACTUALIZACIÓN X \~._.1'"' '-, • -
0
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• En el cálculo de la actualización de renta sólo interviene la renta ini­
cial y el correspondiente cociente multiplicador hallado a través del 
IPC de dos fechas determinadas por la ley. (Reseñanº 7) La cifra glo­
bal de la renta más las cantidades asimiladas a renta sólo se tienen 
en cuenta para saber cuál será el porcentaje a aplicar, pero una vez 
calculada la renta actualizada, ésta absorberá a las cantidades asimi­
ladas. Esto significa que estas cantidades quedan incluidas dentro de 
la renta actualizada (Reseñas nº 7 y 8). 

• El servicio de portería y el IBI no quedan absorbidos por la renta, por lo que se satis­
farán separadamente de ésta, aun cuando antes no se pagaran (Reseña nº 25) 
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· En caso de no proceder la actualización, no hay absorción de canti­
dades asimiladas, sino repercusión separada para evitar duplicidad 
en el cobro de dichos conceptos. (Reseñas nº 26 y 27) 

• Durante el proceso de actualización deberá aplicarse asimismo el 
IPC de cada año, de acuerdo con la previsión legal de que la renta 
inicial pactada deberá mantener en cada una de las anualidades en 
que se desarrolló la actualización, la misma proporción que el IPC 
del mes anterior a la fecha del contrato con respecto al Índice corres­
pondiente al mes anterior a la fecha de actualización. (Reseña nº 20) 
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• En aquellos casos en que no proceda la actualización por no su­
perar el arrendatario los ingreoss marcados por la Ley, se apli-

cará anualmente el IPC sobre la renta incrementada en las canti­
dades a ella asimiladas, en los términos de la Regla 8ª, de la DT 
2ª, 11. (Reseña nº 27) 

OPOSICIÓN DEL ARRENDATARIO A LA ACTUALIZACIÓN 

a) Oposición en ejercicio de la facultad de opción por la 
no actualización 

• La facultad que tiene el arrendatario de oponerse a la actualización, 
no puede ejercitarse una vez pasado el plazo de 30 días contempla­
do en la Ley. (Reseñas nº 4 y 18) 

• Ejercitada en plazo la oposición, el contrato quedará extinguido en 
un plazo de 8 años desde la fecha del requerimiento fehaciente. (Re­
seña nº 18) 

• Sin embargo, alguna Sala ha entendido que pasado dicho plazo de 
30 días el arrendatario puede oponerse a la actualización, siempre 
que la alegación consista en que su capacidad económica es inferior 
a la que exige la ley para proceder a la actualización. (Reseñanº 11) 

• El plazo de treinta días para oponerse a la actualización debe ope­
rar respecto del primer requerimiento de actualización, y no sobre las 
sucesivas notificaciones anuales, puesto que se otorgaría al arren­
datario la posibilidad de efectuar dicha oposición hasta transcurri­
dos 7 años, lo que iría en contra de la seguridad y la certeza jurídica. 
(Reseña nº 18) 

PLAZO DE ACTUALIZACIÓN 

• La regla 9ª a) de la DT 2ª, debe ser puesta en relación con la regla 
2ª, en el sentido de que cuando la renta que se viniera cobrando fuera 
superior a la correspondiente por actualización, el arrendador podrá 
actualizar directamente según el tramo de actualización que sea su­
perior a la renta que se viniera ya pagando. (Reseña nº 9) 

• En caso de formularse oposición, la renta contractual, incrementada 
en las cantidades asimialdas a ella, deberá actualizarse anualmen­
te en función de las variaciones que experimente el IPC. (Reseñas 
nº 16 y 26) En este caso, la ren ta no absorbe a las cantidades asi­
miladas, como ocurre con la regla 3ª (renta actualizada conforme 
al procedimiento establecido en la DT 2ª) (Reseña nº 26) 

b) Oposición en vía judicial 

• La oposición deberá fundamentarse con los datos y hechos que jus­
tifiquen la pretensión del arrendatario. (Reseña nº 14) 

• El motivo de oposición no invocado en la contestación al requerimien­
to, no puede ser alegado en el pleito por el arrendatario. (Reseñ~ nº 22) 

• No obstante, advertido el arrendatario del error sufrido por el arren­
dador en cuanto al porcentaje a aplicar, puede alegarlo en la con­
testación a la demanda. (Reseña nº 22) 

• El hecho de haberse subrogado el cónyuge en la posición del arren­
datario del que se halla separado, no empece a la continuación del 
proceso actualizador oportuno. (Reseña nº 20) 

• La procedencia de la actualización de la renta pretendida dicta­
minada judicialmente opera sus efectos retroactivamente hasta la 
fecha en que se se efectuó el requerimiento de actualización, pero 
durante la substanciación del pleito no constituye débito. (Reseña 
nº 17) 

CONTRATOS YA REVISADOS ANUALMENTE CONFORME AL IPC -----------

• El hecho de que el contrato se hubiera actualizado anualmente en 
virtud del IPC experimentado en cada ejercicio, no obsta a la actua­
lización si se cumplen los requisitos procedentes. (Reseñas nº 6, 1 O, 
12 y 23)) 

1. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE CÁDIZ de 25 
de abril de 1996 

LOS INGRESOS "TOTALES" QUE DEBEN COMPUTARSE PARA 
LA ACTUALIZACIÓN NO SON LOS INGRESOS BRUTOS, SINO LA 

TOTALIDAD DE INGRESOS NETOS DE LA UNIDAD FAMILIAR 

Fdto. Jdco. Segundo.- Debe acudirse a la interpretac ión finalista de la Ley, 
de acuerdo con la realidad social del momento presente. Es sabido el grave pro­
blema creado por la congelación de las rentas de las viviendas y loca les de ne­
gocio en los contratos en que no estaba prevista su periódica actualización de 
acuerdo con distintos criterios, lo que originó situaciones injustas y abusivas para 
los legítimos derechos de los arrendadores, y para poner fin a esta desigualdad, 
el legislador dispone su actualización, pero también se tropieza con la induda­
ble existencia de inquilinos con escasísima capacidad económica para afrontar 
elevaciones de las rentas notables. Para evitar ese efecto negativo sobre clases 
sociales de menguados ingresos y posibilidades, impone un límite a la revisión 
de las rentas, contenido en la misma regla 7°, y en la Disposición Final 4ª regula 
un régimen de compensación para los arrendadores, por vía fiscal, cuando no dis­
fruten del derecho a la revisión de la renta. Partiendo de esta finalidad de la Ley 
debe interpretarse el precepto en el sentido de estimar que los ingresos compu­
tables son los netos y no los brutos supuesto que lo que debe determinar la re­
visión son los ingresos totales de la unidad familiar es decir la verdadera capa­
cidad económica de la familia su verdadero poder adquisitivo ya que es obvio 
que este dato nunca puede obtenerse del concepto de inaresos brutos pues de 
aceptarse tal interpretación se defraudaría la voluntad tanto del legislador como 
la objetivada de la Ley. 
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• No es aplicable la doctrina de los actos propios para disponer la no ac­
tualización conforme a la DT 2ª, por haberse actualizado mediante apli­
cación del IPC. La actualización es un derecho nuevo que le ha sido reco­
nocido al arrendador en virtud de una nueva ley. (Reseñas nº 1 O y 12) 

2. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE PONTEVEDRA 
de 4 de diciembre de 1995 

~~~~~~~~~-

LOS INGRESOS QUE DEBE JUSTIFICAR EL ARRENDATARIO 
SON LOS DEL EJERCICIO IMPOSITIVO ANTERIOR AL DEL AÑO 

EN QUE SE INSTA LA ACTUALIZACIÓN 

Tampoco podemos dar acogida al motivo del recurso consistente en que la 
renta será actualizada en el plazo de diez años, y no en cinco, tal como sostienen 
el arrendador demandante, al igual que la sentencia recurrida. Y eso tiene que ser 
así porque la arrendataria no justificó que durante el año 1994 percibió con su 
hija ingresos totales que no exceden de 5,5 veces el salario mínimo 
interprofesional. Hay que señalar que la demandada y hoy apelante hizo llegar a 
las actuaciones las declaraciones del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi­
cas suya y de su hija correspondientes al período impositivo del año 1993, cuando el 
pfo. segundo de la regla 7" del apdo. 11 de la letra D) de la D.T.2ª de la Ley de Arren­
damientos Urbanos de 24 de noviembre de 1994 establece de modo explícito y sin 
excepción que los ingresos a considerar serán los obtenidos "durante el ejer­
cicio impositivo anterior a aquel en que se promueva por el arrendador la ac­
tualización de la renta", y como en el caso enjuiciado el arrendador instó la actuali­
zación en el año 1995 el ejercicio impositivo de que debería justificarse por la arrenda­
taria los ingresos eran del año 1994 y no de 1993. Y no acreditándose los ingresos de 
aquel período impositivo por la arrendataria se hace presumir que procede la actuali­
zación pretendida, tal como dispone también de manera expresa el párrafo último de 
la norma antes comentada, y aún más cuando a lo largo del procedimiento la parte de­
mandada no hizo prueba alguna de sus ingresos, atenientes al señalado año 1994, ta l 
corno exige la Ley. 
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3. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE BARCELONA 
de 28 de febrero de 1996 

LOS INGRESOS QUE DEBEN JUSTIFICARSE SON LOS DEL 
EJERCICIO ANTERIOR AL DEL AÑO DE LA ACTUALIZACIÓN Y 

DEBERÁN COMPARARSE CON EL SALARIO MÍNIMO, TAMBÍÉN 
DEL EJERCICIO ANTERIOR 

Fdto.Jdco. Segundo.- En primer lugar ha de exam inarse el punto estu­
diado por la sen tencia, pues de confirmarse su in terpretación ello obviaría corno 
allí se hizo el examen de las demás excepciones articuladas en la oposición y que 
hubiera n debido ser objeto de estudio antecedente por obstaculizar el pronun­
ciam iento del fondo del asunto. Y la Sala no sin reconocer las múltiples dudas 
que comporta la aplicación de las actualizac iones de renta discrepa de lo allí 
expuesto y siendo cierto que la regla séptima de la letra D) de la D.T. segunda 
exceptúa de la actualización cuando la suma de ingresos totales no excedan de 
determinados límites, para averiguarlos se efectúa la comparación entre los in­
gresos totales percibidos por el arrendatario y personas que con él convivan por 
el número de personas totales que convivan en la vivienda y el sa lario mínimo 
interprofesiona l, aclarando el párrafo éste que los ingresos a considerar serán los 
del ejercicio impositivo anterior a aquél en que se promueva por el arrendador la 
revalor ización y en la regla octava en tal caso permite sólo actualiza r a tenor de 
la variación experimentada por el IPC en los doce meses anteriores a la fecha de 
cada actualización . De lo anterior se colige que la compa ración que el legislador 
rea li za es entre ingresos del ejercicio anterior, personas que residan en la vivien­
da, que habrá de ser también referido al igual que los generadores de ingresos 
al año anterior y salario mínimo que por consiguiente también ha de referirse al 
período en que los ingresos se han generado ya que de lo contrario no guarda­
ría la proporcionalidad que la ley precisa, no siendo lógico comparar los ingre­
sos de un período y el salario mín imo de otro que además ni siquiera se habría 
devengado en su totalidad, por lo que la sentencia ha de revocarse habida cuen­
ta que tuvo en cuenta el salario mínimo de 1995, y como quiera que en la propia 
contestación se reconoce que los ingresos en 1994 superaron en 2,5 del previsto 
para 1994 ha de partirse ya inicialmente de la procedencia de la actualización, y 
por tanto, han de examinarse las excepciones restantes que se reprodujeron en la im­
pugnación, no sin añad ir en este apartado cómo en la contestación al requerimiento 
de actualización el arrendatario se refiere también al salario mín imo de 1994. 

4. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE PONTEVEDRA 
de 30 de noviembre de 1995 

PLAZO DE 30.DÍAS PARA OPONERSE A LA ACTUALIZACIÓN 

Pero no nos encontramos ante un caso de expresa negativa de la arrenda­
taria al proceso de actualización de la renta que viene satisfac iendo, sino que 
iniciado aquel proceso por parte del arrendador, la arrendataria dejó transcurrir 
el plazo mencionado de treinta días sin hacer manifestación alguna al respecto. 
Y aún cuando pasado aquel plazo explicitó su desacuerdo con la tesis del arren 
dador lo cierto es que aunque se puede calificar de oposición sobrevenida se­
gún la doctrina no suspende ni mucho menos extingue el derecho del arrenda 
d?r a proseguir con la actualización. Desde estos hechos, rigiéndose como se rige 
aun el contrato de arrendamiento del litigio por la Ley de Arrendamientos Urba­
nos anterior, en todo aquello que no resulte modificado por lo dispuesto en la 
transitoria de la nueva Ley de Arrendamientos Urbanos, y consistiendo una de 
estas modi ficaciones en el nuevo plazo que de treinta días posee el arrendatario 
para oponerse a la nueva renta actualizada la arrendataria de la litis al dejar pasar 
~q uell a oportunidad no viene sino a legitimar implícitamente aceptar el nuevo 
importe de la renta que debe abonar. 

5. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE VALLADOLID 
de 15 de enero de 1996 

ACTUALIZACIÓN DE LA RENTA EN EL MISMO 1 DE ENERO 
DE 1995 EN QUE ENTRÓ EN VIGOR LA NUEVA LEY: CUMPLI­

MIENTO DE ANUALIDAD DE VIGENCIA DEL CONTRATO 

Según la Disposic ión Transitoria Y 11 de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 
1994, el requerimiento de actualización de la renta podrá ser realizado en la fecha 
en que, a partir de la entrada en vigor de la Ley, se cumpla una anualidad de vigencia 
del contrato. En el caso, estando de acuerdo las partes en que el contrato entró en 
vigor en enero de 1980 las anualidades de vigencia del mismo vencen en los sucesi­
vos meses de enero de los años siguientes. Como según la disposición final 2ª de la 
citada Ley ésta entró en vigor el 1 de enero de 1995 en ese mismo mes de enero 
venció una anualidad de vigencia del contrato por lo que a partir de entonces pudo 
hacerse el requerimiento de actualización de renta y por consiguiente el realizado el 
6 de abril de 1995 es válido debiendo abonarse la nueva renta desde esa fecha. 
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6. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE JAÉN de 18 
de enero de 1996 

APLICACIÓN DE LA NUEVA REGULACIÓN. 
INADMISIBILIDAD DE PACTOS PRIVADOS QUE CONTRAVEN­

GAN LO ESTABLECIDO EN LA LEY 

MOMENTO PARA NOTIFICAR AL ARRENDATARIO LA AC­
TUALIZACIÓN: CUMPLIMIENTO DE UNA ANUALIDAD 

Fdto.Jdco. Primero.-( ... ) el Tribunal Supremo exige la concurrencia de los 
siguientes factores: a) que la elevación sea consecuencia de pactos libremente 
estipulados en contratos posteriores a la Ley de 11 de junio de 1964; b) que se 
notifique por escrito la cantidad a satisfacer con la justificación y fundamento 
pertinente; e) la notificación podrá hacerla en cualquier tiempo, siempre que no 
haya prescrito por el transcurso de cinco años conforme al artículo 1.966.2 del 
Código Civil; d) que se refiera a obligaciones de pago que se harán efectivas a 
partir de la notificación, sin efecto retroactivo, y e) que verificada la notificación 
del incremento entrará en juego la caducidad de los tres meses prevista en el 
artículo 101 .2 regla 5ª de la Ley de Arrendamientos Urbanos. Todos estos requi­
sitos se establecen en aplicación de los artículos 97, 98 y 101, números 1 y 2, de 
la Ley de Arrendamientos Urbanos y se recogen en la sentencia del Tribunal Su­
premo de 11 de abril de 1995 (Sala 1ª Ponente señor Malpica y González-Elipe) . 
(. .. ) Pe ro no puede olvidarse que el Tribunal Supremo se refería a supuestos an­
teriores a la entrada en vigor de la nueva Ley arrendaticia: y en aquellos casos sí 
concurrirían, a la vista del requerimiento notarial, los requisitos transcritos de te­
nerse en consideración las reglas prevenidas en la LAU y la jurisprudencia 
transcrita. 

Ahora bien , pese al pacto expreso que el contrato contiene sería aplicable 
en este caso la DT 2ª de la LAU 29/1994 de 24 de noviembre.Así el apartado A) 
para los contratos, corno el que nos ocupa, anteriores al 9 de mayo de 1985 re­
mite a las normas del texto refundido de la LAU, "salvo las modificaciones con­
tenidas en los apartados siguientes de esta Disposición Transitoria" . Esa salve­
dad, a la que no se refiere el recurrente, supone la aplicación de la nueva regula­
ción a todos los contratos de arrendamiento debiendo prevalecer ésta sobre las 
no rmas hasta ese momento vigentes en materia sobre todo de actualización de 
rentas. Esa materia se regula en el apartado A) de la citada disposición y en modo 
alguno puede contravenirse con los pactos estipulados entre las partes. Si así lo 
hubiera querido el legislador lo habría puesto de manifiesto de manera expresa. 
Pero no es posible mantener esa tesis sin contravenir el espíritu de la norma, que 
prevé el aumento progresivo de las rentas más antiguas de manera escalonada, 
con el fin de conciliar los intereses del inquilino para que no se vea sorprendido 
por una elevación excesiva y poco adecuada a su capacidad económica, y las del 
arrendador a obtener una renta acorde con la situación actual y las cargas fisca­
les que ha de soportar. De ahí que se fijen unos plazos que van de 5 a 1 O años en 
atención a una serie de porcentajes y límites previstos en la misma norma. 

De esta manera la Exposición de Motivos también arroja luz sobre el parti­
cular diciendo de forma terminante que "En cuanto al régimen de rentas, la Ley 
opta por intentar desbloquear la situación de las rentas congeladas. Para ello se 
establece un sistema de revisión aplicable a todos los contratos anteriores al 9 
de mayo de 1985 .. . " Por todas esas razones consideramos que las normas pre­
venidas en la disposición transitoria que examinarnos también son de aplicación 
al caso que nos ocupa. De ahí que el plazo fijado para el requerimiento fehaciente 
dirigido al arrendatario sea el de un año de vigencia del contrato desde la entra­
da en vigor de la Ley que según su disposición final 2ª fue el 1 de enero de 1995, 
debiendo contarse pues la anualidad desde el 1 de octubre de ese año." 

7. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE LA CORUÑA 
de 16 de febrero de 1996 

LA SUMA DE LA RENTA MÁS LAS CANTIDADES ASIMILA­
DAS SÓLO SIRVE PARA SABER CUÁL ES EL PORCENTAJE DE 
ACTUALIZACIÓN A APLICAR, PERO PARA EL CÁLCULO DE LA 
RENTA ACTUALIZADA SÓLO INTERVIENE LA RENTA INICIAL Y 

EL CORRESPONDIENTE COCIENTE MULTIPLICADOR 

El párrafo primero de la regla 2ª del citado número 11 establece claramen­
te corno elemento a tener en cuenta la renta que se viniese pagando por el arren­
datario en el momento de realizar la actualización "incrementada en las canti­
dades asimiladas a la renta". Esa cifra global de renta y cantidades asimiladas a 
la misma sólo sirve para saber cuál es el porcentaje de actualización que tiene 
que ser aplicado pues ha de serlo el primero que resulte mayor que dicha cifra 
global. Pero las cantidades asimiladas a la renta no se tienen para nada en cuenta 
para calcular la renta actualizada, ya que en tal cálculo sólo interviene la renta 
inicia l y un coeficiente mult iplicador que se halla tras la división de las cifras del 
IPC de dos determinadas fechas. Los gastos de portería -que son los que al ape­
lante le preocupan, aunque su argumento sería asimismo aplicable a las demás 
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cantidades asimiladas a la renta- no se abonan dos veces, pues la renta actuali­
zada, como queda dicho, nada t iene que ver con los mismos. El único efecto que 
producen ta les gastos -y demás cantidades as imil adas a renta- es el de reducir 
el período de actualización, puesto que, en un caso como el presente, si se tuvie­
se en cuenta solo la renta estricta abonada en el momento en que se pretende la 
actua lización, el 30 por ciento de la renta actualizada ya sería superior a dicha 
cifra, con lo que se tardarían dos anual idades más en alcanzar el total de la ren­
ta actual izada; pero el citado párrafo contiene unos términos que, por su clari­
dad, no permiten otra interpretación que la estrictamente literal. El argumento 
de que en lo sucesivo el arren da dor podrá cobrar por triplicado y as í sucesiva ­
mente, el importe de los servic ios de portería, parte de una interpretación de lo 
dispuesto en el apartado 10.5 de la D.T.2 ª muy personal del apelante y que no es 
preciso examinar, puesto que atañe a actualizaciones posteriores, no a la que es 
objeto de debate en el presente pleito. 

8. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE PONTEVEDRA 
de 4 de diciembre de 1995 

LA RENTA ACTUALIZADA ABSORBERÁ LAS CANTIDADES 
ASIMILADAS A LA RENTA Y POR TANTO, ÉSTAS QUEDARÁN 

INCLUIDAS EN LA RENTA NUEVA. 

INTERPRETACIÓN DEL TÉRMINO «ABSORBERÁ» 

Frente a lo sosten ido por la recurrente, el actor, a la ho ra de actua lizar la 
renta, no tuvo en cuenta las cantidades as imi ladas a la misma . El Índ ice de 
actua lización se apl ica únicamente a la renta inicial y no las demás cantida­
des que como asimiladas a la renta se hacen constar en el hecho segundo del 
escr ito de demanda. Teniéndose actualizada la renta de conformidad con alguno 
de los dos proced imientos que para el segundo de los casos prevén las reglas 
1 ªa 5ª, la renta actua lizada "absorberá" las cantidades as imiladas a la renta 
desde la primera anua lidad de rev is ión (párra fo primero de la regla 3ª) . La ex­
presión "absorberá" no se puede tomar en el sent ido que las partes litigantes 
quieran darle, de que a la renta actualizada se le suman las cantidades asim i­
ladas a la renta, sino que, más bien por contra, viene a significar, de acuerdo 
con la doctrina científica, que las cantidades asimiladas auedan inclu idas en 
la renta actualizada, o si se prefiere, que aquellas cantidades no se toman en 
consideración y desaparecen o quedan absorb idas por la renta nueva 

9. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE LA CORUÑA 
de 16 de febrero de 1996 

LA ACTUALIZACIÓN NO DEBE HACERSE INEXCUSABLE­
MENTE EN DIEZ AÑOS: LA REGLA 2ª (LEY ESPECIAL) ES 

PREFERENTE A LA REGLA 9ª (LEY GENERAL) 

Es cierto que una interpretac ión puramente li tera l de la reg la 9ª a) con ­
duce a pensar que la actual ización tiene que ser inexcusablemente realizada 
en un período de diez años, lo que supone una total contradicción con lo dis ­
puesto en la regla 2ª. Pero el examen de las vicisitudes parlamentarias del 
precepto últimamente indicado no deja duda acerca de que es éste el que 
tiene que ser aplicado. Su precedente en el Proyecto contenía una solución 
simil ar a la que el recurrente sostiene, pero el Texto definitivo se adoptó tras 
acoger una enm iend a del Grupo Parlamentario Socialista cuya motivación es 
la siguiente: "Parece lógico que, en aquellos casos en que la renta que se 
viniera cobrando sea superior a la que corresponda por apl icac ión del coefi­
ciente de actua lización no tenga el arrendador que segu ir esperando varios 
años hasta poder rea lizar la primera actualización y que pueda iniciar la apl i­
cación a partir de l tramo en el que ya empiece a producirse un incremento 
~".La finalidad pretend ida por el legislador es clara, y a ella sólo se aco­
moda la interpretación de que la regla 9ª a) tiene carácter general y la 2ª es­
pecial, por lo que ésta es preferente a aquélla. 

1 O. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE VALLADOLID 
de 3 de mayo de 1996 

~~~~~~~~-

RENTA REVISABLE A PESAR DE PACTO ENTRE ARRENDA­
DOR Y ARRENDATARIO DE APLICACIÓN DEL IPC 

El hecho de que el arrendador y el arrendatario, que celebraron el contra­
to de arrendamiento de viv ienda con anterioridad al 9 de mayo de 1985, hubie­
sen convenido la rev isión anual de la renta según el IPC una vez producida la 
descalificación de la vivienda de protección ofic ial, no es incompatible con el 
hecho de que el arrendador ejercite un derecho nuevo -actualización de la ren­
ta- que le ha sido reconocido con poster ioridad al referido pacto, en virtud de una 
nueva ley. 

~~~-1-1-.S-E-NT_E_N_C-IA_D_E_L_A_A_U-Dl-E-NC_l_A_P-RO-V-IN-C-IA_L_D_E~~- ENTRAL 
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Fdto.Jdco. Tecero.- En efecto, como contestación al requerimiento enca­
minado a la actualizac ión de la renta del contrato de arrendamiento de vivienda 
que vincula a las partes, el demandado comunicó al arrendador la improceden­
cia de tal actualización en razón a no superar sus ingresos y los de las personas 
que con él conviven habitualmente en la vivienda arrendada -según certificados que 
acompaña- los mínimos establecidos en la reg lar ap. d) disp. trans. 2ª Ley 29/94. 

Cuarto.- En el juego de ta l norma y como ya ha tenido ocasión de decir 
esta lima . Audiencia no cabe ampararse en una falta puntual de contestación o 
plena acreditación por el arrendatario de las circunstancias en que se ampara para 
negar la actualización, pues -con resultar plenamente discutible en el presente 
su transcurso al no resultar fehaciente la fecha de requerimiento- la ley no exi­
ge como en la regla precedente que tales comuni cac iones hayan de efectuarse 
imperativamente en el plazo de 30 días naturales siguientes a la recepción de 
aquél como fecha limite para oponerse a la actualización de la renta -sino sim­
plemente que de no realizarse se presum irá su procedencia- al no hallarnos ante 
un derecho optativo y condicionado susceptible de ejercicio por el arrendatario 
sino ante un derecho pleno atribu ido legalmente a favor de los arrendatarios que 
cuenten con ingresos inferi ores a los previstos en dicha norma. 

12. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE VALLADOLID 
de 21 de septiembre de 1996 
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Fdto.Jdco. Segundo.- (. .. ) Las variaciones de la infl ación, medidas por el 
rndice de Precios al Consumo son superiores a las variaciones hasta ahora 
repercutidas. Si así no fuera, el arrendatario apelante no se habría opuesto a la 
sentencia. Podría plantear algún problema a este respecto la expres ión del Preám­
bu lo sobre la fecha de las variaciones a considerar, puesto que se refiere 
disyuntivamente a " la fecha de celebrac ión del contrato o desde la última revi­
sión legal", lo que según el recurrente conduciría a actualizarla so lamente des­
de 1991, hasta cuya fecha se realizó la revis ión legal por módulos. 

Tercero.- Sin embargo, esta interpretación conduciría a quebrantar preci­
samente la finalidad del precepto, alegada por el recu rrente, puesto que esa re­
visión por módulos supuso una repercusión inferior a la variación inflacionaria, 
lo que trata de evitar la norma . Esto ex ige excluir, en el presente caso, la aplica­
ción de la fórmula disyuntiva mencionada, cuya apl icación queda restringida a 
los contratos anteriores al 12 mayo 1956, que se reva lorizaron lega lmente con­
forme a diversos Decretos, con arreglo a lo dispuesto en el art. 96, 1 O T.R. Ley de 
Arrendamientos Urbanos 1964. Precisamente aquí se distingue de la renta con­
tractual la renta revalorizada, que es la obtenida legalmente por ap licación de los 
núms. 1 a 4 del mencionado artículo. Por todo ello, se considera aplicable al contrato 
litigioso la actualización de la renta del ap. d) disp trans. 2ª LAU 24 noviembre 1994. 

Cuarto.- La exclus ión de esta actualización por haberse elevado la renta 
conforme a las alteraciones del Indice de Precios al Consumo, desde que cesó la 
protección oficial del ed ificio, la funda en la doctrina jurisprudencia! de los actos 
propios. Sin embargo, estos actos no afectan a un derecho que ha nacido legal­
mente con posterioridad, creado por la LAU 1994. Como acertadamente dice la 
sentencia recurrida no puede considerarse tác itamente renunciado por el arren­
dador por hechos revisorios anteriores a 1994 un derecho que no exist ió hasta 
esta fecha. La única repercusión que estas elevaciones comportan es la de que 
la diferencia entre la nueva renta y la que se venía pagando sea menor habién ­
dose revisado por acuerdo de las partes que si no hubiera existido esa revisión. 
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13. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE VALLADOLID 

de 1 O de octubre de 1996 

LA SITUACIÓN A VALORAR A EFECTOS DE LA ACTUALIZA­
CIÓN DE LA RENTA DEBE SER LA EXISTENTE AL MOMENTO 
DE INTERPOSICIÓN DE LA DEMANDA: ÚNICO INTENTO DE 

ACTUALIZACIÓN 

Fdto.Jdco. Tercero.- La desestimación del primero de los motivos resu lta 
incuestionable puesto que la recurrente pretende sustentarlo en el acaecimiento 
de un hecho nuevo, fallecimiento de su hermano con el que convivía en el piso 
arrendado -ocurrido con posterioridad a la interposición de la presente deman-
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escanear documentación asocio 
sin OCR. que se 
automáticamente para su 
localización, distribución y enrique 

a Integraciones 
Lo opción de Keyfile, permite 
carpeta electrónico asociado 
expediente. En ésto, se irá clo: 
almacenando automáticoment 
documentación relacionado 
Manejo tonto los documentos 
por el propio programo (corte 

r;im¡¡ minutas) como la externa \ 
introducirá vía esconer, fax, etc. 1 

da, incluso a la sentenc ia de instancia-. Como bien significa la parte recurrida, 
de acuerdo con el principio procesal" lite pendente nihil innovetur" , la si tuación 
fácti ca que debe ser valorada ~juiciada es la existente en el momento de la 
interposic ión de la demanda; pero es que incluso la posic ión en que se halle arren­
dador y arrendatario al momento de la actua lización de renta es, a juicio de esta 
Sala, la que debe permanecer inamovible en lo sucesivo tanto a favor como en 
contra, y así, no cabe dejarla sin efecto por el hecho de que el arrendatario ven­
ga luego a peor fortuna- ni tampoco que el arrendador intente la actualización 
todos los años hasta que el inquilino supere los límites de la regla 7ª ap. 11 disp. 
trans. 2ª -pues es evidente que ello comportaría un factor de perturbación e ines­
tabilidad en la relación arrendaticia contrario a la necesaria seguridad y certeza 
jurídica y no querido por la nueva ley como lo explica el hecho de que en la regla 
8ª establezca como compensación al arrendador el incremento del IPC en los años 
sucesivos, y en la disp. final 4ª para el supuesto de que no proceda dicha actua­
lización, unas posibles ayudas fiscales. 

14. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE VALLADOLID 
de 1 O de octubre de 1996 

NOTIFICACIÓN DE LA ACTUALIZACIÓN AL ARRENDATARIO 

Fdto. Jdco.Cuarto.- Mantiene la recurrente en el segundo de los moti­
vos planteados la tesis de que el actor debió acreditar que la nueva renta men­
sual obtenida con la actualización -34.793 pts.- era la menor de la resultante de 
aplicar los dos sistemas de cálculo legalmente exigidos, es decir, el de la regla 1 ª 
y el de la regla 5ª de la citada disp. trans. 2". ap. 11 . Denuncia que únicamente 
ha realizado el cálculo de la regla 1 ª,pero que debió proporcionar el valor catastral 
de la vivienda vigente en 1994 sobre el que aplicar la regla 5ª . 

Y tampoco tiene razón en este planteamiento, puesto que si lo que denun­
cia es una incompleta información en el requerimiento que le fue hecho para la 
actualización de la renta, baste ver que la nueva ley no obliga al arrendador a 
notificar al arrendatario los datos y reglas de cálculo correspondientes a ambos 
sistemas de actualización sino como literalmente dice en el pfo. 3°, ap. 11 letra 
D de la mentada disp. trans. 2" "el importe de la actualización acompañando 
certificación del Instituto Nacional de Estadística expresiva de los índices deter­
minantes de la cantidad notificada". Es el arrendador como bien dice el juez "a 
qua" quien debe llevar a cabo los cálculos actualizadores aplicando y comparando 
ambos sistemas a fin de determinar con cual se obtiene una renta inferior sien­
do esta renta la única que según la ley viene obligado a notificar al inquilino. Si 
la actora Dª Gregaria consideraba que el sistema aplicado por su arrendador no 
era el correcto es evidente que no solo debió entonces manifestar su oposición 
frente a esa pretendida actualización (Regla 6ª), sino que también de acuerdo con 
el principio probatoria extraído del 1214 ce, ha debido ahora en este procedi­
miento aportar los hechos y datos sustentadores de su pretensión opositora, algo 
que por lo demás se hallaba a su alcance incluso en lo referente al certificado 
del valor catastral de la vivienda dado el carácter público del Centro de Gestión 
Catastra l, por lo que supone de vulneración los principios de rogación, dispositi­
vo y aportación de parte rectores del procedimiento civil, limitarse a pedir de forma 
genérica que el Juez determine la cuantía de renta que proceda según ley, o, que 
éste recabe "motu proprio" los certificados y datos precisos para llevar a cabo 
dicha determinación . 
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15. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
PONTEVEDRA de 30 de noviembre de 1995 

FEHACIENCIA DEL REQUERIMIENTO DIRIGIDO AL ARREN­
DATARIO. ACREDITACIÓN DE LA RECEPCIÓN CON INDEPEN­

DENCIA DE LA FORMA DE SU REALIZACIÓN 

Dispone la DT 2ª, apdo. D, nº 11 de la vigente LAU, que la renta del con­
trato podrá ser actualizada a instancia del arrendador previo requerimiento fe­
hac iente al arrendatar io, señalando que el arrendador deberá notificar al arren­
datario el importe de la actua lización adjuntando certificación del Instituto Na­
cional de Estad ística expres iva de los índ ices determinantes de la cantidad noti­
fica da . Discutiéndose en el presente caso si el requerimiento de que fue objeto 
la actora fue o no fehaciente, hace falta para zanjar tal cuestión acudir a la do­
cumental y confesión judicial de la propia apelante. Así, el pasado día 31 de marzo 
de este mismo año la arrendataria recibió en la vivienda que tiene arrendada la 
notificación de la actua lización de la nueva renta por aplicación de lo dispuesto 
en el nuevo texto de la LAU. Y así lo tiene reconocido la propia actora al absolver 
las posiciones que le fueron formuladas. En consecuencia, queda fuera de toda 
duda que el requerimiento entendido con la arrendataria al margen de la forma 
de su práctica fue fehaciente. Además, con aquel requerimiento se hizo llegar la 
correspond iente certificación del INE, expresiva de los índ ices determinantes de 
la cantidad notificada, único documento al que se hace mención en el párrafo ter­
cero del nº 11 del apdo. D) de la DT 2ª de la vigente LAU. 

16. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE BADAJOZ de 
19 de diciembre de 1996 

SIGNIFICADO DE RENTA "INCREMENTADA". 
ACTUALIZACIÓN CONFORME AL IPC CUANDO EXISTE 

OPOSICIÓN DEL ARRENDATARIO 

El vocablo "incrementada " que incorpora la disposición transitoria 2º d) 
regla sexta, tan solo viene a reflejar el resultado último de lo dispuesto por la 
norma y definir la renta final (renta + cantidades asimiladas) una vez aplicada la 
actualización . Por otro lado, habiendo existido oposición a la actualización pre­
vista por la Ley la renta mensual a pagar será la que proceda de incrementar la 
percibida conforme a la variación experimentada por el 1 PC en los 12 meses inme­
diatamente anteriores al de la comunicación de la oposición por parte del inquilino. 

17. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE ZARAGOZA 
de 18 de septiembre de 1996 

RETROACTIVIDAD DE LA ACTUALIZACIÓN DE RENTA 
DECRETADA EN VÍA JUDICIAL 

Fdto.Jdco.Segundo. - Por ambas partes, en sus escritos de demanda y de 
contestación, es trasladado el debate al mecanismo de actualización de rentas 
en aplicación a la disp. trans. 2° LAU noviembre 1994, habiendo sido promovido 
ju icio verbal en determinación de renta que se sigue en el Juzgado de 1 ª instan­
cia núm. 9 y cuya resolución fijará la renta que la consignante Dª Rosa deberá 
pagar con efectos septiembre 1995. Este objeto procesal está íntimamente rela­
cionado con esta lit is pero no es coincidente. La renta que se ha de pagar en vir­
tud de la actualización autorizada por la ley no es débito actual exigible, al no 
existir conformidad entre partes. La resolución que dicte el Juzgado núm. 9 ori­
ginará en su caso un incremento de la renta con efecto retroactivo exigible des­
de su firmeza pero en todo caso este débito es distinto del representado por las 
rentas devengadas importe líquido aceptado por ambas partes como 
contraprestación al uso y disfrute de la vivienda arrendada hasta el mes en que 
se pretende la actualización debatida judicialmente. Estimamos que la consigna­
ción debe contraerse para su eficacia a la cantidad que hasta el momento de la 
controversia era sat isfecha y aceptada pacíficamente. No se hace cuestión de este 
particular, respecto al cual , el propio actor oponente aporta recibos justificativos 
coincidentes con el consignante. El art. 1566 LEC a efectos de consignación para 
recurrir habla de" rentas vencidas" y el 148 T.R . de 1964 decía a los mismos efec­
tos y de ejecución que "paguen o consignen la renta que hubiese venido abo­
nando, o la iniciación del litigio". 

Tercero.- Ciertamente que la consignación produce los mismos efectos que 
el pago y debe ajustarse a las normas que regulan éste, pero la futura actualiza­
ción no impide el efecto liberatorio del pago de las rentas consignadas desde 
septiembre 1995 a julio 1996, en cuanto este efecto se contrae a las rentas debi­
das y líquidas sin perjuicio del incremento que sea procedente y determine el 
Juzgado por aplicación de la nueva normativa de la Ley de Arrendamientos Urbanos. 

18. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
PONTEVEDRA de 3 de septiembre de 1996 

OPOSICIÓN DEL ARRENDATARIO A LA ACTUALIZACIÓN EN 
30 DÍAS. FACULTAD EJERCITABLE SÓLO FRENTE A LA NOTIFI­
CACIÓN INICIAL DE ACTUALIZACIÓN, NO EN LAS SUCESIVAS 

ANUALIDADES 

Fdto.Jdco.Primero.- El tema que se suscita, de sesgo exclusivamente ju­
rídico, se constriñe, como bien refleja la sentencia de instancia, a determinar si 
la oposición a la actualización de la renta a que se refiere la disp. trans. 2ª, letra 
D, regla 6 LAU 24 noviembre 1994, puede ejercitarse solamente en el momento 
de realizarse el requerimiento del arrendador en tal sentido o por el contrario, 
puede hacerse a la notificación de cualquiera de las actualizaciones, si bien el plazo 
de finalización del contrato se cumplirá a los 8 años del requerimiento inicial. 

Segundo.- (.)En primer término, no cabe aceptar sin más que el acogi­
miento de la segunda de ambas opciones (posibilidad de oponerse al tiempo de 
verificarse cualquiera de las notificaciones, pero cómputo del plazo de 8 años para 
la finalización del contrato, desde el requerimiento inicial) no comporta perjui­
cio añadido alguno para el arrendador; contrariamente y sin ánimo de 
exhaustivizar baste señalar que tal alternativa lleva consigo una situación de 
inseguridad e incertidumbre para el arrendador, hasta el punto de que, por ejem­
plo y de seguirse tal criterio podría transcurrir hasta el plazo de 7 años sin 
que supiere el arrendador si finalmente el arrendatario va a hacer uso o no 
de su facultad· de oposición y sin que por tanto pudiera adoptar aquellas 
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prevenciones que estime precisas o convenientes con relación a la vivienda y 
desde luego diversas según sea la decisión que en definitiva acoja el arrendata­
rio. Y en segundo lugar y además de que nos hallamos ante una facultad le­
gal de carácter excepcional y por ello de interpretación estricta y de que !lQ 

se trata aquí de una primera y subsiguientes o sucesivas actualizaciones sino 
de una exclus iva actual izac ión que se desarrolla gradualmente o en perio­
dos anua les (como facilidad concedida al arrendatario). lo cierto es que la 
disposición transitoria de que se trata, no parece consentir una exégesis di­
versa, ni desde el punto de vista gramatical, ni lógico y sistemático. ( .. . ) Y 
siendo ello así, tamb ién la interpretación de la reg la 6 de l mismo número,~ 
regula el derecho de oposición del inquilino es diáfana: la opos ición de l in­
quilino a la actual izac ión deberá manifestarse en el plazo de los 30 días na­
turales siguientes a la recepción del requerimiento (no de cualqu iera de las 
siguientes notificaciones) del arrendador y ejercitada la opos ición el contra­
to quedará extinguido en un plazo de 8 años desde la fecha del requerim ien­
to fehac iente. 

19. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
PONTEVEDRA de 3 de septiembre de 1996 

CONDICIONES IMPU ESTAS AL ARREN DADOR PARA LA 
ACTUALIZACIÓN: CUMPLIMIENTO DE UNA ANUALIDAD Y 

REQUERIMIENTO PREVIO 

En efecto, la facu ltad de actual izar la renta se confiere al arrendador 
condicionando su ejercicio de dos formas : cump li miento de una anual idad de 
vigencia del contrato a partir de la entrada en vigor de la ley en cuanto al 
tiempo y prev io requer imiento fehac iente al arrendatario en el aspecto for­
ma l. Y ejercitada de tal modo esa facu ltad para operar los siguientes tramos 
de actualización solamente es exigib le al arrendador una simp le not ificación 
del importe de la actua lización acompañada de cert ificac ión de l Instituto 
Naciona l de Estad ística respecto a los índ ices que determinan la cantidad 
modificada (núm. 11 de la disp. trans. 2ª) . La distinción por tanto, entre el 
ejercicio de la facu ltad de actualización, que exige formalmente el requer i­
miento fehaciente y la comunicación posterior y anualmente del importe de 
la correspondiente actualizac ión, que se co lma senci ll amente con una notif i­
cac ión, es llana. 

20. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE BALEARES 
de 13 de enero de 1997 

EFECTOS DE LA SUBROGACIÓN EN EL PROCESO DE ACTUA­
LIZACIÓN. 

PRESUNCIÓN DE PROCEDENCIA DE LA ACTUALIZACIÓN DE 
RENTA. 

Fdto. Jdco. Segundo.- Iniciado el proceso de actual izac ión de la ren­
ta siendo arrendatario el esposo codemandado, al interesarse la segu nda ac­
tua li zación no le es lícito a la esposa actua l arrendata ri a por subrogación ex 
art. 15 LAU alegar que no le afecta la actua lización iniciada ya que su si­
tuación jurídica es idéntica a la de su esposo que un día fue arrendatario y 
viene ob li gada por la aceptación de la primera actua lización de la renta efec­
tuada por aquél co n todas sus consecuencias. 

Más controvert ida resu ltaría la cuestión de si al comportar la subro­
gación un cambio económi co de la unidad fami liar co nllevaría una variación 
del sistema de actua lización de la renta iniciado bajo otras circunstancias 
económ icas de l anteriorn arrendatario, sobre cuyo extremo se ha lla dividida 
la opin ión de la doctrina científica, pero para abordarla se precisaba que la 
actual arrendataria acred itara suficientemete el número de personas que con­
viven en la viv ienda arrendada así como el importe total de sus ingresos lo 
que no ha efectuado y en ta l supuesto el últ imo párrafo de la reg la 7ª de la 
DT 2ª, apdo. d) núm. 11 , dispone que se presume la actua lización pretend ida 
por el arrendador. 

Tercero.- Mejor suerte debe correr el motivo de impugnación alegado 
por el arrendador. En efecto, no es pos ible fijar de antemano el importe de 
los incrementos anuales de la renta en fase de actua lización, ya que se pre­
cisa conoce r en cada año que se apl ica la actua lización las fluctuac iones de l 
U:..C segú n se desprende de la regla 1ªnúm.11 apdo. d), de la DT 2ª, al decir 
que "la renta pactada inicialmente, en el co ntrato que dio origen al arrenda­
miento deberá mantener durante cada una de las anua lidades en que se de­
sarro lle la actualización, con la renta actua lizada la misma proporción que 
el Índice Genera l Naciona l de Índices de Precios de Consumo o que el Índice 
General Nacional o Índ ice Genera l Urbano del Sistema de Costes de la Vida 
del mes anterior a la fecha del contrato con respecto al índ ice correspondiente 
al mes anterior a la fecha de la actua li zac ión"; lo que supone el cá lcu lo anual 

de la renta actualizada conforme el IPC del mes anterior al que rnrresponde 
efectuar la nueva actualización y apl icar a la misma los porcentajes previs­
tos en la reg la 9° que será el aumento exig ible, y así sucesivamente cada año 
hasta alcanzar el 100 por 100 de la actualización. Por ello resulta erróneo 
como se dispone en la sentencia de instancia mantener un aumento f i jo anual 
durante los 5 años que restan para alcanzar la tota l renta actualizada a ra ­
zón de 4.529 ptas. anuales en cuyo extremo debe ser revocada. 

21. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
PONTEVEDRA de 2 de septiembre de 1996 

LOS INGRESOS A TENER EN CUENTA PARA LA ACTUALIZA­
CIÓN SON LOS BRUTOS 

Fdt o.Jdco.Primero.- La disp. trans. 2ª D) 11 regla 7" de la Ley 29/95 
de 24 nov iembre, de Arrendamientos Urbanos, hace referencia a los ingresos 
tota les que percibe el arrendatario y las personas que con él convivan, como 
cant idad que ha de ser acreditada por aqué l para que resulte improcedente 

aplicaci ón a los con tratos anteriores a 1985 en los que arrendador y arren­
datario hubieran conve nido en el contrato otro sistema de actualización. Di ­
ch o de otro modo, no se ha querido que quedasen fuera de esta norma 
actualizadora ni siquiera los contratos que ya contaban con mecan ismos con­
vencional es de actualización de renta . El lo parece debido -según señala la 
mejor doctrina- a los distintos avatares sufridos por algunos de esos contra­
tos afectados por declaraciones jurisdiccionales de nulidad de las cláusulas 
contractuales de estab ilización . La inclusión de todo arrendamiento sin dis­
criminación es la actualización responde también a la consideración de las 
múltiples situaciones en las que los contratos han transcurrido sin hacer efec­
tivas las revisiones y al mismo t iempo que durante la vigencia de aquellos 
contratos las sub idas han sido bajas y sometidas a restricciones impuestas 
por diversas disposiciones limitativas entre los años 1975 y 1978 (recuérdense 
los RDL 13175, 18/76, 3/78 y 49/78). 

Por ello, no deben estimarse excluidos de la apl icación de la disp. trans. 2ª 
todos los contratos celebrados con anterioridad a 1985, máxime si se tiene en 
cuenta que una vez actualizada la ren ta el contrato retorna a la aplicación de la 
clá usu la pactada por las partes (regla cuarta de la citada disposición) . 

la actua lización de la renta, si no rebasa los límites que se señalan, y expre­
samente precisa que "los ingresos a considerar, serán la total idad de los ob­
tenidos durante el ejercicio impos itivo anterior" . Es claro en consecuenc ia, 
que los ingresos a justificar por el arrendatario no son los que fig uran en su -
declaración de renta como base imponible como se entend ió por el deman­
dado, sino el conjunto tota l de sus ingresos o ingresos brutos habiéndose 
declarado en ta l sent ido por esta misma Aud iencia, en S 2 julio 1995, que "si 

24. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE ZARAG OZA 
de 26 de julio de 1996 

APLICACIÓN DEL ÍNDICE CORRECTOR AL RENDIMIENTO DE 
LA ACTIVIDAD DEL ARRENDATARIO PARA INDIVIDUALIZAR 

SUS INGRESOS A EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DE LA 
ACTUALIZACIÓN 

el leg islador hubiera querido hacer la restr icción que el ape lante pretende, 
lo hubiera hecho con expresa indicación de l concepto rendimiento neto, sin 
embargo, en su lugar utilizó un térm ino gramatica l inequívoco y diverso del 
pretend ido por el arrendatario, como es el de ingresos tota les". En consecuen­
cia, no hab iéndose dado adecuado cump lim iento por el arrendatario a su 
ob ligación de acred itar los ingresos tota les percib idos por el mismo y las 
personas que convivían hab itua lmente con él se ha de presum ir que proce-
de la actuali zac ión pretend ida, como se declara en la sentencia apelada, por 
lo que dicha sentencia ha de ser confirmada en este extremo. 

22. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
PONTEVEDRA de 2 de septiembre de 1996 

ERROR ARITMÉTICO EN LA ACTUALIZACIÓN: PUEDE 
ALEGARSE POR EL ARRENDATARIO POSTE RIORMENTE EN 

EL PLEITO 

Fdto.Jdco.Segundo.- Se impugna por el ape lante subsidiariamente la 
sentenc ia dictada, por est imar que el arrendatario sufrió error en la determ i­
nación de l porcentaje aplicab le, puesto que se le ap lica el 40, cuando el pro ­
cedente según dicho apelante sería el 30. La sentencia impugnada no entra 
en esta cuestión, por entender que ta l ca usa no fue invocada en la carta de 

Segundo.- La mencionada reso lución entiende como tales ingresos la 
can t idad de 2.956.625 pts. consignada en la correspondiente declaración 
ofici al del demandado como "rend imiento base de la actividad", sin tener en 
cuenta la aplicación de índice corrector alguno. Sin embargo, la necesidad de 
tomar éste en consideración, como fórmula de llegar a la cuantificac ión de 
aquellos ingresos, deriva de la propia normativa fiscal, porque la can t idad 
resultante de la observancia de los mencionados módulos -que en el caso 
con cre to del demandado se reducen al persona l (asalariado y no asalariado) 
y a la superficie de l local- no es sino el rendimiento neto inicial o previo al 
que necesa riamente deben aplicarse los correspondientes índices correcto­
res (circunstancia de la actividad población cuantía del rendim iento) que 
individualizan en la med ida en que lo permite un régimen de estimación in­
directa como es el citado la renta del sujeto pasivo tributario en cada caso. 
De ahí que el anexo a la OM 26 noviembre 1992, por la que se da cumpli­
miento a los arts. 27 9 28 del Rgto. del Impuesto sobre la Renta de las Perso­
nas Físicas durante el ejerc icio de 1994 a que se refiere el supuesto aquí plan­
teado, disponga que "en aque ll as actividades que tengan señalado índice 
corrector, el rendimiento neto será el resultado de mu ltip licar el rendimiento 
neto definido en el núm. 2 anterior -los 2.956 .625 pts. más arriba menciona­
dos- por el índice corrector correspondiente" (norma general 3ª). 

con testación de l arrendatari o a la enviada por el arrendador, que po r lo tan - ---------------------------
to aceptó tácitamente el porcentaje apli cado. Se ha de tener en cuenta si n 25. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE BARCELONA 
embargo que dicho porcenta je fue expresamente impugnado en la co ntes - DE 29 DE MAYO DE 1996 
tación a la demanda y que es evidente que se sufrió error por parte del arren- - ------------~_.::__::__:.-=--::_:__ _______ _ 
dador puesto que el porcenta je correspondiente al tercer año a pa rt ir de la 
entrada en vigor de la Ley según la reg la 9ª al del precepto mencionado es CONSIDERACIÓN DE LAS CANTIDADES ASIMILADAS PARA 
el 30 pretendido por el demandado que no es inferior a la ren ta que ve nía SABER EL PORCENTAJE A APLICAR; NO ABSORCIÓN DE IBI y 
pagando dicho arrendatario y no el 40 ap li cado por el actor Y respetado en GASTOS DE PORTERÍA 
la sentencia apelada. Es procedente po r ell o, est imar el recurso de ape lación __________ __:__-=--::_.::___:__.::__.:...:..:..-=.:..::.:..:._: ________ _ 

en dich o extremo y seña lar como porcentaje a aplicar, el 30, lo que da una 
can ti dad de 12 .693 pts., a la que se ha de reduc ir la de 16.924 pts., seña la­
das en la parte dispos itiva de la sentencia recurrida. Y sin que proceda exa­
minar los restantes incrementos aplicados, por no haber sido objeto de im -
pugnación. 

23. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
PONTEVEDRA de 29 de junio de 1996 

LA ACTUALIZACIÓN QUE REGULA LA NUEVA LAU ES 
APLICABLE A TODOS LOS CONTRATOS ANTERIORES AL 9 

DE MAYO DE 1985, CON INDEPENDENCIA DE QUE ARREN­
DADOR Y ARRENDATARIO HUBIERAN PACTADO OTRO 

SISTEMA DE REVISIÓN 

Fdto.Jdco.Segundo.- (. .. ) Se entiende, pues, que la vo luntad de l le­
gis lador ha sido omn icomprensiva, sin distinc ión de género alguno, de ma­
nera que la actual ización a que esta dispos ición se refiere sea tamb ién de 

Fdto.Jdco. Segundo.- (. .. ) No se suscita controversia en tre las partes 
en torno a que nos ha llamos de conform idad con la regla séptima ante un caso 
de improcedente actua lización al no constar se superen en 2,5 veces el sa la­
rio mín imo interprfes iona l; la discrepancia se mantiene en si el servic io de 
portería Y el 181 deben o no quedar absorbidos en la renta y sobre el lo ap li ­
car el IPC e independ ientemente de la nueva renta vo lverse a percibir dichos 
co n~e ptos . Ciertamente hay que reconocer que el legis lador ha creado con­
fus1 on con la reda cción que se da a las reg las de la dispos ición transito ria 
segunda, mas incluso cuando es procedente la actua lización ha de señalarse 
gue una cosa es la suma de las cant idades as imi ladas y demás conceptos que 
se pe r_c1ben para saber hasta gué tramo del procentaje puede ll egarse el pr i­
mer ano Y otra cosa es su absorción que no resulta sino en el caso de las obras 
p_o r as! explicarlo la Ley y no aquell os otros conceptos como el servic io de 
R0 r_teri~ o el 181 que se seguirán sat isfaciendo separadamente y a el los se 
apli caran las modificaciones rea les que se produzcan y que por lo tanto no 
deben obligatoriamente coincidir con los ex istentes en el recibo actua l, pues 
su repercusión será íntegra y de acuerdo con lo que efectivamente vaya pa­
gando el arrendador por ta les conceptos. Y ello mismo ha de pred icarse de l 
supuesto que nos ocupa en el que no hay referencia alguna a la absorción, 
aunque es claro que se seguirán percibiendo, incluso novedosamente si an­
tes no se percibían, y que su importe tendrá oscilaciones prop ias al margen 
de lo que aumente el IPC y sin causa que lo justificase también con la varia-
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ción del gasto comuni ta ri o y el incremento que real izase la Administración 
Tributari a, situación que no pudo ser lo querido por el leg isl ador ... " 

26. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE MADRID de 
29 DE ABRI L DE 1996 

OPOSICIÓN DEL ARRENDATARIO: ACTUALIZACIÓN CON­
FORME AL IPC. 

NO ABSORCIÓN DE GASTOS PARA EVITAR LA DUPLICIDAD 
EN LA REPERCUSIÓN 

Fdto.Jdco. Tercero.- (. .. ) la arrendadora tuvo en cuenta lo prevenido 
en la reg la 6ª, apdo. D) punto 11 de la susodicha disposición transitoria, pre­
sidida por un régimen particular, como se desprende del hecho de que la renta 
que venía aportando el inquilino, incrementada con las cantidades asimila­
das a ella, sólo puede actualiza rse anualmente con la variación experimen­
tada por el Índice General Nacional del Sistema de Índices de Precios al Con­
sumo en los doce meses inmediatamente anterio res a la fecha de cada ac­
tualización, actualización de carácter mínimo por la minoración que se pro­
duce en la duración de la relación jurídica arrendaticia, por lo que la renta 
no absorbe en este supuesto a las cantidades asimiladas a ella, cual aconte­
ce con la regla 3ª, apdo.11, de la disposición transitoria tantas veces aludi­
da . Si el inquilino en el mes de abril abonaba 14.760 ptas. por portería y ser­
vicios, no puede permitirse que en el recibo de junio del mismo año 1995 debe 
hacerse efectivas 21 .069 ptas. en concepto de alqu iler -donde se eng loba la 
renta actual (2.731) portería y servicios, 14.769 ptas., y otras 2.547 ptas., más 
el 5, 1 % de IPC anua l, cual se evidencia con la lectura del documento ... -
15.558 ptas. por portería y servicios, y otras 15.558 por atrasos, habida cuenta 
que ello supone duplicar part idas económicas y consiguientemente un enri­
quecimiento injusto para la arendadora . 

27. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE ZARAG OZA 
de 10 de junio de 1996 ' 

~-------~ 

INGRESOS QUE NO LLEGAN AL MÍNIMO: ACTUALIZACIÓN 
CONFORME A IPC. 

NO ABSORCIÓN DE CANTIDADES ASIMILADAS; REPERCU­
SIÓN POSTERIOR 

Fdto.Jdco.Primero.- El contrato de arrendamiento cuya actualización 
de renta es objeto del presente recurso fue suscrito el 1 de julio de 1971 , sien­
do la cantidad inicialmente pactada de 3.500 ptas. mensuales más las corres­
pondientes cantidades por servicios, suministros y portería, acogido inicial­
mente el mismo a los beneficios de Viviendas de Protección Oficial, y al no 
exceder los ingresos totales percibidos por el arrendatario el tope contem­
plado en la regla 7ª del apdo. d) 11 , D.T.2 ª, se procedió por la arrendadora 
por aplicación de la regla 8ª a actualizarla de acuerdo con la variación expe­
rimentada por el IPC (5, 1 %), en los doce meses anteriores, tomando en cuenta 
la renta (9.304 ptas.) y cantidades asimiladas (11 .024 ptas.) pretend iendo 
aparte el cobro de l costo de los servicios y suministros y cuota del 181 (apdo. 
1 O de la DT 2ª), sin que en primer lugar la conformidad inicial de la arrenda­
dora a la renta de 21.365 ptas. (9.304 + 11.024). tenga relevancia alguna al 
ser una conformidad exclusivamente condicionada a que no se volviera a 
repercut ir el cobro del coste de servicios y suministros resolviendo el juzga­
dor de instancia en el sen t ido de considerar que la actualización prevista en 
la regla 8ª de la DT 2ª D) 11 ª,só lo debió recaer sobre la renta en sí al estar 
suscrito el contrato litig ioso con posterioridad a la LAU de 1964 debiéndose 
aplicar el índice actua lziador (5 1 %) sobre la renta (9.304 ptas.) sin que en 
todo caso la cant idad que resu ltare pudiera ser eso sí inferior a la cantidad 
in icialmente consentida (21.365 ptas.) sin perjuicio de la repercus ión de l coste 
de los serv icios, entendiendo la recurrente que al tratarse de un 
arrendamiennto proteg ido se trata de cant idades asimiladas a la renta que 
deben ser tenidas en cuenta por la prevención de la regla 8ª. · 

Segundo.- La cuest ión así planteada no puede tener otro tratamiento 
que el que recoge la sentencia de instancia, en una faceta añadida cual es 
que o bien se considera que conforme a la DT2 ª apdo D), punto 11 regla 3ª al 
remitirse a la noción de "cantidades asimiladas" exclusivamente a las con­
tenidas en los arts. 102 y 107 LAU no pueden tener dicha consideración los 
costes de suministros y servic ios a los efectos de la actualización recayendo 
ésta exc lus ivamente sobre la renta al rem it irse aquella normativa a los arren­
dam ientos anteriores de LAU de 1964 o en todo caso nos encontramos ante 
una flagrante contradicción entre la regla 8ª de la DT 2ª D) 11 y el apdo. 10.5 
de la DT 2ª que facutla a repercutir doblemente los servicios y suministros 
primero en ap licación de la regla 8ª y posteriormente a través del tan men­
cionado apdo. 10.5. 
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1.2.- ACTUALIZACIÓN DE RENTA EN LOS CONTRATOS DE ARRENDAMIENTO DE LOCAL DE NEGOCIO. 

•Toda actualización de renta de contratos de arrendamiento de local 
de negocio anteriores al 9 de mayo de 1985 deberá realizarse a tra ­
vés del procedimiento de la DT3ª de la nueva Ley, ello con indepen­
dencia del sistema de revisión que se hubiera establecido en el con­
trato. (Reseñas nº 28, 30 y 33) 

•En aquellos contratos en los que la ley establece un plazo de extin­
ción, el periodo de actualización no podrá ser superior a dicho pla­
zo (Reseña nº 29) 

• La oposición del arrendatario a la actualización, en los casos pre­
vistos por la ley, comportará la continuación en el arrendamiento por 
cinco años. (Reseñanº 31 y 35) 

• Si el arrendatario se opone a la actualización, deberá aplicarse la 
cláusula de estabilización prevista en el contrato conforme a la nor­
mativa anterior, a efectos de revisión de la renta, hasta la finaliza-

28. AUTO DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE SALAMANCA de 
26 de enero de 1996 

CONTRATOS DE ARRENDAMIENTO DE LOCAL DE NEGOCIO 
ANTERIORES AL 9 DE MAYO DE 1985: ACTUALIZACIÓN 

CONFORME A LA DT 3ª 

Fdto.Jdco.Primero.- ( ... )E l problema se suscita porque la DT 3ª de la vi­
gente LAU dispone que para estos contratos de arrendamiento de local de nego­
cio anteriores a la mencionada fecha deberá aplicarse la normativa ahora dero­
gada " salvo las modificaciones contenidas en los apartados sigu ientes de esta 
Disposición Transitoria". Por otro lado, no cabe obviar la existencia de un proce­
dimiento de actual ización de la renta que viene dispuesto en el apdo.e de la tan 
citada DT 3ª de la vigente Ley 29/1994 de 24 de noviembre. 

Cuarto.- El problema atendido con la mencionada norma viene de nuevo 
regulado en la vigente LAU, quien contmepla las situaciones preexistentes y el 
problema de la revisión de renta, pues -como se afirma en el Preámbulo de la 
citada Ley 2911 994- "se reproduce el esquema de revisión establecido para los 
arrendamientos de viviendas, graduando temporalmente el sistema de revisión 
en función de las categorías antes expuestas " . Si, por otro lado, se tiene presen­
te la limitación temporal que previene la letra B de la DT 3ª de la vigente LAU y 
el expresivo silencio del texto legal sobre fórmu la alguna que fuera equiparable 
con el derogado sistema de Junta de Estimación, será forzoso concluir en la afir­
mación de que toda actualización o revisión de renta de estos contratos de arren­
damiento de local de negocio anteriores al 9 de mayo de 1985 deberá realizar­
se con carácter exclusivo y excluyente a través del procedimiento de actualización 
de rentas regulado en la DT 3ª letra C de la vigente Ley de Arrendamientos Urbanos. 

29. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
PONTEVEDRA de 2 de noviembre de 1996 

ADECUACIÓN DEL PLAZO DE ACTUALIZACIÓN AL TIEMPO 
DE VIGENCIA DEL CONTRATO 

Calificado el contrato de inquilinato de arrendamientos asimilados a loca l de 
negocio (oficina dedicada a ta l fin de oficina y depósito de productos farmacéuticos), 
el mismo se rige por la DT 3ª para los arrendamientos de local a que se refiere la re­
gla 2ª del apartado 4º, a los que corresponda una cuota superior a 190.000 ptas., y si 
éstos se extinguen a los cinco años, dicho está que el plazo de actualización habrá 
de ser necesariamente el mismo, y no de diez años como estimó el juez a quo. 

30. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE MADRID de 
30 de noviembre de 1995 

ACTUALIZACIÓN DE LA RENTA CON INDEPENDENCIA DE QUE 
EXISTA O NO CLÁUSULA DE ESTABILIZACIÓN EN EL CONTRATO 

24 C IV I L - . 
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ción del contrato. (Reseñas nº 31y35).A estos efectos, debe tener­
se en cuenta la doctrina del Tribunal Supremo en la materia (Rese­
ñanº 31) 

• Durante el proceso de actualización, la renta actualizada deberá a 
su vez actualizarse con las variaciones del IPC en cada año que se 
cumpla una anualidad de vigencia del contrato. (Reseña nº 32) 

• La celebración de un nuevo contrato idéntico al anterior pero que 
introdujo una cláusula de actualización de la renta, no supone una 
novación extintiva si no se cumplen los requisitos del C.C. para ésta, 
y por tanto se aplicará al contrato el régimen de actualización de _ 
rentas previsto en la D.T.3ª. (Reseña nº 33) 

• A efectos de actualización de la renta, la fecha del contrato será 
aquella en que se suscribió, con independencia de que se haya pro­
ducido desde entonces una subrogación. (Reseñanº 34) 

Tratándose en el caso de un contrato de arrendameinto de local de nego­
cio celebrado con anterioridad al 9 de mayo de 1985, ha de estarse a lo previsto 
en el apdo. C) de la DT 3ª de la LAU de 1994 in totum, y no una de sus reg las 
aisladas, que desnaturalizaría el resultado que arroja la exégesis sistemática del 
citado apartado; en este sentido debe seña larse que la actualización de la renta 
es un nuevo texto legal operando el nuevo sistema en punto a todos los contra­
tos perfeccionados antes del 9 de mayo de 1985 sin que se establezca salvedad 
alguna siendo inane a estos efectos que exista o no cláusula de estabilización, 
por más que su existencia tendrá relevancia dentro del ámbito estricto de la re­
gla 6ª de dicho apdo. C), estableciéndose, consi gu ientemente, una actualización 
extraordinaria, disciplinada en las reglas 1 ª a 5ª. 

31. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE LÉRIDA de 
29 de marzo de 1996 

OPCIÓN PARA EL ARRENDATARIO DE OPONERSE A LA 
REVISIÓN DE LA RENTA 

DELIMITACIÓN DE LA NORMATIVA ANTERIOR APLICABLE 
PARA LA ACTUALIZACIÓN 

Fdto.Jdco.Segundo.- Es aplicable al presente caso el artículo 101 de la 
Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964, ya que el arrendatario (demandado y 
apelado) optó por la no aplicación de la revisión especial de la renta prevista en 
el apartado C) de la D.T.3ª de la nueva Ley de Arrendamientos Urbanos de 24 de 
noviembre de 1964, conforme a lo que autoriza el párrafo 8 de dicho apartado 
C), por lo que en todo caso puede revisarse la renta con arreg lo a la normativa 
ya derogada hasta la extinción del contrato, el 31 de diciembre de 1999, de acuer­
do a lo establecido en el párrafo 1 de la misma Disposición Transitara Tercera. 

En definitiva, de la doctrina que sigue el Tribunal SUpremo resulta: a) La 
facultad de elevación de la renta, por su propia naturaleza, es imprescriptible y 
puede ejercitar en cualqu ier tiempo, como corrobora la propia dicción literal del 
artículo 101 .1 de la Ley. b) Pueden tenerse en cuenta los índices de períodos 
anteriores a la fecha de la notificación fehaciente prevista en el repetido precep­
to lega l para determinar el nuevo importe de la renta, aunque sean superiores a 
su año. c) Esta posibilidad no supone que la elevación tenga carácter retroacti­
vo, resultando que prohíbe expresamente el artículo 101.1 siempre que la nueva 
renta se aplique pa ra las mensua lidades sucesivas o tiempo futuro después de 
los trámites regulados en dicho precepto y, como dice el propio Tribunal Supre­
mo, el hecho de que no se ejercite la facultad de aumentar la renta durante al­
gún tiempo no priva de eficacia a la cláusula (de estabilización) cuya vigencia se 
extiende a todo el tiempo de duración del contrato. d) Así pues, la única conse­
cuencia derivada de la desidia del arrendador por no haber aumentado la renta 
en el momento en que podía hacerlo no es la pérdida de su derecho a revalorizar 
la renta teniendo en cuenta la inflación monetaria del período pasado, sino sola­
mente la paridad de las rentas superiores que podía haber percibido de haber 
ejercitado la facultad en el momento oportuno. e) El primer límite a la anterior 
doctrina se encuentra en la posibilidad de aplicar el instituto de la prescripción 
para no tener en cuenta la inflación anterior a los quince años desde el momen­
to en que se pretende la revisión. Y f) La segunda excepción afecta a los supues­
tos de revalorización o reva lorizaciones de rentas ya efectuadas, como hemos 
anticipado. 

32. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE VALENCIA 
_ __ ~16 de abril de 1996 

APLICACIÓN DEL IPC DURANTE EL PROCESO DE ACTUALI­
ZACIÓN GRADUAL DE LA RENTA 

Durante el proceso de actualización gradual la renta actualizada determi­
nada al inicio del proceso deberá a su vez actualizarse con las va riaciones del IPC 
del año anterior.El criterio de interpretación en la aplicación de la DT 3ª, apa rta­
do C), reg la.?· 1 es que el proceso de actualización de la renta no concluye con la 
determ1nac1on de la renta actualizada según el IPC del mes anterior a la fecha 
inici~I de ~cta ul ización, sino que a su vez, en la fecha en que se cumpla cada año 
de v1genc1a del contrato deberá aplicarse el porcentaje correspondiente 

33. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE TER U EL de 
25 de noviembre de 1996 

LA INTRODUCCIÓN DE UNA CLÁUSULA DE ESTABILIZA­
CIÓN NO ES UNA NOVACIÓN EXTINTIVA: APLICACIÓN DE LA 

ACTUALIZACIÓN PREVISTA EN LA DT 3ª 

Fdto.Jdco.Segundo.- Para impugnar la sentencia de instancia el demandado D. 
Mari~.no insiste e~ .el argumento que ya opuso al contestar a la demanda, o sea, que la 
relac1on arrendat1oa que vincula a las partes comenzó el 1 agosto 1992, fecha en que 
plasmaron por escrito el arrendamiento, aunque sí reconoce que la relación arrendaticia 
entre ellos se remonta al año 1973 cuando el anterior arrendatario del local efectuó el 
traspas.o a su favor. Recalca en su escrito que el contrato de arrendamiento inicial quedó 
resc1nd1do y subraya repetidamente que el escrito es un nuevo contrato. 

Pero esta cuestión fue resuelta con acierto por el Juzgador a que en su f. j. 1 º, 
en el que se hace constar que la única diferencia ex istente es la cláusula de actuali­
zación .inclui?a .en el es~r i.to pero que no tiene entidad suficiente para estimar una 
novac1on ext1nt1va. El Cod1go civil se refiere a dicha novación en su art. 1204 y exige 
para que produzca su efecto propio que se declare terminantemente la voluntad de 
extinguir!ª obligación preexistente, o que la antigua y la nueva sean de todo punto 
1ncompat1bl.es. Pero en el ·caso que nos ocupa, la voluntad de los litigantes de no ex­
t1ngu1r el primer contrato se infiere de su propio comportamiento, pues, estando vi-

gente un contrato con.si.enten en celebrar otro posterior con el mismo objeto sustan­
cia l sin variar las cond1C1ones del mismo, como hubiera sido el establecimiento de un 
plazo (posibilidad que permitía el DL 211985), o la elevación de la renta. 

El contrato escrito se limitó a recoger todas las condiciones que ya regían en 
el .contrato arrendaticio anterior vigente entre las partes, limitándose a introducir la 
clausula de actualización que en ningún caso puede considerarse suficiente para 
estimar la novación extintiva pretendida por el demandado-apelante. Debe ser por 
todo ello desestimado el.recurso formulado por la representación del demandado,~ 
al contrato de arrendamiento que nos ocupa le es aplicable la disp. trans. 3ª L 2911994, 
y en consecuencia, debe ser confirmada la sentencia en este punto. 

34. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
PONTEVEDRA de 20 de noviembre de 1996 

AP~ICACIÓN DE LA VIGENTE NORMATIVA SOBRE ACTUALl­
ZACION CON INDEPENDENCIA DE EXISTIR SUBROGACIÓN EN 

EL CONTRATO POR TRASPASO 

. F.dto.Jdco.Cuarto.- A ~enor de lo que establece el art. 29 LAU de 1964 (y 
en ter~inos 1gu.al.es, los anteriores textos articulados), el traspaso de locales de 
negocio cons1st1ra, a efectos de esta ley, en la ces ión, med iante precio, de tales 
locales, hecha ~or el arrendatario a un tercero, el cual quedará subrogado en los 
derechos y obl1gac1ones nacidas del contrato de arrendamiento. (. .. ) 

Quinto.- De todo lo expuesto se infiere, que el recurso ha de prosperar, a 
tenor de lo que establece la Regla 8ª del núm. 6, letra C) de la disp trans. 3ª LAU 
de 1994 que se refiere a la "actualización de la renta", en virtud de la cual, para 
determinar, a estos efectos, la fecha de celebración del contrato, se atenderá a 
aquella en que se suscribió, con independencia de que el arrendatario sea el ori­
ginario o la persona subrogada en su posición. 

Sexto.- A todo ello no empece, el hecho de que, con anterioridad a la en­
trad·ª· en vigor de la Ley del 94, al producirse cuestiones diversas entre las partes 
aqu1 interv1n1entes, se invocara el contrato de 1980 ya que, evidentemente, con 
arreglo a la normativa vigente a la sazón, tanto para la pretendida resolución del 
conHato, c~m.o para la misma revis ión de la renta, ya que, al no estar en vigor (ni 
s1qu 1era ex1st1a) la nueva ley, había que atenerse a lo vigente. Pero, como queda 
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reseñado, la Novela de 1994, contiene una normativa específica a efectos de revisión, 
la cual es exigible por el arrendador, en los términos que en aquélla se establecen. 

35. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
PALENCIA de 21 de octubre de 1996 

OPOSICIÓN A LA ACTUALIZACIÓN: APLICACIÓN DE LAS 
CLÁUSULAS DE ESTABILIZACIÓN PREVISTAS EN EL CONTRATO 

2.1.- INADECUACIÓN DELJUICIO DE DESAHUCIO. 

• El carácter sumario del juicio de desahucio impide entrar a conocer 
de situaciones complejas. (Reseñas nº 36 y 38) 

• No procede el juicio de desahucio cuando se discuten cuestiones 
tales como la indeterminación de la renta, la ilegalidad del contra-

36. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE BADAJOZ de 
9 de abril de 1996 

NO PROCEDE EL DESAHUCIO CUANDO EXISTE INDETERMI­
NACIÓN DE LA RENTA 

"La indeterminación de la renta da lugar a la desestimación de la acción 
de desahucio por impago de ésta, la que ha de partir de un prec io cierto y deter­
minado cuya obligación ha de aparecer clara de los términos del contrato, sien­
do preciso en caso de discrepancia, acudir para su fijación, al procedimiento de­
cla rativo correspondiente" 

37. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE BADAJOZ de 
21 de mayo de 1996 

LA DETERMINACIÓN DE LA CUOTA DEL IBI REPERCUTIBLE 
EXCEDE EL CAUCE DEL JUICIO DE DESAHUCIO 

Primero.- ( ... ) la parte actora funda su acción de desahucio en el impago 
por parte de la demandada del Impuesto de Bienes Inmuebles como cantidad 
asimilada a la renta, según lo pactado entre ambas, para justificar su pretensión 
se basa en un recibo expedido por el Organismo Autónomo Provincial de Recau­
dación y Gestión Tributaria, dicho recibo es por importe de 370.145 pts. y seco­
rresponde con varios locales comerciales, además del arrendado al demandado, 
pero sin que quede especificado en el mismo cuál es la cuota que verdaderamente 
debían pagar éstos en función de la superficie del local, amén de otros aspectos 
re lativos al pago mensual o total de los citados recibos conforme a los pactos 
suscritos entre las partes, o bien conforme a lo dispuesto en la Ley de Arrenda­
mientos Urbanos de 24 noviembre 1994, dilucidar dichas cuestiones y como muy 
acertadamente pone de rel ieve el juzgador" a qua" excede del estrecho cauce 
del juicio de desahucio. ( .. . ) El impago se refiere al pago del IBI cuyo importe es 
una cantidad as imilable a "renta" y como quiera que dicho importe no se encuen­
tra claramente determinado, procede la desestimación del recurso y la confirma­
ción de la resolución de instancia, dado que la misma está perfectamente moti­
vada y acorde con la realidad fáctica y jurídica acreditada en el proceso." 

38. SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE LAS PALMAS 
DE GRAN CANARIA de 18 de enero de 1996 

CUESTIÓN COMPLEJA: INDETERMINACIÓN DE LA RENTA. 
DEBE ACUDIRSE AL PROCEDIMIENTO ORDINARIO 

Primero. - ( ... ) Como se recoge en las sentencias de esta sección de 1 O de 
diciembre de 1993 y 27 de diciembre de 1994, cuestión compleja quiere decir que 
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Fdto.Jdco.Segundo.- Lo primero que debe indicarse es que precisamen­
te porque el arrendatario ha optado por la no revisión de las rentas (en la forma 
prevista en la DT3ª de la nueva LAU), cuando fue requerido para ello por el ar~en­
dador, y porque a cambio optó por la ext inción del contrato cuando venza la quinta 
anualidad, es por lo que durante estos cinco años que quedan de vigencia del 
contrato habrá de regirse por las condiciones que fueron pactadas en el mismo 
incluida la cláusula de estabilización a la que antes alud imos pues lo contrario 
sería no cumplir con lo estipulado en el contrato por una de las partes, durante 
un tiempo en el que el mismo está vigente, y sin que sus cláusulas hayan sido 
sustituidas, ni por la voluntad de las partes, ni por la Ley. OTROS CONCEPTOS CONSTITUTIVOS DE LA OBLIGACION DE PAGO 

to, o indeterminación de otras obligaciones de pago (1 BI o cantida­
des asimiladas). (Reseña nº 37) 

• En las cuestiones apuntadas, habrá que acudir al juicio declarativo 
correspondiente. (Reseñas nº 36, 37 y 38) 

el objeto del proceso excede de los límites del juicio de desahucio, y que debe 
dilucidarse en el juicio declarativo que corresponda, pues si no fuese así, se obten­
dría un desalojo sin las garantías de defensa que ofrecen los juicios ordinarios. 

• El arrendador puede repercutir en el arrendatario el importe del coste 
de servicios y suministros que se pruduzcan a partir de la entrada 
en vigor de la ley. (Reseña nº 45) Sólo son exigibles al arrendatario 
las cuotas del 1 BI y costes posteriores a dicha entrada en vigor. (Re­
señas nº 39 y 40) 

• Los costes repercutib les deben ser acreditados por el arrendador 
(Reseña nº 43) 

• Las cantidades asimiladas a renta inciden en la determinación del 
porcentaje a aplicar para la actualización de la renta, pero una vez 
actualizada ésta, dichas cantidades serán absorbidas desde la pri­
mera anua lidad de la revisión (vide Reseñas nº 7 y 8). 

(Reseña nº 47). Debe excluirse siempre la posibilidad de doble re­
percusión por cualquier concepto. (Reseñas nº 44, 47 y 48 -vide, tam­
bién Reseñas nº 7 y 8-) . Así se compatibiliza la repercusión de cos­
tes de servicios y suministros con la actualización de la renta. (Re­
seña nº 46) 

• El IBI es también repercutible en los contratos de arrendamiento de local 
de negocio, por remisión del núm. 9 de la DT 3ª. (Reseñanº 41) 

• Existen determinados supuestos en los que el arrendador debe 
computarse a sí mismo como arrendatario a efectos de distribuir el 
coste del IBI entre todos los inquilinos. (Reseña nº 42) 

En todo caso, la complejidad se refiere al objeto del proceso, a lo que se 

debatequ~comoessa~doe~ádeterminadopor l oque laspartes hayanintr~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~ 
ducido. El Juez no puede ir más allá y entrar a resolver sobre lo que las partes no 

• Los gastos de portería y el IBI no deben ser absorbidos en la renta 
cuando se actualice ésta, y repercutirse posteriormente, puesto que 
se daría una duplicidad de conceptos no querida por el legislador 

• La falta de pago del IBI y los gastos de portería son causa de reso­
lución (Reseñanº 49). No obstante cuando los gastos repercutibles 
deban ser determinados judicialmente, no podrá instarse una acción 
de desahucio por impago. (Reseña nº 39 y 45) 

le han planteado, ni tampoco hacerlo fundándose en causa de pedir o argumen-
tos que, al no haber siddo alegados, pueden producir indefensión y constituir una -------~-----------------
ap licación extralimitada de l principio iura novit curia (STS de 19 de mayo de 1993). 39.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE TOLEDO de 
La jurisprudencia viene declarando -dice la STS de 31 de enero de 1995- que el 29 de diciembre de 1995 
ámb ito discursivo se reduce en el juicio de desahucio al examen del título invo-

cado por el actor, la identificación del objeto sobre el que recae Y el estudio de la SÓLO SON EXIGIBLES AL ARRENDATARIO LAS CUOTAS DEL 
situación del demandado como poseedor material, por lo que es evidente que 
cuando el tema de oposición planteado por el demandado es complejo lo que _ __ IB_l _P_O_S_T_E_R_I O_,_, R_E_S_A_L_A_E_N_T_R_A_D_A_E..:..N--.V..:..I G..::....::.O..:..R:....:D::....=.E _:L.:....A:....:L:..::E:....:Y __ 
ob liga a un examen promenorizado y reflexivo distinto del que en forma simplis· 
ta se ofrece en el planteamiento de una oposición que puede ser resuelta en el 
proceso sumario de desahucio. es forzoso recurrir al procedimiento ordinario, 
donde sin estrecheces pueden debatirse ampliamente los puntos en pugna, como 
la ventaja además de la obtención de la seguridad jurídica que presta la cosa 
juzgada material de que está revestida la sentencia del juicio ordinario y que no 
ofrece el juicio sumario de desahucio. 

Primero.- Si bien es cierto que la nueva Ley 29/94 faculta al arrendador 
para ex igir al arrendatario la cuota del IBI, ello ha de ser para las anualidades 
de l contrato que se inicien a partir de la entrada en vigor de la nueva ley, tal y 
como dispone la letra C, número 1 O, DT 2ª . Por ello, el impago de esta últimas 
cantidades no puede fundar la acción prevista en el artículo 27.2 .a) de la LAU. 

40.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE VALLADO­
LID de 30 de octubre de 1996 

La doctrina de los Tribunales, tanto del Supremo, como de las Audiencias,, 
advierten , sin embargo, reiteradamente de la dificultad de determinar cuándo 
existe cuestión compleja, debiendo cuidarse que no sea rebuscada o artificiosa, 
y exigiendo que las alegaciones del demandado en tal sentido gocen de cierta 
seriedad, para no remitir al actor en base a argumentos puramente defensivos 
carentes de toda consistencia, al procedim iento ordinario. REPERCUSIÓN DE IBI Y CANTIDADES ASIMILADAS UNA 

Segundo.- La indeterminación de la cuantía de la renta da lugar, canfor VEZ CUMPLIDA UNA ANUALIDAD DE ENTRADA EN VIGOR DE 
me reiterada jurisprudencia del TS, contenida entre otras, en s. de 25 de noviem· _______ ____ _:L:.:_A.:__:_LE:_Y.:.._ ______ ____ _ 
bre de 1940, 19 de junio de 1944, 14 d emayo de 1955, 23 de junio de 1960 y 25 
de junio de 1964, a desestimar la acción que se ejercita que ha de partir siem 
Qrf -como más arriba decíamos- de un precio cierto y determinado cuya obliga 
ción debe aparecer clara de los términos del contrato, siendo preciso en caso de 
discrepancia acudir para su fijación al procedimiento declarativo correspondiente 
No obstante lo cual, para evitar que el demandado pueda paralizar arbitrariamen 
te el juicio de desahucio, es preciso que, a su debido tiempo hubiera consignado 
judicia lmente, cuandomenos, aquella suma que a su juicio era la que de modo 
cierto, como precio convenido, le incumbía satisfacer, patentizado con su conducta 
su deseo de cumplir con la obligación que, derivada del contrato de arrendamiento, 
estimaba corresponderle (STS de 16 de diciembre de 1935). 

_Segundo.- El recurso de apelación así planteado debe correr suerte 
desest1matoria confirmándose en su integridad la sentencia discutida, cuyos co­
rrectos argumentos, al igual que los acertadamente expuestos por la parte ape­
lada_ al impugnar el recurso, hace suyos esta Sala; en efecto, aún a riesgo de in­
currir en ev idente reiteración, cabe señalar que si bien coincide la Sala con la 
apelante en que tras la entrada en vigor de la nueva Ley de Arrendamientos Ur­
~anos -que se prod~ce el día 1_ enero 1995-, en aplicación de la disp. trans. 3ª D) 
, puesta en relacion con la d1sp. trans. 2ª C) 10,3, es posible la repercusión de 

obras efectuadas en el inmueble por el propietario-arrendador a los inquilinos o 
arrendatarios de cualquier contrato celebrado con anterioridad al 9 mayo 1985 

Tercero.- En el caso que se analiza, la cuestión planteada ha de ser con· es p~eCISo reseñar que tal posibilidad sólo puede operarse. precisamente en apli­
siderada como comple ja en tanto que no se ponen de acuerdo las partes en cuá cacion de,,las disposiciones transi torias en que la actora apelante fundamenta su 
sea el importe del precio que los arrendatarios hayan de pagar actualmente P01 dere_cho Para las anua lidades del contrato que se inicien a partir de la entrada 
el arrendamiento, debido, fundamentalmente, a una alteración sustancia la de la' en vigor de la l_ey ... ". Por el lo, dado que las obras cuyo coste de realización pre­
mcunstanc1as que se tuvieron en cuenta al contratar (el cierre de uno de los pozo' tende repercutirse a los arrendatar ios tuvieron lugar durante el período diciem­
por la autoridad correspondiente y, por ende, la falta de product1v1dad del mis bre 1991 a julio 1994, una elemental interpretación del principio de 
mo) habiéndose consignado por los arrendatarios, al m~n~s, las cantidades qu'. 1 ~r:troact iv i dad de las leyes sancionado en el art. 2,3 ce, impide que Ja aplica­
entienden deben abonar y habiendo acudido a un proced1m1ento declarativo par• cion de estas no rmas de carácter transitorio al supuesto aquí enjuiciado autori­
determinar cuál sea la renta de la locación, lo que, en definitiva pone de relieVI cen una reclamació n de cantidad como la postulada en la demanda . 
su voluntad de pago, sin perjuicio de la revisión solicitada de la renta. 

Tercero.- Asimismo, como muy bien recuerda la resolu ción objeto de re-
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curso, ni tan siquiera sería posible la pretendida repercusión porcentual con base 
en la estricta ap licación de la normativa establecida al respecto por la derogada 
ley arrendaticia (arts. 108 y ce. Ley de 24 diciembre 1964) a que expresamente 
se remite la disp. trans. 2ª antes reseñada, pues como con reiteración ha venido 
señalando ya esta misma Sala en repetidas resoluciones, la facultad de exigir a 
los arrendatarios una participación en los gastos de reparaciones efectuadas en 
el inmueble a que se refiere el citado art. 108 se limitaba a contratos subsisten­
tes el día en que dicha ley comenzó a regir, supuesto que no concurre en el caso . 
presente en que la relación arrendaticia data del año 1975. 

41.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE TER U EL de 
25 de noviembre de 1996 

EL IBI ES REPERCUTIBLE TAMBIÉN EN LOS CONTRATOS DE 
LOCAL DE NEGOCIO 

Fdto.Jdco.Tercero.- Merece sin embargo su estimación el recurso for­
mulado por la representación de la aétora relativo al pago por parte del arrenda­
tario de la parte proporcional al local arrendado del Impuesto de Bienes Inmuebles. 
Y ello resulta claramente de lo dispuesto en el núm. 9 disp. trans. 3ª L 29/1994 
que declara aplicables al arrendamiento para local de negocio lo dispuesto en la 
disp. trans. 2ª 1 O sobre arrendamientos de vivienda . El arrendador puede exigir 
del arrendatario el reembolso del Impuesto de Bienes Inmuebles pagado por 
aquél, correspondiente a la finca arrendada, por lo que debe ser estimada tam­
bién en este punto la demanda. 

42.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE LAS PAL­
MAS de 24 de abril de 1996 

CONSIDERACIÓN DEL ARRENDADOR COMO ARRENDATA­
RIO A EFECTOS DE DISTRIBUCIÓN DE LA REPERCUSIÓN DEL 
IBI ENTRE LOS DISTINTOS INQUILINOS: VIVIENDA OCUPADA 

POR EL PORTERO DEL INMUEBLE 

Fdto.Jdco.Primero.- ( ... ) El arrendador simplemente discrepa de la senten­
cia en que se declara distribuible el incremento por gastos y servicios comunes entre 
15 viviendas, y no 14. Sin embargo, la sentencia tiene que ser confirmada porque 
además de los catorce arrendatarios de vivienda hay una decimoquinta vivienda ocu­
pada por el portero, estando las originarias dependencias de la portería en el sótano 
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del edificio. No hay prueba alguna en los autos de que tales dependencias sean inha­
bitables, como sostiene el arrendador, por lo que es de aplicación el art. 3, regla 2ª 
del D 26julio1956, que ordena repartir la derrama incluso entre las viviendas o loca­
les no arrendados, considerando en este caso arrendatario al propio arrendador. 

43.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE TERUEL de 
31 de octubre de 1996 

ACREDITACIÓN DE LOS GASTOS QUE SE PRETENDE REPERCUTIR 

Fdto.Jdco. Tercero.- ( ... ) Finalmente se dicen no pagados y debidos los 
gastos por suministro de agua electricidad y retirada de basuras durante 1 año pero 
ninguna prueba se aporta de su respectivo importe durante los 12 meses de vigencia 
del contrato, sin que podamos saber cómo se alcanza la suma en total reclamada -
54.246 pts.- ni las concretos conceptos que la conforma, máxime cuando la deman­
da, al absolver posiciones (en particular la za a la 4ª folios 43 y 44) sostiene que los 
pagó pero que no se le entregó recibo alguno y aunque tampoco debamos aceptar 
estas simples manifestaciones como prueba de la extinción de dichas obligaciones -
art. 1214 ya citado- no podemos por menos que resaltar la extrañeza que causa a la 
Sala el que durante 1 año no se abonasen dichos servicios y nada se reclamase a la 
demandada hasta concluido el contrato y más aún que transcurridos los 6 meses del 
contrato -se pactó inicialmente por 6 meses- se prorrogase por otros 6 meses más si 
ya debía en ese momento los mencionados suministros de los 6 meses iniciales. 

44.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE ZARAGOZA 
de 1 O de junio de 1996 

LOS COSTES DE SERVICIOS Y SUMINISTROS NO SE TIENEN 
EN CUENTA A EFECTOS DE ACTUALIZACIÓN: SU REPERCU­
SIÓN ES POSTERIOR. IMPOSIBILIDAD DE DOBLE REPERCU­

SIÓN 

Fdto. Jdco. Segundo.- La cuestión así planteada no puede tener otro 
tratamiento que la que recoge la sentencia de instancia, en una faceta aña­
dida cual es que o bien se considera que conforme a la Disposición Transito­
ria Seg unda apartado D) punto 11 regla 3a. al remitirse la noción de canti­
dades asimiladas exclusivamente a las contenidas en los arts. 102 y 107 LAU 
no puueden tener dicha consideración los costes de sumistros y servicios a 
los efectos de la actualización recayendo ésta exclusivamente sobre la renta 
al remitirse aquella normativa a los arrendamientos anteriores de LAU de 64 
o en todo caso nos encontramos ante una flagrante contradicción entre la re­
gla 8a. de la Disposición Transitoria 2a. D) 11 y el apartado 10.5 Transitoria 
Segunda que faculta repercuti r en el arrendamiento el importe del coste de 
los servicios y suministros en cualquier circunstancia por cuanto se permiti­
ría según la versión de la recurrente repercutir doblemente los servicios y 
sumistros primero en aplicación de la regla 8a. y psoteriormente a través del 
tan mencionado apartado 10.5, la solución así conseguida grava especialmen­
te aquellos arrendamientos que precisamente no cumplen los topes mínimos 
para poder ser actualizados por insuficiencia de ingresos de sus ocupantes. 

45.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE MADRID de 
13 de marzo de 1997 

IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE DESHAUCIO POR 
IMPAGO DE GASTOS REPERCUTIBLES CUANDO ÉSTOS NO 

HAN SIDO AÚN DETERMINADOS JUDICIALMENTE 

Fdto. Jdco. Cuarto.- En cuanto al fondo del asunto es de todo punto nece­
sario traer aquí a colacción el contenido de la dísp. trans. 2a. c) 10.5 que permite re­
percutir en el arrendatario el importe del coste de los servicios y suministros que se 
produzcan a partir de la entrada en vigor de la Ley cuando no exista pacto expreso 
entre las partes de que los repetidos gastos sean por cuenta del arrendador. 

(. .. )En nuestro caso concreto la arrendataria Da. Luisa acepta el incremento 
del IPC, pero se opone a la repercusión de gastos, ante cuyo evento el arrenda­
dor pretende que la locataria pague necesariamente la repercusión de suminis­
tros, y al no hacerlo así formula la acción de desahucio, remitiendo el Juzgador 
"a quo" a D. Luisa al art. 39.4 LAU. 

Fdto. Jdco. Quinto.- Si esto es así, y si Da.Luisa pagó la renta 
incrementada por el IPC, aun cuando se oousiera al pago de los gastos supues­
tamente repercutibles nunca podrá habla rse de falta de pago de la renta pues 
aquellos gastos repercutibles por servicios y suministros Únicamente tendrán le­
gitimidad cuando se hubiesen fijado judicialmente si la arrendataria se hubiese 
opuesto al requerimiento fehaciente del arrendador. 
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Es claro, por tanto que no concurre la causa de deshaucio que esgrimiese 
la actora en el escrito in icial del proceso, por lo que la sentencia de instancia, tras 
estimar el recurso devolutivo interpuesto, habrá de ser revocada. 

46.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE MADRID de 
7 de febrero de 1997 

REPERCUSIÓN DE COSTES DE SERVICIOS Y SUMINISTROS 
COMPATIBLE CON RENTA ACTUALIZADA 

49.~ SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
. SALAMANCA de 30 de abril de 1996 

LA FALTA DE PAGO DEL IBI Y DE LOS GASTOS DE PORTERÍA 
ES CAUSA DE RESOLUCIÓN 

A 

Tercero.- De lo que se sigue que en el presente caso, al haber hecho uso 
las arrendadoras del derecho que le concede el apartado 1 O de la D T 2ª . 
tud de la remisión contenida en el apartado 9 de la DT 3ª la arrend .t .. en. v1r-bl' d 1 , a aria vi ene 
o iga a a pago de l~s cantida_des que le fu eron reclamadas en concepto de IBI 
y de gastos de porte ria, procediendo, en principio, ante la fa lta de abono de las 
mismas, la resolución del contrato, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 27 2 
a) de la LAU de 29 de noviembre de 1994. · 

El arrendador no necesita optar entre la actualizacíon de la renta y la re­
percusión en la misma del coste de los servicios y suministros ya que tiene dere­
cho a obtener las dos; y ello porque, pasando a ser renta las cantidades anteriormen­
te asimiladas a ésta, el desequilibrio de prestaciones entre las partes, en relación con 
la situación existente en el momento de celebrarse el contrato, permanece. 

l. 

47.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE BARCELO­
NA de 29 de mayo de 1996 

EFECTOS: RESOLUCIÓN DEL CONTRATO 

NO ABSORCIÓN DE IBI Y GASTOS DE PORTERÍA EN LA 
RENTA. APLICACIÓN DEL IPC SOBRE ÉSTA, Y POSTERIOR 

REPERCUSIÓN DE AQUELLOS GASTOS 

• La ~~Ita de pago de las rentas faculta al arrendador a instar la reso-luc1on del contrato. (Reseña nº 53) ye la posibilidad de instar la resolución del contrato. (Reseña nº 51) 

•El retraso o defecto en el pago no puede fundamentar la resolución • ~~falta de pago del _IBI y gastos de portería sí faculta a la resolu-
del contrato (Resen-a nº 52) cion del contrato por impago de cantidades venc1·das. (Resen-a nº 50) 

Fdto.Jdco.Segundo.- La discrepancia se mantiene en si el servicio de · P""''ª y el IBI deben o no queda< absmbido; en la <enta y sob<e ello aplica< el •la resolución del contrato sólo puede fundarse en el impago de ren- • Cuando _no es procedente la resolución, no debe computarse como 
IPC e independientemente de la°"'" centa vol"'" a pmibi< dichos concep- tas o cantidades vencrdas y exigibles, y no las que fueran vencien- enervacron la consignación hecha por el arrendatario (Reseñas nº 51 

tos. Ciertamente hay que reconocer que el legislador ha creado confusión con la do sucesivamente durante la sustenciación del pleito. (Reseña nº 52 ) y 
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redacción que se da a las reglas de la disposición transitoria segunda, mas inclu- El h • El impago de gastos no acreditado por el arrendad ro no puede fun-amentar a resolución contractual. (Reseña nº 54) 
so cuando es procedente la actualización ha de señalarse que una cosa es la suma • rec azo por parte del actor de un pago hecho por giro postal exclu- d 1 delascanbdadesa~miladasydemásconcepwsquesepNcibenparasab~ha~ •~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~ 
ta qué tramo del procentaje puede llegarse en el primer año y otra cosa es su 
absorción que no resulta sino en el caso de las obras por así explicitarlo la Ley y 
no aquellos otros conceptos como el servicio de portería o IBI que se seguirán -----;::~:::=::".':'."'.-:'.'-----------------
satisfaciendo separadamente y a ellos se aplicarán las modificaciones reales que 50 .- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
se produzcan y que por lo tanto no deben obligatoriamente coincidir con los exis-
tentes en el recibo actual, pues su repercusión será íntegra y de acuerdo con lo _ SALAMANCA de 30 de abril de 1996 
que efectivamente vaya pagando el arrendador por tales conceptos. Y ello mis-
mo ha de predicarse del supuesto que nos ocupa en el que no hay referencia al- LA FALTA DE PAGO DEL IBI Y DE LOS GASTOS DE PORTERÍA 
guna a la absorción, aunque es claro que se seguirán percibiendo, incluso ES C 
novedosamente si antes no se percibían, y que su importe tendrá oscilaciones __________ A_U~S:_A:_D=-:E_:R.:_:E:_:S:_:O~L~U.:::C~IO~' ~N~-------
propias al margen de lo que aumente el IPC, ya que en caso contrario se produ· 
ciría un duplicidad no comprensible, pues por una parte se introduciría en el concep· 
to renta, se percibirían también separadamente y se actualizaría con el IPC y sin cau· 
sa que lo justificase también con la variación del gasto comunitario y el incremento 
que realizase la Administración tributaria, situación que no pudo ser lo querido por 
el legislador, por lo que había que dar la razón al juzgador y rechazar la apelación. 

48.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE MADRID de 
26 de abril de 1996 

ACTUALIZACIÓN CONFORME A IPC CUANDO NO PROCED E 
LA REVISIÓN DE RENTAS: NO ABSORCIÓN DE CANTIDADES 

ASIMILADAS PARA EVITAR DOBLE REPERCUSIÓN 

Tercero. - De Lo que se sigue que en el presente caso, al haber hecho uso 
l a~ arrendado_ra: del derecho que le concede el apartado 1 O de la D.T.2" en vir­
~~liie la rem1s1on contenida en el apartado 9 de la DT 3ª, la arrendataria viene 

d ada al pago de l~s cantida.des que le fueron reclamadas en concepto de IBI 
y . e gastos de porteria procediendo en principio ante la falta de abono d 1 
~1~m~s la resolución del contrato de acuerdo a lo dispuesto en el artículo ~7ª~ 
ª e ª LAU de 29 de noviembre de 1994. · 

51 ··SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE TOLEDO de 

29 de diciembre de 1995 

D NO HAY POSIBILIDAD DE RESOLVER EL CONTRATO CUAN­
O EL ARRENDADOR SE HA NEGADO AL COBRO: INEXISTEN-

Fdto.Jdco.Segundo.- Por una parte, la arrendadora tuvo en cuenta le 
prevenido en la regla 6ª, apartado D), punto 11, de la susodicha disposición tran-----------~C..'..'.IA~D~E:__'._l~Mi_i:P::_A~G:3.'0~----------
sitoria, presidida por un régimen particular, como se desprende del hecho de qui 
la renta que venía abonando el inquilino incrementada con las cantidades asi . Segundo.- (. .. )Asimismo result d't d . .. 
mi ladas a e~la sólo puede actualizarse anualmente .con la variación experimen giros por correo pa ra el pago de Ías re ta acre 

1 
ª 1° que el_ demandado rem1t10 

tada por el Indice General Nacional del Sistema de Indices de Precios de Consu ellos de 2.260 ptas. durante los mese: das, agua Y b uz,:or importe cada uno de 
IDQ, en los doce meses inmediatamente anterior a la fecha de cada actualización (reclamados en la demanda) y que fu e nov~em ~e e 
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actualización de carácter mín imo por la minoración que se produce en la dura fueron devue ltos al remitente y asimiseron rec azad os por el actor, puesto que 
ción de la relación jurídica arrendaticia, por lo que la renta no absorbe en este su do todo ello en los certificado; expedí~º que sulsf atos son correctos, constan­
puesto a las cantidades asimiladas a ella, cual acontece con la regla 3ª, apartado 11_ Adm ini_st ración de Correos y Telégrafos dos/~1r e un~onario competente de la 
de la disposición transitoria tantas veces aludida. Si el inqui lino en el mes de abn ber recibido uno de ellos el correspo d' et. lpropido emandante reconoce ha-. . . d . . 1 . ac t 1 ' n ien e a mes e mayo por lo que no cabe 
abonaba 14.769 pesetas por portena y serv1c1os, no pue e perm1t1rse que en e reo ep ar as alegaciones vertidas en su ese ·r d · . .. ' 
bode junio del mismo año 1995 debe hacer efectivas 21.069 pesetas en concepto d1 la dirección donde se remitían era incor rit 

0 
Ae interpos'. cion _del r~curso de que 

alquiler -donde se engloba la renta actual (2.731) portería y servicios, 14.769 pese blema se hubiera solventado simplemer~c ª · un~u~ asi hubiera sido, este pro-
tas, y otras 2.547 pesetas, más el 5,1 % IPC anual, cual se evidencia con la lectura dE ' n e pasan ° os recibos al cobro. 
documento existente al folio 14-15.558 pesetas por portería y servicios, y otras 15.551 Según lo anterior, en el presente su t · . 
pesetas por atrasos, habida cuenta que ello supone duplicar partidas económicas \ por parte del arrendatar io como causa f dues otn~ exis~e impago d.e. las rentas 
consiguientemente, un enriquecimiento injusto para la arrendadora . Los servicios trato prevista en el art. 27 .2 al de la ~;y~~/~~~ 0~~ de la resolucion de l con­
suministro referidos en el apartado 10.5 han de ser reputados bien como los que sea por el co ntrario el arrendador ha rehusad . ; E e noviembre sin? que 
nuevos y distintos de otros anteriores bien como los que vengan a modificarlos o ill! ge la sentencia apelada el referido p recep~~u recepc1ion. ~consecuencia , no 1nfrin-
mentarlos supuesto que el precepto se refiere a los que se produzcan a partir dgj . Sin embargo, a juicio de la Sa la no' comoª ~ga ~ arrenda.dar .recurrente. 
entrada en vigor de la /ex nova; hipótesis en que no es subsumible el casus datu nido en el fa ll o de la referida sentencia' e es c~rrec 0 ~ pronunciamiento conte­
razonamientos que conducen a la inestimación del recurso. ' n cuan o, simp emente, declara enervada 
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~a acción d.e desahucio, cuando lo procedente hubi era sido desestimar la deman-
a, absolviendo al demandado por no existir falta de pago De nos . d · 1 · . · er as1, caso 
e seguir e actor .1~c~mendo en mora accipiendi , e interponer una nueva de-

manda, se pro~~m1a .indefensión para el demandado, quien por haber existido 
ya una enervac1on bajo el imperio de la nueva Ley, no podría hacerla valer nue­
vamente. 

52.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE SEGOVIA 

de 23 de mayo de 1996 

EL RETRASO EN EL PAGO NO FACULTA A RESOLVER EL 
CONTRATO 

Fdto. Jd~o. Pri,'.11ero.- (. .. ) siendo de reiterar los argumentos reco idos 
por el Juzgador a qua en cuanto a la inexigibilidad de tales incrementos gen el 
momento en que se .interpuso el desahucio, por cuanto, de un lado, no consta el 
requerimiento t:hac1ente a que se refiere la disp. trans. 3ª, ap. 6 c) de la Le de 
~tro cuando se interp~so la _demanda no había transcurrido el plazo conte~~la-
o en el ap. 8 de aquella, sin que por último pueda otorgarse al retraso en el 

pago de las rentas (que ya estaban satisfechas al entablarse la lit is) eficacia ara 
resolver el contrato que, como norma el ap. A de la disp. trans. 3ª, seguirá ri~én­
dose por la L de 1964 con las modificaciones contenidas en dicha disposición po 
lo que ha de desestimarse la argumentación de la recurrente en cuanto a 'ue ; 
las rentas vencidas en el momento de interposición de la demanda se refi~re. 

Segundo .-(. .. ) a lo cual se añade que no cabe hablar de enervación del 
des~huoo por impago cuando el ejercicio de la acción resolutoria es improcedente 
por altar, como en este caso sucede, el impago previo en que la resolución con­
tractua l se sustenta; ya que si no hay falta de pago de rentas o cantidades ven­
cida~ y ex1g1bles, y n_~ ha lugar al desahucio, consiguientemente tampoco proce­
de ningu.na enervac1on_por el arrendatario mediante el abono de las rentas que 
e:taba.n impagadas al tiempo de demandar y de las vencidas al momento de ejer­
citar dicha f~culta?·. ~or todo lo cual procede la desestimación del recurso inter­
puesto, con 1mpos1c1on al apelante de las costas de la alzada. 

53.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE BADAJOZ 
de 9 de julio de 1996 

IMPAGO DE RENTAS. EFECTOS: RESOLUCIÓN DEL CONTRATO 

Fdto. Jdco. Primero.- No obstante lo expuesto por el recurrente en su 
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escrito de interposición del presente recurso de apelación, lo cierto es que la Sa.la 
en este momento procesal sólo puede pronunciarse en lo referente a la arnon 
de reclamación de rentas, y ello en virtud de lo dispuesto en su.A. 18 marzo 1996, 
incorporado por testimonio a Jos folios 75 y 76 de las actuaciones con resp~cto 
al objeto del recurso, y que ya ha quedado delimitado, diremos que este Tribu­
nal tras proceder a un nuevo análisis de las pruebas practicadas en el presente 

B 

procedimiento llega a las mismas concl usiones a las aue llegó el. Juzgador de 1 ª 
in stancia no detectando Jos erro res de apreciaci ón y/o va.l? r~c1on denunciados 
por el recurrente pues no podemos olvidar que la resoluoon impugnada acuer­
da la resolución del contrato por impago de la renta pronunc1am1ent? que ha 
devenido firme al no ser objeto del recurso una vez sentado que efectivamente 

se adeudan las rentas y el importe de las mismas. 

con la acumulación es faci litar al arrendador subsanan do def iciencias lega ­
les anteriores una única vía procesal de sati sfacci ón de ambas acciones pero 
no anular el ejerc icio de la enervación de la renta por parte del arrendata rio 
cuando se utili ce dicha vía procesal -juicio de cognic ión-, pues no puede ol­
vid arse que en el juicio de cognición, a pesar de todo, lo primero que se soli ­
citará el arre ndador es el desahucio del arrendatario por falta de pago de la 
renta, y un ida o su bordinada a ella las rentas debidas hasta el momento de 
interpos ición de la demanda que antes requería de la promoción de otro pro­
ceso, lu ego la ident idad de razón exige, con independencia del cauce proce-

ASPECTOS PROCEDIMENTALES 
• El ofrecimiento de pago hecho al actor, y rechazado por éste, impi­

de que prospere la acción de desahucio. El ofrecimiento de pago, tiene 
la consecuencia de impedir que pueda considerarse al deudor incur­
so en caducidades o resoluciones. (Reseñas nº 59 y 61) 

• La LAU de 1994 concede al arrendador la posibilidad de acum~l~r 
las acciones de resolución de contrato por impago y de. reclamac1on 
de rentas por razones de economía procesal y para evitar un doble 

proceso (Reseñas nº 55, 57 y 58) . . 
• Esta acumulación deberá ejercitarse mediante el proced1m1ento de 

54.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE MADRID de 
13 de marzo de 1997 

EL IMPAGO DE GASTOS NO ACREDITADOS NO FACULTA A 

LA RESOLUCIÓN DEL CONTRATO 

Fdto. Jdco. cuarto.- (. .. ) De aquí que entendamos que no concurre en 
nuestro caso causa resolutoria del contrato locativo por falta del pago de. la ren~ 
ta ex art. 114, 1 del T.R . de LAU 19664, en la medida de que la arren~atana pago 
puntualmente Ja renta pactada con el incremento del IPC Y ~e nego. ~orno per­
fectamente podía hacerlo al no justificársele los gastos repetidos y g1rarsele un~ 
cantidad global a las repercusiones pretendidas por el actor que en su caso habra 
de promover el juicio verbal que recoge el art. 39 4 LAU. 

55.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE LLEIDA de 
12 de enero de 1996 

POSIBILIDAD DE ACUMULAR LA: ACCIÓN DE RESOLUCIÓN 
DE CONTRATO y DE RECLAMACION DE RENTAS. TRAMITA­

CIÓN SEGÚN EL JUICIO DE COGNICIÓN 

Fdto. Jdco. Segundo.- La nueva LAU en su art. 40 .2 fac~lta al arrenda­
dor a acumu lar en el mismo procedimiento la acción de resoluc1on del contrato 
por falta de pago y la reclamació.n .d~ rentas, p~ra. evitar un doble proceso arno­
nes que se han de seguir por el ¡u1c10 de cogn1c1on . 

56.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVI NCIAL DE CÁCERES 
de 25 de julio de 1995 

INDETERMINACIÓN LEGAL SOBRE LA POSIBILIDAD DE 
ENERVACIÓN CUANDO SE ACUMULAN AMBAS ACCIONES 

,, La problemática técnico-jurídica promovida (enervada la acción) suscita 
una cierta dificultad tras la entrada en vigor de la Ley 29/94 de 24 de noviembre 
(BOE de 25 de noviembre de 1995), de Arrenda~ientos Urbanos, proyectable al 
caso enjuiciado, al plantear diversos temas polem1cos en la .doctnna, c1v1l.1sta Y 
procesalista patria, implícitos en esta litis, en cuanto determinan la so.luc1on del 
conflicto inter partes, surgiendo el primero de ellos sobre a base de d1nm1r s1 el 

. ' CIVIL . ._ 
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cognición. (Reseñas nº 55, 56 y 57) . 

• El retraso o defecto en el pago de las mismas no puede amparar la 

59.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
PO NTEVEDRA de 20 de jun io de 1996 

• Ambas acciones conservan las especialidades establecidas en la l.~y, 
y por tanto cabe en sede de acumulación de .ªc:iones, la enervac1~n 
de la acción de desahucio (Reseña nº 58), s1 b1~n alguna s:nte~c1a 
plantea la indeterminación legal sobre este pa rt1Cular (Resena n 56) , ___ G_I R_O_S_P_O_S_T_A_LE_S_RE_C_H_A_Z_A_D_O_S_P_O_R_ E_L _A_R_RE_N_D_A_D_O_R __ 

ejercicio del enervamiento de la acción en casos de acumulació.~ de acciones de 
resolución de ariendo por falta de pago de renta y de reclamac1on de rentas de­
bidas tramitada por las normas del proceso de c?gni.ción (art. 40.2 1n fme .de la 
LAU) es factible en dichos juicios o por el contrano solo es estimable en el 1u1c10 

de desahucio (art. 1563 LEC) 

57 .- SENTENCIA DE LA AUDI EN CIA PROVINCIAL DE SEGOVIA 
de 23 de mayo de 1996 

ACUMULACIÓN DE ACCIONES: JUICIO DE COGNICIÓN 

Fdt o.Jdco. Tercero.- Opuesta por el demandado la excepción causal del 
pago de las rentas adeudadas, debe establecerse según resulta de los autos que 
el demandado ofreció oportunamente el pago de las rentas tanto en la deman­
da conciliatoria según consta como igualmente se acreditó en período probato­
rio a través de los giros postales obrantes a los folios .... en relación con la certi ­
fi cación obrante al folio .. .. que el demandado trató de cumpli r su obl igación de 
pago de las rentas en cuestión, que fueron rechazados por la parte actora, y en 
tales circunstancias, y con arreglo a lo establecido en el art. 1176 CC, y jurispru­
dencia interpretadora, el ofrecimiento de pago sin consignación judicial poste­
rio r tiene en el orden jurídico la ob ligada consecuencia de imped ir que pueda 
cons iderarse al deudor incurso en caducidades o reso luciones y ello aún sin pe r­
juicio de que la posterior consignación judicial , aquí inexistentes, tenga como 
efecto, además la enervación de la acc ión de desahucio, pero en cualqu ier caso, 
y con arreglo a lo dispuesto en el art. 7° CC, el ofrecimiento de pago, rea lizado 
en los autos por el demandado, vacía de conten ido la acción de desahucio enta­
blada que debe ser desestimada por cuanto las razones alegadas por la actora 
para rechazar el pago de las rentas carecen de virtual idad jurídica. 

Fdto. Jdco. segundo. - (. .. ) que si bien es cierto que en.tre las norma.s 
procesales introducidas por la nueva LAU 24 noviembre 1 :94, se incluye la pos1· 
bi lidad de que el arrendador en Jos supuestos de resoluoon ,del contrato P?r fa l----------------------------
ta de pago, ~jercite acumu lada y simultáneamente la arnon de resolucion ?_el 60.- SENTENCIA DE LA AUDENCIA PROVINCIAL DE SEGOVIA de 
contrato y Ja de reclamación de las cantidades adeudad~s (a~t. 4o); acumu lacion 23 de mayo de 1996 
que se posibilita al establecer que tales acciones, en .P'.1~c1p10 sustan:1ables por 
el juicio de desahucio de Jos arts. 1570 y ss. y por el 1u1c10 d_e cogn 1c1on, respec-
tivamente (art. 39), y por consiguiente no acumulabl.es segun el a,rt'. 15~,3 .LEC, NO SE PUEDEN RECLAMAR DEUDAS FUTURAS. 
se ventilen simultáneamente por el juicio de cogn1c1on (art. 40,3 ultimo 1nc1so L RETRASO O DEFECTO EN EL PAGO NO FACULTA A LA 
24 noviembre 1994); que ha sido el seguido en este ca~o en que la ~arte actora RESOLUCIÓN 
pretende el desahucio por el impago de cantidades debidas y, no satisfechas por---------------------------

el arrendatario al tiempo de interponer Ja demanda y el abono de tales cantidades, 

58.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE CÁCERES 
de 25 de jul io de 1995 

Segundo.- Análogo pronunciamiento ha lugar en re lac ión con las alega­
ciones vert idas respecto de las rentas que fueron venc iendo durante la tramita­
ción de la litis, pues el retraso o defecto en el pago de las mismas no puede 
ampara r la resolución contractual pretendida ni la estimación de la acción de 
reclamación acumulada a ésta, tal y como se ha pronunciado recientemente esta 
SAP 11 di ciembre 1995, en el sentido de que si bien es cierto que entre las nor-
mas procesa les int roducidas por la nueva LAU 24 noviembre 1994, se incluye la 

ES POSIBLE ENERVAR LA ACCIÓN AÚN CUANDO SE HAN posibilidad de que el arrendador en los supuestos de resolución del contrato por 
EJERCITADO EN FORMA ACUMULADA LAS ACCION~S DE falta de pago, ejerci te acumulada y simultáneamente la acción de resolución del 
DESAHUCIO POR FALTA DE PAGO Y DE RECLAMACION DE contrato Y la de recl amación de las cantidades adeudadas (art. 40); acumu lación 

CANTIDADES ADEUDADAS que se posibilita al establecer que tales acciones, en principio sustanciables por 
--------~~~~::..:=-=-=-=-=:.=..:.~=--------- e.I juicio de desa hucio de los arts. 1570 y ss. y por el juicio de cogn ición, respec­

t ivamente (art. 39), y por cons iguiente no acumulables según el art. 154,3 LEC, 
Segundo.- La vigente LAU redac.ta. ?e nuevo el meritado art.15~ 3 d~ se vent.il en simultáneamente por el juicio de cogn ición (art. 40,3 último inci so L 

la Ley Procesa l Civil sólo arbitra esa pos1bil 1dad de enervamiento en el amb r 24 noviembre 1994); que ha sido el seguido .en este ca ~o en que la parte actora 
to del proceso de desahucio por falta de pago?: rentas, p~ro .con todo Y co

5 
pretende el desahuoo por el impago de cantidades debidas y, no satisfechas.por 

ello, esta Sala entiende no obstante algunas d1f1~ultades te~rnco-pro cesal~ el arre_ndata r10 al tiempo de interponer la demanda y el abono de tales cant1da­
salvables sin embargo a pe sar de los distintos tramites del 1uicio d~ desah~ des; anad1e.ndo además el pago de las rentas que vencieran durante el pleito, !1Q 

cio y de cogn ición , que esas exégesis literal. no supone la 1ntencion del .1ec es menos cierto que lo que el arrendador puede exigir en su demanda es la deu­
gislador -mens Jegislatoris. que por el contrario lo único que ha pretend1ci 
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sa l que ut ili ce el arrendador para deducir su pet ición de desahucio, la posi­
bilidad de dicho enervamiento, pues en otro caso se dejaría en la potestad 
del arrendador la posibilidad de ejercici o de ese contraderecho; que obvia­
mente y por propios intereses (siempre contrapuestos a lo del arrendatario) 
no facilitaría su uso, haciendo prácticamente ilusorio tanto el juicio de des­
ahucio en estos supuestos arrendaticios urbanos, como el enervamiento de 
la renta, con lo que podrá da rse en principio un caso de fraude de ley (artí­
culo 6.4 del Código Civi l). 

resolución contractual pretendida ni la estimación de la acción de 
reclamación acumulada a ésta . (Reseña nº 60) 

• El arrendador puede exigir en su demanda es la deuda exigible, es 
decir, la ven cida y no pagada voluntariamente por el deudor, pero 
no el débito que no ha vencido (rentas futuras) (Reseña nº 60) 

da exigible es decir la vencida y no pagada voluntariamente por el deudor pero 
no el débito que no ha vencido (rentas futuras), puesto que el art. 40,2 se refiere 
a la reclamación de "cantidades adeudadas", y no a las deudas futuras no naci ­
das o no vencidas aún, no siendo aceptable la tesis contraria que el recurrente 
sostiene sobre la base de lo dispuesto en el art. 1563, 1 LEC. reformado por la L 
29/94 de 24 noviembre, acerca de la posible enervación del desahucio cuando el 
arrendatario paga o pone a disposición del arrendador tanto el "importe de las. 
cant idades en cuya inefectividad se sustente la demanda" como "el de las que 
en dicho instante adeuda" , ya que la enervación de la acc ión de desahucio cons­
tituye una facultad ejercitable a vo luntad por el arrendatario, y por tanto la ob­
servancia de los comportamientos que condiciona la efectividad de esa facultad 
enervatoria constituyen en sentido prop io cargas procesales sin las cuales la 
enervación procesa l del desahucio no resulta posible, lo cual no permite que lo 
que constituye una carga del arrendatario se convierta en obligación exigible por 
la vía de su inclusión en el Supl ico y en el Fallo estimatorio que se dicte. Es decir, 
que el pago de las rentas no vencidas al interponer la demanda no es, en tanto 
que obligación contractual, exigible al demandar ni posible objeto de condena 
en la sentencia que se dicte; lo cual es a su vez independiente de que su abono 
efectivo dentro del proceso por el arrendata rio constituya para él una carga cuya 
observancia es condic ión "sine qua non" para la efect ividad de la facultad 
enervatoria que el art. 1563, 1 LEC le atribuye y cuyo ejercic io tiene carácter vo­
luntario, a lo cual se añade que no cabe hablar de enervación del desahucio por 
impago cuando el ejercicio de la acción resolutoria es improcedente por faltar, 
como en este caso sucede, el impago previo en que la reso lución contractual se 
sustenta; ya que si no hay falta de pago de rentas o cantidades vencidas y exigi­
bles, y no ha lugar al desahucio, cons iguientemente tampoco procede ninguna 
enervación por el arrendatario mediante el abono de las rentas que estaban impaga­
das al tiempo de demandar y de las vencidas al momento de ejercitar dicha facu ltad. 

61.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE TOLEDO de 
29 de diciembre de 1995 

NO HAY POSIBILIDAD DE RESOLVER EL CONTRATO CUAN­
DO EL ARRENDADOR SE HA NEGADO AL COBRO: INEXISTEN­

CIA DE IMPAGO 

Segundo.- ( ... )Asimismo, resulta acreditado que el demandado remitió 
giros por correo para el pago de las rentas, agua y luz, por importe cada uno de 
ellos de 2.260 ptas. durante los meses de noviembre de 1994 a mayo de 1995 
(reclamados en la demanda) y que fueron rechazados por el actor puesto que 
fueron devueltos al remitente y, asimismo que sus datos son correctos, constan­
do todo ello en los certificados expedidos por el funcionario competente de la 
Administración de Correos y Telégrafos de T. El propio demandante reconoce ha­
ber recib ido uno de ellos, el correspondiente al mes de mayo, por lo que no cabe 
aceptar las alegaciones vertidas en su escrito de interposición del recurso de que 
la dirección donde se remitían era incorrecta. Aunque así hubiera sido, este pro­
blema se hubiera solventado, simplemente pasando los recibos al cobro. 

Según lo anterior, en el presente supuesto no existe impago de las ren tas 
por parte del arrendatario como causa fundamentadora de la resolución del 
contrato, prevista en el art. 27.2 a) de la Ley 29/94 de 24 de noviembre, sino que por 
el contrario, el arrendador ha rehusado su recepción. En consecuencia, no infringe la 
sentencia apelada el referido precepto, como alega el arrendador recurrente. 
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~lante ya que el texto de .ese precepto claramente separa la falta de jurisd ic­
oon y la falta de competencia y dentro de éste distingue entre la falta de com 
12.etencia objetiva y la falta d_e competencia funcional sin mención alguna a la 
falta de competencia por razon del territorio cuya denuncia ha de ser necesaria-

mente por alguno d~ los medios contemplados en el art. 72 de la LEC, es decir, 
promov1e~do cuest1on .de competencia por inh ibitoria o por declinatoria( ... ) cri­
terio confirmado repetidamente por el TS (sentencias de 27 de juli o de 1990 25 
de febrero de 1991...) ' 

JUICIO DE DESAHUCIO 
) 

• El requerimiento efectuado al arrendatario previo al procedimiento 
de desahucio, debe tener una identidad absoluta con la demanda de 
desahucio posterior. (Reseñas nº 62 y 65) 

• Debe declararse la procedencia de la facultad de formular reconven­
ción en el juicio de desahucio, puesto que la prohibición de la mis­
ma que estableció la LAU del 1964, ha de entenderse derogada por 

62.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE SORIA de 4 
de octubre de 1996 

IDENTIDAD ENTRE PREAVISO AL ARRENDATARIO Y POSTE­
RIOR DEMANDA 

En la actualidad lo que se está ejercitando es una acción de desahucio por 
impago de cantidades debidas, con lo cual no existe, claramente, identidad en­
tre el preaviso y la demanda, habiendo sido utilizado dicho preaviso ya para otro 
procedimiento y habiendo transcurrido casi 11 meses hasta la presentación de 
la actual demanda. Conceder validez al requerimiento notarial en este procedi­
miento supondria colocar en indefensión al arrendatario, que no ha tenido posi-

bilidad de defensa en el actual proceso 

63.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
GUADALAJARA de 15 de julio de 1996 

PROCEDENCIA E IMPROCEDENCIA DE LA RECONVENCIÓN 

Fdto. Jdco. Primero.- Una breve mención es preciso realizar con carác­
ter previo a la argumentación formal esgrimida por el recurrente apoyada en el 
art. 128 LAU de 1964 relativa a la imposibilidad de formular reconvención en el 
presente procedimiento donde se ejercitaba la acción de desahucio por falta de 
pago, acumulada, según permite la vigente legislación, a la reclamación de ren­
tas, y ello por la derogación de la L 29/94 de 24 noviembre hace en su disposi­
ción derogatoria única del D 4104/64 de 24 diciembre, sin perjuicio de lo previs­
to en las disposiciones transitorias relativas a aspectos sustantivos de la relación 
arrendaticia, refiriéndose expresamente la transitoria 6ª a la ap licación en los li­
tigios relativa a los contratos de arrendamiento de finca urbana que subsistan a 
la fecha de la entrada en vigor de la L 29/94 con re iteración aludida al título V de 
ésta donde se alude al procedimiento en materia arrendaticia y entre las que no 
se mantienen la exclusión de la reconvención a lo que cabría añadir la carencia 
de trascendencia práctica de tal motivo de oposición dado su rechazo por el Juez 
"a quo", recogiendo un criterio ya consolidado que mantiene la validez de la 

cláusula cuestionada . 

64.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE MADRID de 
30 de diciembre de 1995 

~~~~~~~~~~~-

EL APERCIBIMIENTO DE DECLARAR EL DESAHUCIO SIN 
MÁS CITAR NI OÍR AL DEMANDADO EXIGE QUE LA CITACIÓN 
SE HAGA EN SU PERSONA Y RESPETE LA CITACIÓN A JUICIO 

LAS GARANTÍAS LEGALES, SO PENA DE NULIDAD 

Fdto.Jdco. Tercero.- ( .. . ) En el caso que nos ocupa se adv ierte que la 
citación para juicio efectuada a los demandados tuvo lugar en un solo acto de 
comunicación rea lizado el 21 de septiembre de 1994 mediante entrega de la 
correspondiente cédula, al no hallar a los demandados en su domicilio, a quien 

2.1.- NECESARIA ADVERTANCIA DE LA POSIBILIDAD DE ENERVAR. 

la vigente normativa (Reseña nº 63) 
• La excepción de falta de competencia territorial no es alegable en 

el juicio de desahucio; debe ejercitarse mediante los medios estable­
cidos en el art. 72 LEC (Inhibitoria o decliantoria) (Reseña nº66) 

• Es nula la citación hecha sin las debidas formalidades legales (Re­

seña nº 64) 

65.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE SORIA de 4 
de octubre de 1996 

• E_I actor-arr~ndador, en su demanda, vendría obligado a indicar las 
circunstancias que pudieran permitir o no la enervación (Reseñas 
67, 68, 69 y 70) 

• La omisión de estas prevenciones veda que pueda sancionarse la 
conducta del arrendatario privando de eficacia enervatoria a la con­
signación efectuada, por todo lo cual procede declarar enervada 
la acción de desahucio (Reseña nº 67) 

• El Juzgad~~~ la citac~ón en el juicio de desahucio (emplazamiento en 
el de cogrnc1on -Resenas nº 69 y 70-)del demandado indicaría a su vez 
el deber de pagar o consignar el importe (Reseñas nº 67, y 68) 

Fdto.Jdco: Primero.-( ... ). De la dicción legal (art.1563 LEC), se desprende 
que ambos requ1s1tos son de obligado cumplimiento: de un lado, se obliga a la 
parte actora en todo caso a hacer constar en la demanda cuantos antecedentes 
Y datos se :onozcan que puedan dar lugar o impedir la enervación a fin de que 
la _resoluc1on so.b~e. este punto se adopte en el proceso con la debida contradic­
c1on siendo ab 1n1t10 desde el mismo momento de la internosición de la deman­
da la facultad enervatoria que se concede al inqu ilino cuestión objeto de deba­
te a lo largo de la l1t1s. De otro se impone al órgano judicial la obligación de ha­
cer la .º~ortuna adv:rtencia al arrendatario, cuando se le cita para la celebración 
del JU 1~10, de la. pos1bli1dad que tiene de enervar el contrato y la forma de pagar 
0 consignar el importe de la deuda para que tenga eficacia enervatoria. 

EL REQUERIMIENTO PREVIO DEBE TENER UNA IDENTIDAD 
ABSOLUTA CON LOS HECHOS DE LA POSTERIOR DEMANDA Fdt Jd . . . . en 

1 
°· co. Segundo .. - A.mbo.s requ1s1tos han sido incumpl idos, pues ni 

a demanda interpuesta se 1nd1ca circunstancia alguna sobre la posibilidad de 

El art. 1563 LEC, en su redacción da.da por LAU 1994, co~diciona. la enervar la acción o en caso contrario, de los hechos imped itivos de tal facultad 
enervación de la acción al hecho de que se realice antes de la celebrac1on del JUICIO lo que cabe interpretar en el sentido de que no ex istían razones ob t t. d ' 

· · ·d · 1 d d h b. dere h · 1 . s a 1vas e este 
de que no hubiera ex1st1 o otra ante1ror o que e arren a orno u 1era reque- c o n1 a citación que se efectuó al demandado contien t d t · 

1 d 
· d 1 " fue d 1 

1
. e o ra a ver enc1a 

rido, de manera fechaciente, de pago a arren atario con 4 meses e ante ac1on ra e a c ausula de estilo que indica que de no compare 1 d' - 1 d' 
1 

· · · · d p 1 · · · 
1 

cer e 1a sena a o 
y éste no hubiera abonado las cantidades. Ta requerimiento previo t1en e esen· ara e JUICIO e parara "el perjuicio a que haya lugar en derecho" E _ · d 'd 1 d c1a 1 · · · d . n consecuen 
cialmente a una finalidad orev1sora pues preten e que conoci a por e arren a· , ª om1s1on e estas prevenciones veda que pueda sanc·1 1 d · · · · · · · · · d 1 d . . onarse a con ucta 
tano la s1tuac1on 1urid1ca que se ha creado pueda adopt~r est~ la pertinente pos· eª rren atario privando de eficacia enervatoria a la consignación efectuada 
tura en defensa de sus intereses y por ello se prema una 1dent1dad absoluta entre por todo lo cual procede acoger el recurso y rev ·i sar la sent · 1 d '1 . . . . . . . enc1a ape a a en e 
el preaviso y los hechos de la demanda puesto que s1 existe d1screpanc1a el pre· unico sentido de dec larar enervada la acción de desahucio. 

vio no ha cumplido su finalidad y por tanto no es válido. 

66.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE VALENCIA 
de 1 de junio de 1996 

EXCEPCIÓN DE FALTA DE COMPETENCIA TERRITORIAL 

68.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE CUENCA de 
13 de junio de 1996 

NULIDAD DE ACTUACIONES POR HABERSE OMITIDO LA 
POSIBILIDAD DE ENERVAR LA ACCIÓN 

Fdto.Jdco.Segundo.- Habiendo insistido, primeramente, en la exce~ciór El art. 1563 3º d 1 . . . . . 
de incompetencia de jurisdicción, sustentada en que el Juzgado de Valencia noción el deber d · e ª LEC_ prema que el Jugado deber a 1nd1car en la c1ta-
era competente territorialmente para conocer del asunto litigioso, pues, radica· párrafo 1 ºde d.\pagar 

0 
consignar la renta para que produzca los efectos del 

da la vivienda arrendada en L. regía el fuero del lugar donde se hallaba la mis·tada en e t ic 
0 

articulo'. Ni la providencia de fecha 13 de febrero de 1996dic-
. . . . ' . . · · s os autos adm1t1endo la dema d d d f · 

ma; ( .. . )porque siendo el JUICIO de desahucio un proced1m1ento especial, que er demandado d 1 d . n ª _Y. acor an o con em traslado al 
orden a la aprecicación de la competencia territorial no tiene norma específicézamiento d _eta demand_a formulada, ni la d1l1gencia de notificación y empla-

. . . . . . . . e es e, e 19 s1gu1ente consig d. h · · 1 1 
alguna, habrá de estarse a la excepc1on de falta de 1unsd1rnon, antes denorn1 bería haberse hech C ' nan. ic a. ~revenc1on ega , como de­
n a da "incompetencia de jurisdicción" a que se refiere el art. 533, nº 1 de la LEC23g 3 en r 1 . . º· onsecuentemente, esta 1nfracc1on produce, conforme al art. 
no permite oponer la falta de competencia territorial cual pretende la pad!vuln·e~aciónedacion con el art. 

24º de la LOPJ,. la. nulidad del acto rea lizado por 
e una norma esencial de proced 1m1ento lo que obliga a estimar la 
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•Cuando se ejercitan de forma acumulada la acción de deshaucio por 
f~lta de pag_oX la de re~lamación de rentas, debe trasladarse al jui­
cio d~ cognic1on la obligación del arrendador de advertir al arren­
datario la posibilidad de enervar. (Reseña nº 69) 

• En tal caso, el plazo P.ª~ª - enervar la acción, adaptando tal posibili­
dad a las normas del JUICIO de cognición, será el de contestación a 
la demanda. (Reseña nº 70) 

• S! no se ?bservan dichos requisitos procedimentales, se decreta­
ra la nulidad del juicio, por ser esencial dicha advertencia. (Re-
seña nº 68) 

tesis d:l .recurrente en este p.articular; y, aún cuando esa nulidad no se produce 
automat1cam_ente, el mantenimiento del principio de seguridad jurídica que es­
tablece el articulo 9 de la CE'. perm.ite y obliga a los Tribunales a garantizar aqué­
lla procurand~ sanar las deficiencias habidas en el proceso pa ra que, con pleni­
tud de garant1as proceales, pueda resolverse sobre la cuestión. 

69.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE CÁCERES 
de 25 de julio de 1995 

ADVERTENCIA DE LA POSIBILIDAD DE ENERVAR, TAMBIÉN 
EN EL JUICIO DE COGNICIÓN 

Fdto.Jdco. Segundo.- ( ... ) Por otro lado, y paralelamente con ello no 
parece tampoco, con las pertinentes cautelas, que haya obstácu los proces~les 
insalvables para trasladar los p~esupuestos exigidos para su proyección en el juicio 
de desahucio (a~t1563) al 1u1c10 de cognición ya que el actor-arrendador en su 
demanda ven?ria obligado a indicar las circunstancias que pudieran permitir 0 

no la. enervacion y el Juzgado en el emplazamiento (citación en el juicio de des­
ahucio) del demandado indicaría a su vez el deber de pagar 0 consignar el im­
porte antes de la contestación de la demanda, que no a la celebración del juicio, 
pues aunque existe p~rale.l~mente dicho trámite en el proceso de cognición, no 
tiene la misma s1_gn1f1cac1on procedimental que en le ju icio de desahucio, al 
ge~~r~rse en aquella la contradicción y los términos del debate con anterioridad 
al JUICIO, lo que no ocurre en éste, de ah í el término para enervar (artículos 11563 
y 1579 LEC). 

70.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE LÉRIDA de 
12 de enero de 1996 

LA ADVERTENCIA DE LA POSIBILIDAD DE ENERVAR ES 
ESENCIAL PARA PODER RESOVER EL CONTRATO INCLUSO EN 
LOS CASOS EN QUE SE ACUMULEN LA ACCIÓN DE DESAHU­

CIO Y LA DE RECLAMACIÓN DE RENTAS 

En la acumulación que se produce, cada acción conserva sus característi­
c~s propias, cosa que el legislador no ha previsto, pues si bien cuando se ejercita 
solo el desa h_uc10 po: falta de pago, ~stab l ece ciertas pecu liaridades como que 
el arrendatario podra enervar la arnon pagando el importe de las rentas hasta 
el r;iomento anterior a la celebrac ión del juicio facultad que según el reformado 
ar:1c_ul.o 1563 ~e la LEC se le hará saber al arrendatario al hacerle la citación para 
el 1u1c10. el articulo 40 cuando habla de la acumu lación de acciones nada dice al 
respecto, por lo que al conservar las acciones sus característ icas propias hay que 
e~tender que el arrendatario tiene derecho a hacer uso de la facultad ~ue el in­
dicado art.15.63 !e co.ncede, ahora bien, como el trámite es distinto cuando las 
arnones se ejercitan independientemente, ya que uno es por el juicio verbal y el 
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otro or co nición, y en el primero el siguiente trámite despué·s· de admitir la 
dem:nda e;la celebración del juicio y en el segundo la contestac1on a ldaodseemhaann-

. 1 t en aue se contesta cuan 
da, debemos cons iderar que es e momen o, hizo la demandada 
de consignar las rentas para enervar la acc~n ~osa q~~ ndo de 40.545 ptas. que 
en este rocedimiento, ya que reconoce de er a can 1 a . . -

no consi~nó, lo que daría lugar al desahucio.; pe'.o -co~~ ~~ ~~~~~e~~:e;\~r~=~a 

~:b~;~a~:~~~~~~:si~~~a~!: :~~:,::::::¡: ~:i:::~~nd~~1::~¡ru~~º,;:,ª~:t:a; 
e~~~~~~:O hasta el momento del lanzamiento esta advertencia es esencial ara 

e 2.2.- MOMENTO DEL PAGO. 

• La consignación o pago con posterioridad al juicio no tendrá efec-

tos enervatorios. (Reseñas nº 71 Y 77) , . 
• La presentación en el juicio del resguardo de ingreso es valido a e~ec­

tos de tener por enervada la acción, puesto que lo ~u~ .se requ1:re 
es la consignación o pago antes de la celebración del JUICIO. (Resenas 

nº 72 y 75) 
1 
. . . 

• La posibilidad enervatoria concluye antes de la c~lebración de JUICIO y no 
en el momento en que ya se ha iniciado, conced~endoº al actor la palabra 
y ratificando el contenido de su demanda (Resenas n 72, 73 y 76?, 

• Cuando se acumulen la acción de desahucio y la de reclamac1on de 

71 _SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
. PONTEVEDRA de 24 de enero de 1996 

PAGO DE LAS RENTAS DESPUÉS DEL EMPLAZAMIENTO: 
ACCIÓN NO ENERVADA 

Fdto Jdco.Cuarto.· Es evidente que, al ser emplazado y citado para jui­
cio el día 16 .de octubre de 1995, la parte demandada, adeudaba la renta de~ me~ 
de septiembre anterior, que ingresó el día 25 d,e octubre.tE s.de~~dn~I :~a 1:z:­
corriente en el a o de las rentas se uso al d1a con os eriori 

. h ue considerar que tiene razón la parte recurrente, en el 
~~~~~~ ~~rql~ej~epa~{e ~emandada, enervó la acción de desahucio, por fa lta de 
pago con los efectos que establece el núm 2 del art. 1563 LEC que e.s conmina­
torio' para dicha demandada, ya q.ue la nueva Ley no permite mas que una 
enervación de la acción de desahucio por falta de pago. 

72 - SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE ALICANTE 
· de 25 de enero de 1996 

MOMENTO DE LA ENERVACIÓN: ANTES DEL JUICIO 

Fdto.Jdco.Segundo.· ( .. )A este respecto hay que decir, que el citado 
to dispone la posibilidad de que la acción sea enervad~ , por el. a~r~ndata­

~i~e~~~n al ún momento anterior al señalado ara la celebraoon del u.1~1od a a 
e a su disposición en el Juzgado el importe de las cant1 a es en 

cons1gnac1on s _ h 
nica en el justificante y el juicio estaba senalado para las 11 oras. 

73 - SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE VALENCIA 
· de 8 de mayo de 1996 

LA POSIBILIDAD DE ENERVAR CONCLUYE ANTES DE 
COMENZAR EL JUICIO 

CIVIL 

ue se pueda resolver el contrato. Si examinamos la tramitación. de ~os autos'. en 
; videncia de adnmisión a trámite no se hace tal advertencia, sino que s1~-
;1:~~nte se acuerda dar traslado de la demanda par~e~e ~f~~~~~r~: na~e~=c~~~: 
la conteste y aunque estimam,os qu~ lat~d~~rl~~~~ula que figura e~ el folio 15 
la citación, en este caso, emp azam1en , n la diligencia de emplaza-

h mención alguna al respecto, como tampoco e .. 
~~en~~. por lo que al faltar este requisito, que puede causar indefens1on a la part~~ 
procede declarar la nulidad de las actuaciones desde ~I momento en que se a 
mitió la demanda y se expidió la cédu la de emplazamiento. 

rentas al seguirse dicha acumulación por el proceso ~~ c~gnlici~n, 
el mo~ento límite para enervar es el de la contestac1on e a e-

manda. (Reseñanº 74) . , ... 
• La enervación requiere que al momento de la cel:brac10~ ~~I JUICIO 

se consignen las cantidades adeudadas hasta la interpos1c1on, de la 
demanda, pero no las que no estén venci?as, las cuales deber.an ~er 
consignadas por el arrendatario a medida que vayan venc1en o. 

(Reseñas nº 72 y 75) . . . 
• El requerimiento defectuoso realizado al arre~d~~ano no ~mp1~e I ~ 

eficacia de la enervación efectuada antes del 1u1c10 (Resena n 76, 

75.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE GERONA de 
15 de mayo de 1996 

ACREDITACIÓN DE LA CONSIGNACIÓN EN EL MOMENTO 
DE CELEBRACIÓN DEL JUICIO 

Fdto.Jdco. Segundo.· La estimación de la demanda y la resolución del 
contrato de arrendamiento de autos, se basa, según la parte no aceptada, del f. 
j. 2º de la sentencia recurrida, en que no se han cumplido los requisitos del art. 
1563 núm . 1 ºLEC, de pagarse o consignarse las rentas que se rechazaban y que 
se debian en el momento de la celebración del juicio, que tuvo lugar el día 5 ju­
lio del pasado año, aunque por la parte demandada se acreditó, con la aporta­
ción del documento núm. 1 acompañado con la contestación a la demanda -como 
la propia parte actora reconoce y recoge la también juzgadora de instancia-, que 
al ce lebrarse el expresado juicio la parte demandada se encontraba al corriente 
de pago de las rentas atrasadas, con lo que se cumplía lo necesario para tener 
enervada la acc ión entablada. 

Tercero.- Dictada la sentencia, la Juez de instancia requirió a la parte 
recurrente para que de conformidad a lo establecido en los arts. 1566 y 1567 LEC 
acreditara tener sat isfechas las rentas vencidas y las que con arreglo al contrato 
debiera pagar adelantadas o las consignara, bajo apercibimiento de tenerse por 
firme la sentencia, a cuyo efecto, la parte demanda y apelante presentó escrito, 
en el que se decía: "Que evacuado por providencia de 5 diciembre actual, refe­
rente a la acred itación del pago de las rentas vencidas hasta el momento, adjun­
to acompa ño los siguientes documentos justificativos de su pago actualizado: 1.­
Recibo por importe de 1.740.000 pts., correspondientes a las rentas de los me­
ses de enero a mayo de 1995 debidamente firmado por D. Víctor, representante 
de la "Comunidad M.", según consta en el contrato de arrendamiento suscrito 
entre las partes 1 junio 1994 (doc. 1 de la demanda y doc. 2 de la contestación). 
2.- Resguardo de Ingreso efectuado en el Banco ... a favor de este Juzgado, por 
importe de 600.000 pts. correspondientes a las rentas de los meses de junio y julio 
1995; y, 3. - Resguardo de Ingreso efectuado en el Banco ... a favor de este Juz­
gado por importe de 1.930.792 pts., correspondientes a las rentas de los meses 
de agosto a diciembre 1995 así como de los IVAS vencidos y respectivos incre­
mentos contractuales experimentados hasta la fecha". 

Fdto.Jdco. Cuarto.- Dado tras lado a la parte actora, la misma lo eva­
cuó manifesta ndo que: . 

º)A la fecha de celebración del Juicio (5 Julio 1995) la demandada no se hallaba al 
-------------------:-.:--:-:::-~::::-;:-~ co rriente de pago de las rentas por cuanto adeudaba también la suma de 

74 _SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE LÉRIDA de 4.398.750 pts. (IVA incluido) correspondientes a las rentas devengadas con an-
. 12 de enero de 1996 teri oridad y que había asum ido la arrendataria mediante pacto expreso (doc. núm. 

---------~~~~~~:___:.::_::_:..=_ ________ 2 del ramo de prueba de la actora), cuyo vencimiento se produjo el 28 enero 1995 

JUICIO co n posterioridad a la presentación de la demanda de desahucio que lo fué el 28 
POSIBILIDAD DE ENERVAR CUAND~ SE SIGUE EL diciembre 1994 como se argumentará más abajo. 

--~D~E~C~O~G~N~IC~l~Ó~N~,~E~N~L~A'...-:C~O~N_._T~E~ST_::A_:_C~l:..:::O:...:.N:_:_A_L_A_D_E_M_A_N_D_A_,) Al día de la interposición del recurso de apelación la demandada tampoco se 
ha ll aba al corriente de pago por cuanto las rentas devengadas entre el 1 ºenero 

E la acumulación que se produce, cada acci?n conserv~ s.us carac 1995 y la fecha de la sentencia, 25 noviembre 1995 que asciende a 4.296.806 
, t' n ropias cosa que el legislador no ha previsto, pues s~ bien cuan pts. (IVA incluído) se hallaban sólo parcialmente pagadas, según se verá con el 

~ens icas ~ita sól'o el desahucio por falta de pago, estable~: ciertas pew siguiente desglose: Renta contractual 300.000 pts. mensuales más 48.000 pts. 

1
.0 s~ ¿er como que el arrendatario podrá enervar la aw 0 ~, paga~d.o .e co rrespondientes al 16 por ciento de IVA, total 348.000 pts. al mes.Así: Del 1 enero 
. 1ªn ªt e~e las rentas hasta el momento anterior a la celebrac1on ~el JUICIO 1995 al 31 mayo 1995, 348.000 pts. x 5= 1.740.000 pts. Actualización de renta 
~mp~~ ~ ue según el reformado artículo 1563.de la LE~ se le hara saberª co nforme al .pacto 99 del contrato de arrendamiento, notificada fehacientemente 
acu ~ t qrio al hacerle la citación para el juicio. El articulo 40 cuando ha en fecha 13 JUiio pasado por la Notario DªVictoria Pérrez Pérez de Begur (Girona), 
~~re~ f ª cumulación de acciones nada dice al respecto, por lo que al con Y no impugnada, según el siguiente cálculo: Renta contractual 300.000 pts. x 
ª e 1ª ªacciones sus características propias, hay que entend~r q_ue ;4,95927 por ciento índ ice resultante IPC = 14.878 pts.; 16 por ciento de IVA = 

serva~ ~~rio tiene derecho a hacer uso de la facultad que el indica! 150.380 pts., lo que totaliza una renta mensual para el siguiente año (1° junio en 
:~~e1n5 :3 le concede, ahora bien, como el t rámite es d1st1nto c~a.ndo ª

1 
ade lante) de 365.258 pts. Por tanto: Del 1 junio al 31julio1995, 365.258 x 2= 

'. se ejercitan independientemente ya que uno es por el ¡uicio, v~ 730.516 pts. Del 1 agosto al 31 diciembre 1995, 365.258 x 5= 1.826.290 pts. 
~c~ion~s t orco nición en el rimero el si uiente t rámite des ues 'Sum.an las rentas devengadas de este 2° apartado la cantidad de 4.296.806 pts. 
~ .te ~ar~emanda es la ce lebración del juicio y en el segundo la conte5AI d1a de la interposición del recurso la demandada adeudaba las siguientes can-

t
a ~~ ir la demanda debemos considerar ue es el momento en ue 5t1dades: Del ap. 1º 4.398.750 pts., IVA incluido. Del ap. 2° 4.296.806 pts. , !VA 
ac1on a ervar la acción cosincluíd s d d d f d t t cuando se han de consignar las rentas para en ' b o. urna rentas a eu a as. 8.695.556 pts. Pagos e ectua os.- 02 agosto 

con es ªhizo la demandada en este procedimiento, ya q~e reconoce de hf1995, 1.740.000 pts. (pago a cuenta). Consignación Judicial.- 07 diciembre 1994, 
~u~a~~idad de 40 _545 ptas. que no consignó, lo que dana. lugar al des a dl600.000 pts.; 14 diciembre 1995, 1.939. 792 pts. Suma pagos efectuados.-

. . -como se decía anteriormente- uno de los re u1sitos ara 0 
1 

.279.792 pts. Diferencia entre rentas adeudadas y pagos efectuados: 8.695.556, 
~10 ·• 1 er~ a él es ue al citársele se le ha a saber la facultad de enervar .279.792, 4.415.764 pts., de las que 4.398.750 pts. (IVA incluido) corresponden 

ar .. u ª t s de la celebración del ·uicio habiéndose nvado del derec las ade udadas del ap. 1°y17.014 pts. a las parcialmente pagadas del ap. 2º. 
acc1on an e . d h bilitar el contrato hasta 1 p 1 gue le reconocía la legislación anterior e re ª . eo or o tanto, la demanda en uno y otro supuesto, tanto considerados 
momento del lanzamiento esta advertencia .es e~encial ara ue se lau r lobalmente los aps. 1ºy2º precedentes, como por separado, la arrendataria ni 
resolver el contrato. Si examinamos la tramitacion de los .aut~s, en ~in la fecha de interposición del recurso ni al término del requerimiento judicial a 
videncia de adnmisión a trámite no se hace tal advertenci~, ~ino due ue\os efectos de los arts. 1566y1567 LEC, tenía totalmente pagadas las rentas, como 
ple mente se acuerda dar traslado de la demanda para en ed Pb azof et:ars'.~ m~estr~. en los desg loses practicados. Ello lleva, necesariamente, a postular 
días la conteste y aunque estimamos que la ª.dvertenci

1
a ~de le ec e fig in limine la inadmisión del recurso de apelación por incumplimiento de los 

al hacerse la citación, en este caso, emplazamiento, en ª ce u ª qu n \resupuestos procesales para recurrir. Motivos de la adhesión. Para el supuesto 
ra en el folio 15 no hay mención alguna al respecto, com~ ~ampoco ~e~ e no ser acog ida favorablemente la primera.- Habiéndose interpuesto la deman­
diligencia de emplazamiento, por lo que al faltar este .~e~u~it~, que/ aci ªde desahucio vigente la Ley 29 diciembre 1964 de arrendamientos urbanos, 

Causar indefens ión a la parte, procede declarar la nuil ª e .dª.s. ª
1
c ue'dú!sta es la que rige el procedimiento a seguir hasta los recursos, cuya sustanciación 

d · · · ¡ d nda y se exp1 10 a c e 11 · nes desde el momento en que se a m1t10 ª ema evara a cabo por la Ley 29/94 de 24 noviembre. En su consecuencia y confor-
de emplazamiento. ~e al art. ,147, 1 º Ley de 29 diciembre 1964 el demandado podría haber enerva­

º la acc1on s1 en cualquier momento ... paga al actor o pone a su disposición en 

ECONOM I ST & 

el Juzgado el importe de las cantidades en cuya inefectiv idad se sustente la de­
manda y el de las que en dicho instante debiere. 

Así pues con anterioridad a la interposición del recurso de apelación o, en 
todo caso, dentro de los cinco días fijados por el Juzgado para su admisión, la 
demandada debería haber pagado al actor o haber puesto a su disposición en el 
Juzgado las rentas correspondientes a los siguientes períodos: 

a) Las rentas correspondientes al período de 1 ºabri l al 31 diciembre 1993 cuyo ven­
cimiento era el 28 enero 1995 (según cláusula adicional incorporada al pacto 12º 
de 1 junio 1994) por importe de 4.398.750 pts., IVA incluido. 

b) Las rentas correspondientes al primer período de 1995 cuyo vencimiento era el 
29 julio 1995 por importe de 2.470.516 pts., incluído !VA y el incremento por 
actual izac ión de renta, como se ha expuesto arriba . 

c) Las rentas correspondientes al segundo período de 1995 cuyo vencimiento era el 25 
noviembre 1995 por importe de 1.826.290 pts., incluido IVA. En total 8.695.556 pts. 

En su lugar lo que la demandada ha pagado e ingresado desde la fecha 
del juicio hasta el requerimiento hecho por el Juzgado, previo a la admisión del 
recurso, han sido las siguientes cantidades: El 2 agosto 1995, 1.740.000 pts. El 7 
diciembre 1995, 600.000 pts. El 14 diciembre 1995, 1.939. 792 pts. Total pagado/ 
puesto disposición, 4.279.7920 pts. Así pues la diferencia entre las rentas adeu­
dadas y los pagos efectuados es de 4.415. 764 pts., de las que 4.398. 750 pts. (!VA 
incluido) corresponden a las adeudadas del ap. a) anterior y las 17.014 pts. a las 
adeudadas de los aps. b) y c) antes referid os, con lo que en modo alguno las ren­
tas adeudadas están tota lmente pagadas a la admisión del recurso. Sol icitaba se 
inadmitiera el recurso por los motivos alegados, declarando firme la sentencia, 
con imposición de las costas al demandado. 

Para el supuesto de que no se acogiese el motivo de impugnación que, 
estimando los motivos de adhesión, se revoque la sentencia y estimare la deman­
da por los propios motivos del recurso, con imposición de las costas al deman­
dado, y, subsidiariamente y para el supuesto improbable de no acogerse los mo­
tivos de impugnación, que se revocase la sentencia y se dictase auto de 
enervación, con imposición de las costas al demandado. 

Quinto.- En 11 enero pasado, la parte recurrente presento nuevo escrito 
en esta Audiencia Provincial, en el que decía: 

1.- Que se adjunta, para su incorporación al presente recurso de Apelación, el co­
rrespondiente justificante de haberse ingresado la cantidad de 17 .014 pts. en la 
cuenta del Banco .. ., subsanándose con ello el error material o de cuenta que se 
padeció de forma involuntaria al realizarse el cálculo de los incrementos y consi­
guiente !VA del local de autos. 

2.- Que mediante dicha consignación, más las que ya fueron debidamente justifica­
das en nuestro escrito de 14 diciembre 1995 dirigido al Juzgado de La Bisbal, se 
hallan consignadas las rentas vencidas según contrato, venciendo las próximas 
el 29 jul io 1996 al satisfacerse las mismas por períodos semestrales, según el Pacto 
12 del contrato suscrito el 1 junio 1994. 

3.- No se consignaron el resto de las cantidades reclamadas por la actora, por que 
como bien recoge la sentencia que se recurre, en su f. j. 2º además de no haberse 
alegado en su momento, se refieren a rentas anteriores a la vigencia del contra­
to de arrendamiento (1 junio 1994), cuya resolución se pretende por la actora" . 

Sexto.- Sentado lo anterior resulta incuestionable pese a lo alegado por 
la parte actora y ahora recurrida que procede estimar el recurso y tener por 
enervada la acción de resolución de contrato de arrendamiento que se formuló 
pues de una parte en el momento de celebración del juicio la demandada se 
encontraba al corriente de pago de las rentas que debía el día en que se presen­
to la demanda y de otra que desde entonces ha venido consignando las rentas 
que han ido venciendo no siendo atendible la petición de abono de rentas que 
no se reclamaron en la demanda, como la propia Juez de instancia reconoce en 
el párrafo segundo del f. j. 2° de su sentencia por referirse a rentas pagadas y 
an teriores a la vigencia del contrato, no pudiendo tampoco discutirse en este tipo 
de procedimiento civ il la cuantía de la renta que deberá hacerse en su caso en 
el que corresponde. Por ello procede revoca r la sentencia y tener por enervada la 
acc ión entablada. 

76.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
SALAMANCA de 11 de octubre de 1996 

LA ENERVACIÓN PUEDE HACERSE ANTES DEL JUICIO, 
SIEMPRE QUE SE CUMPLAN LOS PRESUPUESTOS LEGALES 

PAGO MEDIANTE CONSIGNACIÓN, EXISTIENDO PREVIO 
AVISO DEFECTUOSO DEL ARRENDADOR 

Fdto.Jdco. Tercero.- No cuestionado el impago por parte del arrenda­
tario demandado de las rentas en el que se fundamenta la acción de desahucio 
ejercitada por la demandante, toda vez que los giros remitidos por aquél lo fue­
ron a un domicilio en el que ya no residía ésta desde hace unos diez años, y cuya 

ECONOMlST & J URJST. 



circunstancia le era conocida, la cuestión pllantdea~ se r~~~~e i~t~~~~:~~al~ s~~~ 
consi nación de las rentas adeudadas, rea iza a espue . , . . . 

d
g y con anterioridad al momento señalado para la celebrac1on del 1u 1c10, 

man a . 1 f 1 a t 1563 LEC corno 
puede tener el efecto enervatorio que previene e P, o. arl: ., d 1' fo 2º 
concluyó la sentencia impugnada, o bien carece de el por ap 1cac1on e p . 
del mencionado precepto legal, según alega la recurrente. . , d d 1 

Efectivamente, en dicho pfo. 2º art. 1563 LEC. según 1.a redawon a a a 
mismo por la disp. adic. 5ª de la Ley 29/1 .99 (sic) de 24 n.ov1embre, d; Arren~a~ 
mientas Urbanos, se dispone que la enervación a que .se refiere el pfo. 1 no ten. ra 
Ju ar cuando se hubiere producido otra anteriormente ni cuando el. arrendador hub1er~ 
re~uerido por cualquier medio que permita acreditar su constanoa, de p~go a~ a;ren 
datario c~n cuatro meses de antelación a la presentación. de la deman .~ y es e no 
hubiese pagado las cantidades adeudadas al tiempo de dicha presentac1on. 

Es cierto que, en el caso presente, con fecha 15 noviembre 1995 la arren­
dadora a través de la inmobiliaria T., remitió al arrendatano dlemand.ad~ una 
comunicación -que éste recibió, según acredita el resguard.o de serv1c10 e co-

d .t., una confesión 1·udicial- con una doble f1nal1dad, cual era, de un 
rreos y a m1 10 ' · d d. h y de 
lado, la actuación de la renta a 5.716 pts. mensuales a pa~.t1r e i;, ~ mtes,di,cha 
otro, participarle las cantidades pendientes de ab;n~ ~ atras~s to ª~eªla mis­
fecha Pero de tal comunicación según se despren e e propio ex 
ma n.o resulta que se requiriera formalmente al arrendatano al .pagoddel las ~en­
tas adeudadas que es lo que exige el pfo. 2º art. 1563 LEC para impe ir os e ec-

e 2.3.· FORMA DE PAGO. 

• La compensación alegada por el arrendata~io, consign~~do la di­
ferencia en el juzgado, tiene efectos enervatorios .de la awo~ deº des­
ahucio, máxime si el arrendador no se opuso a la misma. (Resena n 78)~ 
• El hecho de que los recibos se pasaran a cobro por el banco y de 
·aran de pasarse por el arrendador, no excluye la carga del arrenda­
~ario de efectuar la consignación o pago para tener por enervada la 

acción. (Reseña nº 79) 
• Las formas de enervar la acción consisten, ~ásica.~:nte, en ~I pago 

al arrendador, la consignación o puesta a d1spos1c1on notarial, o la 

judicial. (Reseña nº 80 Y 81) . 
• El giro por correo destinado al arrendador tiene efectos enervatonos. (Rese-

ña nº 80) . · 1 1 
• Sin embargo, es cierto que el giro postal no acredita por s1 so o e 

78 - SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE SEGOVIA 
· de 22 de mayo de 1996 

ENERVACIÓN MEDIANTE COMPENSACIÓN, NO IMPUGNA­
DA POR EL ACTOR 

Fdto.Jdco. Segundo.- Diverso pronunciamiento ha .1.ugar, sin em.~argo 
en relación con la invocación de que no procede la enervac10~ ~e :a ~·rno:d~ce 
desahucio por concurrir el supuesto prevenido en el pfo. 2º, ap . e a .1 sp. . 

d.f. , 1 art 1563 LEC y ello por cuanto, s1 bien es cierto que 
5ª L 29/94 que mo 1 1co e · . · 
se efectuó un requerimiento extrajudicial de pago no podemos de1ar de consi-
derar que en él se incluyeron cantidades que habían sido sat1s'.echas por.~~ ~rren­
dataria y que esta contestó a dicho requerimiento a pocos d1as de reCI ir,º ~s 

rimiendo la pretendida compensación, acusando recib_o.~e la contestac1on. os 
;sesores legales de la actora sin hacer constar su ?pos1c10.n a aquell.a, .aludien­
do sin embargo, a otros temas sobre los que tamb1en ~erso el requenm~ento re~ 
la;ivos a la revisión de la renta, y si bien a dicho esrnto no puede atn u1.~e e 
alcance de una presunta renuncia del derecho a reclamar las r.entas venc1 as e 
insatisfechas o a impugnar dicha compensación, sídebe ser te~1do en :ons1dera­
ción para restar al requerimiento la eficacia que le ?torga la d1spos.1c1.on citada a 
los fines de impedi r la posterior enervación máxime cuando e.x,1st1~ron otr~s 
misivas remitidas por ambas partes en las que no se hizo menoon ª. gu~a a a 
cuestión ante lo cual debe estimarse que la demandada que consigno en el 
Juzgado antes de contestar a la demanda el importe reclama~~ pudo r~zonabl~­
mente confiar en que la contraparte aceptaba la compensac1on alega a por. o 

1 . . . de buena fe y confianza que ha de pres1d1r las relac10-
que en aras a pnncm10 

tos enervatorios de la consignación real izada después de la int~r~os;ción. ?e ~a 
demanda de desahucio. Por lo que en consecuencia ha de tenerse a. ec laraoon e 
enervación de la acción ue se hace la sentencia im u nada al re~nir ta cons1 na­
ción los requisitos de forma y tiempo exigidos en el pfo. 1 ºdel mencionado art. 1563 . 

77 - SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE CUENCA de 
· 25 de octubre 1995 

AUSENCIA DE ENERVACIÓN POR CONSIGNACIÓN POSTE­
RIOR AL JUICIO 

Fdto.Jdco.Primero.- " .. . hechos todos ellos que recono~ió el demanda­
do en el acto del juicio celebrado el 19 de julio, y en el que apfortho res2g5uadrdos de 

d 1 t ( ) que por sus ec as, e mayo 
ingresos efectuados en la cuenta e ac or ... , . , 
en adelante evidencian que tales cantidades adeudadas por renlta~yr e~~rc~s1oln 
de obrasfu~ron satisfechas al arrendador con posterilorid~d a t h:t~~l~~le~ra~ 
demanda y las tres últimas cantidades ingresadas en a misma ec 

ción del juicio ... " 

pago de la renta, y no es la forma preista por el legislador. (Reseña 

80.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
PONTEVEDRA de 17 de enero de 1996 

OFRECIM IENTO DE RENTAS RECHAZADO POR EL ACTOR: 
LA PRUEBA TESTIFICAL NO ACREDITA DICHO OFRECIMIENTO, 
QUE DEBIÓ HACERSE JUDICIALMENTE, O INCLUSO MEDIAN­

TE GIRO POR CORREOS 

Segundo.- ( ... )a la vista de los atículos 1561 y siguientes de la LEC, en 
su nueva redacción que les dio la referida Ley, es evidente que se dan todos los 
requisitos necesarios para que el desahucio deba prosperar, sin posibilidad de 
tener por enervada la acción, una vez que, después de la demanda, el demanda­
do se puso al corriente en el pago de las rentas. 

Las únicas dudas que RUdieran presentarse tienen base en la tímida prueba 
practicada por el demando y apelante pretendiendo acreditar el ofrecimiento de 
las rentas al representante de la parte demandante. La prueba testifical practi­
cada no es ni con mucho suficiente para dicha mueba. habiendo una institución como 
es la consignación judicial. o incluso el giro a través de correos. no tiene (al menos en 
el presente caso) dicha prueba testifical valor mínimo suficiente para modificar la 
convicción de falta de pago de la renta por culpa exclusiva del arrendador. 

81.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE OVIEDO de 
24 de abril de 1996 

LOS MEDIOS DE ENERVACIÓN OFRECIDOS AL ARRENDATA­
RIO SON RESTRINGIDOS.PAGO MEDIANTE GIRO POSTAL. 

CONSIGNACIÓN NOTARIAL 

nº 81) . d · Re su lta evidente que la falta de pago consignación judicial o puesta a 
• El giro postal rechazado por el ~rr~n.dador, no_exi~e al arren atario disposición notar ial no acarrea por sí mismo una sanción para el arrendatario 

de efectuarlo en vía notarial o 1ud1c1al. (Resena n 81 ) . . que tendrá sus medios de defensa en el juicio pero ciertamente impide la 
• No basta con cumplir con una de las for~as d~, enervac10~; es re· enervación de la acción . En consecuencia, debe decidirse en el presente caso si 

. . . . d'bl ue la finalidad e intenc1on del cons1gnante el giro posta l cubre las e?< igencias de la LEC y cabe ya adelantar que, como acer-
quisito 1mprescm 1 e ~ , _ 0 82) tadamente se apunta por el juzgador de instancia, tal puesta a disposición no es 
sea la de enervar la awon. (Resena n . I la prevista . Ciertamente, el giro postal no acredita por sí solo el pago de la renta 

d. · · · · d'cial o notarial de as can· • El pago al actor o puesta a 1pos1c1on JU ~ . , ni su aceptación por el arrendador máxime en supuesto como el que nos ocupa 
f d d s adeudadas basta para la eficacia de la enervacion, Y no en el que consta expresamente que se rehusó, por lo que, rechazado éste debió 
1 ad e . . 

1 
a~rendatario que acuda al juzgado a expresar su consignarse la renta por vía notarial, por cuanto la lectura e interpretación del 

pue e exigirse a _ nº 83) precepto no abona ung, interpretación extensa de los medios de enervación ofre-
voluntad de enervar. (Resena h do 

01 
ciclos al arrendatario que se someten restricción; habida cuenta, por tanto, que 

• La prueba testifical no acredita por sí sola_ el haberse rec aza p la demandada no hizo lo uno ni lo otro debe rechazarse tal enervación, dando lugar 
el arrendador el abono de la renta. (Resena nº 80) al desahucio so licitado, ya que la única oposición mantenida reside en lo apuntado. 

82.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE MADRID de 
29 de marzo de 1996 

CONSIGNACIÓN REALIZADA CON EXPRESA OPOSICIÓN A 
QUE SE ENTREGUE LO CONSIGNADO AL ACTOR: LA CONSIG­

NACIÓN NO TIENE EFECTOS ENERVATORIOS 

Habiendo consignado el demandado la cantidad de 61.000 ptas. en cuyo 
impago se sustentaba la demanda, el mismo día señalado para el acto de juicio 
"presentando para su unión a los autos resguardo de consignación oponiéndo­
se a que la consignación efectuada le sea entregada al actor tanto por la razón 
antes aludida como por la demasía que pretende en su demanda por cuanto se 
hace a los efectos legales pertinentes'', siendo así, no puede menos de haber de 
decretar que procede la resolución del contrato con el consiguiente desahucio 
del demandado del piso que ocupa, sin que haya lugar a tener por enervada la 
acción ejercitada, de una parte porque ya se ha hecho uso de tal privilegio en un 
procedim iento anterior, y el segundo párrafo del art.1563 de la LEC prohíbe se 
vuelva a utilizar, y de otra parte, porque el párrafo 1 ºdel propio artículo estable­
ce que la enervación será posible si el demandado arrendatario en algún momento 
anterior al señalado para la celebración del juicio" paga el actor o pone a su dis­
posición en el Juzgado o notarialmente el importe de las cantidades en cuya 
inefectividad se sustente la demanda" y es visto que la consignación que el de­
mandado efectuó no lo hizo con la fina lidad que exige el precepto. 

83.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE CUENCA de 
4 de marzo de 1996 

NO SE REQUIERE QUE EL ARRENDATARIO DEJE EXPRESA 
CONSTANCIA DE SU VOLUNTAD DE ENERVAR 

Segundo.- ( ... )cuando se tiene conciencia del débito de rentas y se paga 
al arrendador demandante el importe de las mismas, el efecto correspondiente 
no es otro que el de enervar la acción si todo ello se lleva a cabo con los 
condicionamientos legales, no siendo aceptable la pretensión de la parte actora 
recurrida relativa a la necesidad de que además del pago al actor o de la puesta 
a disposición en el Juzgado o notarialmente del importe de las cantidades en cuya 
inefectividad se sustente la demanda y el de la que adeude debe comparecer en 
al actuaciones el arrendatario para dejar constancia de su voluntad de enervar 
la acción contra él planteada. este plus de actividad procesal no es exigido por 
el artículo 1563 LEC debe ser interpretado de modo restrictivo por el carácter 
sancionador que comporta la omisión de un mero requisito procedimental con 
tan graves repercusiones sustantivas. 

2.4.· OBJETO DEL PAGO. ) 
~J·llili'dlli.~Jh@idlf-ªilmilitkirs~eJl~a~enrue~r~va~c~ió~n~d~e~la~a~c:c~ió:n~d~e~d~es~a~h~uc~io~en~t~ab~l~addca1~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~-"" 

n_es ¡un 1cas 1 t minado 
aten~daslasespecialescirrun~anciasconcurrentes~ne supues oexa €~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~ 
las cuales han de ser puestas en relación con la fmalidad de la ~arma .que ~?o 
otra que la de evitar el ejercicio abusivo .de dicha fac~lta t p~r in~~ 1c~mi • El objeto de la enervación está constitu ído por las cantidades ven­
incumplidores de su obligación esencial de sbatisfacer pudn~ua ~c~~ued :~el~ que ei ciclas al momento de la demanda. (Reseña nº 86) 

t . , de la cesión del uso del o 1eto arren a o, , 
contrapres acion f no incidió la parte demandada. • Para enervar la acción, ha de depositarse, no lo que reclama el arren-
razón a lo expuesto, se es ima dador, sino aquellas cantidades en cuya inefectividad se sustente la 

demanda. (Reseñas nº 86 y 88) 

DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE LÉRIDA de • La cantidad a~eudada no se determina.necesariamente por la~ alegacio-
79.- SENTENCIA 

21 
d febrero de 1996 ne_: del actor, sino por el contrato y demas pruebas que se practiquen. (Re-
e ~~~ 

UE EL ACTOR DEJARA DE PASAR LOS • La falta de abono o consignación del 181 reclamado al arrendatario, 
EL HEC~gRD:AiCO NO EXIME AL ARRENDATARIO DE conlleva la falta de enervación y por tanto el desahucio, a pesar de 

RECIB~R LA ENERVACIÓN EN ALGUNA DE LAS FORMAS ha~erse consignado las rentas adeudadas. (Reseña nº 87) 
EFECTU PREVISTAS POR LA LEY _ • El impago de cantidades asimiladas a la renta, surgidas con poste-

La alegación hecha por el demandado de que se ~e pasaban los recibos1 
or el Banco no se había hecho y que es acogida por el 1uez a ~uo, 84 

~~~=~~este caso p:ra su exculpación dada la advertencia que se le hacia e~ .- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE ÁLAVA de 5 
.d . de la forma en que tenía que satisfacer las rentas o bien pagand b~----___ __:.d:_::e:_f:...::e~b_:._re::..:r_::o:_d~e::__:_1 .:.9.:.9.:.6 _________ _ 

~~~~~ 0e~i~~ consignándolas antes del plazo que él indicaba, d~ ~h~ que ;1 no~~ 
cumplido con este requisito indispensab.le para gozar e ene 1c10 
enervación procede dar lugar al desahucio instado. 

ECONOMlST & 

NO DEBEN CONSIGNARSE LAS CANTIDADES ASIMILADAS 
NO RECLAMADAS EN LA DEMANDA 

rioridad a la demanda en la que no se reclamaron, debe tenerse por 
cubierto si al enervar la acción de las cantidades inicialmente re­
clamadas el arrendatario consignó una cantidad superior, exceso 
que debe imputarse al pago de dichas cantidades sobrevenidas. 
(Reseña nº 84) 

• Las cantidades que vayan venciendo deberán ser consignadas por 
el arrendatario a medida de su vencimiento. (Reseña nº 85) 

• Las cantidades futuras no son exigibles al interponer la demanda, 
con independencia de que a cada vencimiento recaiga sobre el 
arrendatario la carga de consignar la mensualidad correspondien­
te. Faltando el impago previo, por tanto, no es necesaria la 
enervación. (Reseña nº 86) 

( ... ) Finalmente y en cuanto al supuesto impago de determinadas canti­
dades asimiladas a la renta -recibos de basura e IVA-, cabe señalar como la de­
manda se refiere en exclusiva a la reclamación de las rentas correspondientes a 
las mensualidades de diciembre 1991 de los años 1992, 93 y 94 y a las rentas de 
enero a mayo de 1995 sin hacerse mención alguna a estas otras cantidades. Por 
ello, al haberse acreditado que el demandado abonó una cantidad incluso supe­
rior a la constituída por la suma de las rentas reclamadas -94.857 pts. frente a 

EC ONOMIS T & JUR.IST . 
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las 88.872 pts.- es por lo que existen razones sobradas para pensar que la impu­
tación de este exceso bien podría realizarse respecto de estas cantidades, de las 
que de otro lado se omitió cualquier mención en el escrito rector del procedimien­
to. Por todo el lo, el recurso debe ser desestimado. 

85.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE GIRONA de 
15 de mayo de 1996 

EN ERVACI ÓN MEDIANTE CONSI GNACI ÓN DE LAS RENTAS 
ADE UDADAS. POSTERIO R CONSIGNACIÓN DE LAS QUE VAN 

VENCIENDO 

Sexto.- Sentado lo anterior, resulta incuestionable, pese a lo alegado por 
la parte actora y ahora recurrida, que procede estimar el recurso y tener por 
enervada la acción de resolución de contrato de arrendamiento que se formu ló, 
pues, de una parte, en el momento de celebración de l juicio, la demandada se 
encontraba al corriente de pago de las rentas que debía el día en que se presen­
to la demanda y de otra que desde entonces ha ven ido cons ignando las rentas 
que han ido venciendo, no siendo atend ible la petición de abono de rentas que 
no se reclamaron en la demanda, como la propia Juez de instancia reconoce en 
el párrafo segundo de l f. j. 2º de su sentencia por referirse a rentas pagadas y 
anteriores a la vigencia del contrato, no pudiendo tampoco discutirse en este tipo 
de proced imiento civil la cuantía de la renta, que deberá hacerse, en su caso, en 
el que corresponde. Por ello procede revocar la sentencia y tener por enervada la 
acción entablada . 

86.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE SEGOVIA 
de 23 de mayo de 1996 

NO EXIGIBILIDAD DE LAS DEUDAS FUTURAS 

Segundo.- Análogo pronunciamiento ha lugar en relación con las alega­
ciones vertidas respecto de las rentas que fueron venciendo durante la tramita­
ción de la li tis, pues el retraso o defecto en el pago de las mismas no puede 
amparar la reso lución contractual pretendida ni la estimación de la acción de 
reclamación acumulada a ésta, ta l y como se ha pronunciado recientemente esta 
SAP 11 diciembre 1995, en el sentido de que si bien es cierto que entre las nor­
mas procesales introducidas por la nueva LAU 24 noviembre 1994, se incluye la 
posibi lidad de que el arrendador en los supuestos de resolución de l contrato por 
fa lta de pago, ejercite acumu lada y simu ltáneamente la acc ión de reso luc ión del 
contrato y la de rec lamación de las cantidades adeudadas (art. 40); acumulación 
que se posibilita al establecer que tales acciones, en principio sustanciables por 
el juicio de desahucio de los arts. 1570 y ss. y por el juicio de cogn ición , respec­
tivamente (art. 39), y por consiguiente no acumu lables según el art. 154,3 LEC, 
se ventilen simultáneamente por el juicio de cogn ición (art. 40,3 último inciso L 
24 noviembre 1994); que ha sido el seguido en este caso en que la parte actora 
pretende el desahucio por el impago de cantidades debidas y, no satisfechas por 
el arrendatario al tiempo de interponer la demanda y el abono de ta les cantida­
des; añadiendo además el pago de las rentas que vencieran durante el pleito, no 
es menos cierto que lo que el arrendador puede exigir en su demanda es la deu­
da exigible es decir la vencida y no pagada voluntariamente por el deudor pero 
no el débito que no ha vencido (rentas futuras). puesto que el art. 40.2 se refiere 
a la reclamación de "cantidades adeudadas" y no a las deudas futuras no naci­
das o no vencidas aún, no siendo aceptable la tesis contraria que el recurrente 
sostiene sobre la base de lo dispuesto en el art. 1563, 1 LEC, reformado por la L 
29/94 de 24 noviembre, acerca de la posible enervación del desahucio cuando el 

arrendatario paga o pone a disposición del arrendador tanto el "importe de las. 
cantidades en cuya inefectividad se sustente la demanda" como "el de las que 
en dicho instante adeuda", ya que la enervación de la acción de desahucio cons­
tituye una facultad ejercitable a voluntad por el arrendatario, y por tanto la ob­
servancia de los comportamientos que condiciona la efectividad de esa facultad 

89.- SENTENCIA DE LA AUDIE NCIA PROVI NCIAL DE 
SALAMANCA de 30 de junio de 1996 

enervatoria constituyen en sentido propio cargas procesa les sin las cua les la NO PUEDEN COMPUTARSE LAS ENERVACIONES PRODUCl-
enervación procesal de l desahucio no resulta posible, lo cual no permite que lo DAS CON ANTERIORIDAD A LA ENTRADA EN VIGOR DE LA 
que constituye una carga del arrendatario se convierta en obl igación exigible por NUEVA LEY 
la vía de su inclusión en el Supl ico y en el Fal lo estimatorio que se dicte. Es decir, ---------------=-=-..:.._ _______ ___ _ 
que el pago de las rentas no vencidas al interponer la demanda no es en tanto 
que obligación contractua l exigib le al demandar ni posible ob jeto de condena 
en la sentencia que se dicte; lo cual es a su vez independiente de que su abono 
efectivo dentro de l proceso por el arrendatario constituya para él una carga cuya 
observancia es condición "sine qua non" para la efectividad de la facultad 
enervatoria que el art. 1563, 1 LEC le atribuye y cuyo ejercicio tiene carácter vo­
luntario, a lo cual se añade que no cabe hablar de enervación de l desahucio por 
impago cuando el ejercicio de la acc ión reso lutoria es improcedente por fa ltar 
como en este caso sucede el impago previo en que la resolución contractua l se 
sustenta; ya que si no hay falta de pago de rentas o cantidades vencidas y exigi­
bles, y no ha lugar al desahucio, consiguientemente tampoco procede ninguna 
enervación por el arrendatario mediante el abono de las rentas que estaban im­

Examin ando la _n_aturaleza del art. 1563 LEC que limita la facultad 
enervatona de los inquilinos en relación con la situac1·0· n norm t. t · .. . . . ., a 1va an enor, y 
pon1endolo en relac1on con la Expos1c1on de motivos de la Ley 29/94 d. _ 

· · d · · . Y SUS IS 
pos1 C1ones. _eroga tona y t.rans1tona, debe concluirse que no han de tomarse en 
cons1derac1on las enervaciones anteriores a la vigencia de la LAU de 24 de no­
viembre de 1994 pues ello supondría una aplicación retroactiva de la norma 
proyectando sus efectos a hechos cuya eficacia jurídica estaría agotada, y limi-
tando la fa cul tad del arrendatario e¡· ercitada con su1·ec·10· n a u · . . . . . . na norma previa, 
sin qu e exista una d1spos1c1on expresa de su retroactividad lo · 
ri o al art. 2.3 CC. , que sena contra-

pagadas al tiempo de demandar y de las vencidas al momento de ejercitar dicha-------------------------­
facultad. Por todo lo cua l procede la desestimación de l recurso interpuesto, con 
imposición al apelante de las costas de la alzada . 

87.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE GERONA de 
15 de diciembre de 1995 

NO CONSIGNACIÓN DEL 181: INEXISTENCIA DE 
ENERVACIÓN 

90.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE CIUDAD 
REAL de 22 de noviembre de 1996 

RETRO!KTIVIDAD DE LA NORMATI VA REFERE NTE A 
EN ERVACION DE RENTAS. SIG NIFICADO y EFECTOS DE LA 

ENERVACI ÓN 

. Pri m_ero. ~ (. .. ) la demandada pretendió enervar la acción, consignando 
el m1sm ~ d1 a senalado para la celebración del juicio las rentas adeudadas 

La demandada reconoció no haber abonado la suma de 36.516 ptas. co e~erva cion que no fue te~ida en cuenta por la Juez de 1 ªinstancia al haber exis'. 
rrespond ientes a la parte proporcional de l IB I a cuyo pago estaba obl igada poi ~1 0 otra previa enervacion, aplicado así la disposición contenida en el art. 1563 
ser ca ntidad as imi lada a la renta, por lo que pese a haber pagado antes de ló EC _modifi ca_da por la LAU 24 noviembre 1994. Frente a la sentencia de 1 a ins­
celebración del juicio y después de la interposición de la demanda la cantidac ta~ci a , reacci on.a la de~an_dada, reiterando la inapl icabilidad de dicha disposi­
de 138 .. 820 ptas. correspondientes a las mensua lidades de septiembre y octu cion, p~r impedi rlo el pnncip10 de irretroactividad, debiendo, según su tesis es-
bre no puede atribuirse a dicho pago eficacia enervatoria puesto que la deman tarse ª 0 di spu esto en los arts. 124 Y 147 LAU de 1964 derogada . ' 
dada no pagó el total importe de las cantidades en que se basaba la demanda a Segundo.- El re~urso plante t 1 b . 
ejercitar la acción de desahucio por fa lta de pago. torio 0 intertemporal que en últim \~or. anto, e dpro lema de derecho trans1-

1· ' 0 erm1no se re uce a determinar la norma 
------------------------- a p_~ca ble para regular los efectos de la enervación, materia en la que se ha se-

88.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE MADRI D de ;ausi A~~:~~i~~r~~~~dencia pto~i_ncia': u~a doble dirección, pues mientras distin-
8 de febrero de 1996 En· · · · . . an que ª isposicion del art. 1563, reformado, de la Ley de 

¡ u 1 c 1 am 1 ~nto Civil, e~ aplicable cuando la nueva enervación se real iza en pro-
ceso 1n1c1a o tras la entrada en vigor de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 

CONSIGNACIÓN DE LO ADEUDA_DO EN EL MOMENTO DE 1
1994 (~~tradda en vigm que se produjo el 1 enero 1995), como consecuencia de 

HACER EL DEPOSITO e~ee:t~ad:c~ ~ enia d1sp: trans. 6ª, o~ras Aud iencias consideran que la enervación 
tu ras por 1ªJº e_ imperio de la antigua ley se regula, incluso en sus efectos fu-

.. . . . . , . . a misma, considerando que de lo contrario se d . . 
F1¡ada la deuda que se estima cierta, a los efectos de este proced1m1entr ret~oact1v1 da d prohibida, por el carácter restrict' d 1 ' pro urnia una 

basta que se li mite a el la la cantidad que se consigne, pues, para enervar la a1 t~ n a a derechos adquiridos conforme al régime ivo te .ª n~eva norma que af~c­
ción, ha de depos itarse, no lo que rec lama el arrendador, sea procedente o irr tima tes is son las SAP Soria 27 noviembre 1995n ª~;~1~~- xp~nente de esta ul­
procedente, sino aquellas ca ntidades en cuya inefectividad se sustente la demar contr~, la primera línea argumental es seguida ' y 1 A :.va .º ¡unio 1995· Por 
da, que significa aquel las cantidades que constituyan el fundame nto justo de l 5_ JUn10 Y 25 octubre 1995), Navarra (20 j un io:~; as t ~ ie~~i as)de ~uenca (SS 
reclamación . Además ha de consignar las demás ca ntidades gue adeude en 1 viembre 1995) y Baleares (14 diciembre 1995) t oc tu re 95 ' Jaen (24 no-

d l 1 d , . 1 d d d . . 1 T , en re o ras. momento e ven 1car e epos1to y o que_ a eu a no se eterm1na n,ecesanamen ercero.- Sin duda, es la primera tesis ex ues 1 , 
por las alegaciones de la demandante si no por el contrato y ciernas pruebas g ~ dada, y la que por tanto, seguirá est T 'b 1 PI' ta ª que_apar:ci: mas fun­
se practiquen. Entender de otra forma la dicc ión de l art. 1563 conduciría a hao 156~, refo rmado por la Ley de Arren~ n . una' 0 ~cando la dispos1c1on del art. 
inviable la enervación por consignación cua ndo el actor alegara impagos de 11 d_e situa rse en sus justos términos el ª~;entos _r anos de 1994. Ante todo ha 
mas desproporcionadas alas que no podría hacer frente el demandado. SI el artíc ulo citado al hacer ref pro _ema. Y este, n.o es otro que determinar 

impeditivas de 1 f. , . erenc1a a enervaciones anteriores -como 
a e 1cac1a de la que en el 1 engloba tambié 1 f proceso actua se pretende realizar-

modo si esas enne ravs ~ ectuadas antes de su entrada en vigor; o dicho de otro 
' aC1ones hecha b · 1 · · ~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~denconsti~ ir~ s ~oe impenode~ normaderogad~pu~ 

supuesto de hecho de la norma nueva . 

Cuarto. - Para resolver t · 
2.5.- NÚMERO DE ENERVACIONES POSIBLES Y CÓMPUTO DE LAS EFECTUADAS CON ANTERIORIDAD A LA ENTRADJdo y efectos de la enervac~~nª ~ue~tion, es ne;esano partir de l significa-

EN VIGOR DE LA LEY al tiempo de rea li za rse rod s1, a enervaC1~n agota sus efectos propios 
~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~---~~~~~~~~---~~~~~~------~~~quecontrae l 1 ·1 , p UC1endolaneutral~aC1ondelaacC1óndedesahucio 

nqu1 ino se e¡ercita Mas d d 
esa enervación tras a . · ~o pue e preten erse que los efectos de 

~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~echarala rrendat p ~n suambrtopro~oyp~~vanindefin~amen~ paraapro-
ano ante un futuro im d 1 ' se ha podido recono pago e as rentas. y ello, porque nunca 

• Habiendo hecho uso anteriormente del derecho de enervar la acción 
de desahucio, no procede una nueva enervación. (Reseñas nº 91 y 92) 

• A estos efectos, no pueden computarse las enervaciones producidas con 
anterioridad a la entrada en vigor de la nueva Ley. (Reseñas nº 89, 90, 
93 y 97) 

• Las enervaciones efectuadas bajo la vigencia de la anterior LAU, de­
ben computarse a efectos de la imposibilidad de efectuar una segun-

da enervación (Reseñas nº 94, 95 y 96), y ello porque: ca de la Ley de A cder ª la enervación ese efecto futuro; n1 aun en la sistemáti-
) d 'd 1 f 1 d d · · f rren amientos Urbanos de 1994 d a no pue e cons1 erarse que a acu ta e sucesivas enervaciones ttuenc1a, pues lo único que .b.I b se pue e mantener ta l conse-
ra un derecho adquirido a no cumplir la obligación principal de un cos u reiteración no constituyposi 1bita aderan sucesivas enervaciones, siempre que 

O
enervac , b era ª uso e derecho Todo lo más que p d , 1 

trato, sino una simple expectativa a seguir enervando;(Reseña nº 9 ion a o el ré 1men dero ado era un h ro ucia ª 
enervando 0 dicho d a ex ectat1va a oder se uir 

b) en caso contrario, se haría de peor condición al deudor que incu13cto im editiv d e otro modo a ue no fuera tomada automáticamente como 
en mora dos veces después de la entrada en vigor de la ley que3d uirido ue ~es~ l~uevas e ne~va ciones ero esta ex ectativa no es un derecho 
que lo hubiera hecho tres o más veces con anterioridad.(ReseñaJuede sostenerse la :~a 1unta ~. ibdle ante un cambio le islat1vo ues difíc il mente 

-ió · 1s1e1on e un derecho f t 94) · n nnci al del arrend er ec ~ a no cum l1r la obli a-
atano const1tu endo en cambio un nv1 le 10 un ré i-
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men excepcional o exorbitante de libre configuración por el nuevo leg is lador. 

Quinto.- Por otro_ la?o, la enervación tiene, ante todo, el carácter de un 
acto procesa l, en cuanto in:1de directa e inmediatamente en la relación jurídico­
p_rocesal, extingu1i:ndola, sin perjuicio de que produzca también ciertos efectos 
~1 vlles, en la rel_ac1on contractual, y en tal sentido podría ser cal ificada como acto 
e doble fun_c1on. De a_hí que, en cuanto acto procesal, debe venir regulado por 

la norma aplicable al tiempo de su realización (tempus regit actum) y éste es el 
s1pn1f1cado d~ la disp. trans. 6ª LAU de 1994, en concordancia con I~ disp. trans. 
~ CC, no pudiendo pretenderse que la enervación que bajo el nuevo régimen se 
ª~ª·se regule por el régimen procesal derogado, que es el resultado final de la 

tesis que propugna la inaplicación del actual art. 1563. 

. . Sexto._- Mas aunque se considere la enervación desde el punto de vista 
civd? sustant1~?· en cuanto que produce el efecto de liberar al deudor de su obli­
gacion, perm 1 ~1endol'." el cumplimiento tardío de la misma, la retroactividad que 
~u~de ~rodumse sena la mínima o atenuada, al afectar a consecuencias futura s 
e . ec os pasados, consecuencias que, en todo caso, se manifiestan bajo el im­

perio de la ley nueva, res~ecto a la que ha de entenderse que, en esta materia, 
pretende establecer una reg1men uniforme pues repugna a la 10· · · 'd· . . , g1ca Jun 1ca que 
~erviva _una cl~se _especial de arrendatarios que continuasen autorizados para 

d
1ncu

1 
mpl1r la mas bas1ca de sus obligaciones, que es el pago regular y temporáneo 

e a renta . 

Desde este p~nto de vista, puede afirmarse que la norma del nuevo art. 1563 
LEC es de orden publico dado_ el carácter imperativo e indispensable gue tiene 
respondiendo a l_a idea _del legislador de impedir la reiteración de la enervación 
Y siendo esto as1 habna de considerarse la voluntad del legislador de unificar. 
tras la en_trada en vigor de la ley el régimen jurídico que regula el privile io 
~nervatono, pues la _idea que trasluce es clara: a partir de la vigencia de la nu;va 
ey n? .se p~rm1te el impago de I~ renta, si ya se produjo un anterior descubierto. 
E_~ 1stiria a~ 1 , de~de el pun'.~ de vista sustantivo, una retroactividad tácita, dedu­
c1 e por. v1a de 1nterp:etac1on y :ernnocida doctrinalmente cuando la nueva norma 
trata de imponer un reg1men ¡und1co uniforme considerado de orden público. 

Y e!lo explica también que el legislador, pese a la minuciosidad del régi­
men trans1tono inserto en el nuevo texto legal, no haya hecho distinción ni sal­
vedad alguna respecto a la fecha de las anteriores enervaciones y que precisa 
mente, se r:gule tal ~acuitad en una norma procesal, cuyo caráct,er imperativo -
de apl1cac1on automat1ca en los procesos iniciados a partir de la vigencia de 1 ~ 
1nue~a _ley, permite, lograr esa finalidad de unificación de regímenes, criterio te­
eolog1co y_s1stemat1co. de interpretación que abunda en la conclusión expuesta. 

La un1_f?rm1d~d en el reg1men procesal, imposibilitando enervar más de una vez 
la arnon, se infiere, pues, sin esfuerzo, de la ya ci tada disp. trans 6ª sin qu 

l
ello se opongan las disp. trans. 1 ª y 2ª que se refieren al régimen .sus,tantivo ~: 
os contratos anteriores al 1 enero 1995. 

91.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE TER U EL d 
14 de diciembre de 1996 e 

IMPROCEDENCIA DE LA ENERVACIÓN SI YA SE EFECTUÓ 
UNA BAJO LA NUEVA LEG ISLACIÓN 

d 1 d Te~cero.- ( .. . ) H_~ salido, pues de la Ley de Arrendamientos la regulación 
e erec o de enervac1on de la acción de desahucio, que pasa a ser reco ido en 

el art. 15~3 LEC, encuadrado en la Sec. 1 ª de Disposiciones Generales de1 Título 
x:.11 d:I Libro 11 de la Ley de Enjuiciamiento civil nuevamente redactado por disp. 
a ic. 5 de la L_AU de 1994, regu lador del Juicio de Desahucio en general Dicho 
~recepto permite la enervación d_e la acción de desahucio en un moment~ ~ 
nor al senalado par~. la celebración del juicio mediante pago del arrendador o 
~u~sta a su d1spos1c1on en el Juzgado o notaria lmente del importe de las canti-
~ es a las que se ref1e;e la demanda y el de las que se adeude en dicho instan­

te, pero esta fa~ulta,? solo puede ser ejercitada una sola vez dado que la misma 7 puede adm1t1rs: cuando se hubiese producido otra anteriormente ni cuando 
e arrend_ador hubiese requerido. por cualquier medio que permita acreditar su 
~o~st~nc1a de pa_ao al arrendatario con 4 meses de antelación a la presentación 
d'." ha e manda~ ,este no hubiera pagado las cantidades adeudadas al tiempo de 
1c a presentac1on. 

E_~tiende el recurrente que el art. 147 en cuanto regula el derecho de 
enervac1on Y aun cuando estaba comprendido entre las normas de carácter pro­
cesa l de la LAU de 1964; no puede estimarse derogado por la disp. trans. 6º que 
se refiere a normas procesa les, dado el carácter sustantivo de dicho derecho y 
no simplemente procesal . 

Disiente la Sala de esta interpretación, por el espíritu que informa toda la 
Ley de 1994, el cual se preocupa de resa ltar el propio preámbulo de la misma y 
que, conforme al art. 3, 1 CC, es_ bá~ico para entender cual sea la fina lidad perse­
gw~a p~r. el legis lador y, en def1n1t1va, para averiguar o determinar el denom· -
do esp1ritu" de la Ley. ina 

E CO N O M IS T & 



Toda la filo sofía que impregna la Ley refe~i da busca la paulatina liber:~\­
zación de las relaciones arrendaticias urbanas, sin p r.1~as pero sin pausas, y lt, 
en concreto cu ando se refi ere al derecho de enervac1on, que nos ocuP.ª· resa a 
el hecho de 'que su "regulación matiza de forma significa~1va las pos1~'.lida~~s ~: 
enervación y rehabilitación contenidas en el Texto Refundido de 191~4 .' mat ~ue 
no es otro que limitar el ejercicio de tal derelc~o a unab~~li~:~:lya~r:n~::~~e caso 
no se evidencie una conducta temeraria, ma 1c1osa y a . . 
en el cua l, por apl icación de lo dispuesto en el art. 7 CC, estimamos que rn si-
quiera procedería hacer uso la primera vez. 

Consiguientemente si tenemos presente ese "animus" liberaliz~dor, "me~s 
le is" o final idad que se ~ersigue, hemos de entender que el legisla ar cuan o 

h 
gd ogado la Ley de 1964 ha dejado sin efecto los arts. 120 a 152, en todo ~aso, 
a er . d ceso que se susote a 

Y ha sometido a las normas procesales vigentes to o pro . 1 d 
. b · t te y ha querido que e ere-propósito de cualquier arrendamiento aun su sis en . . , . 

cho de enervación se reconozca al arrendatario y se eJerc1te en los terminas que 

refleja el art. 1563 LEC. . 
Por ello habiendo hecho uso D. Federico de tal derecho cuando menos el 

asado año vi ente a la nueva re ulación del mismo no uede tener Ju a rt~ª 
vez como establ ece dicho precepto y además poraue c~ando se pre_sen o a 
demanda no solo se debía ya la renta de septiembre del ano en_curs~ sino ta~­
bién la del mes de octubre· con lo que no puede aceptarse la tes1_s deb rec~rren e 
de que hubo un simple retraso en el pago de la renta de sept 1 e~ re sino un 
auténtico incum Ji miento de la obli ación de a o un retraso e~ a corres on­
diente a octubre. Como necesaria consecuencia a lo expuest?, se im_pone la des­
estimación del recurso y la confirmación de la sentencia de instancia . 

92 - SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE LA RIOJA 
· de 25 de abr~i l ~de::._:_:19::...:9-=-6 ______ _ 

AUSENCIA DE EFECTOS ENERV~TORIOS EN LA SEGUNDA 
ENERVACION 

" es causa de resolución del contrato la falta de pago de las rentas o, ~n 
su caso .d.e cualquiera de las cantidades cuyo pago haya asumido o correspon a 

,d . ( t 27 2 a) LAU) sin embargo trata de pa liar la dureza que, en 
al arren atano ar · , ' · d d d Ja 

. i io contiene ta l medida permitiendo al arrendatario- eman a o .. 
~~1~r~~ciÓn de Ja acción resolutoria d~I :?ntrato y, en co~secuen1oa,t la1 ~;h~~tlli~ 
tae~i~na~: ~~ v i g=~~~~d~e~n~~s:~d~~:~~:~~aq:~~~1°~~~~'5:3 e:E~, ¡~~;a a cabo la 
d g L y y d"i sp ad"ic 5ª· rehab ilitación que se efectúa bien cuando sobre el 
nueva ey en su · · • · · f lt d go 
contrato no ha caído aun sentencia decretando la resoluc1on por a a e pa h, 
mediante el pago o consignación de las re_nta_s, bien cuando el contrato y:~i~ita~ 
extin uido por existir sentencia resolutoria firme, en el supuesto de reh . 
. , gE relación a esta facultad enervatoria otorgada al arr~ndatano, la propia 

~;e,· tr~ta de evitar conductas que puedan signifi:ar un autent1c~ afbus~t d~ ~:~ 
rec:ho en el ejercicio de la misma , reiterando repetidamente aque a acu ~AU 
ata ue frontal a la buena fe contractual que el art. 9 de la a_n ten~r , . , y 

ql . t por el art 7 1 ce que debe presidir el ordenamiento 1und1co y 
sup etonamen e · · ' . . h' ¡ · · · 

dij. o la relación arrendat1c1a y de a ' a innovac1on 
concretamente, como ya se · . . ¡ d' d" 5ª 

e introdu·a la reg la 3ª art. 147 LAU, anterior, y rat1f1cada por a isp. ª. ic. 
qu . 1 h ¡· bl Ley 29/94 de 24 noviembre de Arrendamientos de la vigente y a ora ap ica e . . . d .d 
Urbanos disp. adic. que modifica el art. 1563 LEC, con la espec 1 f 1 ~1da con_ten1 da 
en el nú~. 2º de este precepto, especificidad que en_la presente l1t1s es objeto . e 
discusión y en el recurso constituye el principal motivo de ataque a la senten~1 a . 

Con carácter general ha de comenzar diciéndose que !?s presupues_ ?s 
básicos en que se apoya el rechazo de la enervación de la_awon de resoluc~~ 
por fa lta de pago son los siguientes: a) Una conducta reiterada por parte de 
arrendatario en incurrir en mora en el pago de la renta, y que haya provoca o 
una multip licidad de rec lamaciones de desahucio por parte _del arrendador, y en 
los ue el inquil ino haya eludido las consecuencias resolutorias med1~nte el pago 

q . . . d la renta debida· y b) Tal conducta del arrendatario ha de ser 
o cons1gnac1on e ' d 1 d d b. f 
tan reiterada que revele un abuso de derecho en su doble _mo ª.' a o Je iva o 

b"etiva uesta de manifiesto cuando el arrendatario ha incurnd_o en mor~ :on 
f ~ úJn ica f,i~a l idad de perturbar al arrendador obligándole a una reiterada utiliza-
ción de la vía judicial para el cobro de las rentas. . 

En el caso presente, es evidente la conducta reiterat.iva del arrendatario a 
la hora no sólo de eludir su normal obligación de _p~go,_ as1 como su respu~s~a a 
los anteriores procedimientos que tal impago obligo a interponer a~ ar~ent a ?r, 
realidad de conducta que la documental, ya citada en la sentencia e ins anc1a, 
constaba poniendo de man ifiesto un abuso de derecho_ en el arrendata~10, en lo~ 
términos con anter ioridad expuestos que obliga a confirmar la sentencia con re 

chazo del recurso. 
Rechazo contra el que nada pueden los argumentos vertidos por el r~cu~ 

rrente en una subjetiva interpretación de l art. 1563 ,2 LEC, en su nueva re ª.c 
ción d~da por la disp. adic. 5ª, cuando en realidad, en la nueva normativa se esta~ 
estableciendo dos casos en que la enervación no procede: uno cuando con ante 
rioridad se hubiera producido otra anterior -y q~e :sel caso presente-y ot'.º· cuando 
la falta de pago se produce por vez primera, ex1g1endose para la ener~aoon, ly c~mo 
novedad, que el arrendador hubiera requerido de pago con 4 meses e ante ac1on a 

40 - . _ . _- _·. C _I V l L 

la resentación de la demanda, en caso de primer y único pago. No ~s lícito, pues, 
pr: tender como lo hace el apelante, la revocaci?n de la sentencia apoyandose en ese 
particular criterio interpretativo de la d1spos1oon legal aludida. 

93 _SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
. SALAMANCA de 30 de abril de 1996 

NO HAN DE TOMARSE EN CUENTA LAS ENERVACIONES 
ANTERIORES A LA LAU DE 1994 

tar lo juzgado conforme a las normas que emanan del poder Legislativo sin en­
trar a dilucidar si las mismas son o no acordes con el senti r del recurrente. De 
aquí que, en la Ley de 24 de diciembre de 1964 (art.147), el inquilino podía eje­
cutar más de un a vez el derecho de eneervar el desahucio, como ya ha resuelto 
esta Sala, en un supuesto idéntico al presente, de 5 de junio pasado, el art. 1563 
LEC en su nueva redacción dada por la DA 5ª de la Ley de 24 de noviembre de 
1994, dispone que el desahucio no puede ser enervado por medio del pago al de­
mandante o puesta a disposición de las rentas adeudadas cuando con anteriori­
dad se hu biese producido otra enervación y en los presentes autos, consta acre­
di tado que ya en autos nº ... , seguidos entre las mismas partes por idéntico motivo, la 
recurrente usó de ese privilegio, por lo cual y de conformidad con la nueva regula­
ción no procede acceder al recurso, debiendo confirmarse la sentencia apelada . 

Cuarto - La cuestión no ha merecido una solución prácticas Y u_niforme ---------------------------
en la doctrina jurisprudencial, pronunciándose ben ~on~~~~eyt~~ j~~~~,~~~ 1~: 97 .- SE NTEN CIA DE LA AUDI ENCIA PROVINCIAL DE BARCELO-
sentencias de la AP de Navarra de 17 de octu re e . . NA de 26 de octubre de 1995 

. f vor la sentencia de la AP de Sana de 27 de noviembre---------------------------
~~v;~~~r~i~e e~~!;cio ªes~a Sala, examinando el tenor y naMaleza del ~~tícu lo 
1563 de .la LEc que limita la facultad en ervato ria de los '~~uilinos en relac10~ c~n 
la situación normativa anterior, y poniéndolos en relac1on con_ la ~xpos 1 c1on e 
motivos de la ley 29/94 y sus disposiciones derogatoria y tr~ns1tona, e_st 1 m~ que 
no han de tomarse en consideración las enervaciones_antenores ~ l a v1 enc1a de 

NO SE PUEDEN TOMAR EN CONSIDERACIÓN LAS 
EN ERVACIONES QUE HAYAN TENIDO LUGAR BAJO LA VIGEN­

CIA DE LA LEY DEROGADA: ENERVACIÓN VÁLIDA 

Fdto.Jdco. Tercero.- El artículo estudiado, en su párrafo primero, nos fija 
el alcance de ese concepto al decir que "podrá ser enervado por el arrendatari o 
si en algún momento anerio r al señalado para la celebración del juicio, paga al 
actor ... "; concepto éste que no coincide con el que ofrecía el artículo 147 TRLAU 
-al amparo del cual se hizo la anterior enervación- pues en el texto derogado el 
arrendatario podía "enervar la acción si en cualquier momento anterior a ser 
notificado de la sentencia que no dé lugar a ulte rior recurso ... ". Es decir, la nor­
ma que entró en vigor el 2 de enero de 1995 contempla un supuesto de enervación 
distinto del que diseñó la leg islación anterior, por lo que no podremos tomar en 
consideración para aplicar el número segundo de l art.1563 aquellas enervaciones 
que hayan tendio lugar bajo la vigencia de la ley derogada sino sólo las efec­
tuadas a partir de 1 º de enero. 

En otro caso, además, llegaríamos al absurdo de que podría denegarse la 
enervación en casos como el presente - conforme a la tesis de la sentencia im­
pugnada- mientras que habría que aceptarlas si lo que se hizo con anterioridad 
a la vigencia de la nueva ley fuera rehabilitar el contrato. 

Por lo expuesto, y por razones de seguridad jurídica e irretroactividad de 
las normas, debe estimarse el recurso y declarar enervada la acción de desahcuio 
por la consignación efectuada. 

2.6.- PROCEDENCIA O IMPROCEDENCIA DEL EJERCICIO DE LA FACULTAD DE ENERVAR. 

9~ - SENTENCIADELAAUDIENCIAPROVINCIALD~CUENCA de~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~ 
5 de junio de 1995 

SÍ ES POSIBLE COMPUTAR LAS ENERVACIONES REALIZA­
DAS CON ANTERIORIDAD A LA LAUDE 1994 

Es asible com utar las enervaciones anteriores a la entra_da, en vi ar dde 
1 LAU de 1994. Cualquier otra internretación haria de peor cond1c1on al ~e~· o1 
a e incurre en mora dos veces des ués de l 1 de enero de 1995 ue al_ ue u ier 
u_ r la renta habiendo enervado la acción de desahucio tres vece1 

~~~:~od~~ap~T:ma fecha por ejemplo. y es palmario que la limitació~ a la ~a~u l 
tad enervatoria introducida por el nuevo texto legal carece de parte e_su v1r ua< 
lidad si se hace tabla rasa de los incumplimientos contractuales acaecidos ante. 

de su entrada en vigor. 

95 .- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE CUENCA d¡ 
25 de oct ubre 1995 

• La enervación no procederá en los siguientes casos : 
a) Cuando el arrendatario haya utilizado la facultad de enervación 

en un procedimiento anterior y en virtud de la misma relación 
arrendaticia; (Reseñas nº 100-101 -103) 

b) Cuando haya sido requerido de pago po r el a rrendador, a fin de 
evi tar la enervación del contrato, con al menos cuat ro meses de 
antelación, y no haya pagado. (Reseñas nº 100, 101, 103 y 104) 

• Los presupuestos básicos en que se apoya el rechazo a la 
enervación son: 

a) una conducta re iterada por parte del arrendatar io en incu rri r en 
mora en el pago de la renta, que haya provocado multiplicidad de 
reclamaciones por parte del arrendadro, eludidas por el arrenda­
tario mediante el pago o consignación de la renta debida; 
b) Tal conducta del arrendatario ha de ser tan reiterada que revele 

ENERVACIÓN INEFICAZ POR HABERSE REALIZADO DOS 
CON ANTERIORIDAD A LA ENTRADA EN VIGOR DE LA LEY 1::--------------------

98.- SENTENCIA DE LA AUD IE NCIA PROVI NCIAL DE CACE RES 
de 25 de julio de 1995 Fdto Jdco Primero.- ( .. ) Se ha de significar, que como alego el acto 

reconooó el.dema.ndado y se acreditó en autos, el 1_1 d_e abri l de~~~;¡ ,~~t!~~ 
d 1990 se dictaron por los Juzgados de D1stnto y de Pn 

~ºa;z~e ;arancÓn respectivamente, sendas sentencias dando l ug~r.al ~esah~~: ES POSI BLE ENERVAR LA ACCIÓN AÚN CUANDO SE HAN 
por falta de pag~ instado por el aquí también actor y contdra tam d1en ~e ~~~po EJERCITADO EN FORMA ACUMULADA LAS ACCIONES DE 

d d ones de sentencias que fueron enerva as me ian DESAHUCIO POR FALTA DE PAGO Y DE RECLAMACIÓN DE 
:~~;a;~ d=~~~o que por aplicación del otado párrafo segundo d~ I e~pres; CANTIDADES ADEUDADAS 
do artículo, no es posib le una nueva enervación en el presente caso, s1gln1 ~~~o-----------=-~~=-=~--=-.=...::.-=-:.__.:..=._:....:..:. _______ _ 

a demanda se interpuso en fecha que estaba en plena v1genc1a . a 
que 1 

1 to procesal otado en su DA 5ª es de obligada y estricta obse Segundo.- La vigente LAU redacta de nuevo el meritado art 1563 de la Ley 
199~· Y que e pr~cetp ocesal y por tal orden ~¿blico ; razones por las que proce(Procesal Civil sólo arbitra esa posibilidad de enervamiento en el ámbito del proceso 
vanoa por su carac er pr d ¡ ¡ d andde des h f 1 d · 

1 evocación de Ja sentenoa apelada ar ugar a a em a uc10 por a ta e pago de rentas pero con todo y con ello esta Sala ent1en 
estimar e recurso, Y con r · d ¡ · · de no b t t 1 d'f · d lt 1 contrato y sin haber lugar a la enervac1on e a awon . 0 s an e a gunas 1 1cultades tecn1co-procesa les salvables sin embargo a pe 
declaran ° resue 0 e sarde los d1st1 ntos trámites del uicio de desa hucio de ca n1c1ón ue esas exé es1s 

ENCA !teral no su one la intención de l le islador -mens le islatoris. ue or el contrario lo 
96.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE CU Jn l ~o gue ha pretendido con la acu mulación es fac ilitar al arrendador subsanando 

11 de julio de 1995 ~-eficienc ias legales anteriores una única vía procesa l de satisfacción de ambas ac-
.iones pero no anular el ejercicio de la enervación de la renta por parte del a rendatario 

NERVACIONES ANTERIORES 1;uando se utilice d i c_h ~ vía procesa l jui cio de cognición pues no puede olvidarse que 
DEBEN COMPUTARSE LAS E .n el 1u1c10 de cogn1c1ón a pesar de todo lo primero que se sol icita rá el arrendador 

LA NUEVA LEY _.!s el desa hucio del arrendatario por fa lta de pago de la renta y unida o subordinada 
.
1 ell a las rentas debidas hasta el momento de interposición de la demanda que an 

Fdt Jd Segundo.- Evidentemente, el tema sometido a consideraciies req~ería de la promoción de otro proceso luego la identidad de razón exige con 

S l
o. cto. ct"iv'idad de la norma- incide en los efectos de las leyes ennl depei idenc1a del ca uce procesal que util ice el arrendador para deducir su petición 

de esta a a -re roa 1 es e desahucio 1 ·b·1 ·d d d d. · · · . . t ntido hemos de señalar que la norma genera a pos1 11 a e icho enervam iento pues en otro caso se deiana en 
~iempo , ~ndesd ed sleas ley~s dada la restricción interpretativa que consagran ~ potestad del arrendador la posib ilidad de ejercicio de ese contraderecho; que ob-
irretroact1v1 a e · 1 bl críticas '1ame nte y por p · · ( · 1 d 1 d · ) 

2 3 CC 9_3 de nuestra Constitución. Pero, pese a as razona es . cili . rop1os 1nter~se_s s 1 empr~ contrapuestos _a_ o e arren atano no 
art. · Y t 1 Ley actua lmente vigente es inexcusable que el JUzgadl tana su uso, haciendo pract1camente 1l usono tanto el JUICIO de desahucio en es-
la refcurrentel conrtrª11ª7 CE y 2 LOP J tiene como ~isión la de juzgar y hacer eje· 
con arme a os a . ' 
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un abuso de derecho, obliga ndo al arrendador a acudir reite rada­
mente a utilizar la vía judicial. (Reseña nº 103) 

• Toda enervación debe hacerse en el momento señalado por la ley (Re­
señanº 108) 

• El hecho de que los recibos se pasaran a cobro por el banco y dejaran 
de pasarse por el arrendador, no excluye la carga del arrendatario de 
efectuar la consignación o pago para tener por enervada la acción. 
(Reseñas nº 107 y 108) 

• Si efectuada la enervación el arrendatario man ifestó su opos ició a 
que se ent regara al actor, pierde aquélla toda su eficacia y se ti ene 
por no enervada la acción de desahucio. (Reseña nº 109) 

• La subsanación del retraso en el pago no debe computarse como 
enervación realizada a efectos de poder realiza r otra en el futuro 
(Reseña nº 105) 

tos supuestos arrendaticios urbanos, como el enervamiento de la renta, con lo que 
podrá darse en principio un caso de fraude de ley (artícu lo 6.4 del Código Civi l). 

99. - SENTENCIA DE LA AUDI EN CIA PROVINCIAL DE 
PO NTEVED RA de 24 de enero de 1996 

ENERVACIÓN CON POSTERIORIDAD AL EMPLAZAMIENTO 

Cuarto.- Es evidente que, al ser emp lazado y citado para juicio el día 16 
de octubre de 1995, la parte demandada, adeudaba la renta del mes de septiem­
bre anterior, que ingresó el día 25 de octubre. Es dec ir, no estaba al corriente en 
el pago de las rentas y se puso al día, con posterioridad al emp lazam iento, por lo 
que hay que considerar que tiene razón la parte recurrente, en el sentido de que 
la parte demandada, enervó la acc ión de desahucio, por fa lta de pago, con los 
efectos que establece el núm 2 de l art. 1563 LEC, que es conminatorio para di­
cha demandada, ya que la nueva Ley no permite más que una enervación de la 
acción de desahucio por fa lta de pago. 

100.- SENTEN CIA DE LA AUDIEN CIA PROVINCIAL DE SORIA de 
4 de octub re de 1994 

CONDICIONES PARA EL EJERCICIO DE LA FACULTAD DE 
ENERVAR LA ACCIÓN DE DESAHUCIO POR FALTA DE PAGO 

El art. 1563 LEC, en su redacción dada por LAU 1994, condiciona la 
enervación de la acción al hecho de que se rea lice antes de la celebración del 
juicio, de que no hubiera existido otra anterior o que el arrendador no hub iera 
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requerido, de manera fechaciente, de pago al arrendatario con 4 meses de ante­

lación y éste no hubiera abonado las cantidades. 

101.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
SALAMANCA de 11 de octubre de 1996 

LA ENERVACIÓN PUEDE HACERSE ANTES DEL JUICIO, 
SIEMPRE QUE SE CUMPLAN LOS PRESUPUESTOS LEGALES 

PAGO MEDIANTE CONSIGNACIÓN, EXISTIENDO PREVIO 
AVISO DEFECTUOSO DEL ARRENDADOR 

Fdto.Jdco. Tercero.- No cuestionado el impago por parte del arrenda­
tario demandado de las rentas en el que se fundamenta la acción de desahucio 
ejercitada por la demandante, toda vez que los giros remitidos por aquél lo fue­
ron a un domicilio en el que ya no residía ésta desde hace unos diez años, y cuya 
circunstancia le era conocida, la cuestión planteada se reduce a determinar si la 
consignación de las rentas adeudadas, realizada después de interpuesta la de­
manda y con anterioridad al momento señalado para la celebración del juicio, 
puede tener el efecto enervatorio que previene el pfo. 1 º art. 1563 LEC, como 
concluyó la sentencia impugnada, o bien carece de él por apl icación del pfo. 2º 
del mencionado precepto lega l, según alega la recurrente. 

Efectivamente, en dicho pfo. 2º art. 1563 LEC, según la redacción dada al 
mismo por la disp. adic. 5ª de la Ley 29/1.99 (sic) de 24 noviembre, de Arrenda­
mientos Urbanos, se dispone que la enervación a que se refiere el pfo. 1 ºno ten­
drá lugar cuando se hubiere producido otra anteriormente ni cuando el arrenda­
dor hubiere requerido por cualqu ier medio que permita acreditar su constancia, 
de pago al arrendatario con cuatro meses de antelac ión a la presentación de la 
demanda y éste no hubiese pagado las cantidades adeudadas al tiempo de di-

cha presentación. 

Es cierto que, en el caso presente, con fecha 15 noviembre 1995 la arren ­
dadora, a través de la inmobili aria T., remitió al arrendatario demandado una 
comunicación -que éste recibió, según acredita el resguardo del servicio de co­
rreos y admitió una confesión judicial-, con una doble finalidad, cual era, de un 
lado, la actuación de la renta a 5.716 pts. mensua les a partir de dicho mes, y, de 
otro, participarle las cantidades pendientes de abo no o "at ra sos" hasta dicha 
fecha . Pero de tal comunicación según se desprende del propio testo de la mis­
ma no resu lta que se requiriera formalmente al arrendatario al pago de las ren­
ta s adeudadas que es lo que exige el pfo. 2° art. 1563 LEC para impedir los efec­
tos enervatorios de la consi nación rea lizada des ués de la inter osición de la 
demanda de desahucio. Por lo que en consecuencia ha de tenerse la declaración 
de enervación de la acción que se hace la sentencia impugnada al reunir tal con­
signación los requisitos de forma y tiempo exigidos en el pfo. 1 ºdel mencionado 

art. 1563. 

102.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE TER U EL de 
14 de diciembre de 1996 

LA FALTA DE PAGO REITERADO, NO PUEDE CONSIDERARSE 
MERO RETRASO 

Fdto.Jdco.Tercero.- ( ... ) Ha salido, pues de la Ley de Arrendamientos la 
regulación del derecho de enervación de la acción de desahucio, que pasa a ser 
recogido en el art. 1563 LEC, encuadrado en la Sec. 1 ªde Disposiciones Genera­
les del Título XVII del Libro 11 de la Ley de Enjuiciamiento civil nuevamente re­
dactado por disp. ad ic. 5ª de la LAU de 1994, regulador del Juicio de Desahucio 
en general. Dicho precepto permite la enervación de la acción de desahucio en 
un momento anterior al señalado para la celebrac ión del juicio, mediante pago 
del arrendador o puesta a su disposición en el Juzgado o notarialmente, del im­
porte de las cantidades a las que se ref iere la demanda y el de las que se adeude 
en dicho instante; pero esta facu ltad só lo puede ser ejercitada una sola vez, dado 
que la misma no puede admitirse "cuando se hubiese producido otra anterior­
mente ni cuando el arrendador hubiese requerido, por cualquier medio que per­
mita acreditar su con stancia, de pago al arrendatario con 4 meses de antelación 
a la presentación de la demanda y éste no hubiera pagado las cantidades adeu-

dadas al tiempo de dicha presentación. 

Entiende el recurrente que el art. 147 en cuanto regula el derecho de 
enervación y aun cuando estaba comprendido entre las normas de carácter pro­
cesal de la LAU de 1964; no puede estimarse derogado por la disp. trans. 6ª que 
se refiere a normas procesales, dado el carácter sustantivo de dicho derecho y 

no simplemente procesal. 

Disiente la Sala de esta interpretación, por el espíritu que informa toda la 
Ley de 1994, el cual se preocupa de resaltar el propio preámbulo de la misma y 
que, conforme al art. 3, 1 CC, es básico para entender cual sea la f ina lidad perse-
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guida por el legislador y, en definit iva, para averiguar o determinar el denomina­

do "espíritu" de la Ley. 
Toda la filosofía que impregna la Ley referida busca la paulatina liberali­

zación de las relaciones arrendaticias urbanas, sin prisas pero sin pausas; y así, 
en concreto, cuando se refiere al derecho de enervación , que nos ocupa, resalta 
el hecho de que su "regulación matiza de forma significativa las posibi lidades de 
enervación y rehabi litación contenidas en el Texto Refundido de 1964"; matiz que 
no es otro que limitar el ejercicio de ta l derecho a una sola vez y ello siempre que 
no se evidencie una conducta temeraria, maliciosa y abusiva del arrendatario caso 
en el cua l, por aplicación de lo dispuesto en el art. 7 CC, estimamos que ni si-

quiera procedería hacer uso la primera vez. 

Consiguientemente, si tenemos presente ese" an imus" liberalizador, "mens 
legis" o finalidad que se persigue, hemos de entender que el legislador cuando 
ha derogado la Ley de 1964 ha dejado sin efecto los arts. 120 a 152, en todo caso, 
y ha sometido a las normas procesales vigentes todo proceso que se suscite a 
propósito de cualquier arrendamiento aun subsistente y ha querido que el dere­
cho de enervación se reconozca al arrendatario y se ejercite en los términos que 

refleja el art. 1563 LEC. 
Por ello habiendo hecho uso D. Federico de tal derecho cuando menos· el 

asado año vi ente a la nueva re ulación del mismo no uede tener lu ar otra 
vez como establece dicho precepto y además porgue cuando se presentó la 
demanda no solo se debía ya la renta de septiembre del año en curso sino tam­
bién la del mes de octubre · con lo que no puede aceptarse la tesis del recurrente 
de que hubo un simple retraso en el pago de la renta de septiembre sino un 
auténtico incum limiento de la obli ación de a o un retraso en la corres on· 

diente a octubre. 

103.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE LA RIOJA 
de 25 de abril de 1996 

PRESUPUESTOS PARA EL RECHAZO O IMPROCEDENCIA DE 
LA ENERVACIÓN 

Con carácter general ha de comenzar diciéndose que los presupuestos 
básicos en que se apoya el rechazo de la enervación de la acción de resolución 
por falta de pago, son los siguientes: a) Una conducta reiterada por parte del 
arrendatario en incurrir en mora en el pago de Ja renta, y que haya provocad! 
una multiplicidad de reclamaciones de desahucio por parte del arrendador, y e1 
los que el inquilino haya eludido las consecuencias resolutorias mediante el pag1 
o consignación de la renta debida; y b) Tal conducta del arrendatario ha de se· 
tan re iterada que revele un abuso de derecho en su doble modalidad objetiva 1 
subjetiva, puesta de manifiesto cuando el arrendatario ha incurrido en mora coi 
la única finalidad de perturbar al arrendador obligándole a una reiterada utiliza 

ción de la vía judicial para el cobro de las rentas. 
En el caso presente, es evidente Ja conducta reiterativa del arrendatario ; 

hacer va ler nuevamente este argumento en la presente alzada d . . . agregan o que con 
posterioridad a dictarse el auto el demandado admitio· en co f · · h b · . . . . . n es1on a er ten1 
do conoc 1 m1e.~to c

0

on anterioridad de dicho requerimiento previa exhibición del 
!lJlli!lQ (pos1 c1on 9 f. 75), a ello hay que contestar en el sentido d t 1 · · · · d 1 d e que a cono-
c1m1ento o percepoon e ocumento que en efecto admite 1 --,-. d ·f· · · f h . no sa va o sup e la 
ausencia e not1 1cac1on e ac1ente en su momento requ·1s·t f 1 h · f 1 o arma uer ano en 
este c~so de toda prueba y cuya fa lta determina la inapl icabilidad del art. 1553 
LEC aun cuando, en efecto, al tiempo de la presentac·10· n de 1 d d . a eman a se adeu-
daran aun parte de las rentas como el propio demandad d ·r · 1 la misma. o a m1 10 a contestar a 

El segundo y último motivo impugnatorio hecho valer por 1 · t t 1 · · · a recurrente 
cons1s en e en a 1nvocac1on de la teoría del abuso del de h d b · . rec o, e e igualmente 
rechazarse Y es que con independencia de las indudabl d . es emoras por parte del 
locata rio demandado en el abono de las rentas es Jo ciert ¡ f 

7 1 0 

. . , o que a os e ectos del 
art. 14 reg a 1 LAU de 24 d1c1embre 1964 vigente al · t d · · 

1 1 
· · d . . . mamen o e const1tu1rse 

a re ac1on arren at1c1a e igualmente en vigor al tiemp d 1 · · · · 
d 1 

. . . . o e a 1nterpos1c1on de Ja 
cie rnan a, a enervac 1on de la arnon de deshaucio prev1·0 · · · · . . . pago o cons1gnac1on, 
mecan ismo este _cuyo abuso s1 hubiera determinado la facultad de no haber or 
enervada la awon, no tuvo lugar ni una sola vez prod · · d · p 

1 
. , uc1en ose por vez prime-

ra en e curso de este pleito, de tal suerte que la ausencia de precede t . 
h 

· · ·¡ ¡ · d n es previos 
ace 1nut1 e menciona º.mecanismo Finalmente y e t 1 . 

d 
. · n cuan o a supuesto impa-

go e determrnadas cant idades asimiladas a la renta rec·b d b - - 1 os e asura e IVA-
ca be senalar com_o la demanda se refiere en exclusiva a la reclamación de la~ 
rentas correspondientes a las mensualidades de diciembre 1991 d 1 -93 9 ¡ e os anos 1992 

y 4 y a as rentas de enero a mayo de 1995 sin hacerse mención al una ~ 
estas otras cantidades. Por ello, al haberse acreditado que el d d d g b , 

t
.d d · ¡ . eman a o a ano 

una can 1 a rnc uso superior a la constituída por la sum d 1 d 94 8 a e as rentas reclama-
as - . 57 pts. fre_nte a las 88.872 pts.- es por lo que existen razones sobradas 

para pensar que la imputación de este exceso bien podría realizarse respecto de 
es_tas cantidades, de las que de otro lado se omitió cualquier mención en el 
rnto rector del procedimiento. Por todo ello, el recurso debe ser desestimado~'~-

1 OS.- .SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
PONTEVEDRA de 31 de mayo de 1996 

SUBSA~ACIÓN DE RETRASO EN EL PAGO 

94 de ;to.Jdc~.Primero.- El vi~ente art. 1563 LEC, modificado por la Ley 29/ 
. nov1_ei:n. re, de Arrendamientos Urbanos, viene a limitar a un sól 

:~:t~~J::~,::~:;::ad e~~~~:~::a~~,'.~~~~~:~::ª:.~~~~,º;:g~onnJ~~~~ ~1~ª::~~; 
ugar .ª ene1vac1on _cuando se hubiera producido otra anteriormente 

. . . El conterndo de esta disposición es claro y resulta aplicable al resent~ 
ju~c 10V~n el que_ consta que en el anterior 592/95 del Juzgado de 1 ª instan~ia núm 
ene~v~~i~~e~eu 1_~~ entre las_ mismas partes se declaró por S 12 diciembre 1995 I~ 
piden la ext i _ ent1ca acc1on: .Este hecho objetivo y la rigurosidad de la ley im­
cretas circu~~:~~~·1nt~pretac1on de la sentencia apelada atendiendo a las con­
ex resa dis ... ias e caso pues determina una resolución contraria a una 
de~andant~~s 1 c 1on, por lo que en este sentido procede estimar el recurso de la 

la hora no sólo de eludir su normal obligación de pago, así como su respuesta i 
los anteriores procedimientos que tal impago obligó a interponer al arrendado1 
realidad de conducta que la documenta l, ya citada en la sentencia de instancio 
constaba poniendo de manifiesto un abuso de derecho en el arrendatario, en lo 
términos con anterioridad expuestos que obliga a confirmar la sentenoa co n re ,, Sin embargo las mismas rncunstancias de hecho analizadas 0 ,, 
charn del recur'°- qoo • en part"ular los hechos objet;,0 , de que la d d p relJu" .' 24 enero y que¡ t . . eman a se presento el d1a 

Rechazo contra el que nada pueden los argumentos vertidos por el reCl pero ª 0 
acion ~ JUICIO de la demandada se produjo el día 13 febrero 

rrente, en una '"b¡euvo mterpreto"ón del ort 1563,2 LEC, en '" ouevo red• renta ~~:~:~~amente el d" 29 enero la porte arrendataoa hab;a mgre<ado 
1
; 

c1on dada por Ja d1sp ad1c 5ª, cuando en real1.dad, en la nueva normativa se esta y antes de ten:; perm iten concluir que ese pag? se efectuó de forma voluntaria 
estableciendo dos casos en que la enervac1on no procede. uno cuando con a1 siguient 1 conocimiento de la ~resentac1on de la demanda y que por con­
terioridad se hubiera roduc1do otra antenor - ue es el caso resente- otri ción a iu~c~~ ~ mom~nto de const1tu1rse la relación ¡urídico procesal con la cita­
cuando '·ª falta de o se roduce or vez r1mera iéndose ara 1 principal del a~eex istia un verda?ero impago de la renta sino que la obligación 
enervac1on como novedad ue el arrendador hubiera re uendo de o co retraso d , ndatario ya hab1a sido cumplida aunque con retraso. Este mero 
4 meses de antelación a la resentac1ón de la demanda en caso de nmer ún11 Ja demaª ciernas por escaso tiempo no puede equipararse sin más al impago y sin éste 

N ¡
, d 1 h 1 1 J · d n ªcarece de fundamento p J · l2ª9Q o es 1c1to, pues, preten er como o ace e ape ante, a revocac1on e desestimación ca , , or o que aun entrando en el fondo procede su 

sentencia apoyándose en ese particular criterio 1nterpretat1vo de la dispos1cil mo tambien interesa de forma alternativa Ja parte demandada. 

legal aludida. 

106.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL D SEGOVIA 
de 22 de mayo de 1996 

104.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE ÁLAVA d 

5 de febrero de 1996 
-~C_O_M~EP~E~N~SA~C~l~Ó~N~N~O~R~E~CH~A~Z~A~D~A~P~O~R!E~L~A~RR~E~N~D~A~DO~R~ 

REQUERIMIENTO DE PAGO PARA ELUDIR LA ENERVACIÓI 
~ Fdto.Jdco.Segund - D. · . " . , - \ación con 1 . . , o. iverso pronunc1am1ento ha lugar, sin embargo en re-

... Ciertamente, aunque como documento num. 5 de los acompanadol con . ª invocacion de que no procede Ja enervación de Ja acció d d h . 
escrito de demanda (f. 31) se adjunte la fotocopia testimoniada de una carta ficó c~mr el supuesto prevenido en el pfo. 2º, ap 1 de la disp. adic. 5ªnL 2~1;~ª ucio pdor 
mitida por la Cámara Oficial de la Propiedad Urbana al demandado fechada extre· adrt·.

1553 
LEC Y ello por cuanto si bien es cierto que se efect · qu: ~o 

1 

. . ªJU 1cial de pa ' uo un requenm1ento 
17 noviembre 1994 por el que en efecto se le requiere de pago, no aparece des h b. . go, no podemos dejar de considerar que en él se i ¡ ·d 

b d 1 d
. d 1 · · d d. h · · , que a 1an sido f f h ne uyeron cant1 a-

em argo en mo o a guno acre ita a a recepoon e 1c o requerimiento, e.rimi t , sa is ec as por la arrendataria y que esta cont t · d. h 
es, la constancia del mismo por el que el demandado hubiera tenido conocimiel reci~n do ª

1 
pocos d1 as de recibirlo, esgrimiendo Ja pretendida campees 

0 

ª. ic 

0 

requde-

d 1 

·d · · ¡ d. · · 
1 

d d 
1 

o e a contest · · 1 nsac1on acusan o 
e conten1 o recept1c10. Y como a 1recc1on etra a e a recurrente preter ac1on os asesores legales de la actora sin hac t ' . er cons ar su opos1-
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ción a _aq_uella, aludiendo, sin embargo, a otros temas sobre los que también versó el 
requenm1ento relativos a la revisión de la renta y si bien a d. h . . b · \ \ d ' ic o escrito no puede atn-

U1Tse e fa ~anee e una presunta renuncia del derecho a reclamar las rentas vencidas 
e 1nsat1s ec as o a impugnar dicha compensación, sí debe ser tenido en consideración 
para ~~s~ar al req~enm1ento _la eficacia que le otorga la disposición citada a los fines de 
impbe ir a postenor enervación ~áxime cuando existieron otras misivas remitidas por 
ª~· as partes en las que no se hizo mención alguna a la cuestión ante lo cual debe 
es imarse_gue la demandada que consignó en el Juzgado antes de contestar a la de­
~~n~a el un porte re:lamado pudo razonablemente confiar en gue la contraparte acep­
a a a compe~s~c1on a le~ada por lo gue en aras al principio de buena fe confianza 

que ha ~e pres1d1r las relac1?nes jurídicas ha de admitirse la enervación de I~ acción de 
desah_uc10 entablada atendidas las especiales circunstancias concurrentes en el su uesto 
exam inado las cuales han_ de ser p_ues~~s en relación con la finalidad de la nor~a ue 
~ o es ~t~a que la de evitar_:' eierc1C10 abusivo de dicha facultad por inqui li~os 
incump 1 ore~.de su obl1gac1on esencial de satisfacer puntualmente la renta como 
contraprestac1on de _l a cesión del uso del objeto arrendado, actitud en la que . 
a lo expuesto, se estima no incidió la parte demandada. , en razon 

107.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE LÉRIDA de 
21 de febrero de 1996 

LA ENERVACIÓN SUPONE UNA CARGA PARA EL ARRENDA­
TARIO: DEBER DE EFECTUAR LA CONSIGNACIÓN 

La al?ación hecha por el demandado de que se le pasaban los recibos al 
c?rreo por e Banco y no se había hecho y que es acogida or el ·uez a 
s1rve_~n ested caso para su exculpación dad la advertencia ~ue sel le hac~u~~ ~~ 
prov1 en_c1a e la forma en que tenía que satisfacer las rentas o bien a 
actor o bi en consignándolas antes del plazo que él indicaba de ahí que~¡ g a nhd~ al 
cumplid_~ con este requis ito indispensable para goza'r del benefic~oº da fr 
enervac1on procede dar luga r al desahucio instado. e a 

1 OS.- SENTENCIA DE LA AUDIENCI PROVINCIAL DE 
PONTEVEDRA de 17 de enero de 1996 

FALTA DE CONSIGNACIÓN DE LA RENTA y PUESTA AL DÍA 
POSTERIOR 

Segundo:· (. .. ) a la vista de los atículos 1561 y sigu ientes de la LEC 
su nu~va redarno~ que les dio la referida Ley, es evidente que se dan todos' l~n 
requ1s1tos necesarios par~. que el desahucio deba prosperar, sin posibilidad d: 
~ener por enervada la awon, una vez que, después de la demanda, el demanda-
º se puso al comente en el pago de las rentas. 

f L~s únicas dudas que pudieran presentarse, tienen base en la tímida prueba 
prac ica a ¡por el demando y apelante, pretendiendo acreditar el ofrecimiento de 
as rent~s a representante de la parte demandante. La prueba testifical pract icad 
no les, n1 c?n m~~ho: su_f1:1ente para dicha prueba. habiendo una institución como 
es a cons1gnac1on JUd1c1al, o incluso el giro a través de correos, no t iene (al me­
nos len el p:ese.nte caso) dicha prueba testifical, valor mínimo suficiente para modifi­
car a conv1cc1on de falta de pago de la renta, por culpa exclusiva del arrendador. 

109.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE MADRID 
de 29 de marzo de 1996 

NO BAS~A SÓLO LA CONSIGNACIÓN PARA QUE HAYA 
ENERVACION: DEBE ADEMÁS HACERSE CON FINALIDAD 

ENERVATORIA 

Habiendo consignado el demandado la cantidad de 61 000 t imp b 
1 

· p as. en cuyo 
" ago se sdustenta a a demanda, el mismo día señalado para el acto de juicio 
presentan o para su. unión a los autos resguardo de consignación o oniéndo­

s~ ~~ue la cons1gnac1on efectuada le sea entrega al actor tanto por la r:zón antes 
a u 1 a como por la demasía que pretende en su demanda or c 
los efectos legales pertinentes", siendo así, no puede men:S de~:~~~~:~:~~ª 
~:~ue proced~ la resolución del contrato con el consiguiente desahucio del d:~ 
. dado del piso que ocupa, sin que haya lugar a tener por enervada la acción 

e1erc1tada, de una parte porque ya se ha hecho uso de tal . ·¡ . d. · . priv1 eg10 en un proce-
1m1_e_nto anter ior, y el segundo párrafo del art.1563 de la LEC prohíbe se vuelva 

~ ut1l1zar, y .de otr.a par_te, p~ rqu e el párrafo 1 º del propio artículo establece que 
a enervac1~n sera posible s1 el demandado arrendatario en al ún mome 
teri~r al senalado para la ce lebración del ju icio "paga el actor~ pone a sun~~s a~~ 
s1c1on e~ el Ju zgado o notarialmente, el importe de las cantidades p 
1nefedct~ 1dafd se ~ustente la demanda", y es visto que la consignación q~; e~~~~ 
man a o e ectuo no lo hizo con la f inalidad que ex ige el precepto. 

EC ONOMIST & JUR.IST . 



• Deben imponerse las costas a la parte actora cuando no son debi­
das las rentas en que se basa la acción resolutoria. (Reseñanº 11 O) 

• Indeterminación legal en cuanto a la imposición de costas en casos 
de enervación (Reseñanº 113). En estos casos, no puede imponerse al 
demandante puesto que su acción era plenamente viable, y sólo se 
frustró por la consignación sobrevenida. (Reseñas nº 111 y 114). Pue­
den imponerse al demandado porque de no haber pagado la acción 
hubiera prosperado (Reseñas nº 111, 112 y 114), si bien algunas reso­
luciones puntualizan en el sentido de que sólo procede imponer las cos­
tas al demandado en caso de mala fe. (Reseña nº 113) 

• No procede imponer las costas al arrendatario cuando el arrenda­
dor no ejercita sus derechos de buena fe. (Reseña nº 11 O) 

• Estimación parcial de la demanda: Al acumularse las acciones 

110.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE CUENCA 
de 9 de diciembre de 1995. 

DESESTIMACIÓN DE LA DEMANDA: DEBEN IMPONERSE 
LAS COSTAS A LA PARTE ACTORA CUANDO NO SON DEBIDAS 

LAS RENTAS EN QUE SE BASA LA ACCIÓN RESOLUTORIA. 

Fdto. Jdco. Primero.- Se planteó la demanda por don C.G.T. en preten­
sión de desahucio por falta de pago de la renta correspondiente al arrendamien-
to de la finca urbana sita en la calle E.A., ahora O., sin número de orden, de S.C., 
ocupada por los demandados, quienes la dedican a la actividad industrial de la 
fotografía. Datada la demanda en 9 de mayo de 1995, no se presentó ante el 
Juzgado Decano hasta el 17 de julio siguiente, siéndole dado el trámite corres­
pondiente con intervención de los demandados, hasta que recayó sentencia por 
la cual, ante el pago de las rentas de los meses de junio y julio de 1995, realiza­
do con posterioridad a la demanda, y por haberse de considerar satisfecha la renta 
de mayo del mismo año por el doble pago de la renta del mes de enero del año 
en curso, se estimó enervada la acción de desahucio con absolución de los de­
mandados a quienes se impusieron las costas procesales poraue se dice en la 
resolución recurrida el desahucio hubiera procedido si el demandado no hubie­
ra pagado las rentas debidas. Frente a ello se alzan los demandados en apela­
ción fundamentando su pretensión de que se revoque la sentencia dictada en la 
instancia en cuanto a la imposición de las costas a la parte actora con manteni­
miento del resto de los pronunciamientos del fallo, que se fundamentó la preten­
sión del actor en el impago de la renta correspondiente al mes de mayo de 1995, 
que no era adeudada, por la doble imputación de pago de la renta de enero an­
terior, sin que por ello proceda la declaración del juez de enervación de la acción 
de desahucio, sin que las rentas de junio y julio fueren recl amadas ni reclamables 
porque el pago debe hacerse dentro de los cinco días primeros de cada mes ven­
cido. Al ser admitido a trámite el recurso de apelación y conferido traslado del 
mismo a la parte actora para verificación de alegaciones, se mostró adhesión al 
recurso interpuesto de contrario con solicitud de que estimando que los arren­
datarios adeudan la renta correspondiente al mes de mayo de 1995, se estime la 
demanda con resolución del contrato de arrendamiento e imposición a los de-

mandados de las costas de ambas instancias. 
Segundo.- ( .. . ) la facultad del demandado para enervar la acción de re­

solución del contrato porfalta de pago de la renta establecida en el artículo 147.1º 
de la Ley de 1964, encuentra hoy regulación en el artículo 1.563 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, no recogiendo la actual normativa la posibilidad de rehabi­
litación de la plena vigencia del contrato, aunque esto se trata de paliar con el 
establecimiento de la obligación en que se encuentra el Juzgado de indicar en la 
citación al arrendatario demandado el deber de pagar o de consignar el importe 
de las rentas antes de la celebración del juicio. Como enervar significa por defi­
nición des roveer de eficacia a los fundamentos de la retensión !anteada or 
el arrendador evidente es que si no existe causa sustentadora de tal pretensión, 
por no ser debidas las rentas en que se basa la acción resolutoria del arrenda­
miento el pago del arrendatario será como consecuencia de su obligación con­
tractual o debido a fines cautelares cuando existiendo duda en cuanto al efecti­
vo abono de determinada renta se hace otro o or error en los casos en ue ol ­
vidando el anterior a o se reitera con otro ue con toda ló ica debe o erar la 

resolutoria y de reclamación de cantidad, y no estimarse íntegra­
mente la segunda, no procede imponer las costas al demandado. 

(Reseña nº 115) 
• Los actos de mera tramitación que no precisan intervención letra-

da no pueden incluirse en la tasación: honorarios indebidos (Rese-

ñanº 116) 

) 

• La desestimación del recurso no conlleva la imposición de costas, 
puesto que la cuestión debatida -cómputo a no de las jubilaciones 
anteriores a la nueva ley- era compleja. (Reseña nº 117) 

• Criterio del vencimiento objetivo: aplicación de los artículos 523 y 

71 O LEC (Reseña nº 118) 
• No procede la imposición de costas habiendo allanamiento (Rese-

ñanº 119) 

111.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
SALAMANCA de 5 de febrero de 1996 

ENERVACIÓN DE LA ACCIÓN: PROCEDE IMPONER LAS 
COSTAS AL DEMANDADO 

Tercero.-A mayor abundamiento la sentencia impugnad · 1 d 

1 
· d · d ' a no so o escono-

ce a anterior octnna e esta Sala sino que tamb"ie'n ·1nf · 1 d" 
0 

• ' . . . nnge o 1spuesto en el pá-
rrafo 3 del articulo 523 de la Ley de En1u1ciamiento Civil 1 · · 

1 
• que en e supuesto de alla 

nam1ento previo a a contestación a la demanda permi·t · 1 -
d d 1 

. e no imponer as costas al 
deman a o, sa vo que se aprecie mala fe en el mismo co · 1 · .. · · · 

1 
. . · mo 1gua mente el pnnc1p1o 

de rogac1on, esencia en el procedimiento civ il dado que 1 d d d . 
d 

· d ' e eman a o en el escrito 
presenta o, en v1rtu del cual se allanaba a las pretensione d 1 d .. 

d 1 d 1 
. . s e a emanda, solicitó 

que se ec arara enerva a a arnon de desahucio «sin hacer ex re . . .. 
costas a esta parte» . P sa impos1c1on de 

Cuarto.- En consecuencia, por lo anteriormente expuesto a lo h d 
añadirse que fue la conducta incumplidora del demandad 1 . . ' que. ª . e · · d 1 d. · o a un1ca causa de 1nicia-
c1on e proce 1m1ento, al no abonar la renta en el pla 1·b · 

h b 
. d zo 1 remente asumido en el 

contrato, a ra e ser revocada parcialmente la senten · d · · · . 
1 

c1a e 1nstanc1a para imponer 
a este as costas causadas en la primera instancia al no h b d 
d 

· d 1 · a er emostrado la alega-
ª negativa e os demandantes al percibo de la rent 

d h b 
. .d d . . a, en cuyo supuesto además 

caso e a er ex1st1 o, eb10 proceder a su consignac·. . d" . 1 1 ' 

l
. ·. · · . ion JU 1cia , o que tampoco 

rea izo, sin que ex istan motivos para hacer especial pr · · de esta alzada. onunciamiento en cuanto a las 

En el mismo sentido, las sentencias de la Audiencia Provincial de S 1 
de 7 de abril de 1995; sentencia de la Audiencia Provincial de Lug d 30 da aman~a 
1995; sentencia de la Audiencia Provincial de Lérida de 27 d o _e e mayo e · d 1 d" . . e noviembre de 1995· 
sentencia e a Au 1enc1a Provincial de Pontevedra de 24 d d , 
3
ª)· · . . e enero e 1996 (Secció 

, sentencia de la Aud1enc1a Provincia l de Alicante de 25 d d .. n 5ª)· t d 1 A d" . . e enero e 1996 (Sernon 
, au o e a u 1enc1a Provincial de Pontevedra de 14 d d .. 3ª)· t · d 1 J d d · e marzo e 1996 (Secc1on 
, sen enc1a e uzga o e Pnmera Instancianº 4 de Vale . d 24 d b . . d 1 . . nc1a e e a ni de 1996· 

sentencia e a Aud1enC1a Provincial de Salamanca de 30 d b ·1 d , 
d_e la Audiencia Provincial de Madrid de 14 de mayo de 199~ a S n . : 19;6; sentencia 
c1a de la Audiencia Provincial de Lérida de 4 de diciembre de( 1~~~º~s~jc¡ól~ ;;)~ten-

112.- SENTENCIA DE LA ~~DIENCIA PROVINCIAL DE LÉRIDA de 
4 de d1c1embre de 1995 

Fdto. Jdco. Segundo.- La cuestión relativa al pronunciamiento de las cos- ENE · 
tas de la primera instancia, cuando ejercitada la acción de desahucio por falta de pago ____ RV_A_C_IO_N~··:_: l~M~P~O=SI :..:C:'..l ~Ó~N~D~E~C~O~S~T~A~S~A~L ~D~E~M~A~N~Dl!_A~D~O~_ 
de la renta se declara enervada la acción debido a la consignación o pago de tales 
rentas por el arrendatario antes de la fecha de celebración del juicio, ha sido ya re- Fdto. Jdco. Primero.- (. .. ) aunque la actual n f . . 
5"elta por esta Sala eo seoteocios núme<os 2 45/1995, de 7 deabril, y 346/1995, de sobre este extremo, poCaplicación de los principios ge~~m~ "~ glu~rde 5'\encm 
27 de mayo, en el sentido de q"' eo tal caso procede imponer los costas de la prime cesa!, a rnyo teoor hay q"' estor a la sitooción de hech ra e: e ere cho pro· 
ra instanciaal demandado. En tales resoluciones sealirmaba que, tras la entrada ~ se presenta la demanda para determinar la parte que :a~n. e mo~e~to en que 
vigor de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 24 de noviembre de 1994, el desahu de no mediar el pago o consignación y en definitiva la 9 e :iabre5" ta 

0 

vencrda 
cio porfalta de pago de las rentas se tramitorá pmel procedimiento establecido.para de. las costas por haber dado lugor al inicio del ¡u ido t~I c:m~ s~;'~:~r el pago 
el ¡wcro de desahum en los arttculos t 510 y "gwentes de la Ley de En¡u1C1amrento ¡unsprudencra en los procedimientos declarativos cuando s d larado la 
Civil, según resulta de lo dispuesto en el articulo 393, y en la disposición transitor• eral 0 total después dé presentada la demaoda, hasta el e [;r~ ~ce un P;a.

0 

par· 
sexta de la mencionada Ley, siendo, en principio, deaplicación el articulo t . 582 de lo declarar •.n.ervada la acción, mantiene que dicho pago sólo ~ ~ ~ e que, OJOS de 
citada Ley de Enjuiciamiento Civil, que es precepto específico que regula la impo> : n eiecucron de sentencia (sentencios de 29 de noviembre~ e 1 ~~~s; e~ cuenta 
ción de costas en los juicios de desahuci~ el cual establece que la sentencia llevad e t 977, 26 de marrn de t 979, 20 de mar>o de t 982 y 25 de 1 b ' ~ e JUíllO 

consigo, según se declare haber lugar o no al desahucio, expre<;a condenación d e e rero e 1983) 
costas al demandado o al demandante. 113.- SENTENCIA DdE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE VALENCIA 

e 29 de mayo de 1996 

SÓLO PROCEDE IMPONER LAS COSTAS AL DEMANDADO 
EN CASO DE MALA FE 

Sin embargo, de tales presupuestos, a juicio de esta Sala, no puede concluirst 
de manera automática que en supuestos como el presente, de enervación de la ac 
ción al amparo del artículo 1.563 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, modificado por 11 
disposición adicional quinta de la vigente Ley de Arrendamientos Urbanos, hayan d1 
imponerse necesariamente las costas al demandante, y ello porque, si bien al decla 
rarse enervada la acción por el pago o consignación de las rentas por parte del arren Fdto. Jdco. Seg u d _ C . . . 
datario haciendo uso de aquel privilegio no puede prosperar la acción de desahuó varias resoluciones como ~ o. 

0~0 
ya ha ten ido _ocas1on de declarar esta Sala en 

ejercitada plenamente viable al ser internuesta la demanda lo es por una causa so mayo de 1996, el ~rtículo ~~;~to~ e 
18

Y
19 

de JUiio_ de 1995 Y la sentencia de 7 de 
brevenida en modo al uno im uta ble al demandant4e· or consi uiente im oner a el artículo 147 de la mism h e -~Ley de Arrendamient_os Urbanos de 1964, como 
demandante asistido de razón y derecho cuando formula la demanda las costa de 1994 y no han sido su ~'.t ~n si 

0 
deroga_dos por la vigente de 24 de noviembre 

causadas es una solución absurda contraria tanto a la e uidad criterio de a licaden servir de base para el s 
1 

ui os_ por otros igua les 
0 

parecidos, por lo que no pue­
ción de las normas según el artículo 3.2 del Código Civil y a los derechos de defensdel desahucio. La remisió:ronuhnc i a~iento de c~stas en_ los_ supuestos de enervación 
y de tutela judicial efectiva reconocidos por el artículo 24 de la Constitución. a las normas del texto ref ued_~ce d ªdi isposioon trans1tona tercera de la nueva Ley . . . . arrrend · un 1 0 e ª Ley de 1964 para reg ir los cont t d 

Por lo que, establecida la 1mprocedenc1a de imponer al demandante las co're ami_ento de local o negocio celebrados antes del 9 de d 198 ra os . e 
tos causadas eo la primera instancia en el supuesto de enervación de la acción Id' 

1
com

1
o drce expresamente, a las normas •relativas al cont m;y~ e 

1 

se refre· 
desahucio ejmitada, se hace preciso examinar si pueden ser impuestas al demaodid: oc~ die negocm>, es decir, a los preceptos de carácter sus;: ; e arre;damrento 
do. Al habme derogado por la vigeote Ley de Arrendamientos Urbanos el artial res e os procesos arrendaticios. n ivo, noª os regula· 

149.3 de la Ley anterior, que expresamente preveía tal supuesto, y no ser de aplici . Tercero.-Actualmente el juicio de d h . 
ción automática el artículo 1.582 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, es evidente qltramita exclusivamente por el procedimient~~a lucio P?r ~alta de pag~ d~ la renta se 
nos encontramos en presencia de una laguna legal, que ha de ser suplida median~ey Procesal Civil, y la única norma regu lad ed 

0~ a~icu 0~ ~: 57 0 Y siguientes de la 
una labor integradora del ordenamiento jurídico y por la aplicación analógica de otr<enida en el artícu lo 1.582, pero como hace ~ra e d ª '~pos1Cion de costas es la co_n­
normas que regulen un supuesto semejante y en que se aprecie iden1idad de raz•:as de que la sentencia declare haber lu ar epenl ~r ªcondena al pago de las mis. 
según establece el articulo 4.1 del Código Civil, cual es el articulo 1343 de la Ley •'~mma do en que el desahucio ha sido :n ° n~ ª e~a~ucro, no es aplicable al caso 
Arrendamientos Rústicos, con contenido igual al derogado artículo 149.3 de la L~~bra_oon del juicio puso a disposición deler~ 0 

fºr ª emandada q_ue antes de la 
de Arrendamientos Urbanos, que determina la imposición al demandado cuandooe ectividad se sustentaba la demanda y el~ ~re im~~rthe de las cantidades en cuya 
declare haber lugar al desahucio o cuando éste hubiere procedido de no mediarº anterior no autoriza a concluir que en 1 e as que ic 

0 
instante adeudaba. Pero . . . /esahuc" os supuestos de termina · · d 1 · · · d 

pago o la cons1gnac1on de las rentas. Y por ello, en el caso presente procede, con 'º por enervación del mismo no b h . . cion e 1u1c10 e 
vocación parcial de la sen1encia impugnada, imponer al demandado el pago de iº'l"· Es evidente que en estos casos se'~ : acer ~ronuncramrento alguno sobre 
costas causadas en la primera instancia. ue sea.' _que termina con una resolució ~ rfamita ºd uln procedimiento, por breve nervac1on del desah . 1 n e 1n1t1va e Juzgado probatoria de la 

uc10, o que requiere que se haga un pronunciamiento sobre las 

ECONOMIST & JU R 1 

114.- SENTENCIA DE LA AUDENCIA PROVINCIAL DE VALENCIA 
de 22 de mayo de 1996 

cu~~rioR~CEDE IMPONER LAS COSTAS AL ARRENDATARIO 
L ARRENDADOR NO EJERCITA SUS DERECHOS DE 

BUENA FE. 

ECONOMIST & JURIST . 



se condenara a la parte actora, o bien, de modo subsidiario, que se prescindiera de 

imponerlas a la arrendataria. 
Segundo.-Aunque actualmente no exista, en ese conjunto de normas apli­

cables al desahucio por falta de pago, con acción enervada por la consignación de 
rentas o cantidades equivalentes, precepto ninguno similar al anterior párrafo 3° del 
citado artículo 149 de la Ley de Arrendamientos Urbanos, hay razones para entender 
gue la solución en principio será la misma y consistirá en condenar en costas al arren­
datario si la resolución contractual hubiese sido rocedente de no mediar el a o o 
la consignación; y son muy evidentes las razones para preferir este sistema, porque 
si bien con su renuncia o considerable retraso en el abono de la merced, ha puesto al 
arrendador, en defensa de sus legítimos intereses, en trance de accionar judicialmen­
te de resolución, actividad que no habrá dejado de originarles determinados gastos, 
y luego consigue ese locatario demandado mediante el pago de las rentas, extempo­
ráneo pero procesal mente eficaz, que la resolución contractual no prospere, nada más 
justo que poner a su cargo esos gastos que la parte contraria (el arrendador) ha teni­
do que realizar y que se hubiesen obviado de no haber el inquilino incurrido en el im­
pago de esa prestación que a él concierne, como más característica de las propias del 
arrendatario. El pago tardío o la consignación viene a ser -podría seguirse razonan­
do- como un allanamiento a la demanda si la norma ara estos casos en unto a 

astas del roceso es ue no se im ondrán costas al demandado a menos ue se 
a recie mala fe en él ar umentándolo debidamente a uí -en el desahucio- se es­
tructura la condena en términos inversos entendiendo ue existe mala fe o ne li-

encia al menos or arte del demandado si se situó en osición de im a o sólo 
el tardío abono de los descubiertos impidió la resolución, pero que a esa regla gene­
ral deben oponerse las oportunas excepciones representadas por aquellos casos (pre­
vistos en el anterior artículo 147, regla 1 ª,párrafo 2° de la Ley de Arrendamientos Ur­
banos) en que el demandado intentase acreditar el ofrecimiento de las rentas al ac-

tor con anterioridad a la presentación de la demanda. 

115.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
PONTEVEDRA de 26 de marzo de 1996 

ESTIMACIÓN PARCIAL DE LA DEMANDA: AL ACUMULARSE 
LAS ACCIONES RESOLUTORIA Y DE RECLAMACIÓN DE CANTI­

DAD, Y NO ESTIMARSE ÍNTEGRAMENTE LA SEGUNDA, NO 
PROCEDE IMPONER LAS COSTAS AL DEMANDADO 

Fdto. Jdco. Primero.- El artículo 27, apartado a), de la nueva Ley de Arren­
damientos Urbanos de 24 de noviembre de 1994 establece la resolución de los con­
tratos de arriendo «por falta de pago de la renta o, en su caso, de cualquiera de las 
cantidades cuyo pago haya asumido o corresponda al arrendatario» . 

Por tanto, reconociendo expresamente el apelante en su recurso que ha deja­
do de abonar la cantidad de 200 pesetas correspondientes a renta, y admitiendo im-

plícitamente que no ha pagado parte de las sumas que le correspondían por recogi­
da de basuras y suministro de agua, a cuyo abono estaba obligado con arreglo a lo 
estipulado en la cláusula 12ª del contrato suscrito, en cuanto declara resuelto el con­
trato de arrendamiento sobre el bajo alquilado y el abono por el demandado al actor 

de 20.942 pesetas. 

Sin embargo, al acumularse las acciones, una resolutoria y otra de reclamación 
de cantidad, y no estimarse íntegramente la segunda, no procede con arreglo al artícu­
lo 523 de la Ley Procesal Civil imponer las costas de primera instancia al demandado. 

116.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE VALENCIA 
de 25 de abril de 1996 

TASACIÓN DE COSTAS: ACTOS DE MERA TRAMITACIÓN 
QUE NO PRECISAN INTERVENCIÓN LETRADA: HONORARIOS 

INDEBIDOS 

to que respecto a los hechos que son los motivos de extincio' n 0 d b ·, d . 1 . b"I .. 1 f 11 . . e su rogac1on, es 
ecir, a JU 1 a c~ on o e a ec1m1 ento del arrendatario, el momento en el que tales 

hech?s dse
1
preve que pued

1 
an
1 

ocudrrir a fin de que se produzca la subrogación 0 la ex-
t1nc1on e contrato es e p azo e 20 años a contar desde la a b · , d 1 1 " 1 pro ac1on e a ey 
expre_s1on que _no resu ta muy afortunada, pero que es aclarada por el último inciso' 
al 1nd1car que s1 se produce la subrogación en el contrato de un d d. d 1 ' · 

1 
, . escen 1ente e arren-

datario, en este caso e contrato durara por el tiempo sufici·ent h t 1 - d e as a comp etar 20 
anos a contar esde la entrada en vigor de la ley, lo cual excluye · ·t· · ·' · d 1 , Y no 1ust1 1ca una 
1nterpretac1on retroactiva e a norma mas allá del tenor literal de la misma. ' 

La interpretación que se acaba de exponer que es la m d 1 
1 

. . . , as acor e con a nor-
ma y con os pnn c1 p1os por los que debe regirse su interpretac1·0' n · ·t· . . , no s1gn1 1ca un 
agravio comparativo respecto a los supuestos de i·ubilación d 1 d · 

d 
. . e arren atano que se 

pro uzcan con postenondad a la entrada en vigor de la ley· si 1 1 
b 1 1 

. . . , no que a nueva ey se 
proyecta so re as re ac1ones arrendat1c1as existentes tal y co . , mo se encuentran en el 
momento de su entrada en vigor, y comporta unos efectosi·uri'd'i d. · 

d 1 
. . . , . cos 1st1ntos para cada 

una e as s1tuac1ones 1urid1cas diferentes de ahí que en nuestro 1 . b" I . , d 1 d · d · ' caso a JU 1 ac1on 
e arredn atari o'. pro . ucida antes de la entrada en vigor de la ley, no pueda servir como 

causa e ext1nc1on ni tampoco de subrogación por tratars d h h ·, 
d 1 

. ' e e un ec o que ocumo 
antes e a entrada en vigor de la ley y que por lo tanto es un h h 
ocurrir en el plazo de 20 años «en ~n momento a contar d dec l o que bya n? puede 

1 1 
es e a apro ac1on de la 

ey», por o que es procedente la desestimación del recurso y la conf . , d 1 
resolución recu rrida. irmac1on e a 

Fdto. Jdco. Segundo.- Como se dice en los autos de juicio verbal sobre re­
solución de arrendamiento urbano, el demandado planteó recurso de apelación con­
tra la sentencia, que fue admitido y se elevaron los autos a esta Sa la; se ha abierto 
rollo y el Letrado apelado presentó escrito el día 29 de marzo de 1995 en el que pidió 
que se le hiciera entrega de las mensualidades de renta consignadas por el apelante; Tercero.: Dado que se trata de una cuestión novedosa, y que el asunto ver-
en 4 de abril siguiente, en otro escrito, alegó que estaban sin abonar las cantidades saba sobre la exeges1s de una norma de no muy clara interpretac·io' n qu h b , d 

1 d Seg 
·1 · d 1· d 1 d · , e a ra e 

correspondientes a servicios, que no eran propiamente renta, como es e gasto el u r sien o ana iza a por a cetrina y por los Tribunales d J t' · . 
d 

. e us 1c1a, no se estima 

servicio de calefacción, que «constituye renta» (sic) y pedía que se declarara firme la proce ente imponer las costas de esta alzada a la parte recurrente y ell d 
seoteocia del Mgado; a ello se pr°'eyó eo esta Sala eo el seotido de que oo coosti· ser desestimado lotegrameote el rernrso de apelacióo ioterpoesto 'todo ~I: pesar le 
toia reo ta ol el pago de la luz, ol el deegua, rnmo reqolsito para plaotearel "'°'" ""°" del art. 736 LEC eo re lacióo rno el art. 62 D 21-11-52. ' oeoap ' 
de apelación; en escrito de 22 de mayo de 1995 el apelado pidió que se requiriera al ---;-::--;;::;::-::~-:-=-:--:--~---------------
apelante a pagar nuevas rentas vencidas; en escrito de 6 de junio siguiente planteó 118 SENTENCIA DE LA AU 
igual petlcióo respecto al alqoller de ese mismo juolo y se ha dictado seoteocla de .- DIENCIA PROVINCIAL DE TER U EL de 

CRITERIO DEL VENCIMIENTO OBJETIVO: APLICABILIDAD DE 
LOS ARTS. 523 y 71 O LEC EN MATERIA DE COSTAS EN LOS 

PROCESOS ARRENDATICIOS 

apelacióoeo JO de juoio de 1995, rnyo teoor se ha expoestoeoel primer Fuodameoro 
2 5 

de nourembre de 1996 

Jurídico de esta sentencia . 

t IFdto. Jdc~. Cu~rt.o. - Al ser estimada totalmente la demanda interpues­
a por a actora D Mana del Carmen procede condenar al demandado al pago 

A 

de las costas procesales causadas en 1 º instancia con arreglo al art. 523 LEC 
recog~ como norma general el criterio del vencimiento objetivo. En cuanto a gl~~ 
~~u:~eª~;n es~a alzada, con respecto al recurso formalizado por la representa-

. . Mana de! Carmen, no procede hacer especial pronunciamiento or 
estimarse, y ~n relac1on al recurso interpuesto por la representación de D M . p 
al ser desestimado, procede imponer al mismo las costas causadas en ~st:r~~~~· 
da con arreg lo a lo establecido en el art. 71 O Ley Procesal civil. -

119.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
GUADALAJARA de 28 de octubre de 1996 

ALLANAMIENTO: NO PROCEDE LA IMPOSICIÓN DE COSTAS 

Fd~o.Jdco.Primero.- La cuestión controvertida encierra dentro de su a a-
rente senollez un hondo significado en cuanto a la continuación del d' . p 
Se instó por la p rt t d , proce 1m1ento 

. d a e ac ora espues de haber logrado el abono del principal de la deud~ 
~~r i~porteb e 1405.000 p~s. , la continuación del trámite jurisdiccional a efectos de 
1 uc1 dar sod rel a 1mpos1c1on a la entidad demandada de los intereses de la suma re­

cama ª Y e as costas del procedimiento. (. .. ) 
t d R~conocido universalmente dicho princip io de la buena fe alcanza en nues-
ro ere~ o una i_m~ortanc1a creciente como señala la doctrina en razón de 1 f 

ma del titulo prel11rnnar del Código civil en 1974 habiéndose lue o verifi d a re or-

~~~:! ~pl1~~~1ones .. Resalta la d~c~rina ~ue dicho principio de la 1uena f~ªdeºb:ua~~: 
de cont~aºd~CI~ ,en virtud de la .max1ma « iura novit curia», respetándose los principios 

irn.on y co~gruenoa. Porque las normas que nacen de las exi encias de la 
buena fe son imperativas y por ello están sustraídas para disposición d~ las partes. 

Referido principio alcanza a todas las normas del ordenamiento ·urídico , 
lo expresan las SSTC 15 diciembre 1983 4 abril 1984 14 d. . b J , y as1 
efectiva t 1 ' ' iciem re 1987 y otras y 

. . . men e en o que se refiere a las costas del procedimiento onie~do dich 
princ1p10 de la buena fe en re lación con el art 523 LEC p .. 

0 

se las cor d' . 'no parece que puedan ex1g1r-
.. respon ientes a un procedimiento respecto del que se ha ocultado antes 

de vdenf1lcabr el emplazamiento que con referencia a la cantidad principal se h~bía lo­
gra 0 e a ono de la suma pretendida. 

. En d:finitiva respecto de la misma había existido un allanamiento 
rencia al «nucleo» de lo solicitado y aplicando a la luz del mencionad .t .con refe­
la orooi rt o rn erio y como 

. a _Pª e actora reconoce esto llevaría a la conclusión de gue las costas del 
~roced1m1ento .no .deberían ser im Questas y en definitiva no lo han sido a la arte 
emandada criterio que ha de mantenerse en esta alzada . R 

SUPUESTOS DE SUBROGACIÓN 

Cuarto.- Tales argumentos determinarán la estimación de la impugnación ! 
la Tasación de Costas por indebidos, y así no ha lugar a tener como reclamable la surr 

que se presenta por el apelado en este rollo. 

• La subrog ·' f 11 (R - ac1on por a ecimiento debe ser notificada al arrendador esena nº 121 ) . gac.i ~n: en tal casos~ .concede un nuevo plazo a los herederos para 

• s~b~~end'.dor no puede pretender no haber sido notificado de la not1f1Car la subrngacron por fallecimiento (Reseña nº 124) 

117 .- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE PALENCI 
de 13 de diciembre de 1995 

con elgac1ondcuan.do su relación con la subrogada fue la misma que • L.~ no acre~1tac1on de convivencia more uxorio excluye la subroga-
arren atano originario. (Reseña nº 122) c1on (Resena nº 123) 

• Fallecimiento del arrendatario jubilado antes de notificar la subro- • La acredi.t,ación de la convivencia entre homosexuales faculta a la 

l:::~~~~'.::'.'.:'.'.:'.'.'.:'.:'.:'.:'.:'.:'.:'.:~~;;;,;;;,,;;;;;;;;,====~s~u~br~o~g:a~c1~o:n ~p:o~rf~a~ll:ec~i =m~ie:n:to~(R~e:s~eñ~a~n:º~1~2~0~) ============~] 
DESESTIMACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN: NO SE 

IMPONEN LAS COSTAS AL RECURRENTE DEBIDO A LA coM-120~~~::-;::;--;-::-:-:==~--------= 
PLEJIDAD DE LA CUESTIÓN DEBATIDA EN LA LITIS --:L 

12º· SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE BARCELO­
NA de 25 de mayo de 1995 

~s, m~~teniend? ambos moradores una relación afectiva y sentimental cuya 

DERECHO A SUBROGACIÓN DE PAREJAS DE HECHO HO­
MOSEXUALES 

Fdto. Jdco. Segundo.- ( .. . ) La situación que a nosotros se nos plantea el 
de un arrendamiento en situación de prorroga legal, en el que el arrendatario es P 

sana física, tratándose de una persona que ya se hallaba jubilada a la entrada en 

gor de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1994. 
Segundo.- 2 - Al i 1 1 . 

Esta Sala entiende, compartiendo el criterio del Juzgador de instancia, ~urma acreditado con 1 · gua qu~ ªJuzgadora de Instancia, este tribunal esti-
dicción literal de la ley, en esta disp. trans. 3ª, no permite entender que se este ~documenta l aportadª prueba practicada Y singu larmente con la testifica l y con la 
riendo a situaciones de jubilación ya existentes en el momento de la entrada enreseñados señores 0ª e incluso .con la propia confesión judicial del actor, que los 
gor de la ley, sino a lasjubilaciones que se produzcan a partir del 1 enero 1995; poma continuada y est~:ieR. convi_vieron hasta el f~ l lecimiento del primero de for-en el piso alquilado por este como pareja de hecho, esto 

E CONOM l S T & 

urac1on en el t~empo fue realmente prolongada y que se remonta e , , ·_ 
mo, a los diez anos anteriores al óbito del inquilino. , orno mini 

3.- En consecuencia, probada en autos la unión consolidada como . 
estab le entre el señor R. y el arrendatario fallecido así como su con . pareia 
tinuada y durad 1 · . d ' v1venc1a con-

, . . era en . a v1v1en a propiedad del actor, donde constitu er 
nucleo ~am1l1a.r, la pnnc1~~I cuestión a dilucidar en esta alzada, al igual ~ueoenn ~~ 
~nstanc1a, es. s1 una relac1on de unapareja homosexual monógama y estable pue­

.e, o no equ1pa.rarse a una unión matrimon ial y más concretamente a una rela­
~~n ~ore uxono a los efectos de la subrogación que prevé el artículo 58 1 de la 

. . n este punto la Sala no comparte la tes is de la Juez a quo ues ac~d i end 
a la interQretación de las normas según la rea lidad socia l del ~me~ 

E CO NOMI S T & JUR LS T . 



deben ser aplicadas tal como estatuye el artículo 3. 1. del Código Civil y partiendo de la 
sentencia del TC 222/92. de 11 de diciembre. que declaró la inconstitucionalidad de la 
exclusión de la subrogación de la vivienda alqui lada a quien hubiere convivido sin vín­
culo matrimonial de forma estable y continuada esto es la tipica pareja de hecho o 
relación more uxorio estima que tal derecho de subrogación no puede negarse a la pareja 
homosexual que como la anal izada conviva durante un prolongado período de tiem­
po y mantenga una relación afectiva y sentimenta l. máxime cuando a éstos no les está 
permitido contraer matrimonio a diferencia de las parejas heterosexuales de hecho a 
quienes se les respeta y garantiza la subrogación en ta les casos lógicamente aunque 
no se case y eso que está perfedamente para desposarse· lo contrario implicaría una 
clara y palmaria discriminación por razón del sexo e incluso por su condición o circuns­
tancia personal, totalmente contraria a los principios que consagra nuestra Carta Mag­
na y en especial los contemplados en su artículo 14, ( ... )." 

121.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE ZARAGO­
ZA de 27 de septiembre de 1996 

FORMA DE NOTIFICAR LA SUBROGACIÓN POR FALLECI­
MIENTO 

Fdto.Jdco.Primero.- A tenor de lo establecido en la disp. trans. 2ª B), párrafo terce­
ro, de la Ley 29/1994 de 24 noviembre de Arrendamientos Urbanos, en su remisión al horrad. 
16,3 de dicha norma legal, fallecido el 2 junio 1995 el inquilino de la vivienda litigiosa D. Cán­
dido, correspondía a su viuda e hija demandadas notificar por escrito al matrimonio arrenda­
dor su voluntad de subrogación "mortis causa" en el arriendo, con los requisitos y en el plazo 
trimestral establecido por dicho precepto, so pena de extinción del contrato en otro caso. 

Segundo.- Aducen dichas demandadas que la notificación se produjo en virtud 
de copia del escrito que acompañan a su escrito de contestación a la demanda, depositado 
-según dicen- en el buzón de correos del domicilio de la adora cuatro días después del fa­
llecimiento del arrendatario. Pero, conforme a las regles que dimanan del horrad. 1214 CC, 
la carga de la prueba sobre tal extremo corresponde a las demandadas, sin que hayan con­
seguido justificarlo en modo alguno. Antes al contrario, frente a la invocación del cumpli­
miento de esa obligación legal, no deja de ser significativo, como destaca la sentencia re­
currida, que, requeridas aquellas notarialmente el 6 noviembre 1995 para que desalojaran 
el piso no hicieran alusión alguna a esa pretendida comunicación escrita en su respuesta 
por el mismo condudo notarial. También lo es la circunstancia de que tras el fallecimiento 
se siguieran realizando las transferencias bancarias de abono de la renta del mismo modo 
que antes y en nombre del inquilino primitivo. hasta ser rehusada la del mes de diciembre 
1995 por sus destinatarios. 

122.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE ÁVILA de 
17 de mayo de 1996 

ACEPTACIÓN TÁCITA DE LA SUBROGACIÓN POR FALLECI­
MIENTO EN CONTRATO VERBAL 

Fdto.Jdco.Tercero.- Centrado así el objeto de autos, debemos confirmar la reso­
lución judicial recurrida que estimó, con total claridad de planteamiento, que el hecho de 
consignar en los recibos de la renta el nombre del difunto D. Sebastián es prueba suficiente 
de la titularidad del arrendamiento. Es cierto que dicha titularidad debe deducirse cuando 
el contrato es verbal, como ocurre en estos autos, del conjunto del material probatorio, y 
no simplemente de la mera literalidad del recibo arrendaticio, pero, en el caso enjuiciado, al 
seguirse extendiendo tal recibo con ese nombre, incluso con posterioridad a su óbito, con 
pleno conocimiento de la parte arrendadora, y ya planteada la demanda, es signo evidente 
de que consideran, al mismo, y no a Dª Rosa, como titular arrendaticio, al que, por otra parte, 
pertenece y obra a su nombre toda clase de documentación fiscal, contable y mercantil, 
habiéndose subrogado su hijo mediante instrumento notarial el día 4 mayo 1994, ante el 
Notario del Barco de Avila D. Antonio Manuel Martínez Cordero (protocolo 264/1994), 
manifestando que su padre, D. Sebastián fa lleció el día 15 febrero 1994, a los efedos dis­
puestos en el art. 60 LAU (de 1964), por lo que no puede desconocer la adora tal subroga­
ción, y en definitiva, no hace sino desvirtuar la fuerza probatoria del documento obrante en 
autos al folio 4 (carta fechada en Barco de Avila, a 22 febrero 1994), en la cual la citada Dª 
Rosa, una semana después del fallecimiento de su marido, se autotitulaba "arrendataria", 
siendo así que no se había determinado aún la designación del subrogado que después se 
concretaría efedivamente en su hijo, por lo que, al menos en la duda, no podemos resolver 
el contrato arrendaticio enjuiciado, sin perjuicio de estimar el recurso únicamente por las 
costas procesales de la 1 ª instancia, pues quien pide lo más (la íntegra revocación de la 
sentencia recurrida) también pide implícitamente lo menos (la revocación de algún aspec­
to que le favorezca), como es la supresión de la automática condena en costas procesales 
dispuesta por el Juez "a qua" en base a lo disciplinado en el horrad. 523 LEC, ya que, en 
este caso, dado sus aspedos singulares y la no existencia de documento escrito de arren­
damiento, existen razones excepcionales que justifican que la parte adora no sea acreedo­
ra de una condena en costas procesales. 

123.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
PONTEVEDRA de 29 de abril de 1996 

CONVIVENCIA MORE UXORIO NO ACREDITADA 

48 C IV l L 

Fdto.Jdco.Segundo.- (. .. ) se trata de determinar en el supuesto de litis, si 
la codemandada ha venido a acreditar, de modo cumplido, la situación de conviven­
cia more uxorio con el arrendatario fallecido, que constituye la base de su pretensión. 
La sentencia de instancia se inclina por admitir la situación de convivencia marital 
que invoca la codemandada con base exclusiva en la prueba documental (certifica­
ción de la Policía Local) y la testifical aportada por la misma. Conviene precisar ya 
desde ahora, que el informe expedido por el Concello de Vigo carece de la trascen­
dencia probatoria que pretende concedérsele, baste advertir que el dato esencial que 
al respecto se inserta en tal instrumento(" ... a mencionada conviviu maritalmente") 
está claramente desvirtuado y contradicho por quien afirma haberlo emitido, el Poli­
cía Local núm .... de Vigo, que en su declaración testifical es rotundo al reconocer que 
lo único que informó fue que "vivían juntos y que ella lo cuidaba" pero "no puede 
asegurar si vivían maritalmente o no" (pregunta 20ª del interrogatorio). Respecto de 
la confesión judicial de D. Martín, no es posible pasar por alto que es codemandado 
en el pleito y que, a su vez, es empleado de Dª Elvira, quien rea liza trabajos de lim­
pieza en la clínica médica de aquel (posición primera de la confesión judicial), por lo 
que no representa un superior esfuerzo la presunción de un patente interés, que se 
ve reflejado en el propio escrito de contestación a la demanda, en que, sorpresivamente 
viene a justificarse y defenderse la posición de la codemandada en forma, si cabe más 
vehemente que en el propio escrito de contestación de la interesada. Y en orden a la 
testifical, ninguna credibil idad ofrecen a la Sala, desde luego, las declaraciones de los 
familiares del arrendatario fallecido: Dª Ursula, tía del codemandado, manifiesta abier­
tamente que "tiene interés en que gane Elvira" y no es en modo alguno aventurado 
afirmar idéntico interés en su hermana Dª Marcelina, aunque no lo haya explicitado 

art. 4, 1 ce, la regulación que para el caso de fa llecim ' t bl 
normativa a~licable como regla general sí el art. 58, de~R~ esta ece el T.R. de 1964 
de noventa d1as para notificar la subrogación plazo d ' t ~ ~64 establece un plazo 
de el 1 enero 1995 en el supuesto de autos 'el a edn m e cual, computado des-

. , rren atano fa lleció (17 ¡ · 
que conste n1 la comunicación de la subrogación . 1 marzo sin 
uso de la facultad de requerir para que en treint ~'· qule e arrendador hubiera hecho 
subrogación, párrafo segundo del mencionado a~ ~a; 4e sea comunicada la eventual 
de ejercitarse la acción de resolución del contrat · p ' transcurridos los cuales pue­
uisitos formales tem orales ue udi·eran ºt· ~r ta~to n~ _concurriendo los re-

a u onzar a aCC1on 0 t' ·. d 1 contrato ante la 'ubilación del arrendatario el fallecimien . r ex 1nc1on e 
nuevo lazo de noventa días ara el e·ercicio de la facult d to ~el m1s~o hab1l1ta un 
los herederos lazo dentro del cual una de lo h d a su ro atona en favor de 

s ere eros comunic · 1 d 
voluntad de subrogarse pues lo hizo en may d 1 . 0 ª arren ador la 
. o e mismo año como 1 p1a actora en el hecho tercero de la demanda d . ' reconoce a pro-

arrendatario ya se encontraba en situación de'-~bi~:~s ~za.ndo la esposa d_el fallecido 
a su esposo en el contrato y posibilita el e¡·e J. . d , odn que le imped1a subrogar 

rcic10 e ese erecho por los herederos 

como resulta del párrafo segundo de la disp. trans. 3ª,3 Ley 29/94. 
Tercero.- En resumen la disp trans 3ª L 

troactivo de la misma sino un régimen . distin~o ey 29/94 ~o reconoce un efecto re­
como regla general se les ap11·ca la n . para determinados contratos a los que 

. ormat1va anterior s 1 1 . 
propia norma transitoria contempla. Tales exc . , a va as excepciones que la 
la propia Exposición de Motivos de la le~ en u epc;?n_es s_~ concretan, como resulta de 
base a la reducir el plazo máximo de la ' na 1mh1tac1on de la prórroga forzosa en 
· s sucesivas asta veint - d . 

c1a de la nueva ley. La propia naturaleza tr . . . . e anos esde la v1gen-
dos contratos (local de negocio anter' ~ns1tona del reg1men aplicable a los cita-
ción de prórroga legal a la entrada en ~~r; de~:yo 1985 que se encuentre en situa­
no una persona física) no permite afir g Ley 29/94 de los que sea arrendata­
gulación retroactiva de las relacione .m~~por esa sola razón que se trate de una re­
regula la situación J·urídica de las r Is ¡un /Casa _que se refiere. El derecho transitorio 

e ac1ones COnJUgand 1 /' · · 
va anterior y la posterior, pero ello no su one 1 o a ap 1cac1on de la normati-
se aplique retroactivamente la norma p , sa vo expresa referencia de la ley, que 

del mismo modo. Por su parte la Sra. M., es hija del codemandado y, en fin, la testigo • La jubilación del arrendatario de local de . . 
Sra. B. (por cierto única de los testigos que es vecina de la vivienda), nada aporta al anterioridad ala nuva LAU no puede f d negocio producida con 125, 126, 127, 129, 130 y 

131
) 

tema: después de reconocer que la codemandada venía desempeñando funciones de t t ' un amentar la extinción del El f I 
empleada de hogar en la casa del matrimon io arrendatario (pregunta 1 Oª), concluye ~~~¡~: 5°~ pp~~;;~odequlae elantnraudeavaenrev~igu0larcdioe' n1

asenureefviaerLeeyª (sRiteusaecn_iaosnnesº • a lecimiento del arrendatario jubilado concede un nuev 
1 que tras la muerte de la esposa de D. Gregario, no sabe lo que Elvira hacía dentro de - para subrogación, por fallecimient · d . 0 Pazo 

~c~a~epregun~ 11~mientrasqu~por~part~~~aR,tit~ill d~negocio~ :~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~.q=u=e~ex:i:st:~~p:a:ra~su:b:r:o:g:a:~:e~p:o:r~j:u:~:~:a~:~:~:~~~:R=:~:::~:~~~:~~~~,~~:~)e•l•p•l•az•o~ carnicería que frecuentaban, termina reconociendo que no puede decir si las realciones 
eran o no de un verdadero matrimonio (repregunta 27ª). Y por lo demás, todas la 

referencias o manifestaciones del propósito de contraer matrimonio proceden, según ---¡~~~~;;;~~~:-:-:-;::::::-~:--: ...... ----------
referencias de los propios testigos, unilateralmente de la propia interesada. 125.- SENTENCIA ~E . LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE CÁDIZ de 

Tercero.- En definitiva la síntesis valorativa de lo anterior permite alcanzar 9 de JUl10 de 1996 (aranzadi 
259

) 
la conclusión de la rea lidad de una convivencia entre el arrendatario fallecido y la 
codemandada pero que en ningún modo se acredita pudiere encuadrarse dentro de IRR 
lo que sería una unión more uxorio. sino exclusivamente como una convivencia far- ETROACTIVIDAD DE LA DT 3ª· NO SE APUC 
jada sobre una relación derivada de la prestación del servicio doméstico desarrolla- JUBILACIONES PRODUCIDAS A CON ANTERIORID:tAL~! 
da a lo lamo de muchos años lo que genera una lógica situación de confianza mu- ENTRADA EN VIGOR DE LA NUEVA LAU 
tua que justifica y explica la asistencia y cuidados dispensados en los últimos años -------.:..::_:=.:..:.....:::.:.:.~~~~~~~~~~~-----
de la vida del arrendatario. Sin olvidar, datos tan trascendentes como el que a la muerte "La dicción literal de la disposició . . ª 
de su esposa (fecha desde que los codemandados afirman se regu lariza la sedicente der que se están refiriendo a sitauciones den· t~~ 1nsi_t?na 3 ~AU no permite enten­
relación marital) D. Gregario tenía 87 años de edad o que la codemandada incluso de la entrada en vigor de la Ley sino a 

1 
!u .' ac~on ya existentes en el momento 

en el año 1991 sigue teniendo su domicilio en la calle ... (certificación del Padrón) o del 1 de enero de 1995, no ' d' as Jubilaciones que se produzcan a partir 
que ni la más mínima indicación se recoja respecto a la existencia de actividades en vigente desde el año 1951 

proce iendo resolver el contrato de local de negocio, 

común normales como proyección de las relaciones que se invocan (verbigarcia, rea·f-~;6:°:siEÑffi;:;;~~;:-;7;;~7.:::":°-::::-:".-----------
lidad de cuentas bancarias y manejo de las mismas, compra conjunta de bienes, etc.), 126 S 
lo cierto es que la confesión judicial de Dª Elvira, es definitiva y sumamente clarifica· .- ENTENCI~ DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE LA CORU-
dora, respecto al carácter de la convivencia: afirma que viene trabajando como em· NA de 23 de octubre de 1996 
pleada del hogar de D. Gregario y su esposa desde el año 1981 (contradiciendo in· 
cluso lo afirmado en el hecho sexto de su escrito de contestación a la demanda, en IRRETROACTIVIDAD DE LA NU 
que dice no desempeñaba dicha actividad en la vivienda) (posición 1ª); que desde que J>E JUBILACIÓN PRODUCIDOS A EVA NORMATIVA A SUPUESTOS 
comenzó a trabajar en dicho año, pernoctaba en ocasiones en el mismo (posición 3ª); L AMPARO DE LA LEY ANTERIOR 
que hasta el fa llecimiento de D. Gregario, le cuido en su enfermedad y por ser nece· 
sario pernoctaba casi todas las noches en el domicilio (posición 4ª) y, finalmente, que p Fdto.Jdco,- Segundo.- (. . .)Así las cosas no cabe dud 

1 
hasta el fallecimiento de D. ~regorio estuvo aseg~rada como empleada de hogar en d:s:nªd~eu ¡ubilacion, segu ía ex~l~tando, como titular del mis~~ gu~: que.el actor, 
el dom1c1l10 de aquel (pos1c1on 7ª). Y a ello debe anad1rse que la codemandada f1gur• p nte, el negocio de relo¡ena-joyería, sito en el local a d ~ medio de un 
de alta desde el 1 diciembre 1994 en el Régimen Especial de Empleadas de Hoga1 Tercero_ E . . rren ª 0· 
como trabajadora discontinua y que el propio codemandado, en su confesión judi dores autónom~s s necesario igu~l~ente s~ñalar que el régimen especial de trabaja­
cial, reconoce que Dª. Elvira vivía en casa de su padre hasta su fallecimiento, comr de un negocio y per~i~e compa_tibilizar la .situación de pensionista con la titularidad 
empleada de hogar, atendiendo las labores de limpieza, cocina, etc, así como las qur sentido el art. 93 _~0~~ 31e~empeno de funciones inherentes a tal actividad, y en este 
ocasionaba la enfermedad del arrendatario. No se han acreditado, en suma, las con ve¡ez será compatibl 

1 
e JUiio de 1.976 establece que "el disfrute de la pensión d 

dicio.nes que_ permitan concluir nos hallamos ante un supuesto de -~onvivencia mori !e y con el desempeñ: ~oenl: 7an~enim 1.ento de la titu!arida.d del negocio de que se tra~ 
uxono o union de hecho, sobre que fundar el derecho de subrogac1on regulado en e ¡ub1lación, en tal régimen ·u~í u_noones inherentes a d1Cha titularidad"; así como que la 
art. 58, 1 LAU aplicable. extrañar, entonces, que ta/ re dico, .~e conf1gu~a con el carácter de voluntaria. No es de 

recho civil, y así bajo el ama ~ulaoon normat1~a tuviese su reflejo en el ámbito del de-
--------------------------ntario campo de doct . p ro ?e la normativa precedente existía un sólido y mayo-

12 4. - SENTENCIA DE LA AU D 1 EN CIA PROVINCIAL DE ÁLAVA di causa_ de extinción d;'~ª r~~ec~;~'.ª r~utando que_ I ~ ju~ilación del arrendatario no era 
30 de abril de 1996 . cambio de titularidad efectivo d 1 ¡un ica arrendat1c1a; un1camente siu se producía un 

en causa resolutoria en concepte ~egooo a favor de un hijo u otra persona, se incurría 
o e traspaso, subarriendo o cesión inconsenfd ( ) 

FALLECIMIENTO DELARRENDATARIOJUBILADOANTES Dlto d Portodolocual,podemosconcluiresteapart d 
1 

.d 
1 

a .... 
NOTIFICAR LA SUBROGACIÓN e e arrendamiento se encontraba vigent t t o en e sent1 o de que el contra-

-------------------------- netrada en vigor de la LAU d 199 e en re as partes l1t1gantes a la fecha de 
arrendatario veinte años ant e 4, el 1 de enero de 1995, pese a la jubilación del 

Fdto.Jdco. Segundo.- ( ... ) En cua lqu ier caso, aún admitiendo a efectl es. 
pu ramente dialécticos la eventual retroactividad de la norma estudiada, es der Cuarto.- Expuestas así 1 
que la situación de jubilado del arrendatario en la fecha 1 enero 1995 supon~~d~ en vigor de esta última dis as co~as, nos q~eda po~ resolver la cuestión de si la en­
la extinción de contrato, surgiría no obstante una cuestión transcendente cual '. 3 se produjo, como ha declaPº~ 'CJ1on norma~iva, Y_ mas concretamente por mor de su 
determinar el plazo hábi l para ejercer el derecho de subrogación que la prorºntrato arrendaticio que vincui:ª 

1
° ~- ~entenCJa de instancia, la extinción ope legis del 

norma reconoce. Ninguna previsión existe en dicha norma, por lo que razona~1es uleve de forma negativa, procl ª os ~t'1ªn~es en este p:oceso, cuestión que el Tribunal 
mente, ante la evidente ident idad de razón, deberá aplicarse de forma analóg1r aman ° a vigenrn del vinculo contractual arrendaticio. 

ECONOMlS T & ) U R 1 

( .. . )De haber siodo ésta la voluntad d 11 · 1 d 
mo- así lo habría manifestado de form e eg1s a or -retroactividad de grado máxi-
dica, que no puede extrapolarse a do a ~~presa, regulan_do tal concreta situación jurí­
jubilados antes y después de la nue s ' erentes s1tuac1ones jurídicas: arrendatarios 

va normativa. 

127.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE ÁVILA de 
6 de mayo de 1996 

IRRETROACTIVIDAD DE LA DT 3ª· 
JUBILACIONES PRODUCIDAS A coru ~~ri~~i11~:tAL~! 

ENTRADA EN VIGOR DE LA NUEVA LAU 

Fdto.Jdco. Segundo.- Se ejercita en est .. 
arrendaticia urbana, con fundamento ·uríd' 1 os autos una acc~on resolutoria 
la nueva Ley de Arrendamientos Urba¡n '~ºe~ o dispuesto en la d1sp. ~rans. 3ª de 
jubilación del arrendatario demandad o~~ ey 1911_994), basada en la situación de 
oportuna certificación de la Dirección ~~o .. n_g~ d L~1s, lo que se prueba mediante la 
11 de los autos principales) situación v~nc1a d e INSS de Avila (folio 48 del tomo 
entonces, la oportuna pen;ión de jub ·fu~. a~a e -~ctubre 1 ~89 percibiendo, desde 
la acción descrita en las causas 2ª 5'·ª~1~n . amb1en se esgrime, alternativamente, 
do, cesión o traspaso inconsentid~ s· ~ art. 1d14 LAU de 1964 esto es, subarrien-

, in eman arse en este caso a las supuestas 

ECONOMIST & 



. . .. das Dª María Isabel, Julia y Yolanda. El Juez 
cesionanas del negocio, sus h11as, llamda en esta alzada la parte ciernan-
" a quo" desestima la acción entabla a y recurre 

dante en la instancia. 
. ª 1 eva Ley de Arrendamientos Urbanos (Ley 

Tercero.- La d1sp. trans. 3 de a n.u. ·urídico transitorio de los contratos 
29/1994 de 24 noviembre), al regular el reg1m edn J t d 1 d'1a 9 mayo 1985 como 

. d 1 1 d ocio celebra os an es e 
de arrendamiento e oca e neg , los mismos continuarían rigiéndose 
es el caso enjuiciado en estos autos, declarodque t s Urbanos de 1964 relativas al 

d 1 TR d 1 Ley de Arren am1en o . 
por las normas e · · e a d . con las modificaciones que en dicha 
contrato de arre~damiento de local e negoc10,el caso que ahora nos ocupa, supone 
disposición trans1tona se establecen, que, p~r~ . fuera una persona física se extin­
que en aquellos arrendamiento~ c~yo arren a ano subrogue su cónyuge (o sus hi­
guirán por su jubilación o fallec1~1~to, sa\~ºd~u:ns:l local. La doctrina científica en­
jos) y continúe la m1sm~ act1v1da es.~rro a ólo odría roducirse a favor del cón­
tendió enseguida que d1Cha. subrog~~10; n~:o a f~vor d: descendiente del arrenda-
yuge del arrendatano, fallecido o JU i a o, . . hacer uso de su derecho de 

d d' h ónyuge no qu1s1era 
tario, en el caso . e que ic o e 3 Le de Arrendamientos Urbanos de 1964 
subrogación, considerando vigente .e~:rt~~· la ~sma. Ultimamente, así lo ha declara­
como renunc1.a a un dere~ho perm1t1 ºa· óz Ponente: Paumard Collado), de 12 marzo 
do la sentencia de la Aud1enc1a de :ad J . ~d. os de dicha disposición transitoria res-
1996. Ahora bien, se discuten.los e ectos ¡un '~ n a ·ubilados a la fecha de entra-

ecto de a uellos arrendatanos ue seDe~cone;~~~s y que, como consecuencia de la 
da en vigor de la ley, como .ºc~:re en. . .~gcon fu~damento jurídico en lo dispuesto 
imposibilidad de subrogaoon i~t:r vivo\ , mitía la subrogación "mortis causa") 
en el art 60 L~U de 1964 (que un1cam~~teen~=~do la titularidad arrendaticia, ya que, 
tenían necesanamente .que co~~1nu,ar atibilidad entre jubilación laboral y titula­
hasta el momento, h.a sido pac1f1Ca a comp t en el local arrendado, como habían 
ridad civil del negocio o empre~a ~ue;e;.eg~~a: Provinciales al encarar este proble­
declarado multitud de sentenoas e u ien . . cluso la propia OM 31 julio 1976 
ma, y que el Juez" a quo" re~oge en. su se~~~~,ª~1~ la expresa compatibilidad de la 
establece, a los efectos adm1rnst'.at1dvo~ qb'I .,g (a'rt 93 2) La posición de nuestros 

· 1 1 pension e JU 1 ac1on · • · 
titularidad negocia con ª t dividida pero se encuentran en fa-
Tribunales está siendo, como en .otros. aspee os, '1e la S 25noviembre1995 

vor de la irretroactividad de las.di~p~~ci~~~:~:~~;~;~~en~ia Sr.: Nieto Nafría) que 
dictada por la Aud1ene1a Provin:1a e ucido or la parte demandada contra la sen­
estimando el recurso de apelaoon lded :. guido por jubilación del arrendatano 
tencia de instancia, la re~oca y dec ara ~o exe1~gaba a las contrapartes, absolviendo 
el contrato de arrendamiento de negocio q~ tencia en que tratándose de deter­
en consecuencia al demandado. S~~~:~ae~~e~:n LAU que establece la jubilación del 
minar si el ap. b) de la d1sp. trans. de extinción de los contratos, resulta o 
arrendatario del.local. de negocio cc:o e~~~: legislación anterior, en este sentido se 
no aplicable a s1tuaoones amparf . ª~·t . , no ha tenido lugar con posterioridad a 
ha venido man~ernendo que s1 ta~~ ~ a~1~~4 sino en un tiem o anterior encontrán­
la entrada en v1 or de la v1 ente L t e \aba expresamente dicha situación como 
dose vigente la de 1964 que no. con emp e ne ocio es indudable ue no ue­
causa de extinción del arr:ndam1ent~.de local d or el demandante como fundamento 
de ser aplicable la citada d1sp. tran~ . 3d inv~.cad~ p etroactiva a la misma lo cual -al no 
de su acción ya que ello supondna ~r.e ICaac:~f~acción de lo establecido con carácter 
germitirlo exmesamente I~ ley- s~~o~E~1aE~n materia de retroactividad, la jurisprud~n­
general en el art. 2 3 ce y art. . . do el rincipio de que las disposioo­
cia del Tribunal Supremo ~a venido m~nte~~~ir ni ri~en más actos que aquellos que 
nes legales no ordenan mas que para e po 1 , .. n excepto si la norma posterior 

t . ·dad a su promu gac10 , . 
se produzcan con pos enon .. d d de sus disposiciones. En este mismo sent1-
ordenara ex~resamente '·ª retroact1v1 ªPonente: Sr. Puebla Povedano). con el mismo 
do, la SAP Cordoba 1 d.1c1embre 1995 ( a la LAU de 1994 con relación a situaciones 
argumento ?e negar ef1caoa retroact~: la más reciente, la SAP Zaragoza 30 enero 
surgidas bajo el imperio de '.ª f e~oga rt~ y que existen sentencias contrarias, como la 
1996 (Ponente: Arque Bescos . s oe ª ente· Sra Tena Aragón) y otra de la pro­
SAP Cáceres 4 noviembre 1995 (Sec. J , P?nd la SAP Albacete 12 diciembre 1995 (Po­
pia Sala y Ponente, de 19) en~'.º 1 ;~~:tee~t~~o ecaso analizando un supuesto de perfiles 
nente: Sr. Cano Moreno '.s' . . 1en nera ue esta Sala, por las razones expuestas, 
diferentes a los ahora en1u1oados. De ma . q 3ª de la nueva Ley de Arrendamien-
considera inaplic~bles al e~~~ d~ ~u~o~ la d~~~~~!~~~nos a la primera posición de las Au-

~:~~~:~~t~~~;, 1~r~~~f~r~~~~s lae s:n~~·n:ia de instancia en este particular. 

128 - SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE ÁLAVA de 
· 30 de abril de 1996 

FALLECIMIENTO DEL ARRENDATARIO JU~ILADO ANTES DE 
NOTIFICAR LA SUBROGACION 

d - ( ) En cualquier caso, aún admitiendo a efectos pu-
Fdto.Jdco. Segun o. ... . . estudiada es deor que la 

ramente dial~cti.cos la eventual retr~act1v;d~~c~: I~ :~~~ª1995 supo~ga la extinción 
situación de 1ubila~o del arrendatario e~e:tión transcendente cual es determinar el 
de contrato, surg1na no obstante una c . , ue la ro ia norma reconoce. 
plazo hábil para ejercer el d~recho de subrolgac1C:r~onabl~m~nte ante la evidente 
Ninguna previsión existe en d1Cha norma, por o qu I ' . rt 4 1 éc la regulación 
. . , d b · aplicarse de forma ana ogICa, a · • • · 
identidad de razon, e e:a. bl 1 T R de 1964 normativa aplicable como 
que para el cal s? di e rtfal5le8c1;~e~t~ ;~~ es~~~l:c~ u.n plazo de noventa días para notifi-
regla genera s1 e a . • • · · 

so C 1 V l L 

segundo de la disp. trans. 3ª 3 Ley 29194· 

. trans 3ª Ley 29/94 no reconoce un efecto re-
. Tercero.~ En resumen !ª .d1s~ distin~o ara determinados contratos a los que 

troact1vo de la misma sino un l~eg1~e tivapanterior salvo las excepciones que la 
como regla general. se .les ap ica a n;;l~sª ex ce dones.se concretan, como resulta de 
propia norma trans1tona contempla. 1 en u:a limitación de la prórroga forzosa en 
la propia Expos1oon de Mot~vos de la et sucesivas hasta veinte años desde la vigen­
base a la reduor el plazo m~x1mo della ·tor·1a del régimen aplicable a los cita-

\ L propia natura eza trans1 . cía de la nueva ey. a . . 9 yo 1985 que se encuentre en situa-
dos contratos (local de negocio anten~r a d ~a Ley 29/94 de los que sea arrendata­
ción de prórroga legal a la entra.da en vigor e :sa sola razón que se trate de una re­
rio una persona física) no perm1~e af1r:n~~por ue se refiere. El derecho transitorio 
gulación retroactiva de las relaoones 1un icas a .q gando la aplicación de la normati­
regula la situación jurídica de lalsl relac1one~~o~~~vo expresa referencia de la ley, que 
va anterior y la postenor, pero e o no supo ' 
se aplique retroactivamente la norma 

129 - SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE PALENCIA 
· de 13 de diciembre de 1995 

mientas Urbanos 24-11-94, que establece la jubilación del arrendatario cono causa 
de extinción de los contratos de arrendamiento de local de negocio celebrados con 
anterioridad al día 9 mayo 1985, es aplicable a situaciones amparadas por la legisla­
ción anterior, que permitió simultanear ambas situaciones o estados de jubi lado y ce­
sionario ó por el contrario sólo resulta de aplicación a los casos de jubilación que se 
produzcan a partir de la fecha de entrada en vigor de la L 1-1-95). 

Segundo.- Pues bien y disintiendo del criterio mantenido por el Juzgador" a 
quo" en la sentencia recurrida, esta lima. Audiencia en S 26-9 próximo pasado, dic­
tada en contemplación a un supuesto equivalente al presente, declaró: "que como 
tal jubilación no ha tenido lugar con posterioridad a la entrada en vigor de la vigente 
Ley de Arrendamientos Urbanos sino mucho antes en enero 1980 en cuya fecha se 
encontraba vigente la Ley de 1964 que no contemplaba expresamente dicha situa­
ción como causa de extinción del arrendamiento de local de negocio es indudable 
a.ue no puede ser aglicable la disp. trans. 3ª invocada gor el demandante como fun­
damento de la acción ejecutante ya que ello supondría dar eficacia retroactiva a la 
misma lo cual -al no permitirlo expresamente la Ley- supondría una infracción de lo 
establecido con carácter general en el art. 2.3 CC. 

Tercero.- Por ello y por cuanto el criterio establecido en la expresada sen­
tencia no supone sino el mantenido regularmente por el TS en materia de 
retroactividad, disposiciones legales no ordenan más que para el provenir, ni rigen 
más actos que aquellos que se produzcan con posterioridad a su promulgación, ex­
cepto si la norma posterior ordenara expresamente la retroactividad de sus disposi­
ciones, procede, ratificando dicho pronunciamiento, admitir el recurso interpuesto para, 
revocando la sentencia recurrida, desestimar la pretensión deducida en la demanda 
de extinción de contrato arrendaticio por jubi lación de la demandada, sin hacer ex-

B 

presa condena de las costas causadas en ninguna de ambas instancias, en esta por 
mor de la revocación, en aquella por razón de la novedad de la cuestión debatida. 

131.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE PALENCIA 
de 4 de octubre de 1995 

LA DT3ª NO SE REFIERE A SUPUESTOS NACIDOS BAJO LA 
LEY ANTERIOR 

Fdto.Jdco. Segundo.- Esta Sa la entiende, compartiendo el criterio del 
Juzgador de instancia, que la dicción literal de la ley, en esta disp. trans. 3ª, no 
perm ite entender que se este refiriendo a situaciones de jubilación ya existen­
tes en el momento de la entrada en vigor de la ley, sino a las jubilaciones que 
se produzcan a partir del 1 enero 1995, puesto que respecto a los hechos que 
son los motivos de extinción o de subrogación es decir, la jubilación o el fa lle­
cimiento (del cónyuge supérstite subrogado en el contrato), el momento en el 
que hales hechos se prevé que puedan ocurrir a fin de que se produzca la su­
brogación o la extinción del contrato, es el plazo de 20 años a contar desde la 
aprobación de la ley, expresión que no resulta muy afortunada, pero que es 
aclarada por el último inciso, al indicar que si se produce la subrogación en el 
contrato de un descendiente del arrendatario, en este caso el contrato durará 
por el tiempo sufic iente hasta completar 20 años a contar desde la entrada en 
vigor de la ley, lo cual excluye, y no justifica, una interpretación retroactiva de 
la norma más allá del tenor litera l de la misma. 

LA DT r NO SE REFIERE A SITUACIONESD~EL!u~~'tv~~~ 
NACIDAS ANTES DE LA ENTRADA EN VIGOR 

CONTINUACION DEL ARRENDAMIENTO POR PARTE DEL CÓNYUGE 
SEPARADO A QUIEN SE ATRIBUYE EL USO DEL HOCiAR FAMILIAR 

• La subrogación por atribución del uso de la vivienda al cónyuge 
del arrendatario en casos de separación y divorcio, debe ser noti­
ficada al arrendador en el plazo establecidos en la ley (Reseñas nº 
132 y 133) # 

132.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE TERUEL de 
15 de julio de 1996 

mas allá del tenor literal de la misma. d 1. Fdto.Jdco.Segundo.- La cuestión que se debate en este recurso no 
d r que es la mas acor e con 1 es t' , . , . . . 

La interpretación que se acaba e expone • . ción no si nili . una ~u:.s ion netamente 1und1ca, como mantiene la parte apelante en su escrito de 
y con los principios por los que debe regirse su 1 ~terpre.t~ d 

1
· ~ata m.terpos1c1on del recurso, pues queda claro que, tras la aprobación de la nueva LAU el 

norma gravio comparativo respecto a los supuestos de JUbilacionl el arr~n qu conyuge no arrendatario que quiera permanecer en el uso de la vivienda que le ha sido 
ca un a . .d d 1 trada en vigor de a ey- sino atribuid d d 1 d. 1 . . . se produzcan con poste non a a a en . . . t 1 om . o e acuer o con o 1spuesto en os arts. 90 y 96 CC tiene necesanamente que 
~ 10 que ley se proyecta sobre las relaciones arrendaticias existentes, ª Y fe cto cumpl ir con la notificación al arrendador en los términos descritos en el ap. 2º del art. 
ª nuevaentran en el momento de su entrada en vigor, Y comporta un ods eh~! qu 15 de la ley y el no hacerlo puede llegar determinar la extinción del arrendamiento al 
se encu 1 · · es jurídicas diferentes e a no llegar rf · 1 b .. · · · . 'd' cos distintos para cada una de as s1tua~1on . d 

1 
' t da e . ~ a pe eCC1onarse a su rogac1on prevista" ex lege" en el ap. 1 º de dicho art1-

JeU~I n~ estro caso la jubilación del arrendatano, produc~da ~ntes 0:0ªd:ns~~rog< culo sino que es una cuestión fáctica pues se limita~ determinar si en el present~ caso 
. de la ley no pueda servir como causa de extincion ni tamp . d la le o.uede considerarse que los demandados han cumplido con el arrendador not1f1cando-

v~~or or trat~rse de un hecho que ocurrió antes de la e.ntrada e~ vig~ ; 0 añ! le la nueva situación conyugal y el uso que se le va a dar a la vivienda. 
cio~,ep por lo tanto es un hecho que ya no P~~de ocurrir :n el P1~zoue ees roo . Tercero.- .En del presente caso, la Sala, al igual que lo entendió la Juzgadora 
~ q momento a contar desde la aprobac1on de la ley • por 

1 
~. prrid de instancia, considera que existe prueba suficiente para confirmar que el arrendador 

en un 1 f ación de la reso uc1oíl recu tuvo conocim· t d d 1 1 ., .. d te la desestimación del recurso y a con 1rm ien o, entro e pazo legal, de la subrogaoon arrendat1oa llevada a cabo 
en -por la esposa del arrendatario con motivo le las medidas adoptadas tras su separación 

CIAL DE c?.nyuga l; así hay que deducirlo de una serie de circunstancias concurrentes en la rela-
130 - SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVIN ~'.º~que mantenían arrendador y arrendatario; el propio arrendatario, en confesión ju-

SALAMANCA de 25 de noviembre de 1995 --- icial, confiesa que le comunicó al arrendador el hecho de su separación manifestán-
, ~ole q~e la vivienda se la adjudicaba su esposa, ya que ambos, arrendado~ y arrendata-

CIÓN COMO CAUSA DE EXTINCION NO SE ~lo, vivi.an en el ~ismo edificio, que cuenta con muy pocas viviendas, en las que todos 
LA JUBILA JUBILACIONES OPERADAS CON ANTERIORI· os ~ecinos mant1:nen unas buenas relaciones, y son conocedores de las circunstancias 

APLICA A LAS A EN VIGOR DE LA NUEVA LEY _!ºr as que atraviesan las distintas familias, notificación que, aunque no fuera por es-
DAD A LA ENTRAD .nto, hay que considerar vá lida y eficaz al no exigir el horrad. 15 de la ley una forma 

foterm 1nada · · · • • max1me s1 tenemos en cuenta que la propia esposa del arrendador con-
d Jd Primero . Efectivamente el objeto del litigio Y ahora del recu~ma que todo lo relacionado con el arrendamiento se había tratado siempre verbal-

F to. dclo'.dar s·i el ~p B) 3 de la dis~. trans. 3ª de la vigente Ley de Arren ente; 10 que unido al hecho de que el ahora demandante, en noviembre 1995 cuando 
no es otro que 1 uc1 · 
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válida igualmente la subrogación puesto que en el plazo legal consta 
que el arrendador tuvo conocimiento de tal subrogación (Reseña nº 
132) 

• La subrogación supone una novación subjetiva, pero no el nacimien­
to de un nuevo contrato (Reseña nº 133) 

apenas había transcurrido menos de un mes desde que se dictara sentencia de separa­
ción conyugal, se personara en la vivienda arrendada al objeto de requerir a los inqui­
linos para que aceptaran el aumento de la renta de acuerdo con la nueva ley, mante­
niendo una conversación con la esposa del que figuraba como arrendatario en el con­
trato, que firmó el requerimiento, nos confirma que tuvo conocimiento de la nueva si­
tuación arrendaticia· y si bien es cierto que la notificación por escrito acompañando copia 
de la sentencia de separación se hizo transcurridos dos meses desde la firmeza de la 
misma al contestar oponiéndose al aumento de la renta pretendida por el arrendador 
tal comunicación extemporánea no puede tener la sanción de la resolución contractual 
cuando el arrendador ha tenido conocimiento dentro del glazo legal de la adjudica­
ción del uso de la vivienda a uno de los cónyuges. Por todo lo cual el recurso debe ser 
desestimado y confirmarse la sentencia de instancia. 

133.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE BALEARES 
de 13 de enero de 1997 

NULIDAD, SEPARACIÓN O DIVORCIO COMO NOVACIÓN SUBJETI­
VA QUE NO SUPONE EL NACIMIENTO DE NUEVO CONTRATO 

Segundo.- El artículo 15 LAU de 1994 faculta al cónyuge no arrendatario en 
los casos de nulida matrimonial, separación o divorcio, para poder continuar en el uso 
de la vivienda arrendada cuando le sea atribuida de acuerdo con lo dispuesto en los 
art.90 y 96 CC, comunicando su voluntad de continuar en el mismo al arrendador den­
tro de los dos meses siguientes de la notificación de la resolución judicial correspon­
diente acompañando copia de dicha resolución o de aprte de la misma que afecte al 
uso de la vivienda arrendada, lo que supone una mera posibilidad de novar 
subjetivamente el contrato arrendaticio concertado por el otro cónyuge al que no se 
le atribuye el udo de la vivienda familiar, subrogándose voluntariamente en su posi­
ción con los mismos derechos y obligaciones, novación subjetiva que en modo algu­
no supone el nacimiento de un nuevo contrato sino que el mismo permanece inva­
riable en su total contenido salvo en el aspecto subjetico de la relación jurídica. 
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TÁCITA RECONDUCCIÓN 

• La aplicación del instituTo de la tácita reconducción, en los 
térmninos establecidos en la ley, conlleva la prórroga del contrato 
por un período de tres años. (Reseña nº 135) 

• La aquiescencia del arrendador es siempre necesaria para aplicar 
la tácita reconducción (Reseña nº 136). No obstante, si el arrenda-

134.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE LOGROÑO 
DE 1 O DE ABRIL DE 1996 

TÁCITA RECONDUCCIÓN POR TRES AÑOS 

Segundo.- (. .. )en todo caso ha de concluirse que la sentencia recurrida, 
al entender que el contrato se ha venido prorrogando por tácita reconducción , 
en períodos mensuales, dado que por este plazo se pactó el pago de la renta, 
sienta una premisa en principio correcta que únicamente ha quebrado por la 
aprobación de la Ley 29/1994 de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, 
vigente a partir del 1 de enero de 1995 -Disposición Final 2ª- cuyo derecho tran­
sitorio afecta a la relación jurídico-material sobre la que gira este proceso. 

Tercero.- La sentencia recurrida sin desconocer la aplicación de estas dis­
posiciones transitorias, se limita a señalar que no es aplicable al caso la previ­
sión del párrafo 1.3 de la D.T.1 ª, por cuanto tal precepto ha de entenderse sin 
perjuicio de la facultad de no renovación prevista en el artículo 9 de la LAU. 

(. .. ) En principio, resulta indiscutible que las previsiones de la comentada 
disposición transitoria, en su número 1, van dirigidas a los contratos de arrenda­
miento de vivienda celebrados a partir del 9 de mayo de 1985 y que subsistan a 
la entrada en vigor de la vigente LAU, debiendo regirse los indicados contratos 
por lo dispuesto en el art. 9 del Real Decreto-Ley 2/1985, y por las normas que 
para el contrato de inquilinato preveía el texto Refundido de la LAU, aprobado 
por Decreto 4104/1964 de 24 de diciembre. La relación jurídica discutida en este 
proceso ha de entenderse subsumida en las previsiones de la indicada norma 
inicial (;:iñadiríamos gue no existe pacto expreso gue declare la aplicación del art. 
57 de la LAU) y subsiste a la entrada en vigor del nuevo texto legal. singue la Ley 
distinga -ni nosotros debamos hacerlo- si esta subsistencia se debe a la no expira­
ción de un término contractual. o bien a una prórrga por tácita reconducción posi­
bilidad gue contemplaba el art. 9 del RD-Ley 2/1985. 

La repetida DT también establece gue la tácita reconducción prevista en el art. 
1566 CC lo sea en los contratos indicados por un período de tres años. En este caso 
si el contrato se venía prorrogando por meses resulta evidente que se haproducido 
la continuación del contrato por tácita reconducción tal como venía efectuándose an­
teriormente y sin que conste declaración en contrario o cambio de actitud en el arren­
dador, quien ha vendio consintiendo esta situación desde 1988 hasta que el 15 de 
mayo de 1995 se presenta papeleta de conciliación, notificando la resolución del con­
trato al inquilino. 

135.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE SEGOVIA 
de 16 de mayo de 1996 

TÁCITA RECONDUCCIÓN POR TRES AÑOS 

Cuarto.- La continuidad del contrato en virtud de la comentada institu­
ción, una vez que ya se encuentra vigente la nueva LAU lleva aparejada la reno­
vación el contrato por un periodo de tres años, conforme establece la DT 1 ª.1.3 ., 
así como el sometimiento delcontrato renovado a las disposiciones de la Ley vi­
gente, en materia de arrendamientos de vivienda. 

Volviendo a las particularidades del caso de autos, la sentencia se apoya 
en la facultad de no renovación preista en la Ley29/94 -art. 9- para entender 
inaplicable la continuidad del contrato por el término expresado. A falta de ma­
yores precisiones se desconoce en qué manera ha podido afectar a la continui­
dad contractual la norma indicada, ya que el artículo mencionado la única facul-
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dor aceptó tácitamente que el arrendatario permaneciera en el goce 
de la vivienda arrendada, debe entenderse que existió dicha aquies­
cencia (Reseña nº 137) 

• Producida la tácita reconducción, el contrato se regirá por la nue­
va normativa arrendaticia (Reseña nº 135) 

tad de no renovación que contempla es la que concede al arrendatario respecto 
del derecho de prórroga, sin que merezca el mismo calificativo la posibilidad para 
el arrendador de denegar la prórroga obligatoria, en la forma y con los requisi­
tos previstos en el número3 del discutido artículo 9 de la LAU. 

136.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE LA CORU­
ÑA de 18 de diciembre de 1995 

NECESARIA AQUIESCENCIA DEL ARRENDADOR 

Quinto.- Con independencia de que se acepte o no que la aplicación de tal 
institución (tácita reconducción) supone un nuevo contrato, lo que es imprescin di· 
ble es que concurra la aquiescencia del arrendador, ya que así lo exige el tenor li­
teral del art. 1566 CC y, como indica la sentencia recurrida, para que haya aquies­
cencia tiene que haber conocimiento , y no está acreditado que el arrendador co­
nociese la extinción del contrato por jubilación del arrendatario con la suficiente 
antelación al día en que presentó la papeleta de acto de conciliación en la que le 
requería para la entrega del local. Si la tácita reconducción hubieses operado ten· 
dríamos que estar necesariamente en presencia de un nuevo contrato pues el an­
terior no podría prorrogarse al darse la incompatibi lidad de situaciones ya referi· 
da, por lo que la necesidad de la aquiescencia sería mucho más exigible ante un 
cambio de tal entidad. En todo caso, el modo de proceder de los demandados cla· 
ramente indica que no sostienen que exista un nuevo contrato una cesión del mis· 
moa la hija por parte del padre, ya que en la carta emitida por vía notarial expre· 
samente se dice que la subrogación se realiza como consecuencia de la jubilación 
de don A.S:G: y de su esposa, y se añade que es de aplicación un aumento de la 
renta de un 15%, porcentaje distinto de los que se señala el articulo 32 de la LAU 
de 1994, precepto éste en el que tendría que fundarse la cesión realizada. 

137.- SENTENCIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE VALENCI 
de 1 de diciembre de 1995 

TÁCITA AQUIESCENCIA DEL ARRENDADOR A LA TÁCITA 
RECONDUCCIÓN 

Primero.- (. .. ) A tal efecto, la parte recurrente ha repetido durante el pr 
cedimiento que hubo requerimientos previos a la expiración del plazo contactua 
tanto verbales como por carta, a fin de que se tuvieran por extinguido el contr 
to en la fecha fijada y se procediera, en su caso, a la firma de un nuevo contra! 
pero no aceditado tal alegato, ya que las copias por carta acompañadas co 
documentos númeors 3 y 4 (folios 23 y 24), no reconocidas por la contraparrt 
no demuestran por sí solas que fueran realmente enviadas en al fechas que in 
can, al tratarse de documentos unilaterales en los que no hay constancia algu 
de que efectivamente fueran remit idas, claro es que la presente ha de s 
confirmatoriade la recaída en la instanci a, ya que la propiedad prestó su aqui 
cencia a que la arrendatar ia continuara en el goce de la vivienda más de quin 
días después de expirado el plazo contractual, como lo prueba el hecho de q 
percibiera, sin manifestación alguna en contrario, las rentas de los meses de 1 
brero, marzo, y abril las cuales devolvió en sendas transferencias de 7 y 15 de a 
de 1993, producida ya la tácita reconducción. 
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tica, se da una gran importancia al análisis de las operaciones, las alternativas y la planificación fiscal, en relació 
con las distintas figuras imposit ivas, tanto desde el punto de vista de la instrumentación juríd ica como de su tr¡ 
tamiento tributario. El conocimiento del procedimiento, las técnicas de relación, la redacción en escritos y recu1 
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Cirugía estética· • • 
¿ t~e'?e responsabilidad el 
medico? 

Ricardo García Vallés* 

SUMAR IO: 
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111. ~~=~lí~s~~~Z:/c!lementos delimitadores de la responsabilidad en 

l . In troducción sultado negativo, conectable a 

El Tribunal Supremo distingue en­
tre l~s prestaciones de resultado y de 
~ed10~ ~mera actividad, entre la ciru­
g1a esteuca y la asistencial o curativa. 

. Con respecto a la cirugía asistencial 
(dice la S.A.P. de Barcelona de 25 Noviem­
b:~-95, Sección 14-R.J.C.-) la obliga­
oon del médico no es la de obtener la 
recuperación y la salud del enfermo 
como resultado forzoso y obligado de 

. I' una 
map icación de medios que integran y 
se corresponden dentro de la c· . 
médica. iencia 

La doctrina constante del Tribunal 
Supremo a la hora de calificar el contra­
to que une al paciente con el médico lo 
ha c~n.siderado como arrendamiento de 

su_s servic~os . sino que se trata según 
reiterada JUnsprudencia (1) d . . , e una 
obl~gac10n de prestación de medios, es 
de~u, de prestar al paciente todos los 
cu~dados, atenciones y técnica que re­
qmere su concreta patología, aplicando, 
cumpliendo y respetando las indicacio­
nes y pautas requeridas según el esta­
do actual de la ciencia, quedando des­
cartada en la valoración de la conducta 
de estos profesionales cualquier clase 
de responsabilidad objetiva, quedando 
en .co~secuencia quien se considere 
perjudicado, obligado a la aportación y 
prueba tanto de la relación y nexo cau­
s~l ~orno de la infracción de la norma 
tecmca, de tal modo que como conse­
cu~n~ia y dentro de la prestación de la 
act1v1dad, se ha producido un vacío en 
la «lex artis », sobre el que fundamen ­
tarse el reproche culpabilístico, base de 
la pretensión reparadora; no se trata de 
una ~esponsabilidad por fracaso sino 
por mcompetencia o por desconoci­
miento técnico contrario o inadmisible 
dentro de la propia profesión derivada 
de la titularidad académica o facultati ­
va, suficiente a tipificar un desvalor d 
la acción, como causa eficiente del re~ 

serv1c10s y no un arrendamiento de 
obra, no olvidando nunca que el hom­
br~ ~s de naturaleza mortal y la ciencia 
~ed1~a. no es infalible, y notoriamente 
msufic1ente, lo que implica que no se 
pueden curar todas las enfermedades. 

~o puede olvidarse tampoco que el 
~ac1e~te puede tener una reacción insó­
lita, distinta de una persona a otra 

l , . y a 
veces. e medico no podrá controlar las 
~eacc10nes del organismo sujeto a la 
i~terve~ción y pueden surgir complica­
ci~n~s imprevisibles, en cuyo caso el 
medico carece de responsabilidad. 

SINTETIZANDO: mientras el médi­
co pueda demostrar que obró correcta­
mente conforme a la técnica médica ac­
tual ( «lex artis ad hoc») e informó ade­
cuadamente al paciente, queda al mar­
gen de toda responsabilidad, aunque el 
resultado sea malo para el paciente. Por 
contra la cirugía estética, el Tribunal 
S~pre~o considera responsable al mé­
dico, s1 el resultado no es el previsto. 

, . La responsabilidad civil que el 
rr_iedICo puede contraer en las interven­
ciones quirúrgicas con fines estéticos es 
una cuestión relativamente nueva, en 
plena evolución y que, con el tiemp 
d , l O, 

ara. ugar a un cuerpo de doctrina, que 
el Tribunal Supremo irá desarrollando 
a me?ida que se planteen problemas de 
esta mdole. 
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Jurisprudencia 
del TS sobre 
responsabilidad 
médica 

STS de 26 mayo de 1986 
3º. ( ... ) de los hechos acreditados no deriva la ne­
gligencia grave ocasionante de la muerte, pues­
to que dado el estado del enfermo eran posibles 
«toda clase de complicaciones», y el demanda­
do recurrido desplegó su actividad profesional 
poniendo todos los medios de que disponía para 
alcanzar la curación, y cuando se percató de la in­
suficiencia de aquellos medios solicitó el trasla­
do del paciente a centro médico con mejores 
medios disponibles. Todo ello de acuerdo con la 
naturaleza jurídica de la obligación contractual 
del médico, que no es la de obtener en todo caso 
la recuperación de la salud del enfermo (obliga­
ción de resultado), sino una «obligación de me­
dios», es decir, se obliga a no curar al enfermo, 
sino a suministrarle los cuidados que requiera se­
gún el estado actual de la ciencia médica. 

STS de 13 julio de 1987 
3º. ( ... ) En definitiva, las desafortunadas conse­
cuencias de la operación sufrida por el hijo del re­
currente han de estimarse fuera de toda previ­
sión, imprevistas desde un principio, y como se ha 
demostrado por los cuidados posteriores, no evi­
tables en el estado actual de la ciencia médica, 
por lo que al aplicar el Tribunal «a quo» el artí­
culo 1105 del Código Civil para exonerar de res­
ponsabilidad a los demandados no ha cometido 
infracción legal ninguna. 
4º. ( ... ) en la conducta de profesionales sanitarios 
queda, en general, descartada en su actuación 
personal toda idea de responsabilidad más o me­
nos objetiva para situarnos en el concepto clási­
co de la culpa en sentido subjetivo, como omisión 
de la diligencia exigible en cada caso, sin que se 
les pueda atribuir cualquier consecuencia, por no­
civa que sea, que caiga fuera de su campo de im­
putación, máxime cuando en los tratamientos u 
operaciones quirúrgicas aunque se persigue el re­
sultado de la curación del paciente, el médico no 
se obl iga a obtener en todo caso esa curación sino 
a poner en su actuación toda la atención y diligen­
cia que deriva de su específica preparación cientí­
fica y práctica. Por todo ello, decae también este 
segundo motivo y con el mismo todo el recurso. 

STS de 12 febrero de 1988 
2º En efecto, seguida en nuestro sistema 
casacional la tesis de la responsabilidad médica 
enmarcada en el concepto clásico de la culpa en 
sentido subjetivo, como omisión de la diligencia 
exigible en cada caso -cfr. por más reciente, la Sen­
tencia de 13 de julio de 1987 (R. 5488)-, es visto 
que al no haberse apreciado la menor culpa en los 
demandados y la total desconexión con el resul­
tado final, la absolución de los mismos devenía in­
declinable e insoslayable. 

STS de 12 julio de 1988 
( ... )Cierto que, con la seguridad requerida, según 
los antecedentes jurisprudencia les, no es pruden­
te establecer la relación entre la actuación per­
sonal de alguno o algunos de los médicos, entre 
ellos los dos demandados, Jefes de los Servicios 
de Cirugía y de Medicina Intensiva ( ... ) y el cla­
moroso resultado que, en sí mismo, constituye la 

11. Jurisprudencia menor en 
la materia 

Las Audiencias Provinciales han 
entrado en el tema de la cirugía estéti­
ca con más ímpetu y comprensión, den­
tro de los límites de su competencia y 
creando lo que llamamos pequeña ju­
risprudencia que, por el momento, está 
lejos del criterio que mantengo en este 
modesto trabajo y que puede resumirse 
afirmando que entre intervenciones 
asistenciales o curativas e intervencio­
nes de cirugía estética no debe existir 
diferencia alguna. Las Sentencias de 
estas Audiencias, que se apoyan en 
Sentencias del Tribunal Supremo 
sobre medicina asistencial o curati­
va, rechazan esta equiparación que 
mantengo entre las dos cirugías, aun­
que poco a poco parece que se va avan­
zando en el camino que, en un futuro, 
quizás no existirá diferencia entre los 
dos tipos de cirugía, pero estamos lejos 
de ello. Hoy todavía no pierden de vis­
ta las Sentencias el mal resultado de la 
operación quirúrgica con matices un 
tanto menos rigurosos y concluyen de­
clarando responsable al médico y fijan­
do indemnizaciones que oscilan entre 
las 700.000 ptas. y los 10.000.000 ptas. 

A modo de ejemplo, el examen de 
las Sentencias que cito (2) entre otras, 
contemplan los artículos 1101, 1103, 
1104, 1107, 1544, 1214, 1253, 1902 y 
concordantes del Código Civil y seña­
lan (Audiencia de Granada) que la res­
ponsabilidad civil que el médico pue­
de contraer en la aplicación de las téc­
nicas de la cirugía con fines estéticos. 
por falta de consecución de los mismos, 
constituye una cuestión relativamente 
novedosa que plantea retos a los funda­
mentos clásicos de la culpa contractual, 
pues, si es cierto que mediando en ta­
les casos un concreto resultado (arren­
damiento de obra), bastaría la no ob­
tención del mismo para, en aplicación 
de los postulados que rigen dicha espe­
cie de culpa ( art. 1101 en relación con 
el art. 1544 ambos del Código Civil), 
reconocer aquella responsabilidad, no 
lo es menor que el rigor que de este ré­
gimen resulta debe ceder en los casos 
en los que por haber de ejercitar la obra 
sobre objeto no innerte, como es el 
cuerpo humano( ... ) el resultado busca­
do sólo puede anticiparse en términos 
de probabilidad. Añade: La concurren­
cia o no de la responsabilidad civil ven­
drá dada por el análisis de la conve­
niencia de la operación quirúrgica en 
cada caso acometida, atendidas las con­
diciones del paciente y la razonabilidad 
del fin propuesto y por la valoración de 
la idoneidad de las técnicas aplicadas. 
Concluye afirmando el perjuicio sufri­
do a raiz de la insatisfactoria interven-

ción quirúrgica. (Tener en cuenta S.T.S. 
23-3-84, 13-7-87 y 12-2-88). 

La Sentencia de la Audiencia Pro­
vincial de Bilbao del 7 de marzo señala 
que los parámetros de la responsabili­
dad civil de los profesionales de la me­
dicina (cirugía estética) se encuentran 
en una fase verdaderamente dinámica, 
a la busca de respuestas jurídicas más 
adecuadas, pero concluye también afir­
mando que existe una lesión produci­
da por la intervención quirúrgica. (Ver 
S.T.S. 20-3-84, 26-5-86 y 12-2-90). 

La Audiencia Provincial de Castellón 
en Sentencia del 2 9 de septiembre de 
1991 se refiere a que la finalidad perse­
guida no se ha cumplido en la interven­
ción quirúrgica de tipo estético y el re­
sultado de la operación no fue satisfac­
torio. (Interesantes las S.T.S. 17-6-89, 
7-2-90 y 8-5-91). 

La Sentencia de la Audiencia Pro­
vincial de Barcelona insiste en que el ci­
rujano que realiza una intervención con 
finalidad puramente estética adquiere 
un comprorniso mayor que en una in­
tervención normal y curativa y es ple­
namente responsable, si el resultado no 
es positivo y además se causa un perjui­
cio. (Examinar S.T.S. 28-5-85, 13-6-87, 
12-7-88 y 29-6-90). 

La Sentencia de la Audiencia Provin­
cial de Madrid del 24 de septiembre de 
1994 se apoya en que el resultado de la 
operación no ha sido bueno y la persona 
operada sufre un perjuicio. (Tener en cuen­
ta S.T.S. 30-5-85, 7-10-88 y 24-10-90). 

La Sentencia de la Audiencia Pro­
vincial de Barcelona de 25 de Noviem­
bre de 95 afirma que la cirugía estética 
se caracteriza porque la finalidad tera­
péutica del acto no va encaminada a la 
superación de una enfermedad o dolen­
cia, sino que por razones de embelleci­
miento personal la persona se convier­
te voluntariamente en paciente, some­
tiéndose a una intervención quirúrgica a 
los fines de eliminar según su propia sen­
sibilidad y autocrítica un defecto físico, 
que afecta a parámetros de estética bien 
normal o intentando superar lo corriente 
para alcanzar el valor de lo bello, un con­
cepto estético que aparte de matices sub­
jetivos o de propio gusto, puede ser más 
o menos definido o esterioripado social­
mente dentro de la abstracción de que 
está de modo o se lleva. 

Y sin desconocer que la normalidad 
estética, es a su vez fuente y principio 
de salud en cuanto el sujeto se encuen­
tre en armonía con el resto, consiguien­
do desde tal perspectiva un equilibrio 
existencial y convivencial. lo que dilu­
ye una devaluación por frivolidad o 
capricho, lo cierto es que por el facul­
tativo que asume el proyecto estético 
del paciente y presta su arte para reali­
zarlo, responde no de medios emplea-
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dos sino del propio resultado que in­
.cluso puede ser previamente diseñado 

mediante sugestivos dibujos o gráficos 
de explicación, definición y esperanza. 

111. Conclusiones: Elementos 
delimitadores en la 
responsabilidad en cirugía 
estética 

El cirujano estético entra dentro de 
un cierto contrato de obra, «loca ti o 
operis» que le hace plenamente respon­
sable del resultado; ello no significa ni 
comporta una relación automática de 
responsabilidad por desviación entre 
esperanza o proyecto y realidad ya que 
el derecho no puede ser un sistema 
apriorístico de definición de responsa­
bilidades, sino que debe analizar el 
contexto concurrente, pero sí que actua 
y comporta en el sentido de obligar al 
artista (en este caso el médico) a expli­
car. razonar. justificar y probar el por 
qué se ha producido un resultado total­
mente ajeno a la expectativa presenta­
da u ofrecida. 

No puede concebirse dentro de la 
ciencia médica un mecanismo casual 
que desconozca la realidad viva y pro­
pia de cada persona y organismo, fren­
te a una cierta intervención, al poderse 
presentar reacciones insólitas, inespe­
radas y totalmente imprevisibles, pero 
sí que es de afirmar que, superando 
aque l símil algo estridente de contrato 
de obra que suele iI),cidir sobre materia 
inerte y no sobre un cuerpo, la cirugía 
satisfactiva requiere una exhaustiva 
información de riesgos, de posibles fra­
casos y una cautela o prudencia no exa­
gerando ni prometiendo expectativas 
estéticas que fácilmente pueden impul -
sar o motivar la voluntad del cliente más 
que paciente en esta clase de cirugía. 

Termina la Sentencia de esta Au­
diencia, en la parte de exposición cien­
tífica, afirmando que lo expuesto con­
duce a la lógica conclusión, que debe 
medirse la eventual frustración del fin 
perseguido y lógicamente ofrecido bajo 
otro prisma o parámetros de responsa­
bilid ad que los insertos en la cirugía 
asistencial o curativa: en ésta se persi­
gue una pura y en ocasiones urgente 
finalidad curativa, en la estética la su­
peración de una malformación (objeti­
va o subjetivamente valorada), para 
entrar en modelos apriorísticos que han 
actuado como impulso de ilusión para 
el cliente con la finalidad de conseguir 
aquella estética proyectada y cuya con­
secución realiza en definitiva la volun­
tad determinante de la prestación de su 
consen t imi en to. 

La Sentencia de la Audiencia Pro­
vincial que comento supone un avance 
con respecto a las tesis sostenidas por 

el Tribunal Supremo. Deja claro que el 
médico especialista en cirugía estética 
debe informar a la persona que se so­
mete a la intervención detenidamente, 
exhaustivamente dice la Sentencia, de 
todas las posibilidades positivas y ne­
gativas que puedan presentarse a la luz 
de la ciencia actual, obrar correctamente 
conforme a la técnica existente y nunca 
prometer la seguridad de un resultado 
y menos que la modificación anatómi­
ca perdure toda la vida del paciente, 
añado yo. El médico debe cerciorarse 
(en mi opinión si es necesario con otros 
profesionales científicos distintos para 
dejar clara la voluntariedad del pacien­
te), en caso de duda, de la capacidad del 

paciente en el sentido de que entiende 
sin dudar las explicaciones del ciruja­
no y, en determinados casos, debe tener 
en cuenta el especialista de esta cirugía, 
la petición, absurda, ilógica y peligro­
sa para negarse a la intervención. 

Discrepo frontalmente en el punto 
básico de considerar más cliente que 
paciente al que se somete a una inter­
vención de cirugía estética. A finales 
del s. XX y próximos al tercer milenio, 
entiendo que no puede mantenerse una 
tesis que no vacilo en calificar de 
retrógada y desfasada. Quien acepta 
una operación de este tipo es un pacien­
te al igual que en una operación de otra 
índole. Sostener como principio inmu­
table que para vivir el ser humano no 
precisa intervención alguna de tipo esté­
tico no puede sostenerse en nuestros días. 

Hoy en día se registra una revolu­
ción del consumidor en atenciones mé­
dicas. para emplear el lenguaje de los 
economistas, como hubo en el pasado 
una revolución industrial. Y esta revo­
lución presente impone a los médicos 
unas actitudes nuevas en su ejercicio 
profesional y en relación con el paciente 
y les propone el obietivo de informar, 
que se convierte en fundamental y 
esencial en la especialidad de cirugía 
estética. Para que el hombre o mujer 
puedan beneficiarse de este progreso es 
preciso que posean un mínimo de infor­
mación, que en el caso de una interven­
ción de cirugía estética debe ser com­
pleta, que le permita juzgar y optar. No 
es indispensable conocer las leyes de la 
energía para beneficiarse de la aplica­
ción de la electricidad, como tampoco 
hace falta que una mujer sepa que son 
los rayos ultraviqleta cuando se broncea 
al sol, pero algunas cosas sí deben sa­
berse acerca de la electricidad: por 
ejemplo que puede matar cuando se 
telefonea en medio de una tempestad o 
se afeita uno en el baño y lo mismo cabe 
decir del sol, que puede contribuir gra­
vemente al envejecimiento de la piel. A 
partir de aquí comienza la libertad de 
elección, que es la libertad sin más. 

prueba de la culpa o negligencia de que depen­
de; máxime se rompe la causalidad habiendo ter­
ciado otro establecimiento sanitario, el Hospital 
General de Asturias.(. .. ) Debe por ello descartarse 
la condena de los dos médicos demandados 
« iure propio», puesto que no le es personalmente 
achacable una conducta determinante. 

STS de 17 junio de 1989 
5º ( .. . )si, repetimos, sobre dichas bases aplica la 
Sala de instancia la doctrina sobre la inversión de 
la carga de la prueba en supuestos de culpa 
extracontractual -SS. de 24 de enero de 1986 (R. 
329), 17 de marzo de 1986 (R. 1474) y 2 de abril 
de 1986 (R. 1788), citadas todas en la de 20 de 
marzo de 1987 (R. 1712)-, que no se basa en una 
presunción de culpabilidad, sino en el supuesto 
de que una persona maneja dispositivos (en el 
caso que nos ocupa, fármacos) objetivamente pe­
ligrosos para los demás, produciéndose un resul­
tado dañoso en los perceptores, es a quienes los 
manejan a los que corresponde probar la diligen­
cia en su uso, pues no resultaría lógico exigir a 
los perjudicados que acreditasen, salvo la reali­
dad del daño, circunstancias y causas que les son 
ajenas, al alcance, en cambio, del médico­
anestesista que, por cuanto antecede, no ha pro­
bado el agotamiento en su diligencia, en supues­
to en el que la naturaleza de los hechos requiere 
que las normas sobre la distribución de la carga 
de la prueba se interpreten con cierta flexibilidad. 
( ... ) cumpliéndose, en consecuencia, todos los re­
quisitos exigidos jurisprudencialmente para apre­
ciar la concurrencia de culpa extracontractual y 
exacción de responsabilidad que comporta( ... ) sin 
contradecir la doctrina de esta Sala sobre que en 
los tratamientos u operaciones quirúrgicas, aun­
que se persigue el resultado de la curación del pa­
ciente, el médico no se obliga a obtener en todo 
caso esa curación, sino a poner en su actuar toda 
la atención y diligencia que deriva de su específi­
ca preparación científica y práctica (responsabili­
dad de medios), que no ha probado, a pesar de en­
contrarse los medios para acreditarlo a su único 
alcance, es claro que no se viola el art. 1902 en la 
sentencia impugnada. 

STS de 12 febrero de 1990 
4º (. .. ) al concurrir en el supuesto que nos ocu­
pa, y así sentarlo la resolución recurrida, los tres 

,requ isitos exigidos para la prosperidad de la ac-
ción por responsabilidad extracontractual, asa­
ber, producción de un daño, negligencia en la 
conducta de quien lo causó y relación de 
causalidad entre la conducta del agente y el daño 
causado, obvio es que resulta correcta la aplica­
ción del mecanismo reparador que representa el 
aludido precepto. 
(. .. ) dada la naturaleza jurídica de la relación 
contractual del médico, que no es la de obtener 
en todo caso la recuperación de la salud del en­
fermo (obligación de resultado), sino una obl i­
gación de medios, es decir, no se obliga a curar 
al enfermo sino a suministrarle los cuidados que 
requiere, según el estado actual de la ciencia 
médica, por lo que su responsabilidad ha deba­
sarse en una culpa incontestable, es decir, pa­
tente, no puede por menos de concluirse que tal 
carácter debe atribuirse a la conducta quirúrgi­
ca del recurrente quien , al practicar una inter­
vención en que no tenía por qué resultar afec­
tado el nervio facial, actuó de tal modo que el 
mismo quedó afectado, produciéndose un edema 
que no cabe imputar a circunstancia alguna dis­
tinta, lo que implica la negligencia que la resolu­
ción recurrida le imputa. 
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STS de 29 junio de 1990 
4°( ... ) hay que reconocer, como se expresa en la 
reciente Sentencia de 7 de febrero de 1990 (R. 
668), que «la actuación de los médicos debe re­
girse por la denominada « lex artis ad hoo>, es 
decir, en consideración al caso concreto en que se 
produce la actuación e intervención médica y las 
circunstancias en que las mismas se desarrollen y 
tengan lugar, así como las incidencias inesperables 
en el normal actuar profesional». Pues bien, la sim­
ple consideración de los meritados presupuestos, 
excluye, de por sí, cualquier infracción, por omisión 
de aplicación, del artículo 1105 del Código, al no 
ser posible estimar producidas las lesiones por un 
suceso imprevisible o inev itable, cuyo origen 
culposo no quedaría neutral izado por la circuns­
tancia de que el agente tuviese preparados los ele­
mentos necesarios para combatir una eventualidad. 

STS de 11 marzo de 1991 
1 º( ... )Que se entiende por «lex artis ad hoc» como 
aquel criterio valorativo de la corrección del con­
creto acto médico ejecutado por el profesional de 
la medicina -ciencia o arte médica- que tiene en 
cuenta las especiales características de su autor, 
de la profesión, de la comp lej idad y trascenden­
cia vita l del paciente y, en su caso, de la influen­
cia en otros factores endógenos -estado e inter­
vención de l enfermo, de sus familiares, o de la mis­
ma organización sanitaria-, para cal ificar dicho acto 
de conforme o no con la técn ica normal requerida. 
( ... ) siendo sus notas: 1) Como tal «lex» implica 
una regla de med ición de una conducta, a tenor 
de unos baremos que va loran la citada conducta; 
2) Objetivo: valorar la corrección o no del resulta­
do de dicha conducta, o su conformidad con la téc­
nica normal requerida, o sea, que esa actuación mé­
dica sea adecuada o se corresponda con la gene­
ra lidad de conductas profesionales ante casos aná­
logos; 3) Técnica: los proncipios o normas de la pro­
fesión médica en cuanto ciencia se proyectan al ex­
terior a través de una técnica y según el arte perso­
nal de su autor o profesionalidad: el autor o afec­
tado por la «lex» es un profesional de la medicina; 

4) El objeto sobre que recae: especie de 
acto (clase de intervención, medios 1 

asistenciales, estado del enfermo, gravedad 
o no, dificultad de ejecución); 5) Concreción 
de cada acto médico o presupuesto «ad 
hoo>. 

S. 25 abril 1994. 
3° ( ... ) por tratarse de un arrendamiento 
de servi cios, a lo único que obl iga al fa ­
cu ltativo es a poner los medios para la 
deseable curación del paciente, atribu­
yéndole, por tanto, y cualquiera que sea 
el resu ltado del tratamiento, una llama­
da obligación de medios. Segunda: Que, 
no obstante, parece ya 1 legado el mo­
mento de intentar una aproximación al 
contenido de la aludida ob ligación de 
med ios a emplear por el médico, obliga­
ción que, sin ánimo de agotar la materia, 
puede condensarse en los siguientes de­
beres imputables al mismo: A) Utilizar 
cuantos remedios conozca la ciencia 
médica y estén a disposición del médico 
en el lugar en que se produce el trata­
miento, de manera que (. .. ) la actuación 
de l méd ico se rija por la denominada 
«lex artis ad hoo>. ( ... ) B) Informar al pa ­
ciente o, en su caso, a los familiares de l 
mismo. ( .. . ) C) Continuar el tratamiento 
del enfermo hasta el momento en que 1 

éste pueda ser dado de alta. 
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A veces se reprocha a los médicos 
(también a otros profesionales) el em­
pleo de palabras indescifrables para el 
profano y el manejo fácil y seguro de 
unas palabras que el interlocutor no 
comprende, crea en éste un sentimien­
to de inferioridad, de malestar e inclu­
so de inquietud, pero el especialista en 
cirugía estética debe hacerse entender. 
No tiene, por ejemplo, que darle una 
conferencia magistral sobre el tejido 
conjuntivo, pero si puede explicar fácil­
mente el cometido que desempeña en la 
formación de las arrugas y éstas sí son 
importantes para el paciente. 

Insisto en el deber de informar am­
plia y extensamente y de forma com­
prensible para quien va a someterse a 
la intervención y la necesidad de tener 
siempre, por parte del médico, una 
prueba documental clara. 

El hecho de que la cirugía estética 
en ocasiones no trate de superar una en­
fermedad o dolencia física y encamine 
la intervención al aspecto externo cor­
poral físico de la persona, no implica, 
hoy en día, que el médico entre en un 
terreno distinto al de una operación 
curativa o asistencial. Además no admi­
to que el paciente, que no cliente, no 
tenga necesidad de superar una enfer­
medad y de ésto los psquiatras y los 
psicólogos podrán hablar largamente. 
De ahí que sostenga que no debe exis­
tir distinción jurídica entre cirugía 
asistencial y cirugía estética y mientras 
el médico obre correctamente conforme 
a la técnica médica e informe de forma 
clara y comprensible al paciente, sea 

cual fuere la intervención, queda exen­
to de responsabilidad, al margen del 
resultado de la operación de quien se 
somete voluntariamente a ella y si 
incurriere en responsabilidad lo será 
por las mismas causas que en la medi­
cina asistencial o curativa. 

Quizá, y con esto termino, el ser 
humano, el que pomposamente se lla­
ma «horno sapiens», ha perdido de vis­
ta que la única cosa que da la vida es la 
degustación de la melancolía del paso 
del tiempo. Es necesaria una cierta hu­
mildad y una cierta fuerza para admitir 
el deterioro constante del cuerpo que 
culmina con la vejez y tiene por meta la 
muerte, pero es perfectamente lícito 
intentar, y conseguir a veces con la ac­
tual cirugía estética, llegar lo mejor 
posible al final de nuestra existencia y 
sobre todo, prolongar la etapa de crea­
tividad y trabajo, que la sociedad de 
nuestros días, nos guste o no, exige. 

NOTAS 

l. - S.T.S. 26-6-88 (A.R. 5991), 12-2 -90 (A .R. 
677) y 8-5-91 (A .R. 3618). Son interesantes 
las S.T.S. 26 -5 -86 (A.R. 2824), 12 -7-88 (A .R. 
5991), 11-3-91 (R.J. 2209), 23-3-93 (R.J . 2545 ) 
y 25-4-94 (A.R. 3073). 

2.- S.A.P. Granada 7-5 -90, Sección 13 (B.C.A.) 
S.A.P. Bilbao 7-3-91, Sección 3 (B.C.A.) S.A.P. 
Castellón 29-9-91 (B.C.A.) S.A.P. Barcelona 19-
11-91, Sección 13 (B.C.A. ) S.A.P. Madrid 24-9-
94, Sección 10 (B.C.A.) S.A.P. Barcelona25-ll-
95, Sección 14 (B.C.A.). 

*Abogado 

Podemos sintetizar esta doctrina jurisprudencia! en lo siguiente: 

a) La ob ligación contractual o extracontractual del médico, y más en general, del profesional san itario, no es 
la de obtener en todo caso la recuperación del enfermo, o lo que es igual, no es la suya una obligación 
de resultado, sino una obligación de medios, es decir, está obligado, no a curar al enfermo sino a 
proporcinarle todos los cuidados que requiere, según el estado de la Ciencia. (STS de 26-5-1986, R.2824) 

b) Además, en la conducta de los profesiona les san itarios queda descartada, en general, toda clase de 
responsabilidad más o menos objetiva (STS de 13-7-1987, R.5488), sin que opere la inversión de la 
carga de la prueba adm itida por el TS para los daños de otro origen, estando por tanto a cargo del 
paciente la prueba de la relación o nexo de causalidad y la de la culpa, ya que a la re lación causal 
material o fís ica ha de sumarse el reproche culpabilístico. (STS de 12-7-1988, R.5991 ). 

c) Puede éste alojarse en la negligencia omisiva de la aplicación de un medio, como en el caso de la 
STS de 7-6-1988 (R .4825) -por no ap licación masiva de oxígeno-, o quizás más genera lmente en una ac· 
ción culposa, como en el resue lto por la STS de 22-6-1988, R.5124 (afectación de nervio ciático por la aguja 
de jeringui lla de inyección).Así se ha juzgado en otros varios casos en que se logró establecer un nexo causal 
entre el acto tachado de culpable o negligente o la omisión de los cuidados indicados, y el 
resultado dañoso, previsible y evitable. La STS de 7-2-1973 (R.407; sección indebida de nervio frénico, 
en el curso de una intervención qu irúrgica) se sitúa en esta línea; al igual que la de 28-12-1979 (R.4663), en 
la que el enfermo que padecía un infiltrado multimoda l ulcerado del lóbu lo superior del pulmón derecho, 
fue tratado con Myambutol, con efecto de pérdida de agudeza visual, apreciándose que en la conciencia de 
los dos facultativos debió preverse dicho efecto, siéndoles achacable no haberse adoptado las más elemen­
ta les cautelas. 

d) Cuando, por el contrario, no fue posible establecer la relación de causalidad o el resultado 
dañoso no depende de una conducta culposa, no hay responsabilidad sanitaria (STS de 26-5-
1986 (R.2824); 13-7-1987 (R.5488), y 12-2-1 988 (R. 943). 
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l. Situación actual 

A la vista de los últimos indicadores 
económicos parece claro que España 
cumplirá con los criterios de conver­
gencia marcados en el seno de la Unión 
Europea y por lo tanto estará en la pri­
mera fase de integración en la Unión 
Económica y Monetaria. 

Ello, entre otras cosas, significará la 
irreversible marcha de nuestra econo­
mía hacia el denominado "espacio 
euro" y la desaparición de la peseta a 
fecha fija, a lo más tardar el l de Julio 
·del año 2.002. 

No pretende el presente artículo 
glosar la importancia de la integración 
de nuestro país en una moneda común 
europea, si bien a nuestro entender las 
ventajas parecen claras. Los mercados 
serán más abiertos y se simplificarán 

enormemente las transacciones, des­
aparecerán las incertidumbres por dife­
rencias de cambio y se incrementará la 
competitividad entre las empresas, será 
muy sencillo comprar, vender, prestar o 
endeudarse fuera de nuestro país y vi­
ceversa. En suma se dará un paso más, 
puede que el más importante, para el 
acceso a un verdadero mercado único 
de 370 millones de habitantes. 

El enorme reto que supone este 
paso afectará, sin excepción, a todos los 
negocios. La implantación del euro in­
cidirá en todas las empresas que de una 
u otra forma se verán implicadas en la 
transición a la moneda única. Es por 
tanto indispensable que cada empresa 
conozca como le afectará la implanta­
ción del euro y como debe actuar para 
adaptarse y superar este profundo cam­
bio. 
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11. Calendario previsto para 
la introducción al Euro 

El Consejo Europeo celebrado en 
diciembre de 1.995 en Madrid marcó el 
plan para la transición a la moneda 
única que contempla tres fases o etapas: 

2.1. Fase A. Lanzamiento de la Unión 
Económica y Monetaria 

A principios de 1.998 el Consejo Eu­
ropeo decidirá qué países cumplen con 
los criterios de convergencia marcados 
y por lo tanto están en condiciones de 
participar en la moneda única, es suma 
que países entrarán en la "zona euro". 

Inmediatamente después se creará 
el Banco Central Europeo. 

Durante esta fase, que como máxi­
mo durará hasta la finalización del año 
1.998, se agilizarán los preparativos por 
parte de los estados participantes para 
el efectivo traspaso a la moneda única 
(marco jurídico, transición bancaria, 
etc.). 

También se podrá iniciar la fabrica­
ción de monedas y billetes en euros. La 
subdivisión de 1 euro será de 100 cents. 
En total existirán ocho monedas de 1, 2, 
5, 10, 20 y 50 cents, y l y 2 euros y sie­
te billetes de 5, 10, 20, 50, 100, 200 y 
500 euros. 

Durante esta fase la economía no se 
verá alterada, la moneda nacional con­
tinuará como hasta ahora. 

2.2. Fase B. Inicio efectivo de la Unión 
Económica y Monetaria 

El día 1 de enero de 1.999 se fijará 
irrevocablemente el tipo de conversión 
entre el euro y el resto de monedas na­
cionales. 

El euro se convertirá en una mone­
da de pleno derecho si bien no existi­
rán billetes en circulación. Las monedas 
nacionales dejarán de cotizar en el mer­
cado de divisas y las emisiones de deu­
da pública se realizarán en euros. 

En este punto es importante resaltar 
que existirá una regla de redondeo a la 
milésima, es decir tres cifras después de 
la coma. Así para realizar la conversión 
existirán dos posibilidades: si la milé­
sima es superior o igual a 5 se redon­
deará al cent superior y si la milésima 
es inferior a 5 se conservará el mismo 
cent. 

No podrán redondearse los tipos 
cuando se efectúen las conversiones. 

Durante esta fase, que como máxi­
mo durará tres años, se adoptará el cri­
terio de "no obligación - no prohibi­
ción". Las empresas y agentes económi­
cos podrán decidir si desean utilizar la 
moneda única o no. Las entidades fi-
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nancieras deberán tener la capacidad 
para operar en euros. 

Durante este período se continuarán 
usando sobre todo las monedas nacio­
nales puesto que no existirán ni bille­
tes ni monedas en euros. El euro se con­
vertirá en una moneda escrita dado que 
se podrán emitir medios de pago en la 
moneda única. 

2.3. Fase C. Transición definitiva al 
euro 

Como máximo el día 1 de enero del 
año 2.002 se pondrán en circulación los 
billetes y monedas en euros, a lo más 
tardar seis meses después, es decir el 1 

de Julio del año 2.002, se procederá a la 
retirada definitiva de las monedas na­
cionales. 

Durante esta fase todos los operado­
res económicos deberán aceptar el euro 
pues será moneda de curso legal. Todas 
las operaciones económicas se denomi­
narán en euros (salarios, facturas, pen­
siones, etc.) y los precios estarán mar­
cados en euros. 

Durante este período todos los 
agentes y operadores económicos debe­
rán converger obligatoriamente con la 
moneda única. 

111. Aspectos prácticos para 
la empresa 

Para ver de que manera afecta prác­
ticamente a las empresas la convergen­
cia hacia el euro analizaremos los efec ­
tos desde distintas ópticas: 

3.1. Clientes y proveedores 

A partir del 1 de enero de l. 999 
existirá la posibilidad de informar a la 
clientela sobre la conversión de peseta/ 
euro. 

En el mercado minorista parece que 
las empresas pasarán al euro en la últi­
ma fase ya que el cliente sólo podrá 
utilizar efectivo con moneda nacional. 
No obstante, parece adecuado iniciar la 
información a la clientela marcando un 
doble precio, en pesetas y en euros. Ello 
hará que el cliente se familiarice con la 
conversión y no sienta desconfianza 
cuando los precios sólo se puedan indi­
car en euros, en definitiva puede tratar­
se de una medida de fidelización del 
cliente. 

Por otro lado es posible que las 
empresas que realicen fuerte movi­
miento internacional pasen inmediata­
mente a utilizar el euro para todas sus 
operaciones. Partiendo de la base de que 
"el cliente es el rey" estas empresas pue­
den "sugerir" a sus proveedores que toda 
su operativa se realice en euros. 

En cuanto a la información para los 
clientes se deberán preparar con la de­
bida antelación folletos publicitarios, 
etiquetaje, catálogos, etc. así como pre­
ver sus efectos desde un punto de vista 
de marketing. El cliente no debe perci­
bir el doble precio o el importe en euros 
como una subida de precios, lo que 
puede obligar en algunos casos a reali ­
zar un redondeo a la baja. Será impor­
tante estudiar la aplicación del euro en 
los precios psicológicos dado que al 
principio los clientes no interiorizarán 
el verdadero valor del producto o ser­
vicio. 

Al suprimirse los riesgos de cambio 
y ser los precios totalmente trasparentes 
será muy importante analizar el entor­
no competitivo del negocio, las empre­
sas podrán ofrecer sus productos y ser­
vicios fuera del país de una manera 
mucho más atractiva. De igual manera 
se incrementará enormemente la zona 
de compra pudiéndose acceder a nume­
rosos proveedores que hasta el momen­
to no resultaban atractivos debido al 
cambio de divisas o a la falta de clari ­
dad en los precios. 

3.2. La gestión financiera y contable 

Desde el punto de vista financiero 
las empresas que operen en los merca­
dos internacionales deberán tener en 
cuenta la transición de los citados mer­
cados al euro, ya no existirá tipo de 
cambio sino tipo de conversión. 

Entendemos que la regla de conti­
nuidad de los contratos impedirá que la 
introducción de la moneda única su­
ponga un motivo de modificación o 
cancelación de los contratos de présta­
mo o crédito. 

El Banco Central Europeo llevará 
una política monetaria común lo que 
debería implicar la existencia de un 
solo tipo de interés para el mercado de 
la zona euro. Ello puede reforzar la 
competencia entre la banca por lo que 
se deberá estar muy atento a las posi­
bles oportunidades de negocio en el 
mercado financiero y bancario d.e los 
países participantes. 

Para tomar decisiones en el aspecto 
contable se deberá conocer cómo la 
Administración Pública (en especial la 
de Economía y Hadenda) piensa aco­
meter la implantación de la moneda 
única. 

En Alemania al igual que en Austria 
ya se ha anunciado que sus sistemas de 
información no se convertirán hasta el 
año 2.002, en Francia se exigirá la pre­
sentación de la información en francos 
franceses aun cuando la empresa haya 
convertido su contabilidad a euros. En 
Bélgica, por el contrario, se permitirá 
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desde el 1 de enero de 1. 999 la presen­
tación de la información fiscal, contable 
o de seguridad social en euros. En 
nuestro país se espera una decisión al 
respecto en breve plazo. 

De cualquier manera la introduc­
ción del euro en las empresas produci­
rá un fuerte impacto en los sistemas de 
información contable. 

Se deberá decidir si se mantiene la 
contabilidad en pesetas o en euros ya 
que a nuestro entender trabajar en dis­
tintas monedas puede ocasionar enor­
mes problemas. En cualquier caso 
se deberá prever cómo actuar 
contablemente cuando se remitan o se 
reciban documentos en euros (facturas, 
recibos, letras, etc.) así como la posible 
inclusión de las dos monedas, a título 
informativo, en determinados docu­
mentos como por ejemplo las facturas. 

También deberán estudiarse las 
implicaciones de la conversión de 
aquellas empresas cuyo ejercicio econó­
mico no coincide con el año natural ya 
que en ese caso la implantación obliga­
toria en el año 2.002 puede obligarles 
a llevar la contabilidad de un mismo 
ejercicio en dos monedas. 

No se deberá perder de vista que a 
lo mas tardar en el año 2.002 la conta­
bilidad y toda la documentación conta­
ble deberá redactarse en euros. 

3.3. Aspectos informáticos 

Es en este Pllllto donde la anticipa­
ción puede resultar de vital importan­
cia. La transformación de los sistemas 
informáticos debe ser estudiada y eva­
luada con la debida antelación. Tam­
bién será necesario ponderar y evaluar 
el coste que la adaptación puede ocasio­
nar a la empresa, una decisión precipi­
tada al respecto puede ocasionar inne­
cesarios sobrecostes. 

No se prevén a este respecto sub­
venciones directas a las empresas por 
parte de los Organismos Públicos que 
también, por otro lado, sufrirán impor­
tantes costes por adaptación. Tal vez las 
instituciones bancarias obtengan algún 
tipo de subvención o ayuda sin que 
hasta el momento se hayan fijado el 
modo y forma de las mismas. 

El sistema informático deberá poder 
trabajar con números decimales en to­
das sus aplicaciones (gestión comercial 
y de compras, finanzas, personal, etc.) 
así como tratar las operaciones en euros 
y pesetas durante la fase de transición 
(tal vez con la utilización de converti­
dores automáticos). 

Se deberá excluir la posibilidad de 
adquisición de programas o actualiza­
ciones que no contemplen la introduc­
ción de la moneda única y prever la 
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posibilidad de realizar sustituciones en 
aquellos programas que pudieran re­
sultar obsoletos o de difícil conversión. 

En suma, no resulta difícil imaginar 
el impacto que La implantación de la 
moneda única ocasionará en todo tipo 
de programas informáticos. 

3.4. Aspectos jurídicos 

El marco jurídico para el uso del 
euro quedará establecido por un Regla­
mento Comunitario, que como es sabi­
do constituye una norma de alcance 
general, que entrará en vigor el 1 de 
enero de 1.999. Este mismo reglamen­
to indicará que el euro y las monedas 
nacionales serán expresiones distintas 
de la misma moneda y confirmará la 
continuidad de los contratos en el ám­
bito de la Unión Europea. 

Como ha quedado dicho la conver­
sión de la moneda no podrá ser causa 
de rescisión de contratos por lo que, 
siguiendo el principio de "no obliga­
ción - no prohibición", en el período 
comprendido entre los años de 1. 999 y 
2.002, se tendrá la facultad de conver­
tir a euros las cantidades fijadas en 
moneda nacional indicando, a efectos 
informativos, el tipo de conversión. 

Tema distinto es el relativo a los 
contratos suscritos con terceros países y 
sometidos al derecho de un tercer país 
no-miembro de la Unión Europea. 

Aunque cada caso debe estudiarse 
de manera individualizada, tal vez se 
debería ponderar la posibilidad de in­
cluir una cláusula específica que prevea 
el paso a la moneda única aunque a 
nuestro entender, el cambio monetario 
no debería producir ningún desequili­
brio en las obligaciones entre las partes. 

A este respecto y como medida com­
plementaria, la Comisión Europea esta 
elaborando conjuntamente con las au­
toridades federales de los EE.UU. las 
posibles modificaciones a introducir en 
las normas norteamericanas para garan­
tizar la continuidad de los contratos 
suscritos. 

De igual manera, las autoridades 
nacionales deberán redactar toda una 
batería de medidas que regule la mul­
titud de aspectos jurídicos afectados por 
el paso al euro como por ejemplo: la 
transformación de títulos (acciones, 
obligaciones, etc.), capital social míni­
mo, convenios colectivos, cálculo de 
pensiones, etc. 

IV. ¿Cómo actuar? El plan 
de acción 

Indudablemente la implantación de 
la moneda única no tendrá las mismas 
consecuencias para todos los negocios. 

Por ello es necesario que cada empresa 
se prepare para la implantación de 
acuerdo a sus necesidades individuales. 

Parece lógico que los bancos, las 
grandes empresas y aquellas que traba­
jan de manera importante en comercio 
internacional pasen al euro, total o par­
cialmente, tan pronto como puedan. Por 
el contrario es muy probable que el co­
mercio minorista y las actividades de 
proximidad no lo hagan hasta que fina­
lice el plazo. 

Nuestra opinión en este punto es 
que cada empresa, por pequeña que 
sea, debe preparar un plan de acción 
para la implantación de la moneda úni­
ca que, entre otros, debería considerar 
los siguientes aspectos: 

La dimensión y tamaño de la em­
presa. 
Su sector concreto de actividad; que 
puede determinar el plazo de la 
transición cuando opere con máqui­
nas expendedoras, cajas registrado­
ras, lectoras de tarjetas, etc. 
Su grado de relaciones con el exte­
rior; si se tiene relación comercial 
con la zona euro parece convenien­
te realizar parte de las operaciones 
en moneda única pues ello facilita­
rá los intercambios. 
El coste y los plazos necesarios para 
realizar las modificaciones. 
Sus relaciones con clientes y pro­
veedores. 
La necesidad o no de realizar una 
campaña de comunicación/informa­
ción tanto en el seno de la empresa 
como al exterior así como su plazo 
de ejecución. 

Del análisis pormenorizado de los 
anteriores aspectos, y de otros más 
adaptados a cada empresa, s~ deberá 
obtener una de las siguientes decisio­
nes: 

l. Realizar una transición total o par­
cial al euro en cualquier momento 
de la "Fase B". 

2. Esperar al inicio de la "Fase C" y 
agotar el plazo para efectuar la con­
versión. 

Sea cual sea la estrategia elegida la 
transición será irrevocable. El día 1 de 
enero del año 2.002, a lo más tardar, se 
deberán haber realizado todas las mo­
dificaciones y adaptaciones necesarias, 
ya no sólo serán las autoridades quie­
nes lo exijan, el propio mercado sólo 
operará en euros. 

Una adaptación errónea o incorrec­
ta puede ocasionar nefastas consecuen­
cias para la empresa hasta el punto de 
poner en peligro su propia subsistencia. 
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• Los Jefes de Estado o de Gobierno seleccionan los Estados miembros que participarán en la 
Unión Económica y Monetaria (UEM) 

• Lanzamiento de una amplia campaña de sensibilización de! público al euro 
• Nombramiento del Comité Ejecutivo del Banco Central Europeo (BCE) 
• Comienzo de la producción de monedas y billetes en euros y fijación de la fecha (el 1 de 

enero de 2.002 a más tardar) para su introducción 
• Preparación para la fase operativa del BCE (adopción del marco regulatorio, introducción y 

comprobación de los instrumentos de política monetaria y de los sistemas de pagos en euros) 
• Adopción de la legislación europea y nacional necesaria para la introducción del euro 
• Intensificación de los preparativos para la introducción del euro por parte de bancos, 

mercados financieros y empresas 

• Fijación irrevocable de los tipos de conversión entre las monedas participantes y con 
respecto al euro 

• El ecu deja de existir como cesta de monedas y se convierte, bajo el nombre de euro, en una 
moneda de pleno derecho 

• Entra en vigor el reglamento que define el estatuto del euro y de las monedas participantes 
durante el período (tres años y medio como máximo) de coexistencia 

• El BCE define y ejecuta la política monetaria única en euros. El BCE realiza igualmente sus 
operaciones en los mercados de cambios en euros 

• Las autoridades nacionales emiten sus nuevos títulos de deuda exclusivamente en euros 
• Cambio al euro de los mercados al por mayor (i nterbancario, monetario, de cambios, de 

capitales) 
• Anuncio del calendario para la utilización del euro por las administraciones públicas, si no 

se ha hecho antes (impuestos, seguridad social, etc.). Este cambio se concentraría al final 
del período de coexistencia entre el euro y sus denominaciones nacionales 

• Continuación, bajo el impulso del BCE y de las autoridades nacionales, del cambio al euro 
de los sistemas de pagos al por menor (transferencias, cheques, tarjetas bancarias, etc.) 

• Puesta en circulación de billetes y monedas en euros 
• Cambio completo al euro de las administraciones públicas 
• Supresión del curso legal y retirada de los billetes y monedas en moneda nacional. Estos 

billetes y monedas podrán cambiarse en euros en el Banco Central 

• Uso exclusivo y generalizado del euro en la Unión Monetaria por parte del conjunto de 
operadores económicos y ciudadanos de los países participantes. 

Fuente: Unión Económica y Monetaria 
Oficina de Publicaciones Oficiales de las Comunidades Europeas Luxemburgo 

* AGM Auditores 

ECONOMlST & JURIST 

Revista del Sector Inmobiliario 

Año 11, N2 6, Julio/Septiembre 1997 

IJ)lirERMEOIACIÓN INMOBllLIARIA 
Mecanismos prácticos para asegurarnos 
el cobro de nuestros honorarios (comisión). 
tnclu~e modelos 

EL PLAN DE VIVIENDA DE 1997 
AL 5 ,5 % DE INTERÉS 
¿SERÁ UN PLAN EFICAZ? 

ACERCA DE LA MULTIPROPIEDAD 
Todo lo que debemos saber de esta compleja 
figura que genera importantísimos negocios 

EL SERVICIO POSTVENTA Y LA 
INTERMEDIACIÓN INMOBILIARIA 

LOS INTERESES 
VARIABLES Y EL MIBOR 
EN LAS HIPOTECAS ESPAÑOLAS 

FISCALIDAD DE LA PERMUTA 
Saber para poder pagar menos 
cumpliendo la Ley 

MERCADO 
Precios viviendas, 2ª residencia, etc. 

Evolución del sector de la Construcción 

SE LO ALQUILO POR UN MES 
¿Sabemos a qué reglas nos sometemos? 

EVACUACIÓN DE HUMOS 

REUNIDOS CON UN TENIENTE 
ALCALDE Y UN ARQUITECTO 

r---------------------, Difusión Jurídica y Temas de Actualidad, S.A. EC-Nº 27 
Freixa, 42 - Tels. (93) 414 17 40 - Fax (93) 414 09 16 - 08021 Barcelona 

1 Deseo suscribirme a la revista especializada INMUEBLE Revista del Sector Inmobiliario por un período de un (1) año, al precio de 8.300 ptas. +el 4% de IVA 1 

1 Apellidos Nombre NIF 1 
Calle I Plaza Número Piso Teléfono 

1 Ciudad Código Postal Provincia País 1 

1 
· Muy señores míos: 1 
Ruego atiendan, hasta nuevo aviso, los recibos que Difusión Jurídica y Temas de Actualidad les pase en concepto 

1 de cuota anual de suscripción, con cargo a la cuenta N.º 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 D.C. [IJ 1 

abierta a nombre de Sr. /Sra. en esta sucursal 

1 N. 0 de entidad 1 1 1 1 1 N.0 de oficina 1 1 1 1 1 1 

... ................ ... ...................... de ....... ........ ......... .............. de 19 ...... . . 



11 1 

Novedades en Derecho 
Comunitario 

Gómez-Acebo & Pombo* 

SUMAR~IO~=======~-------------

l. ASPECTOS INSTITUCIONALES 

1. El nuevo Tratado de Amsterdam abre paso a los temas sociales a 
costa de la reforma institucional. 

11 . COM PETENCIA 

1. Telecomunicaciones: El Consejo ha publicado su "posición común" 
relativa a la nueva directiva en materia de telefonía vocal. 

2. Media: La Comisión Europea se pronunciará a principios de septiem­
bre sobre la modificación de la ley española en materia de 
descodificadores de televisión 

111. POLÍTICA REGIONAL Y FONDOS COMUNITARIOS 

1. Nace la "Agenda 2000: Por una Europa más fuerte y más amplia" 

IV. SECTORES DE INTERÉS 

1. Derecho Comunitario: La Comisión Europea publica su informe 
anual sobre la aplicación del Derecho Comunitario en 1996. 

2. Transporte: El Parlamento Europeo modifica en segunda lectura la 
propuesta de Directiva sobre el acceso de las profesiones al trans­
porte por carretera . 

3. Reconocimiento de Títulos: La Comisión Europea acusa a Francia 
y a Italia de no respetar la normativa comunitaria en materia de 
reconocimiento de diplomas 

4. Antidumping: La Comisión procede al examen de los 
proedimientos ant idumping . 

l. ASPECTOS INSTITUCIONALES 

El nuevo Tratado de Amsterdam 
abre paso a los temas sociales a costa de 
la reforma institucional. 

La configuración de una nueva eta­
pa en el p roceso de constitución de la 
Unión Europea, pasa por la necesaria 
adopción de decisiones con el objetivo 
de restablecer la estructura de la Unión, 
adaptándola a las necesidades de la 
propia Organización y, en definitiva, a 
las exigencias de los ciudadanos. 

En este marco, las actividades pre­
vias realizadas en el seno de la Conf e­
rencia Intergubernamental para la reví-

sión de los Tratados y el posterior aná­
lisis de los trabajos llevados a cabo des­
de marzo de 1996 en la Cumbre de 
Amsterdam, han p ropiciado que los 
Jefes de Estado y de Gobierno de los 
Quince Estados miembros, en la re ­
unión mantenida el pasado 17 de Ju­
n io, llegaran a un acuerdo para dotar a 
la Unión Europea de un nuevo entorno 
jurídico. 

De esta manera se espera que la Unión 
Europea entre en el Siglo XXI con un nue­
vo Tratado que le permita seguir avanzan­
do en el proceso de integración, facilitar el 
paso hacia la moneda única y conferir una 
identidad renovada a los nuevos Estados 
del Este y del Sur de Europa. 
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El texto del nuevo Tratado se ha 
centrado principalmente en aspectos 
como el del empleo, siendo éste la gran 
preocupación de la Unión Europea; los 
temas de Justicia y Política Interior, 
destinados fundamentalmente a la in­
corporación de los Acuerdos de 
Schengen sobre libre circulación de 
p ersonas al Tratado y el esfuerzo para 
lograr la plena operatividad de la pues­
ta en marcha del resto de libertades; y, 
por último, el refuerzo del papel y la 
presencia de la Unión Europea en el 
exterior, desarrollando unas medidas 
capaces de fortalecer el papel de ésta en 
los conflictos internacionales. Sin em­
bargo, en todo este entramado de me­
d idas, planes de acción, propuestas y 
acuerdos, la reforma institucional, que 
en principio estaba llamada a ser el fun­
damento primordial del Tratado de 
Amsterdam, ha quedado relegada a un 
segundo plano. 

En este sentido, los planteamientos 
iniciales sobre el mantenimiento de 
u n as normas de funcionamiento y 
p rocedimentales concebidas hace cua­
renta años y destinadas a seis Estados 
miembros, junto con el incremento de 
los Socios Comunitarios, y la posible am­
p liactón de la Unión Europea hacia los 
países de Europa.del Este, han ocasio­
n ado que los Jefes de Estado y de Go­
b ierno de los Quince aunaran sus es­
fuerzos con vistas a lograr una instau­
ración de instituciones eficaces y legí­
timas. Para la consecución de estos 
fines, el Tratado de Amsterdam ha pro­
puesto seis medidas fundamentales, tal 
y como a continuación se expone. 

Refuerzo del poder del Parla­
m ento Europeo dentro del procedi­
miento de Codecisión. Esta acción, 
que ya había sido concedida al Parla­
mento en el Tratado de Maastricht per­
mitiéndole "ca-decidir" con el Consejo en 
algunas políticas comunitarias, se ha 
reformado en el Tratado de Amsterdam 
concediendo a esta Institución mayores 
competencias hasta tal punto que se ha 
logrado imponer el proceso de 
Codecisión como la regla casi general. 
Así, el procedimiento de cooperación 
sólo pervivirá en lo que se refiere a la 
Unión Económica y Monetaria, y el pro­
cedimiento del "dictamen motivado" (avis 
motivé), se requerirá en casos como: las 
sanciones que el Consejo pudiera deci­
dir imponer a uno de sus miembros en 
caso de violación grave y persistente de 
los derechos fundamentales, las solici­
tudes de adhesión a los acuerdos inter­
n acional es importantes y la introduc­
ción de un procedimiento uniforme de 
elección de los diputados del Parlamen­
to. 

Mayor uso de la decisión por ma­
yoría cualificada en el Consejo. De 
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esta forma, el tratado de Amsterdam 
prevé la posibilidad de adoptar decisio­
n es por mayoría cualificada del 71 % de 
los votos a nuevos ámbitos de actuación 
política de la Unión. La unanimidad 
seguirá siendo la regla destinada a 
asuntos de naturaleza constitucional y 
para un núcleo duro de temas sensibles 
como el relativo a la fiscalidad. 

Refuerzo de la Presidencia de la 
Comisión Europea. Nuevamente, y 
gracias al Tratado de Amsterdam, el 
Parlamento ve aumentado su poder al 
poder intervenir en la elección del Pre­
sidente de la Comisión y de los miem­
bros de su gabinete. De esta forma, és­
tos serán elegidos por los Jefes de Es­
tado y de Gobierno, pero su nombra­
miento no se hará efectivo hasta que el 
Parlamento no dé su acuerdo. 

Vinculación más estrecha con 
parlamentos nacionales. La mayor 
participación de éstos en el proceso 
decisional comunitario se logrará me­
dian te el desarrollo de mecanismos que 
faciliten la transparencia y la coordina­
ción de las instituciones nacionales y 
comunitarias en los procedimientos de 
adopción de propuestas y decisiones y 
a través de la creación de Comisiones 
parlamentarias. Así, cada Parlamento 
nacional dispondrá de una Comisión 
especializada en asuntos europeos que 
se reunirán en sesiones comunes con 
parlamentarios europeos al objeto de 
que puedan dirigir sus recomendacio ­
nes a las Instituciones Europeas. 

Desarrollo de las "Cooperacio­
nes reforzadas" entre los grupos de 
Estados. Con el objetivo fundamental 
de que todos los Estados miembros 
puedan avanzar cada vez más rápido 
en el proceso de construcción europeo 
preservando los objetivos y el acervo 
comunitario, el Tratado de 
Amsterdam pretende reforzar los ele­
mentos de cohesión de tal forma que 
se permita asegurar a los Estados más 
"retrasados" incorporarse al llamado 
"pelotón de cabeza". 

Reforma del peso relativo de los 
Estados en las Instituciones. Esta 
iniciativa, impuesta ante la posible adhe­
sión de nuevos Estados, aparece determi­
nada en el Tratado de Amsterdam bajo 
tres puntos: el límite impuesto al núme­
ro de miembros de la Comisión, mante­
niéndose en 20 y obligando a los Esta­
dos mayores a renunciar a su segundo 
comisario; reequilibrando el peso rela­
tivo de los Estados en el Consejo; y, por 
último, impidiendo que el número de 
parlamentarios europeos sea superior a 
700. 

Sin embargo, y aunque todas estas 
medidas son de gran interés para el 
buen funcionamiento de la Unión Eu­
ropea y para garantizar su futuro, pa-

rece ser que estas iniciativa han p er­
dido su primacía frente a temas com o 
los del empleo o el refuerzo de la li ­
bre circulación de personas. 

11 . COMPETENCIA 

1. Telecomunicaciones: El Consejo ha 
publicado su "posición común" 
relativa a la nueva Directiva en 
materia de telefonía vocal. 

Tras un largo período de adopción, 
el Consejo de la Unión Europea ha pu­
blicado, a comienzos del mes de agos­
to (DOCE C-234) la nueva propuesta de 
Directiva en materia de la construcción 
de redes abiertas (ONP, Open Network 
Provision) en el campo de la telefonía 
vocal. Esta norma, aprobada desde mar­
zo por el Consejo de Telecomunicacio­
nes y, hasta la fecha en poder del Par­
lamento Europeo, remplazará a la Di­
rectiva 95 / 62/ CE. 

De esta forma, esta nueva Directiva 
nace con el propósito de adaptar la le­
gislación existente al mercado libera­
lizado de las telecomunicaciones, el 
cual, deberá estar constituido el l de 
enero de 1998, garantizando así a todos 
los consumidores un servicio universal 
con precios razonables. 

El texto aprobado por el Consejo 
determina unas reglas armonizadas ten­
dentes a asegurar el respeto de los p rin­
cipios de las redes abiertas de telefonía 
vocal, asegurando el objetivo del servi ­
cio universal y fijando las exigencias 
mínimas sobre la calidad del mismo y 
la protección del consumidor. En este 
sentido, aspectos tales como la puesta a 
disposición de postes telefónicos de 
pago y la obligación de emitir facturas 
detalladas, así como la publicación del 
reglamento y las medidas procesales el 
caso de litigio, representan las cuestio­
nes principales a abordar. 

Todas estas medidas se deberán lle ­
var a cabo antes de la eliminación de los 
monopolios estatales, los cuales no po­
drán afectar a una parte del mercado su­
perior al 25 %. Por último, indicar que 
la transposición de esta Directiva a de­
recho nacional se deberá efectuar antes 
del próximo 31 de diciembre. 

2. Media: La Com isión Europea se 
pronunciará a principios de 
septiembre sobre la modificación de 
la ley española en materia de 
descodificadores de televisión 

Tras el examen y posterior crítica 
por parte de la Comisión Europea de la 
ley española sobre la regulación de la 
actividad, funcionamiento y operatividad 
de los codificadores de televisión, el 
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Gobierno español ha anunciado que 
adoptará las medidas apropiadas con el 
fin de que esta norma se ajuste a los fun­
damentos del Mercado Unico y, en con­
secuencia a los principios de la compe­
tencia comunitarios. 

El origen de esta contienda reside en 
la queja formulada por el operador Canal 
Satélite Digital a la Comisión, señalando 
que, de acuerdo con la aplicación de la 
ley, las autoridades españolas negaban la 
homologación de los descodificadores 
ofertados a los telespectadores para acce­
der a sus servicios. Tras esta manifesta­
ción, la Comisión abrió un procedi­
miento contra España acusándola de 
infringir las reglas del Mercado Único, 
subrayando además, la necesidad de 
resolver con la máxima urgencia el pro­
blema dado el rápido desarrollo de la 
implantación de la televisión numérica. 
Llegados a este punto, la Comisión 
Europea envió en julio un dictamen 
motivado (avis motivé), exigiendo una 
respuesta rápida. El Gobierno español, 
ante este requerimiento contestó inme­
diatamente a la Comisión Europea ofre­
ciéndose a cambiar el texto legal. 

En principio los cambios realiza­
dos en la ley versan sobre la imposi­
ción de normas particulares para los 
descodificadores de televisión, la exi­
gencia a los proveedores de un certifi­
cado favorable de los descodificadores 
y otros equipos, y la necesidad de esta­
blecer mecanismos de control de pre­
cios por parte de las autoridades espa­
ñolas con el objetivo de velar por los 
intereses de los usuarios. 

Ahora restará saber si las modifica­
ciones y adaptaciones realizadas por el 
Gobierno español satisfacen plenamen­
te las exigencias y preocupaciones de la 
Comisión, la cual se pronunciará pro­
bablemente el 10 de septiembre. Si se 
diera el caso de que esta Institución 
estimara que aún existe infracción de la 
norma básica comunitaria, podría recu­
rrir al Tribunal de Justicia para que este 
impusiera medidas provisionales que 
podrían llegar, incluso, a la suspensión 
de la ley en cuestión. 

111. POLÍTICA REGIONAL Y 
FONDOS COMUNITARIOS 

1. Nace la "Agenda 2000: Por una 
Europa más fuerte y más amplia" 

El propósito enunciado por el Pre­
sidente de la Comisión Jacques Santer 
en 1995 de fortalecer la Unión y prepa­
rar la ampliación ha cobrado desde 
mediados del mes de julio forma gra­
cias a la publicación de un documento 
de trabajo de la Comisión denominado 
"Agenda 2000". 
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Dicho documento, paralelo al del 
Tratado de Amsterdam, es una estrate­
gia destinada al fortalecimiento del cre­
cimiento, la competitividad y el em­
pleo; la modernización de las políticas 
clave y la extensión de las fronteras de 
la Unión Europea. Estos tres objetivos 
claves se condensan, tal y como se de­
duce del texto literal de la Comisión, en 
tres retos primordiales a los que el res­
to de las Instituciones Comunitarias 
deberán dar cabida centrándose en el 
desarrollo de los siguiente aspectos: 

Fortalecer y reformar las políticas 
de la Unión de manera que puedan en­
cajar la ampliación y generar un creci­
miento sostenido, un mayor empleo y 
una mejora de las condiciones de los 
ciudadanos de Europa. 

La puesta en funcionamiento de esta 
acción debe de basarse, de acuerdo con 
la opinión de la Comisión en el desarro­
llo de las reformas institucionales y la 
revisión de la organización y activida­
des de la Comisión; el desarrollo de las 
políticas internas para el crecimiento, el 
empleo y el nivel de vida; el manteni­
miento de la cohesión económica y so­
cial a través de fondos estructurales más 
efectivos y la reforma de la Política 
Agrícola Común. 

Dentro del primer aspecto, la reforma 
institucional, el documento de la Comi­
sión, apoyándose en el Tratado de 
Amsterdam y en los trabajos de la Con­
ferencia Intergubernamental, ha conce­
dido mucha importancia al tratamien­
to otorgado por éstos respecto del nue ­
vo papel otorgado al Parlamento Euro­
peo, así como a la reforma de la 
Comisión y del Consejo. 

El desarrollo de las políticas internas 
para el crecimiento, el empleo y el ni­
vel de vida debe basarse, de acuerdo 
con la Comisión, en la consecución de 
una serie de prioridades tales como: la 
creación de unas condiciones capaces 
de albergar el crecimiento sostenido y 
el empleo, el desarrollo de las llamadas 
políticas de "conocimiento", la creación de 
sistemas de empleo modernizados y la 
mejora de las condiciones de vida sobre 
la base de la creación de una sociedad 
más solidaria. 

Un tercer aspecto encuadrado en 
esta primera acción es el mantenimiento 
de la cohesión económica y social a través de 
fondos estructurales más efectivos. Para 
ello la Comisión ha decidido que la efi­
ciencia y visibilidad de los fondos es­
tructurales aumentaría si los siete obje ­
tivos se redujeran a tres y su gestión se 
simplificara y descentralizara. En este 
sentido, se piensa dar prioridad a los 
programas destinados a mejorar la 
competitividad de las zonas del objeti ­
vo 1, a diversificar la economía en las 

zonas del objetivo 2, y a introducir un 
nuevo objetivo 3 para las regiones que 
no estén comprendidas en los objetivos 
1 y 2 y que necesiten ayuda para adap­
tar y modernizar sus sistemas de edu­
cación, formación y empleo. 

La última de las cuestiones que tra­
ta la Comisión en este punto es la refor­
ma de la Política Agrícola Común con el 
objetivo de que esta política resulte 
competitiva en los mercados mundia­
les. Para ello, esta institución ha fijado 
en seis el número de objetivos a tratar: 
la mejora de la competitividad de la 
Unión con precios más bajos; la garan­
tía de la seguridad y la calidad de los 
alimentos para los consumidores; la fi­
jación de los ingresos estables y de un 
adecuado nivel de vida a la comunidad 
agrícola; el desarrollo de los sistemas 
con vistas a que sean más ecológicos y 
respeten el bienestar de los animales; la 
integración de objetivos medio ambien­
tales en sus instrumentos; y, la creación 
de ingresos y oportunidades de empleo 
alternativos para los agricultores y sus 
familias. 

Negociar la ampliación y al mis­
mo tiempo preparar intensamente a 
todos los países solicitantes para el 
momento de la adhesión. Para lograr 
esta premisa inicial la Comisión ha se­
ñalado en su documento que debe rea­
lizarse la consecución de los llamados 
criterios de Copenhague. Estos crite­
rios, destinados a facilitar la adhesión 
de los países de Europa central y orien­
tal a la Unión Europea, son los siguien­
tes: creación de instituciones estables 
que garanticen la democracia, el Esta­
do de Derecho, los Derechos Humanos 
y la protección de las minorías; existen­
cia de una economía de mercados en 
funcionamiento, así como la capacidad 
para hacer frente a la presión de la com­
petencia y a las fuerzas del mercado de 
la Unión; y refuerzo de la capacidad 
para asumir las obligaciones de los 
miembros, incluyendo la adhesión a la 
Unión Económica y Monetaria. 

Financiar la ampliación, los pre­
parativos y el desarrollo de las polí­
ticas internas de la Unión. Para ello la 
Comisión ha señalado que el nuevo 
marco financiero debe proporcionar 
una cobertura coherente dentro de los 
límites presupuestarios razonables para 
el desarrollo de las políticas de la Co­
munidad y el impacto de la aceptación 
de nuevos miembros de la Unión. 

Todas estas propuestas de la Comi­
sión serán debatidas en los próximos 
meses por los Estados miembros con la 
esperanza de que las decisiones definiti­
vas sobre el futuro de Europa y, sobre 
todo, sobre las perspectivas financieras, 
puedan adoptarse en el próximo Canse-
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jo Europeo que tendrá lugar en Luxem­
burgo el próximo mes de diciembre. 

IV. SECTORES DE INTERÉS 

1. Derecho Comunitario: La Comisión 
Europea publica su informe anual 
sobre la aplicación del Derecho 
Comunitario en 1996. 

Según se desprende de los resulta­
dos del XIV Informe de la Comisión 
sobre el control de la aplicación del 
Derecho Comunitario durante el año 
1996, podría decirse que la nota gene­
ral aparecería determinada por un incre­
mento del número de procedimientos de 
infracción enviados por la Comisión a los 
Estados miembros y por una reducción 
del número de quejas formuladas. 

El aumento del número de pro­
cedimientos de control de compor­
tamiento de los Estados, regulado en 
el Artículo 169 del Tratado de la Unión 
Europea, se debe, en opinión de la Co­
misión, a la mejora realizada en el fun­
cionamiento de dicho proceso, permi­
tiendo así que éste sea más transparen­
te, ágil y rápido a la hora de determinar 
la naturaleza y alcance de la infracción. 

Sin embargo, en cuanto al número 
de quejas registradas, la Comisión 
destaca el descenso de éstas en el últi­
mo año (de 955 en 1995 a 819 en 1996, 
lo que representa una disminución del 
14 % ) que, aunqve es difícil interpretar 
a qué se debe, todo parece llevarnos a 
la idea de que el esfuerzo de la Comi­
sión en lograr una mejora de la aplica­
ción del derecho comunitario por las 
instancias nacionales ha surtido efecto 
al descender el número de asuntos. Una 
posibilidad que preocupa a la Comi­
sión en este punto es el hecho de que 
pudiera ser que el descenso del núme­
ro de quejas estuviera fundamentado en 
el desconocimiento por parte de los ciu­
dadanos del funcionamiento del proce­
dimiento comunitario. A este respecto 
la Comisión ha decidido publicar 
próximamente en el Diario Oficial un 
nuevo formulario de quejas en donde se 
explicarán claramente las vías legales que 
dispone un particular para hacer valer sus 
derechos en el ámbito comunitario. 

Sobre el estado de transposición 
de las directivas comunitarias se 
puede constatar que existe una mejora 
con respecto al año pasado. De esta for­
ma, en diciembre de 1996 los Estados 
miembros habían realizado una trans­
posición de un 92,8% sobre las medi­
das nacionales de ejecución aplicables 
a las Directivas promulgadas, lo que re­
presenta un aumento de 2 puntos res­
pecto del año anterior. Sin embargo, el 
número de procedimientos de infrac-
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ción abiertos en 1996 como consecuen­
cia de la no transposición de las Direc­
tivas comunitarias han aumentado y, en 
particular, en ciertos sectores como son 
el referente a los mercados públicos y la 
política de consumidores. 

Otro aspecto que se destaca en el 
Informe es la puesta en práctica del 
Artículo 171 del Tratado sobre la in­
tervención del Tribunal de Justicia, pu­
diendo aplicar sanciones pecuniarias si 
no se respetan las sentencias preceden -
tes. Finalmente, las primeras investi­
gaciones del mediador europeo en 
procedimientos de infracción, culminan 
la presentación de este informe. 

De todo ello la Comisión extrae dos 
conclusiones primordiales: para la 
mejora de la aplicación del Derecho Co­
munitario la Comisión no puede ser 
eficaz si no obtiene una cooperación 
permanente de los Estados miembros y, 
que el Parlamento Europeo debe asu­
mir en mayor medida las tareas de de­
fensa del ciudadano, informándole de 
la posibilidad de hacer valer sus dere ­
chos en el ámbito del Derecho Comu­
nitario. 

2. Transporte: El Parlamento Europeo 
modifica en segunda lectura la 
propuesta de Directiva sobre el 
acceso de las profesiones al 
transporte por carretera. 

El pasado día 18 de julio, el Parla­
mento Europeo, reunido en 
Estrasburgo en sesión plenaria, y una 
vez examinado el informe emitido por 
la comisión par lamentaría de segui ­
miento competente, ha modificado la 
Propuesta de Directiva relativa al acce­
so de las profesiones al transporte por 
carretera. Esta Propuesta, que en la ac­
tualidad se encuentra en fase de adop­
ción dentro del procedimiento de co­
operación, aborda los principales aspec­
tos a tener en cuenta sobre el reconoci­
miento de diplomas de los profesionales 
dedicados al transporte de mercancías y 
viajeros por carretera, permitiendo el li­
bre ejercicio de la profesión y la libertad 
de establecimiento en este sector. 

Las modificaciones adoptadas su­
brayan en particular la necesidad de 
imponer unas disposiciones relativas a 
la honorabilidad de las personas 
concernidas, de impulsar las medidas 
necesarias de lucha contra el fraude en 
cuanto al régimen de tránsito comuni­
tario y del transporte de animales, así 
como de tomar en consideración el nú­
mero de desplazamientos efectuados 
por los vehículos de las empresas del 
sector afectadas como medio para deter­
minar si se cometen infracciones. 

Otra modificación importante reali­
zada es la introducción de nuevas pre-

cisiones sobre los conocimientos que 
deben poseer los profesionales del sec­
tor para acceder al ejercicio de su pro­
fesión. De esta manera deberán conocer 
todas las particularidades de la legisla­
ción comunitaria en cuanto al régimen 
de transporte y de tránsito, el procedi­
miento instaurado por la convenciónTIR, 
los sistemas informáticos creados y pues­
tos en funcionamiento como consecuen­
cia del establecimiento del régimen de 
tránsito comunitario, los fundamentos 
aplicables a las nuevas tecnologías, etc. 

En opinión de la eurodiputada par­
lamentaria social-demócrata Maria 
Berger, persona encargada del informe 
de presentación de la Propuesta de Di­
rectiva ante el Parlamento Europeo, se 
debe abordar, como primera prioridad, 
la armonización del sistema en cuanto 
al establecimiento de unas reglas que 
delimiten las características y requisi­
tos básicos necesarios para el ejercicio 
de la profesión de transportista de pa­
sajeros y mercancías por carretera. Con 
esta medida se pretende evitar que se 
puedan ocasionar distorsiones en el 
ámbito de la competencia comunitaria 
como consecuencia de la liberalización 
de las actividades de cabotaje a partir 
del 1 de julio de 1998. 

A modo de ejemplo, cabe señalar que 
estas diferencias significa ti vas existen en 
aspectos tales como el referente al núme­
ro de horas necesarias para obtener el 
permiso de conducir. Así, mientras en el 
Reino Unido se requieren 65 horas, en los 
Países Bajos el número es de 300. 

Por otra parte, la Sra. Berger estima 
que también se debe centrar la atención 
en la aplicación efectiva de las infrac­
ciones leves, al igual que ya se realiza 
en el ámbito de las infracciones pena­
les graves, como medio para lograr un 
sistema en el que la seguridad del trans­
porte terrestre y, concretamente la respon­
sabilidad civil y penal del transportista, 
sea respetada y aplicada de forma armo­
nizada en todos los Estados miembros. 

3. 3. Reconocimiento de Títulos: La 
Comisión Europea acusa a Francia y a 
Italia de no respetar la normativa 
comunitaria en materia de 
reconocimiento de diplomas. · 

De acuerdo con la iniciativa del Pre­
sidente Santer y de los comisarios 
Liikanen y Bjerregaard, la Comisión ha 
adoptado un Plan de Acción tendente a 
integrar la protección del medio ambiente 
en la organización de la administración 
comunitaria, así como en los contratos de 
bienes y servicios que la Comisión reali ­
za con los proveedores. 

Este plan cubre el período de 1997 al 
año 2000 y está destinado a ser aplicado en 
tres grandes sectores: las actividades de ofi-
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cina, el transporte interno utilizado por el 
personal de la Comisión y el mobiliario. 

El propósito del mencionado plan es 
sensibilizar al personal de la Comisión de 
la importancia del respeto y protección 
del medio ambiente con vistas a que es­
tas iniciativas puedan ser aplicadas en los 
Programas y Acciones comunitarias y 
trascender a los ámbitos de las Adminis­
traciones nacionales. 

Reconocimiento de Títulos: La Comi­
sión Europea acusa a Francia y a Italia de 
no respetar la normativa comunitaria en 
materia de reconocimiento de diplomas 

La Comisión Europea ha decidido 
abrir sendos procedimientos de infrac­
ción contra los Estados de Francia e Ita­
lia por haber violado el Derecho Comu­
nitario en el campo del reconocimiento de 
diplomas. En particular, la Comisión acu­
sa a Francia de no haber acomodado su 
legislación a la normativa comunitaria en 
cuanto al reconocimiento mutuo de diplo­
mas de enfermera/o especializada/o, y a Ita­
lia de haber traspuesto incorrectamente la 
Directiva 85/384/CEE relativa al reconoci­
miento mutuo del título de arquitecto. 

Para el caso francés, el hecho de que 
las personas que han obtenido un título 
de enfermera/o especializada/o en otro 
Estadio miembro no puedan obtener, de 
acuerdo con la Directiva 77 /452/CEE el 
reconocimiento automático, implica una 

violación del Derecho Comunitario y, en 
particular de los artículos 48 (relativo a la 
libre circulación de trabajadores) y el 52 
(libertad de establecimiento). Además, 
de acuerdo con la jurisprudencia del Tri ­
bunal de Justicia, especialmente de los 
asuntos Heylens (222/86, de 15 de octu­
bre de 1987) y Vlassoloupou (340/89, de 
7 de mayo de 1991), se puede comprobar 
como el Estado francés deberá acomodar 
su legislación a la norma comunitaria. 

Por su parte, en el caso italiano, la 
Comisión acusa a este país de restringir 
la libre prestación de servicios al prohi­
bir al prestador disponer de una estruc­
tura permanente en Italia. Además, la ley 
italiana no acepta el reconocimiento mu­
tuo de diplomas y títulos de una forma 
plena, con lo cual la Comisión, tras enviar 
una primera carta de aviso al Gobierno 
italiano y no obtener respuesta sobre la 
misma, ha decidido enviar, de acuerdo 
con el artículo 169 del Tratado de la 
Unión Europea un informe motivado 
(avis motivé). 

4. Antidumping: La Comisión procede 
al examen de los procedimientos 
antidumping. 

Una de las primeras actividades que 
se le presenta a la Comisión Europea 
para el mes de septiembre es afrontar el 

debate de la reforma de los procedi­
mientos antidumping. Esta iniciativa, 
promovida por el Comisario Leon 
Brittan, vicepresidente de la Comisión 
Europea, mediante una nota informati­
va que fue transmitida a los funciona­
rios competentes de esta Institución a 
finales del mes de julio, analizará los 
instrumentos y prácticas antidumping 
que son empleados asiduamente por 
los funcionarios de la Comisión con el 
propósito de eliminar las divergencias 
existentes a la hora de evaluar y poner 
en práctica las medidas adecuadas para 
cada caso. 

En la nota informativa el Sr. Britain 
propone esencialmente para la mejora 
del funcionamiento del sistema y pro­
cedimiento comunitario relativo a las 
medidas antidumping los siguientes 
aspectos: crear un sistema de alerta des­
tinado a ciertas situaciones; desarrollar 
procedimientos escritos al objeto de 
permitir a los comisarios que se pro­
nuncien sobre la adopción de medidas 
provisionales y definitivas; mejorar los 
procedimientos que afecten a las 
PYMES; y, finalmente, pormenorizar 
las cuestiones relativas a los procedi­
mientos que afecten a los países de 
Europa oriental y central, China y Rusia. 

*Abogados 
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l. Introducción 

El 15 de Julio de 1997, fruto del diá­
logo social y consenso previo entre la 
práctica totalidad de las fuerzas políti­
cas con representación parlamentaria 
(el denominado "Pacto de Toledo" 
aprobado por el Pleno del Congreso de 
los Diputados el 6 de abril de 1995), se 
aprobó la Ley 2411997. de 15 de Julio. 
de Consolidación y Racionalización del 
Sistema de la Seguridad Social que, 
principalmente se caracteriza por abor­
dar la separación y clarificación de 
las distintas fuentes de financiación 
de la Seguridad Social, en función de 
la naturaleza de las prestaciones de la 
Seguridad Social -contributivas y no 
contributivas - así como por el estable­
cimiento -progresivo-, de un único 
tope máximo de cotización para to­
das las categorías profesionales, de 
tal modo que en el año 2002 se alcance 
la equiparación de los importes de las 
bases máximas de cotización de todos 
los grupos de cotización existentes. 

Esta Ley es pues, por el momento, la 
más importante de las medidas legisla­
tivas adoptadas siguiendo en su conte­
nido dispositivo las recomendaciones 
que los grupos políticos suscriptores de 
aquel "Pacto de Toledo" dirigían al Eje­
cutivo de la nación. 

Aún cuando aquí nos vamos a refe­
rir exclusivamente a las incidencias que 
tal cambio normativo va a suponer so­
bre la Prestación contributiva de Jubi­
lación, hay que dejar constancia aquí de 
que la Ley 24/ 1997 aborda también 
otras medidas en relación a otras con­
tingencias protegidas por el sistema 
público de Seguridad Social. 

Así sucede, por ejemplo con la pen­
sión de orfan dad en la que se proce­
de a la ampliación del período de per­
cepción de esta clase de prestaciones 
económicas al ampliarse la franja de 
edad determinante de la condición de 
beneficiario/a (menor de 21 años de 
edad en los casos en que el hijo del cau­
sante no efectúe un trabajo lucrativo 
por cuenta ajena o propio, o de 23 años 
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si no sobreviviera ninguno de los pa­
dres) ; aunque esta modificación no 
empezará a aplicarse hasta el 1 de Ene­
ro de l.999 (durante 1997 el límite de 
edad para la percepción de la pensión 
será de 19 años salvo en el caso de 
inexistencia de ambos padres en que el 
límite de edad se sitúa en los 20 años; 
y en 1998 tales límites se amplían un 
año en cada supuesto). 

La Ley 24/ 1 997 incide también en 
materia de Pensión de Invalidez, y se­
gún su propia exposición de motivos 
(conforme al contenido del repetido y 
tan citado aquí "Pacto de Toledo"), per­
sigue el establecimiento de una ma­
yor seguridad jurídica en esta materia 
previendo la e laboración de una lista 
de enfermedades y de su valoración 
a los efectos de la reducción en la 
capacidad de trabajo y, correlativa­
mente, de la presumible pérdida de 
la capacidad de ganancia de la perso­
na afectada. 

11. Antecedentes: las 
recomendaciones incluidas 
en el «Pacto de Toledo» 

Recordemos, siquiera en forma de 
síntesis, las recomendaciones básicas 
recogidas en aquel denominado "Pacto 
de Toledo", como antecedentes a tener 
en cuenta a la hora de analizar los cam­
bios legislativos introducidos por esta 
Ley 24/ 1997. 

1 ª) Abordar la separación y 
clarificación de las fuentes de 
financiación de la Seguridad Social 

Se pretende que la acción protecto­
ra de la Seguridad Social, en su moda­
lidad "universal" se financie exclusiva­
mente con cargo a las aportaciones 
anuales del Estado mediante las opor­
tunas previsiones en la Ley de Presupues­
tos Generales del Estado de cada año. 

Por su parte, las prestaciones de ca­
rácter contributivo (aquellas a las que 
los beneficiarios tienen derecho en fun­
ción, precisamente, de las aportaciones 
previas efectuadas al sistema), deben 
financiarse, básicamente, con cargo a la 
cotizaciones de las empresas y personas 
obligadas, además de con el importe de 
las cantidades recaudadas por la Segu­
ridad Social en concepto de recargos y 
sanciones, así como los frutos, rentas, 
intereses y cualquier otro producto ge­
nerado por los recursos patrimoniales 
de la Seguridad Social. 

A estos efectos se declaran como de 
naturaleza contributiva las prestaciones 
económicas de la Seguridad Social, to­
das (las económicas y asistenciales) 
derivadas de las contingencias de acci­
dentes de trabajo y enfermedades pro-
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fesionales y los gastos de gestión co­
rrespondientes a las prestaciones antes 
señaladas así com o los gastos de f uncio­
namiento de los servicios administrati­
vos de la Seguridad Social correspon­
dientes a las funciones de afiliación, 
recaudación y gestión económico-fi­
nanciera y de patrimonio. 

Por su parte, tendrán naturaleza "no 
contributiva" las prestaciones y servi­
cios de asistencia sanitaria y los corres­
pondientes a los servicios sociales, ex­
cepción hecha de que éstos deriven de 
las contingencias de accidentes de tra­
bajo y enfermedades profesionales; las 
pensiones no contributivas por invali­
dez y jubilación, las prestaciones fami­
liares "por hijo a cargo", y aquellas que 
se conceden en concepto de "comple­
mentos para mínimos" de las pensiones 
contributivas de la Seg. Social. 

Para ello se recomienda la modifica­
ción del Texto Refundido de la Ley 
General de Seguridad Social aprobado 
por R.Dto. Leg. 1/1994, de 20 de junio, 
en el sentido de incorporar en la misma 
un mandato legal para proceder gra­
dualmente a aquella separación de las 
fuentes de financiación de la Seguridad 
Social estableciendo el límite del perío­
do transitorio para la Ley de Presupues­
tos Generales del Estado del año 2000. 

2ª) Complementos para mínimos 

Otorgar naturaleza "no contributi­
va" a las prestaciones complementarias 
de las pensiones contributivas cuando 
éstan se hallen por debajo de las cuan­
tías que en cada momento se fijen como 
pensión mínima del sistema. 

3ª) Constitución y dotación de un 
"Fondo de reserva" 

Desde que se adopten legislativamente 
las medidas que el propio Pacto de 
Toledo recomienda y hasta que se im­
plante la total separación de fuentes de 
sistema (recomendada para el año 
2000) se irá contituyendo un Fondo de 
Reserva dotado con los excedentes de 
las cotizaciones sociales que puedan 
resultar de la liquidación anual de los 
Presupuestos de la Seguridad Social, y 
ello con la finalidad de "atender a las 
necesidades futuras del sistema". 

Llegado el año 2000 se analizará y 
estimará la suficiencia , a los fines pro­
puestos, del Fondo de Reserva en fun­
ción de los correspondientes cálculos 
económicos y demográficos. 

4ª) Modificaciones en la estructura de 
la cotización a la Seguridad Social 

Se concreta en una modificación gra­
dual de los topes de cotización estableci-

dos para los diferentes "grupos de cotiza­
ción" ("destope de bases") de tal forma que 
aquellas bases de cotización se acerquen, 
paulatinamente, a los salarios reales. 

5ª) Modificaciones en la Invalidez 
Permanente 

Con la adopción del compromiso de 
que la regulación de la pensiones d e 
Invalidez Permanente y Gran Invalidez 
permanecerá inalterable, se pretende 
una racionalización y unificación de los 
criterios con arreglo a los cuales decla­
ren aquellas situaciones en el ámbito de 
la protección de la Seguridad Social. 
Para ello, el reconocimiento de las pen­
siones de Incapacidad Permanente en 
sus distintos grados, deberá efectuarse 
en función de una "lista'' de 
incapacidades en la que se fije la gra­
duación correspondiente, que será 
aprobada por vía reglamentaria. 

Con el objetivo de aumentar la 
transparencia en la estructura de las 
pensiones del Sistema de la Seg. Social, 
y para acompasar nuestro sistema a las 

. tendencias que se vienen registrando 
en la Unión Europea, se recomienda 
también la modificación del Texto Re­
fundido de la actual Ley Gral. de la Seg. 
Social, para que, a partir del cumpli­
miento por el beneficiario de los 65 
años de edad, la pensión de incapaci­
dad permanente que se viniera perci­
biendo, pase a denominarse o conver­
tirse en "pensión de jubilación". 

6ª) Criterios orientadores en materia 
de Jubilaciones Anticipadas 

Se opta por el mantenimiento de las 
actuales condiciones y regulación de 
esta prestación para quienes se vean 
forzados a acceder a la situación de jubi­
lación por razón de pérdidas de empleo, 
restructuraciones o reconversiones tem­
porales, por crisis de empresa o como 
consecuencia de extinción -por trans­
curso del tiempo máximo de percepción 
sin poder encontrar un empleo- del 
subsidio asistencial por desempleo. 

7ª) Revalorización automática de las 
pensiones a fin de garantizar el 
mantenimiento del poder adquisitivo 
de los pensionistas 

Se adopta el compromiso de garan­
tizar, por vía legislativa, la revalorización 
anual automática de las pensiones en fun­
ción de los incrementos anuales del IPC. 

8ª) Sistemas Complementarios de 
previsión social 

Se recoge y manifiesta una valora­
ción política positiva en relación a los 

ECONOMIST & JUR! S T 

1' 

ll!l!IScreenCam 

un producto de: 

softlex 
Softlex Ñ Hispánica, S.L 

Carlades, 11 º 07012 Palma de Mallorca 
Baleares, Espm'ia 

Tel. : (971) 7133 53 Fax: (971) 71 12 83 
wwmsoftle:r.es - r- 11_111i!_:_~'.for111@softlex.es 

\ . 

\ \ 

\\ 
i 1 Dep sito leg,1! PM-W19-1997 

Todos los dct-echos rt'S1.'rv,1dos. 
í'rohibida lll copia o reprodm:clón. 

'I 

' / 

90211 

lz ttp://www.softlex.es • "la base de datos jurídica más consultada en INTERNET "• correo: inform@softlex.es 

Solicite sin compromiso ni coste alguno, su DEMO 100º/o operativa, enviando este cupón: 

Nombre: Apellidos : 

l ?~otesión: __________ _ 

Dirección: 
-~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~ 

C. Postal: Población: __________ Teléfono: 
E&J 

Fax: (971) 711283 
Sof tlex Ñ Hispdnica, S.L 
Carlades, 1 1 º(A) 
07012 Palma de Mallorca 
Baleares, España 



Es el primer instrumento inteligente 
que trabaja al seivicio del abogado, 
hasta el punto de que es capaz de 
realizar el primer borrador de deman­
da y contestación a la demanda adap­
tada al caso concreto, con argumenta­
ciones de derecho sustantivo, doctri­
na y jurisprudencia actualizada y todo 
tipo de contratos. 

Tres años han sido necesarios para que un equi­
po de abogados e informáticos, disponiendo 
del Know-How de importantes firmas, crearan 
el mayor invento de las últimas décadas. Puede 

parecer un sueño pero es una realidad. 

Por ejemplo; Si tuviera un Manual de formularios y quisiera 
poner una demanda pidiendo la declaración de nulidad de un 
contrato de compraventa por falta de causa, lo que encontraría 
sería un modelo de demanda de juicio declarativo. 
¿Pero para qué me sirve? ¡Si el modelo del formulario nada 
tiene que ver con mi caso, con mi acción! Además de que no 
está argumentado jurídicamente. Por contra, en el Worker, 
encontraría la acción concreta, con las argumentaciones de 
fondo al caso específico y la jurisprudencia aplicada al caso, es 
decir, todas las argumentaciones para sostener jurídicamente la 
nulidad contractual por falta de causa, y además, como en todas 
las demandas, aparece un esquema explicativo previo para 
situarnos en la acción. Pero si somos demandados, también 
encontraremos las contraargumentaciones. O dicho de otra 
manera, argumentaciones de fondo negando la acción de nuli­
dad, y ello mediante el conducto procesal de la contestación a 
la demanda. 
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instrumentos de p revisión social priva­
dos, voluntarios y complementarios del 
sistema público básico y en este senti­
do se declara y acuerda la necesidad de 
atemperar su tratamiento fiscal a las 
directrices del Derecho Comunitario. 

9ª) Regímenes Especiales de la 
Seguridad Social 

Junto con el reconocimiento de que 
en la situación actual las condiciones de 
que disfrutan algunos de los Regíme­
nes Especiales existentes rompen par­
cialmente el necesario grado de solida­
ridad y la equidad dentro del sistema 
de la Seguridad Social -obligando con 
ello a un esfuerzo superior al resto de 
Regímenes-, se constata la necesidad de 
«adoptar las medidas necesarias para 
lograr la unificación de todos los regí­
menes especiales de la Seguridad So­
cial pública reconduciendo aquellos 
básicamente hacia el Régimen General 
y el Especial de Trabajadores Autóno­
mos». 

1 Oª) Otros aspectos relativos a la 
contributividad y solidaridad dentro 
del sistema 

Se acuerda incre.mentar progresiva­
mente, hasta alcanzar los 15 años, el pe­
ríodo de cotización necesario para el 
cáculo de la base reguladora de la pen­
sión. 

Además se coincide en la conve­
niencia de modificar el cálculo del por­
centaje a aplicar a la base reguladora de 
las pensiones en función de los años de 
cotización acreditado·s. 

Para ello, el porcentaje a aplicar a 
los primeros 15 años equivaldrá a un 
50%, inrementándose hasta un 80% y 
un 100%, a los 25 y 35 años de cotiza­
ción respectivamente. 

111. La Pensión de jubilación 
en su modalidad 
contributiva 

Abordamos, pues, sin más preám­
bulo, las variaciones introducidas por la 
nueva Ley respecto a la legislación an­
terior (Texto Refundido de la Ley Gene­
ral de la Seguridad Social, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 
20 de junio), en relación a la presta­
ción contributiva por jubilación, 
pens1on umca, vitalicia e 
imprescriptible, que se concede al be­
neficiario cuando a causa de la edad 
cesa en el trabajo, sea por cuenta ajena 
o propia, y con la finalidad de suplir o 
compensar la ausencia de ingresos mo­
tivada por dicho cese. 
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1. Período de carencia. 
(Párrafo b), Apdo. 1, A rt. 161 
TRLGSS, en la redacción dada 
por el Art. 4 de la Ley 24/1997, 
de 15 de ju lio) 

Una de las novedades o reformas 
que introduce la Ley 24/1997 es la am­
pliación del período de determinación 
de la base reguladora de la pensión de 
jubilación, situando ese período, tras 
Lill proceso gradual de aplicación, en los 
últimos quince años de cotización, en 
vez de los ocho previstos en la anterior 
normativa. 

En efecto, si hasta ahora se venía 
exigiendo un período de carencia o 
período de cotización mínimo exigible 
para el acceso a una pensión de jubila­
ción de 15 años, de los cuales al menos 
dos debían estar comprendidos dentro 
de los 8 inmediatamente anteriores al 
momento de causar el derecho, ahora 
esos dos años de cotización deben 
estar comprendidos dentro de los 15 
años inmediata-
mente anteriores 

do por Real Decreto Legislativo 1/1994, 
de 20 de Junio, : 

"la base reguladora de la pensión de 
jubilación, en su modalidad contributi­
va, será el cociente de dividir por 21 O 
(dicho divisor (2 1 O) corresponde a los 12 me­
ses de cada año más 2 pagas extraordinarias 
correspondientes a cada anualidad po1; el 
número de años de cotización ( 15) que se exi­
ge), las bases de cotización del interesa­
do durante los 180 meses (15 años) in­
mediatamente anteriores a aquél en que 
se produzca el hecho causante1 

". 

La aplicación de la nueva fórmula 
para hallar la base reguladora corres­
pondiente a una pensión de jubilación, 
en consonancia con la ampliación del 
período de determinación de dicha base 
reguladora a 15 años, se efectuará de 
una forma gradual y progre si va hasta el 
año 2.002, de acuerdo con la siguiente 
fórmula transitoria (Nº 1 Disposic. 
Trans. 5ª RDL 1/1994, de 20 de Junio, 
en la redacción dada por el Art. 5 .2 
de la Ley 24/ 1997): 

al momento de 
causar el derecho, 

-Desde 04.08. 1997 a 31. 121997: 
Base Cot izac. 108 meses anteriores a hecho causante 

126 

o anteriores a la fe­
cha en que cesó la 

-Desde 01.01.1998 a 31 .12.1998: 
Base Cotizac. 120 meses anteriores a hecho causante 

140 

obligación de coti­
zar en los supuestos 

-Desde 01.01.1999 a 31.12.1999: 
Base Cotizac 132 meses anteriores a hecho causante 

154 

Base Cotizac. 144 meses anteriores a hecho causante 
en que se acceda a 
la pensión de jubi­
lación desde una si­
tuación de alta o 

-Desde 01.01.2000 a 31.12.2000: 168 

-Desde 01 .01.2001a31.12.2001: 
Base Cotizac 156 meses anteriores a hecho causante 

182 

asimilada al alta, 
sin obligación de 
cotizar (Invalidez 

A partir 01 .01.2002: 

Provisional, Incapacidad Temporal en 
pago directo, Subsidio de desempleo, 
etc). 

Asímismo se prevé que durante 
1997, el período de 2 años de cotiza­
ción, referido anteriormente, deberá 
estar comprendido dentro de los 10 
años inmediatamente anteriores al mo­
mento de causar el derecho, o a la fecha 
en que cesó la obligación de cotizar, 
respectivamente. De ello se deriva, 
como a continuación veremos, la apli­
cación gradual y progresiva (según 
veíamos antes al examinar las recomen­
daciones realizadas por el "Pacto de 
Toledo") de este nuevo y más amplio 
período de cotización exigido a la hora 
de determinar las bases reguladoras de 
este tipo de prestaciones de la S.S .. 

2.- Determinación de la Base 
Reguladora de la Pensión de 
Jubilación 

Según la nueva redacción dada por 
la Ley 24/1997 al número 1 del artícu­
lo 162 del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aproba-

Base Cotizac.180 meses anteriores a hecho causante 

210 

2.1. Reglas para el cómputo de las 
bases de cotización a tener en cuenta 
en la Base Reguladora 

Primera: Las bases de cotización co­
rrespondientes a los 24 meses anterio­
res a aquel en que se produzca el hecho 
causante se computarán en su valor 
nominal (es decir, en su cuantía real sin 
revalorización alguna). 

Segunda: Las restantes bases de coti­
zación se actualizarán de acuerdo con la 
evolución experimentada por el Índice 
de Precios al Consumo del conjunto 
nacional general (dicha actualización se 
realiza dividiendo el IPC del mes inme­
diatamente anterior al de jubilación por 
el IPC del mes a actualizar. 

2.2.- Integración de lagunas 

No se produce ninguna variación 
respecto a la integración de lagunas de 
cotización durante aquellos meses en 
que no hubiese existido obligación de 
cotizar (bien por encontrarse el trabaja­
dor en situación asimilada al alta sin 
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que se exija la obligación de cotizar a la 
empresa o porque el trabajador no se 
encuentre en alta) y que hayan de tener­
se en cuenta para el cálculo de la base 
reguladora: se realizará con las bases 
mínimas de cotización del Régimen 
General establecidas anualmente para 
los trabajadores mayores de 18 años. 

3.- Cuantía de la pensión de 
jubilación (Art. 163 TRLGSS, en la 
redacción dada por la Ley 24/ 
1997, de 15 de julio) 

Los porcentajes a aplicar a la base 
reguladora para determinar la cuantía 
de una pensión de jubilación también 
han sido objeto de modificación por la 
Ley 24/1997, de 15 de Julio ya que si 
con arreglo a la legislación anterior 
se partía de una escala o porcentaje 
a aplicar a la base reguladora de un 
60% por 15 años cotizados y se iba 
incrementando sucesivamente un 
2 % por cada año adicional cotizado 
hasta alcanzar el 100% de la base 
reguladora, correspondiente a 35 
años de cotización, ahora y con la en­
trada en vigor de esta Ley, (el 4 de 
Agosto de 1997): 

Por los primeros 15 años cotizados 
se aplica el 50% B.R (en lugar del 
60% anterior) 
Por cada año adicional comprendi­
do entre el 16° y el 25°, ambos inclu­
sive, se incrementa un 3% B.R 
Por cada año adicional de cotización 
a partir del 26º, sin que el porcen­
taje total aplicable a la base 
reguladora pueda superar, en nin­
gún caso, el 100%, se incrementa un 
2% B.R. 

Ello, en definitiva, significa que con 
la aplicación de estos nuevos porcenta­
jes la cuantía final de las pensiones se 
verá minorada en relación a la cuantía 
a que se tendría derecho, con arreglo a 
las mismas bases y período de carencia 
con la regulación existente hasta la en­
trada en vigor de la Ley 2411997. 

3.1.- Cuantía de la pensión en 
supuestos de jubilación anticipada 
(Regla 2ª , Apdo 1, Disposic. Trans 3ª 
TRLGSS, en la redacción dada por la 
Ley 24/1997, de 15 de Julio) 

Con la nueva redacción dada por la 
Ley 24/1997 a la Disposición Transito­
ria Y del TRLGSS de 1994, aquellos 
trabajadores que tuvieran la condición 
de Mutualistas el 1 de Enero de 1967 
(tener acreditada una cotización de 
l. 800 días antes del O l. O 1.19 97 o haber 
estado afiliado al Retiro Obrero) y sin 
necesidad de haber cumplido en dicha 

fecha los 50 años de edad -como se exi­
gía anteriormente-, podrán acceder a la 
pensión de jubilación a partir de los 60 
años aunque la cuantía de la pensión se 
verán reducida en un 8 por 100 por 
cada año o fracción de año que, en el 
momento del hecho causante, le falte al 
trabajador para cumplir 65 años, de 
manera que se pondere la edad real de 
jubilación con la edad general mínima 
fijada en 65 años. 

Sin embargo, los trabajadores que 
cumpliendo los requisitos anteriores y 
acreditando 40 o más años de cotiza­
ción soliciten la jubilación anticipada 
derivada de cese en el trabajo como 
consecuencia de la extinción del contra­
to de trabajo en virtud de causa no im­
putable a la libre voluntad del trabaja­
dor, el porcentaje de reducción de la 
cuantía de la pensión (establecido con 
carácter general en el 8% por cada año 
o fracción que le falten al trabajador 
para cumplir los 65 años) será de un 
7%. A estos efectos, se entenderá por 
libre voluntad del trabajador, la inequí­
voca manifestación de voluntad de 
quien, pudiendo continuar su relación 
laboral, y no existiendo razón objetiva 
que la impida, decida poner fin a la 
misma. 

4.- Régimen Transitorio. (Apdo. 4, 
Disposic. Trans. Tercera del TRLGSS, 
-añadido por la Ley 24/1997, de 
15 de julio-) 

Por último y del mismo modo que 
ocurrió con la entrada en vigor de la Ley 
26/1985, de 31 de Julio, el 01.08.1985, 
se establece un derecho de opción en 
favor de los trabajadores que reúnan 
todos los requisitos para obtener el re­
conocimiento del derecho a la pensión 
de jubilación en la fecha de entrada en 
vigor de la Ley 24/1997 (es decir, el 4 
de Agosto de 1997) , en el sentido de 
optar por acogerse bien a la nueva nor­
mativa o a la legislación anterior y ob­
tener la pensión en las condiciones y 
cuantía a que hubiesen tenido derecho 
el día anterior a la entrada en vigor de 
dicha Ley 24/1997. 

IV. Conclusión 

En líneas generales, y a modo de 
conclusión, podríamos decir que con la 
ampliación del período de determina­
ción de las bases reguladoras de las 
pensiones de jubilación a 15 años, es 
evidente que las bases reguladoras, y 
por consiguiente, las cuantías de las 
prestaciones contributivas por jubila­
ción serán más bajas, dicho perjuicio, 
no será tanto, si la vida laboral del tra­
bajador que pretenda acceder a este tipo 
de pensiones ha sido continuada ya que 

dichas bases han de ser actualizadas, 
como hemos visto, de acuerdo con el 
Índice de Precios al Consumo. 

No ocurrirá lo mismo, sin embargo, 
respecto a aquellos otros trabajadores 
que, acreditando el mismo período de 
cotización, hayan sufrido interrupcio­
nes en su vida laboral o períodos de 
tiempo en los que no hayan estado en 
activo puesto que la integración de las 
bases de cotización durante los meses 
en que no se haya cotizado se realiza 
con las bases mínimas establecidas para 
los trabajadores mayores de 18 años. 

No obstante, si las bases de cotiza­
ción de estos últimos trabajadores han 
sido siempre mínimas, tampoco se ve­
rán tan negativamente afectados por la 
ampliación de dicho período de deter­
minación de la Base Reguladora. 

*Abogados 
Bufete CEL -Centro de Estudios Legales. 

NOTAS: 

l) Se considera hecho causante: 

- Para los trabajadores que se encuentren en 
alta, el día de su cese en el trabajo por cu enta 
ajena. 

- Para los trabajadores que se encuentren en 
alguna de las situaciones definidas como de asi­
milada al alta: 

- En el supuesto de excedencia forzosa, el día 
del cese en el cargo público que dió origen a la 
asimilación al alta. 

- En el supuesto de traslado fuera del territo­
rio nacional, el día del cese en el trabajo por 
cuenta ajena. 

- En el caso del trabajador sometido a conve ­
nio especial, el día o fecha en que así se prevea 
en el indicado convenio, reuniendo los demás 
requisitos de edad y período de carencia. 

- En el caso de trabajadores mayores de 52 años 
que perciban el subsidio por desempleo, el día 
en que el trabajador cumpla la edad mínima ne­
cesaria (65 ó 60 años) para la percepción de la 
pensión de jubilación. 

- En e l resto de supuestos de asimilación al alta, 
el hecho causante se entiende producido en la 
fecha de formulación de la solicitud de pensión. 

- En el supuesto de trabajadores que no se en­
cuentren en situación de alta, el hecho causan­
te se produce el día en que se formula la solici­
tud de la pensión. 
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La defensa tente a la 
invocación de la doctrina 
del levantamiento del velo 

José Juan Pintó Ruiz. * 

• la doctrina del levantamiento del velo de las sociedades, construcción jurisprudencia/ 
nacida para penetrar en el substratum de las sociedades a fin de averiguar la verdad 
de las mismas en beneficio de la justicia, ha sufrido a menudo, como otras grandes 
construcciones, un exceso de invocación. Ante estos excesos, han comenzado a sur­
gir las primeras reso luciones jurisprudencia fes que han venido a limitar fa do ctrina 
del levantamiento del velo. De entre la s mismas debemos destacar las importantes 
sentencias del TS de 12 de jun io de 1995 y de 31 de octubre de 1996. 

SUMARJO: 

l. El problema: Los excesos de invocación 

11. Los sistemas de defensa de las estructuras que no son velos o 
apariencias 

1. En general 

2. En concreto. Qué debería decir el demandado, en trance de 
defenderse según una pretensión fundada en la aplicación de la 
doctrina del velo 

111. Jurisprudencia monográfica de la materia 

1. Resoluciones que estiman aplicable la doctrina del velo 

2. Resoluciones que no estiman aplicable la doctrina del velo. 

l. El problema: Los excesos 
de invocación 

Conocido es el importante avance 
que la doctrina jurisprudencial ha con­
seguido al consagrar y dar el oportuno 
espaldarazo a la doctrina del levanta­
miento del velo de las sociedades. El 
resplandecer de la verdad, la penetra­
ción en la realidad misma de lo oculto 
bajo una maraña de formas jurídicas y 
negocios indirectos, la seria considera­
ción del sentido ético del derecho, y el 
desenvolvimiento del principio de 
equidad, llenaron de justa y lógica sa-

tisfacción a todos aquellos que de una 
u otra manera están al servicio de la 
justicia. 

Pero, siempre ocurre lo mismo, cual 
acaeció con la cláusula «rebus sic 
stantibus», o con la misma accesión in­
vertida, bien pronto el Tribunal Supre­
mo tuvo antaño, y para estas institucio­
nes, entre otras, que tomar conciencia 
del exceso -o desmán- que representa­
ba la tendencia a convertir en frecuen­
te o habitual lo que debe, por su natu­
raleza, ser excepcional y examinarse 
con el mayor cuidado, y admitirlo con 
la mayor cauLela. 
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Ahora, de nuevo y también, el fan­
tasma del levantamiento del velo, se 
invoca en demasía, y aparecen supues­
tos intereses o negocios jurídicos, o re­
laciones como ocultas bajo otras, que 
bien pueden, más que velos, ser autén­
ticas y reales. 

Y así eslamos. Aun en plena vigen­
cia de la doctrina del velo -doctrina 
buena, constructiva y digna de la mayor 
autoridad- su incipiente tendencia a 
pretender su indebida aplicación, habrá 
de acarrear al letrado, la defensa de la 
verdad, de aquella verdad que si a ve­
ces se enmascara bajo el velo de una 
apariencia, también es cierto que lo 
normal, lo ordinal y lo más frecuente es 
que lo que aparece sea verdad. 

11. Los sistemas de defensa 
de las estructuras que no 
son velos o apariencias 

1.- En general 

a) Ya hemos observado, la presencia de 
demandas, en las que se pretende la 
responsabilidad de los socios, por­
que la sociedad -dicen- es sólo un 
velo, para ocultar el verdadero 
dominus, que es un particular o 
unos particulares. Que lo que hay es 
un condominio de la empresa, no 
una sociedad. 
Ya hemos observado en fin, que ver­
daderas sociedades instrumentales, 
se dan por inexistentes. O aludir al 
velo, por el mero hecho de que los 
constituyentes de una sociedad sean 
todos -o la mayoría- íntimos fami­
liares, a pesar de que hoy, se admi­
te -normativamente, art. 311 Ley de 
Sociedades Anónimas- la sociedad 
unipersonal. 
Y por este camino, aquella separa­
ción patrimonial que se consigue 
mediante la limitación de la respon­
sabilidad societaria, podría incluso 
llegar a quebrar. 

b) Claro que los casos que hemos in­
vocado -«ad exemplum»- constitu­
yen el substracturn material (algo 
así como el corpus) en el que des­
cansan todas las situaciones verda­
deras de aplicación justa de la doc­
trina del velo. Pero esto no quiere 
decir que en todas estas situaciones, 
haya un velo que levantar, y una 
realidad oculta que desvelar. Es de­
cir, el solo hecho, el nudo hecho de 
que los socios sean familiares, o el 
nudo hecho de descansar en la limi­
tación institucional de responsabi­
lidad para no obligarse el socio, etc., 
no permite una estandarización de 

ello, para conexar sin más la 
aplicabilidad de la doctrina del velo. 
Y es que hace falta algo más. Un pro­
pósito de utilizar desviadamente la 
apariencia, y una creación de ésta, 
ordenada a este fin desviado, lo que 
a su vez comporta la falta de ausen­
cia de interés económico rectamen­
te encaminado. 
La existencia de este «animus» 
como posición interna de los cons­
tituyentes, podría en principio des­
corazonar a quienes deben alegarlo, 
ponerlo de manifiesto y probarlo. 
Pero enseguida se observa que este 
temor fundado sería válida la doctri­
na de la anulabilidad, especialmen­
te por lo que se refiere a los vicios 
del consentimiento (error, dolo, cul­
pa, etc.) o a un sin fin de circunstan­
cias modificalivas de la responsabi­
lidad que consisten en posiciones 
anímicas internas, que se dan en el 
derecho penal, y se hundiría toda la 
doctrina de la simulación. Cierto 
que ni el Tribunal, ni el abogado, 
disponen de un maravilloso artefac­
to electrónico que dibuje, detecte y 
trasluzca los estados de ánimo, la in­
timidad de los propósitos, y cúal es 
el fin verdaderamente perseguido. 
Pero el lenguaje subsiguiente de los 
hechos, concatenados entre sí, es 
siempre revelador, como por ejem­
plo, las más de las veces la simula­
ción resulta detectada por aquel tes­
tigo mudo pero elocuente que es la 
posesión. 
Y tampoco ha de olvidarse que es lí­
cito, limitar y publicar la responsa­
bilidad civil por los medios que las 
leyes permiten. Que es lícito -sólo 
faltaría- constituir sociedades en 
forma tal que quede limitada la res­
ponsabilidad, mesurándose el al­
cance de ésta, por la cifra capital y la 
publicación de las cuentas. 
La necesidad de levantar el velo, re­
querirá siempre no sólo una reali­
dad diferente de la publicada sino 
que también este «animus» desvia­
do de zafarse, ilegalmente en el fon­
do, de deberes existentes. Retroce­
diendo, en la accesión invertida, 
bien pronto se hizo patente la necesi­
dad de exigir la «buena fe» o ignoran­
cia de que se invadía, como requisito 
ineludible, y en la cláusula <uibus sic 
stantibus», la absoluta imposibilidad 
de prever la mutación. 

2.- En concreto. Qué debería decir el 
demandado, en trance de defenderse 
según una pretensión fundada en la 
aplicación de la doctrina del velo 

a) En primer lugar, debe demostrar la 
REALIDAD misma, institucional, 

de la llamada (que no lo sería) so­
ciedad velo. 
Si esta sociedad ha tenido un fun­
cionamiento real , con operaciones 
mercantiles propias, dirigidas, 
concebidas, y seguidas por personas 
físicas ligadas jurídicamente a la 
empresa -nómina, por ejemplo- y 
con resultados económicos correctos 
con normal frecuencia. Si esta socie­
dad ha operado un tráfico mercan­
til, efectivo, correspondiendo la ín­
dole sus operaciones a su solvencia 
patrimonial (cosa ésta que podrá ser 
objeto de la correspondiente prueba 
pericial) estaremos en presencia de 
un efectivo argumento de defensa. 
No se trata de una realidad tabular 
(de papel) sino de una realidad 
existencial y funcional con tráfico 
efectivo, y con proporción verdade­
ra entre su patrimonio y su activi­
dad. En cambio en una sociedad 
fantasma, aparecerían operaciones de 
una importancia desproporcionada 
con su Patrimonio. 

b) Si la sociedad ha tenido -con ante­
rioridad cuanto más importante me­
jor- un funcionamiento normal an­
tes del desaguisado inspirador de la 
invocación, cuanto mayor importan­
cia tenga la realidad de este tráfico, 
más quebrantada estará la posibili­
dad de eficaz invocación de la doc­
trina del velo. 

e) Si la sociedad, no ha sido creada «ad 
hoc» y para perpetrar o cubrir la 
propia insolvencia, sino que ha sido 
creada para otro fin mercantil lícito 
que se ha desarrollado con anterio­
ridad y ha tenido una vida patente, 
claro está que será difícil pretender 
la aplicación de la doctrina del velo. 

d) Es significativa la comparación 
cronológica entre la perfección del 
negocio jurídico que se trata de de­
fraudar, y la creación de la sociedad. 
Cuando unos particulares actuando 
en interés personal o en régimen de 
comunidad, vienen asumiendo 
obligaciones que NO CUMPLEN, y 
después de asumidas, efectúan una 
aportación, o de algún modo, me­
diante simples o complicados 
artilugios constituyen o reactivan 
una sociedad en cuyo patrimonio 
(por método simple -como la apor­
tación- o mediante complicados re­
covecos) ingresan lo bienes, presu­
puesto de la asunción de las deudas, 
entonces es lógico suponer que esta 
sociedad hace de velo, para 
irresponsabilizar los bienes de la 
deuda que corresponde a otros su­
jetos individuales. 

ECONOMLST & JURIST 

Pero cuando la sociedad no se crea 
entonces sino que ya estaba muchí­
simo antes, también la doctrina del 
velo está seriamente comprometida. 

e) La lacerante dualidad polarizada 
éxito-fracaso económico, marcha al 
margen de la naturaleza ínüma de la 
turbidez causal del negocio jurídico, 
turbio, ilícito, inmoral, injusto. No 
todo fracaso éconómico es turbio, 
sucio, o inmoral. La pieza de califi­
cación misma de la quiebra nos con­
duce a la estimación de quiebra for­
tuita, culpable, o fraudulenta. Pero 
otra cosa es, tenga o no tenga éxito 
económico, salga «bien o mal», el 
negocio turbiamente concebido, con 
propósito desviado. 
Pero cuando el negocio que desen­
cadena la alegación de la 
aplicabilidad de la doctrina del velo 
es lícito, claro, limpio y contunden­
te, aunque por su fracaso económi­
co no se atiendan las obligaciones 
derivadas del mismo, no por eso, 
puede entenderse aplicable la doc­
trina del velo cuando ésta requiere 
para su eficacia, a) no sólo el hecho 
de la existente apariencia irreal de 
una cobertura, b) sino utilización 
con el propósito ilícito de defraudar. 

f) Nunca puede confundirse el derecho 
a limitar la responsabilidad civil, 
derivada del tráfico mercantil lícito, 
con la doctrina del levantamiento 
del velo. Yo puedo crear un negocio 
lícito pero quiero tener separado mi 
patrimonio de él. Y si esta creación 
es real, conforme se ha explicado al 

MERCANTIL 

principio, el fracaso económico de 
las operaciones, no permite la apli­
cación, en este caso, sin fundamen­
to, de la doctrina del velo. 
Lo mismo ocurre, cuando un nego­
cio individual, se incorpora de al­
gún modo a una sociedad de res­
ponsabilidad limitada, si ésta mues­
tra elementos patrimoniales sufi­
cientes para comportar soporte sufi­
ciente de su viabilidad, cosa ésta 
que igualmente podrá ser objeto de 
prueba pericial. 

111. Jurisprudencia 
monográfica de la materia 

1.- Resoluciones que estiman 
aplicable la doctrina del velo 

Transcribimos aquí parcialmente 
dos emblemáticas sentencias que, apli­
can la doctrina del levantamiento del 
velo, recogiendo además una síntesis 
de las resoluicones más iomportantes 
en la materia: 

STS de 12 de febrero de 1993 (R.763): 

«Primera: Que esta Slaa no ha vacilado ne 
apartar el artificio de la sociedad anóni­
ma para decidir los casos según lar 
ealidad, y as{ la s. 5-5 -1958 (R.1716), 
prescindió de haberse constituido una so­
ciedad anónima para hacer prevalecer el 
principio ético de que 'nadie puede 
seposeer a otro sin la voluntad del despo ­
jado y por su propia decisión cualquiera 
que seea el medio aparentemente ew1plea-

do' y la de 25-5-1984 (R.2800), sienta la 
tesis generl de que en el conflicto entre 
seguridad jurídica y justicia, valores hoy 
consagrados en la constitución ( arts. 1.1 . 
y9.3.) se ha decidio prudencialmente y se­
gún los casos y circusntancis, por aplkicar 
por vía de equidad y acogimiento del prin­
cipio de buena fe ( art. 7.1. Ce) La práctica 
de penetrar en el substratum persnoal de 
las nertidades o sociedades, a las que la 
LEy confiere personalidad jurídica pro­
pia, con el fin de evcitar que al socaire de 
esa ficción o forma legal -de respeto obli­
gado, por supuesto- se puedan perjudicar 
ya intereses privados o públicos como ca ­
mino del fraude (art.6.4.CC) admitiéndo­
se la posibilidad de que los jueces puiedan 
penetrar («levantar el velo jurídico») en 
el interior de esas personas cuando sea 
preciso para evitar el abuso de esa inde­
pendencia (art. 7.2.CC) en dafío ajeno o de 
los «derechos de los demás» ( art. 1 O de la 
constitución) o contra el interés de los 
socios, es decir, de un mal uso de su 
eprsonalida de un «ejercicio antisocial» de 
su derecho ( art. 7.2 . CC). Más reciente ­
mente la S. 2 7-11 -1985 (R.5904) conside­
ró que el sujeto pasivo de la deuda 
rclamada era el demandado y no la socie­
dad de que era único socio y ello con in­
dependencia de la apriencia jurídica crea­
da por la cosntitución de tal ente colecti­
vo . Últimamente, la S. 9-7-196 prescin ­
dió de la forma social, por la «particular 
composucuón de la sociedad recurrente 
(tres socios, componentes del consejo de 
Amdinsitración, (S.24-9 -1987, R.6194). 

Segunda: Que en el supuesto que nos ocupa, 
y sis separte de los hechos que la resolu ­
ción recurrida reputa rpobados y que no 
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han sido cowzabtidos en esta vía, de que la 
actora incumplió su obligación de no ven­
der los productos a que alude la cláusula 
sexta a través de una entidad «directa-
111ente vinculada con ella». «que tal enti­
dad estaba dirigida por las mismas perso­
nas»; que la actora tiene en elela «una 
participación superior al 41 %; «que ce­
lebra alguno de sus Consejops de 
Administraciónón» «en su domicilio de 
León» y que «no tiene absolutamente se­
parados sus ámbitos de relaciones mer­
cantiles», necesario resulta concluir que la 
actuación de la actora a través de la enti­
dad relacionada con ella men el modo 
indsicado comporteqa un ejercicio antiso­
cial de su personalidad con daffo para ter­
ceros, permitiéndole incumplir un com ­
promiso adquirido a través del mecanis­
mo de imputar sus actos a una sociedad 
que, a los efectos que nos ocupa, debe ser 
reputada como directamente relacionada 
con la actora, por lo que la resolución re­
currida, alasí estimarlo y condenar a la 
aclara reconvenida al abono de los dai1os 
originados por su incumplinúento en 
modo alguno infringió los preceptos cita­
dos en este primer motivo, que debe se1~ 
por ello, desestimado. 

El profundo sentido ético, el respe­
to a la buena fe, y un notario 
pragmatismo conducden a la prevalen­
cia de la justicia del caso concreto, in­
cluso -prudentemente- más allá del 
principio de seguridad jurídica, siendo 
oportuno ahora transcribir un 
fragmentod e la Sentencia de 4 de 
marzo de 1.988 que dice: 

<<TERCERO.- También ha de alinearse en 
pro del pro del mantenimientod e la con­
dena que pronuncia la sentencia impug­
nada, la doctrina de esta Sala que no ha 
vacilado en apartar el artificio de la socie­
dad para decidir los casos según la reali­
dad(. . .). Según la jurisprudencia aludi­
da, formada entre otras, por las Senten ­
cias de 28 de mayo de 1984 (R . 2800), 27 
de noviembre de 1985 (R . 5904), 9 de ju­
lio de 1986 y 16 de febrero y 24 de sep­
tiembre de 1987 (R. 698 y 6194), en el 
conflicto entre seguridad jurídica y 
jsuticia, valores hoy consagrados en 
la Constitución (R. 1978, 2836 y Ap. 
1975-85, 2875) (Arts. 1.1 y 9.3), se 
ha decidido prudencialmente y según 
los casos y circunstancias, por la vía 
de equidad y acogimiento del princi­
pio de la buena fe ( art. 7.1 del Códi­
go Civil). La práctica de penetrar en 
el «substratum» personal de las enti­
dades o sociedades, a las que la Ley 
confiere personalidad jurídica pro­
pia, con el fin de evitar que al socai­
re de esa ficción o forma legal se pue­
dan perjudicar ya intereses privados 

o públicos como cam inad el f raude 
(a rt. 6.4 del Código Civil), admitién ­
dose la posibilidad de que los Jueces 
puedan penetrar («levantamiento del 
velo») en el interior de esas personas 
cuando sea preciso para evitar el 
abuso de esa independencia (Art. 7.2 
del Código Civil) en daño ajeno o de 
«los derechos de los demás» (funda­
mento del orden público y de la paz 
social. Art. 10 de la Constitución), o 
contra el interés de los socios, es de­
cir, de un mal uso de su personalidad, 
de un «ejercico antisocial» de su de­
recho (Art. 7.2 del Código Civil) 

2.- Resoluciones que no estiman 
aplicable la doctrina del velo 

STS de 12 de junio de 1995 : (R.4739): 

«Desde la moderación que el recto 
sentido impone en la aplicación de 
este instrumento jurídico, no puede 
afirmarse que el carácter familiar de 
la sociedad codemandada sea sufi­
ciente para hacer derivar hacia los 
dos socios demandados la responsabi­
lidad derivada del incumplimiento 
por el ente societario de sus obligacio­
nes contractuales asumidas en el ejer­
cicio de la actividad que constituye su 
objeto social, teniendo en cuenta que la 
sociedad actora no era desconocedora de La 
solvencia de su cliente, la demandada, con 
la que venía manteniendo relaciones co­
merciales desde el m1.o 1984 que habían 
alcanzado a lo largo de esos m1.os los 
107. 3 70.69 7 pesetas, no apareciendo 
acreditado ese ánimo de[raudatorio que 
exige la aplicación de la teoría del levan ­
tamiento del velo probado como está que, 
a consecuencia de la situación de crisis por 
la que atravesaba el negocio, la deman ­
dada obtuvo un convenio de espera con 
sus acreedores, que no fue aceptado por La 
actora al tener ésta asegurado su crédito 
mediante un contrato de seguro de crédi­
to, en cumplimiento del cual ha recibido 
ya una importante parte de la deuda re­
clamada en autos. Por todo ello, ha de 
estimarse incorrectamente aplicada la in­
vocada doctrina jurisprudencia! del «le­
vantamiento del velo jurídico» y debe es­
timarse, como se anticipó, este quinto mo­
tivo». 

STS de 5 de febrero de 1996 (R.1341): 

«En el caso de autos no se declaró proba­
da la concurrencia de alguno de los refe­
ridos supuestos de responsabilidad, ya que 
la sentencia combatida estableció como 
hecho firme -incólume en esta vía 
casacional- que aunque dichos admi­
nistradores fueran también los socios 

únicos, no se acreditó que la sociedad 
de referencia, constituida con ante­
rioridad, escritura pública de 23 de no­
viembre de 1987, lo hubiera sido con la 
finalidad y próposito decididos de de­
fraudar a sus proveedores, pues en este 
caso el Tribunal estaría autorizado para 
penetrar en el interior y «substratum» 
más personal de la entidad, a fin de abrir 
brecha en su hermetismo, para la procu­
ra de sentar transparencia, a fin de san­
cionar las actuaciones que se presentasen 
abusivas o fraudulentas y su imputación 
a las personas que aparezcan ser efectiva­
mente responsables, al tratar de proteger 
sus bienes frente a posibles reclamaciones 
del exterior (Sentencias de 16 julio 1987 
(RJ 1987, 5795), 25 enero, 13 mayo, 24 
octubre y 24 diciembre 1988 (RJ 1988, 
141, 4306 y 9816), 16 octubre 1989 (RJ 
1989, 6925), 15 abril 1992 (RJ 1992, 
4422) y 24 abril 1992 (RJ 1992, 341 O), 
aprovechándose de la ficción ideada de 
constituir una sociedad que solamente se 
presenta aparente, y sólo es utilizada 
como instrumento para el logro propues­
to de pe1judicar intereses privados o pú ­
blicos.» 

La STS de 31 de octubre de 1996 
(R.7728), aplica la doctrina del levanta­
miento del velo, pero delimila su 
aplicabilidad a casos extremos: 

«Ahora bien, dicha operación de «le­
vantamiento del velo» societario, 
debe utilizarse cuidadosamente y en 
casos extremos y de forma subsidia­
ria, en otras palabras, cuando no 
haya más remedio y no puedan 
esgrimirse otras armas sustantivas y 
procesales. Pues no se puede olvidat~ 
que la personalidad jurídica, es una 
teoría que ha logrado grandes y efi­
caces éxitos para la expansión finan­
ciera y económica en general y que el 
comercio internacional tiene su ar­
quitrabe en la misma. » 

*Abogado. 

Doctor en Derecho. 
Miembro de la Real Academia 

de Jurisprudencia y Legislación. 
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Mediante el Reglamento 240/96/ 
CE1, la Comisión europea ha refundido 
en un solo texto los antiguos Regla­
mentos de exención por categoría de los 
acuerdos de licencia de patente2 y los 
acuerdos de licencia de know-how3

• El 
Reglamento mantiene la estructura tra­
dicional de los reglamentos de exen­
ción por categoría clasificando las dif e­
ren tes cláusulas que contempla en dos 
grupos : las cláusulas que están permiti­
das o exentas se relacionan en los Artícu­
los 1 y 2 («lista blanca») y las cláusulas 
que están prohibidas y que implican la 
no aplicación de la exención se prevén en 
el Artículo 3 («lista negra»). Además, el 
Reglamento mantiene el llamado Proce­
dimiento de Oposición y, por otro lado, 
indica algunos supuestos excepcionales 
que pueden conllevar la retirada del be­
neficio de la exención. Finalmente, en el 
Artículo 10 se definen, para una mejor 
comprensión del Reglamento, los dife­
rentes términos que en él se utilizan. 

l. Definición y ámbito de 
aplicación. 

Los acuerdos de transferencia de 
tecnología consisten en acuerdos por 
los gue una empresa titular de una pa­
tente y/o un «know-how» (licenciante) 
autoriza a otra empresa (licenciatario) a 
explotar las patentes concedidas o le co­
munica su know-how con miras, en 
particular, a la fabricación, utilización 
y/o comercialización de determinados 
productos. El Reglamento define know­
how como un conjunto de informaciones 
técnicas secretas, substanciales e identi­
ficadas de forma apropiada pero que no 
están protegidas por una patente. Pue­
den referirse, por ejemplo, a la descrip­
ción de procedimientos de fabricación, 
recetas, fórmulas, dibujos o modelos. El 
término «secreto» significa que el con­
junto del know-how no es generalmen­
te conocido; «sustancial» significa que 
el know-how contiene una información 
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útil, es decir que, en el momento de la 
celebración del acuerdo, cabe esperar 
que servira para mejorar la 
competitividad del licenciatario ; e 
«identificado» significa que el know­
how ha de describirse o registrarse en 
un soporte material de tal forma que sea 
posible comprobar si se cumplen los 
requisitos de secreto y sustancialidad y 
garantizar que no se restringe indebida­
mente la libertad del licenciatario de 
explotar su propia tecnología. 

El Reglamento 240/96 unifica el 
ámbito de aplicación de los Reglamen ­
tos de exención que le precedieron re­
lativos a los acuerdos de licencia de 
patentes y de licencia de lmow-how. De 
esta forma se intenta paliar los incon­
venientes que plantearon dichos Regla­
mentos, particularmente en lo que se 
refiere a los acuerdos mixtos; ya que 
cuando el know-how era necesario para 
explotar la patente se aplicaba el Regla­
mento de licencia de patentes mientras 
que cuando no era necesario para dicha 
explotación se aplicaba el Reglamento 
de licencia de know-how. Esta regla no 
era fácil de aplicar y de ahí que la Co­
misión haya intentado simplificar este 
problema relativo al ámbito de aplica­
ción de dichos Reglamentos. 

El actual Reglamento se aplica a los 
siguientes tipos de acuerdos : 

1. Acuerdos de licencia de patentes 
nacionales: es decir patentes otorga­
das por cualquier autoridad nacio­
nal competente. 

2. Acuerdos de licencia de patentes 
europeas: es decir patentes otorga­
das por la Oficina Europea de Paten­
tes en virtud del Convenio de Munich 
de 5 de octubre de 1973 sobre la con­
cesión de patentes europeas. 

3. Acuerdos de licencia de patentes 
comunitarias: a pesar de que el Con­
venio de Luxemburgo sobre la Pa­
tente Comunitaria4 aún no ha entra­
do en vigor, el Reglamento prevé su 
aplicación a las licencias de paten­
tes que se otorguen en virtud de di­
cho Convenio. 

4. Acuerdos de licencia de know-how. 
5. Acuerdos mixtos de licencia de pa­

tentes y licencia de know-how, que 
cada vez desempeñan un papel más 
importante en las transferencias de 
tecnología. 

A los efectos de la aplicación del 
Reglamento, se equiparan a las paten­
tes : las solicitudes de patentes, los 
modelos de utilidad, las solicitudes de 
modelos de utilidad, las topografías de 
productos semiconductores, los certifi­
cados complementarios de protección 
de medicamentos u otros productos 

para los que puedan obtenerse certifi­
cados, y los certificados sobre 
obtenciones vegetales. 

Se excluyen del ámbito de aplica­
ción del Reglamento los acuerdos de 
licencia que contengan cláusulas no 
accesorias relativas a derechos de pro­
piedad intelectual diferentes de las pa­
tentes (Artículo 5.1.4). Se entiende por 
«cláusulas accesorias» las cláusulas re­
lativas a la explotación de los derechos 
de propiedad industrial y/ o intelectual 
diferentes de las patentes (marcas, di­
seños, derechos de autor, etc.) que no 
contienen obligaciones restrictivas de la 
competencia distintas de las que acom­
pañan a las patentes o al know-how, y 
que están exentas en virtud del Regla­
mento. Es decir que son derechos que 
contribuyen a la consecución de los fi­
nes de la tecnología licenciada5 • 

También se excluyen los acuerdos 
que tengan únicamente fines de venta 
(Artículo 5.1.5), es decir acuerdos de 
distribución y/o de licencia de 
comercialización en los que el 
licenciatario no lleva a cabo, ni encar­
ga a terceros que lo hagan por su cuen­
ta, actividad industrial alguna. 

11. Cláusulas permitidas 

A la luz de la experiencia adquirida 
hasta ahora la Comisión define una se­
rie de cláusulas que, aunque pueden 
entrar en el ámbito de aplicación del 
Artículo 85.1 TCE, puede considerarse 
que normalmente cumplen con las con­
diciones de exención establecidas en el 
Artículo 85.3 TCE. La «lista blanca» del 
Reglamento (Art.2), que contiene las 
cláusulas u obligaciones contractuales 
que están permitidas, por considerarse 
que normalmente no son restrictivas de 
la competencia, o si lo son, pueden jus­
tificarse, se inspira claramente en la lis­
ta blanca de los anteriores Reglamen -
tos, así como en las Comunicaciones de 
la Comisión que le precedieron6

, aun­
que contempla algún supuesto nuevo. 
Sin ánimo de ser exhaustivos, analiza­
remos aquí las que son más represen­
tativas del tipo de acuerdos regulado 
por el Reglamento. 

a) Sublicencias 

El Reglamento exime de la aplica­
ción del Artículo 85 TCE, la 

«obligación del licenciatario de no conce­
der sub licencias o de no ceder la licencia». 

Esta cláusula es habitual en los con­
tratos de transferencia de tecnología y 
tiene la finalidad de proteger la 
confidencialidad de la información se-

creta transferida al licenciatario, y al 
mismo tiempo refleja el «intuitu 
personae» en el que se basan a menudo 
estos acuerdos y de ahí el interés del 
licenciante de no permitir que un terce­
ro explote o utilice su tecnología7

• 

b) Mejoras 

Se exime igualmente, 

«la obligación del licenciatario de conce­
der al licenciante una licencia sobre las me­
joras o nuevas aplicaciones que hubiera apor­
tado a la tecnología concedida». 

Esta cláusula beneficia evidente­
mente al licenciante, que de esta mane­
ra, se verá más dispuesto a conceder 
una licencia sin temer que está creando 
un competidor. que mejorará su tecno­
logía y además se reservará para él mis­
mo las mejoras8

• Sin embargo el Regla­
mento ha previsto algunas condiciones. 
Por un lado, prevé que en caso de me­
joras disociables, la licencia a otorgar al 
licenciante no puede ser exclusiva. Se 
entiende por mejoras disociables aque­
llas que pueden ser explotadas inde­
pendientemente de la tecnología conce­
dida y sin infringir ningún derecho 
contenido en la tecnología concedida. 
De esta forma el licenciatario puede 
utilizar libremente las mejoras aporta­
das por él mismo o conceder licencias 
a terceros. Y por otro lado, dispone que, 
como contrapartida, el licenciante debe 
comprometerse a conceder al 
licenciatario una licencia, exclusiva o 
no, sobre sus propias mejoras. Además, 
la lista negra del Reglamento prevé que 
no se aplicará la exención cuando se 
obligue al licenciatario a ceder al 
licenciante todos o parte de los dere­
chos sobre las mejoras o nuevas aplica­
ciones de la tecnología concedida. La 
justificación de esta exclusión de la 
exención reside en que una obligación 
de este tipo sitúa al licenciante en una 
situación de desventaja competitiva y 
por otro lado resta interés al licenciante 
en invertir en tecnología confiando que 
ya lo hará el licenciatario9

• 

c) Obligaciones vinculadas 

La obligación impuesta en el 
licenciatario de obtener productos o 
servicios del licenciante o de una em­
presa por él designada también está 
permitida (Art. 2. l. 5) con la condición 
de que dichos productos o servicios 
sean necesarios para: 

- garantizar una explotación térnicamente correc­
ta de la tecnología concedida, o 
garantizar que la producción del 

licenciatario se ajusta a las especificacio-

CONOMIST & JUR.lST 

nes mínimas de calidad aplicables al 
licenciante y a otros licenciatarios. 

El caso de las obligaciones vincula­
das constituye uno de los ejemplos ex­
presamente condenado por el Artículo 
85.1 TCE, que establece que quedarán 
prohibidos los acuerdos que consistan, 
en particular en : 

«subordinar la celebración de contratos a la 
aceptación, por los otros contratantes, de presta­
ciones suplementarias que por su naturaleza o 
según los usos mercantiles, no guarden relación 
alguna con el objeto de dichos contratos1º». 

Por esta razón, la Comisión condi­
ciona la licitud de estas cláusulas a que 
se cumpla alguna de las condiciones 
mencionadas. En la práctica decisional 
de la Comisión encontramos numero­
sos ejemplos de obligaciones vincula­
das en el ámbito de los acuerdos de l i­
cenci a de patentes, y por regla general, 
la Comisión ha sido siempre bastante 
reacia a admitirlas si no estaban perfec­
tamente justificadas. Así en el caso 
Velero/ Aplix '1

, la Comisión consideró 
que la obligación impuesta al 
licenciatario (Aplix) de comprar los 
equipos que necesitaba para fabricar el 
producto patentado exclusivamente a 
una empresa designada por el 
licenciante, suponía un seria restricción 
en la libertad del licenciatario de elegir 
sus fuentes de suministro, y que esta­
ba por tanto, prohibida. Igualmente, en 
la Decisión Vaessen/Morris 12, relativa a 
un acuerdo de licencia de patente sobre 
unas salchichas, la Comisión condenó 
una cláusula por la que se obligaba al 
licenciatario a comprar el recubrimien­
to de las salchichas al mismo 
licenciante. La Comisión consideró que 
con esta cláusula se impedía que el 
licenciatario pudiera adquirir otros 
recubrimientos más baratos. 

No obstante, últimamente parece 
que la Comisión está más dispuesta a 
aceptar este tipo de obligaciones. Ello 
lo demuestra el mismo Reglamento que 
en su Artículo 4 (que se refiere al lla­
mado procedimiento de oposición), 
prevé que la exención se aplicará tam­
bién cuando 

«se obligue al licenciatario, en el nzomen­
to de la celebración del acuerdo, a aceptar es­
pecificaciones de calidad u otras licencias o a 
solicitar bienes o servicios que no son necesa­
rios para explotar de forma técnicamente co­
rrecta la tecnología concedida o para garan ­
tizar que la producción del licenciatario se 
ajusta a las especificaciones de calidad respe­
tadas por el licenciante y por otros 
licenciatarios». 

El único requisito que se debe cum-
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plir para beneficiarse de esta exención 
consiste en notificar dicha cláusula a la 
Comisión siguiendo el procedimiento 
de oposición de acuerdo con el cual la 
Comisión tiene cuatro meses para deci­
dir si dicha cláusula está permitida o 
no. Si la Comisión no se pronuncia una 
vez transcurrido esta plazo de tiempo, 
se entiende que la cláusula está permi­
tida. De esta forma, la Comisión ha ex­
tendido el número de supuestos exen­
tos pero manteniendo, al mismo tiem­
po, el control únicamente sobre algunos 
casos : aquellos en los que los bienes o 
servicios adicionales no son necesarios 
para explotar de forma técnicamente 
correcta la tecnología transferida· 

d) Cláusulas relativas a la protección 
de los derechos de propiedad 
industrial. 

En la lista blanca del Reglamento se 
contiene algunas cláusulas que tienen como 
objetivo contribuir a proteger el derecho de 
patente o el know-how. En este sentido, se 
declaran exentas, las obligaciones: 

«a) de informar al licenciante de toda apro­
piación indebida del know-how o de toda 
falsificación de las patentes objeto de licen­
cia», y 

b) de entablar o de prestar ayuda al 
licenciante para entablar acciones ante los 
tribunales en caso de apropiación indebi­
da o de falsificación». (Artículo 2.1.6). 

Mediante estas cláusulas, el 
licenciante puede obligar al licenciatario 
a colaborar en la protección de los de­
rechos de propiedad industrial. Esta 
colaboración es lógica porque al ser el 
licenciatario quien explota la tecnología 
licenciada, es consecuentemente quien 
puede detectar más fácilmente cualquier 
infracción de los derechos de propiedad 
industrial que en ella se comprenden. 

Por otro lado, el Reglamento tam­
bién exime las siguientes cláusulas: 

«reserva en favor del licenciante del 
derecho a rescindir el acuerdo si el 
licenciatario impugna el carácter secreto o 
substancial del know-how concedido o la 
validez de cualquier patente concedida bajo 
licencia dentro del mercado común y que 
pertenezca al licenciante o a empresas vin­
culadas a él» (Artículo 2.1.15); y 

«reserva en favor del licencian te del dere­
cho a poner fin al acuerdo de licencia de una 
patentes si el licenciatario afirma que lapa­
tente no es necesaria». (Artículo 2 .1.16). 

Estos dos preceptos tienen una ex­
plicación histórica. En el anterior Re­
glamento de licencia de patentes, la 

llamada «cláusula de no impugnación», 
mediante la cual se impide que el 
licenciatario pueda poder en duda la 
validez de las patentes concedidas, es­
taba prohibida. Sin embargo, a modo 
de penalización, se preveía que en caso 
de que el licenciatario impugnara la 
validez de las patentes concedidas, el 
licenciante podía rescindir el contrato. 
De esta forma se intentaba evitar las 
impugnaciones sistemáticas por parte 
de los licenciatarios, tras las que éstos 
podrían seguir beneficiándose de la li­
cencia 13. En el nuevo Reglamento, la 
cláusula de no impugnación ha desapa­
recido de la «lista negra», que contie­
ne las cláusulas prohibidas y ha pasa­
do a formar parte de los supuestos 
ejemplificativos de cláusulas que que­
dan exentas mediante el procedimien­
to de oposición. Es decir que la clasifi­
cación desde el punto de vista del De­
recho de la Competencia de la cláusula 
de no impugnación ha mejorado ya que 
ha pasado de estar prohibida a estar 
prácticamente permitida. Ello demues­
tra que la opinión de la Comisión res­
pecto a este tipo de cláusulas ha varia­
do substancialmente. En efecto, en las 
decisiones Davidson Rubber y AOIP v. 
Beyrard 14

, por citar sólo algunos ejem­
plos, la Comisión prohibió expresa­
mente la cláusula de no impugnación 
alegando, por un lado, que el 
licenciatario era la persona mejor situa­
da para detectar si las patentes conce­
didas eran válidas o no, y por otro, que 
era también la persona más interesada 
en iniciar dicha impugnación ya que si 
tal acción prosperaba el pago los cáno­
nes que estaba efectuando por la utili­
zación de unos derechos supuestamente 
exclusivos dejaría de estar justificado. 
Esta animadversión hacia las cláusulas 
de no impugnación empieza a romper­
se en la Sentencia del TJCE Bayer and 
Hennecke c. Süllhbfer 15

, donde el TJCE 
afirma que la compatibilidad las cláu­
sulas de no impugnación con el Dere­
cho de la Competencia debe decidirse 
teniendo en cuenta el entorno jurídico 
y económico del acuerdo. 

111. Cláusulas prohibidas 

La lista negra es considerablemente 
más corta que cualquiera de sus prede­
cesoras. Las omisiones más importantes 
en la actual lista negra afectan a la cláu ­
sula de obligaciones vinculadas y a la 
cláusula de no impugnación. Por el con­
trario quedan prohibidas la cláusula de 
fijación de precios, las restricciones que 
limiten las importaciones paralelas, las li­
mitaciones cuantitativas, las restricciones 
en cuanto a la clientela y la cláusula de 
prórroga automática del acuerdo . 
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a) Fijación de precios 

Al igual que en otros Reglamentos 
de exención, y tal como prevé expresa­
mente el Artículo 85.1 TCE, queda pro­
hibida cualquier cláusula contractual 
en virtud de la cual el licenciatario no 
pueda fijar el precio de los productos de 
forma autónoma (Artículo 3.1). En este 
terreno es importantísimo señalar que 
cualquier cláusula que comporte una 
recomendación de precio de reventa 
debe ser analizada cuidadosamente. 

b) Restricciones a las importaciones 
para lelas 

La lista negra prevé una serie de 
prohibiciones que tienen por objetivo 
impedir que las partes limiten o hagan 
más difíciles las importaciones parale­
las. El apartado 3 del Artículo 3 estable­
ce que no se aplicará la exención cuan­
do se obligue a las partes, o a una de ellas, 
sin razones justificadas objetivamente: 

a) a negarse a atender los pedidos de 
suministros efectuados por usuarios 
o revendedores establecidos en su 
respectivo territorio que se dedi­
quen a comercializar los productos en 
otros territorios del mercado común; 

b) a restringir la posibilidad, para los 
usuarios o revendedores, de com­
prar los productos de otros revende­
dores del mercado común, y en par­
ticular, cuando dichas partes ejerzan 
derechos de propiedad intelectual o 
tomen medidas para impedir que 
dichos usuarios o revendedores ob­
tengan fuera del territorio concedi­
do o comercialicen en él productos 
que han sido legalmente comercia­
lizados en el mercado común por el 
licenciante o con su consentimiento. 

No obstante, estas disposiciones, 
destinadas a frenar cualquier 
compartimentación artificial de los 
mercados, quedan limitadas por la posi­
bilidad que se reconoce al licenciante de 
ejercer los derechos que le confiere lapa­
tente para oponerse a la explotación por 
el licenciatario de la tecnología fuera del 
territorio concedido (Artículo 2.1.14). 

c) Restricciones en cuanto a la clientela 

Cuando las partes ya fueran fabri­
cantes competidores antes de la conce­
sión de la licencia, no se aplicará la 
exención si una de ellas está sujeta a 
limitaciones respecto a la clientela a la 
que puede atender, en particular, me­
diante la prohibición de suministrar a 
ciertas categorías de usuarios, de em­
plear ciertas formas de distribución o de 
utilizar, a efectos de reparto de la clien-
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tela, ciertos tipos de presentación de los 
productos (Artículo 3 .4.). 

Está prohibición debe equilibrarse 
con lo previsto en el Artículo 2.1.8. que 
permite la cláusula mediante la cual se 
obliga al licenciatario a limitar la explo­
tación de la tecnología concedida a una 
o varias de las aplicaciones técnicas de 
aquélla, o a uno o varios mercados de 
los productos. Esto significa que un 
licenciatario puede limitarse a vender a 
granel, mientras que otro licenciatario 
de la misma tecnología puede limitar­
se a vender el producto bajo la forma de 
paquetes individuales ; o que un 
licenciatario puede limitarse a vender 
productos para uso veterinario, mien­
tras que otro licenciatario se limita a 
vender productos para uso humano. 

d) Prórroga automática del acuerdo 

Por último, tampoco se aplica la 
exención cuando : 

«se obligue al licencian te, aún cuando sea 
mediante otros acuerdos o mediante una pró­
rroga automática de la duración inicial del 
acuerdo debido a la inclusión de nuevas me­
joras, .... a conceder a otras empresas licencias 
para la explotación de la tecnología concedi­
da en el territorio concedido». 

Los acuerdos de licencia de paten­
tes no pueden concluirse por un perío­
do excesivamente largo ya que su du­
ración viene determinada por la vida de 
la patente. Una vez que la patente ha ex ­
pirado ya no tiene sentido continuar 
hablando de acuerdo de licencia de pa­
tente ; y es más, una vez ha expirado la 
patente, la Comisión deja de admitir 
ciertas restricciones a la competencia, 
que durante la vigencia de la patente, 
considera justificadas. Por la misma ra­
zón, la Comisión nunca ha admitido 
que se extendiera indefinidamente el 
acuerdo mediante la introducción de 
nuevas patentes en el mismo. 

Cuando nos referimos a acuerdos de 
licencia de know-how, la cuestión es 
más complicada porque el know-how 
no tiene una duración determinada que 
venga establecida legalmente, como 
ocurre en el caso de las patentes. Un 
know-how puede mantenerse en secre­
to durante sólo unos meses, durante 
años o durante décadas. Cuando la Co­
misión elaboró el primer texto de Re­
glamento de exención de acuerdos de 
licencia de know-how, era consciente 
de esta diferencia; pero la Comisión no 
quería admitir acuerdos de licencia de 
know-how demasiado largos. Por ello 
buscó un término intermedio, teniendo 
en cuenta que, normalmente, el know­
how tiene menos entidad que las pa-

rentes . De esta manera la exención con­
templada en el Reglamento 556/89 re­
lativa a los acuerdos de know-how no 
podía concederse por un período superior 
a diez años, período que empezaba a con­
tar a partir de la fecha de la firma del pri­
mer acuerdo de licencia celebrado por el 
licenciante para este territorio con respec­
to a la misma tecnología (Artículo 1.2). 

Al fundirse en un sólo reglamento 
las licencias de k.now-how y las licen­
cias de patentes, la cuestión aún se ha 
complicado más y ha dado lugar a una 
serie de disposiciones en cuanto a la 
duración de acuerdo que no dejan de 
confundir porque no se refieren a todos 
el acuerdo, en general, sino únicamen­
te a algunas de sus cláusulas. Estas re­
glas, resumidamente, son las siguientes: 

a) Cuando se trata de acuerdos puros 
de licencia de patentes, sólo se con­
cederá la exención mientras en los 
territorios en los que el acuerdo 
vaya a producir sus efectos el pro­
ducto bajo licencia esté protegido 
por una patente. 

b) Cuando se trata de acuerdos puros 
de «know-how», el período du­
rante el que se concederá la exen­
ción no puede superar los diez 
años a partir de la fecha en que 
uno de los licenciatarios hubiese 
comercializados por primera vez el 
producto bajo licencia en el merca­
do común. Se excluyen de esta re­
gla dos cláusulas que pueden estar 
eximidas durante toda la vigencia 
del acuerdo mientras el know-how 
siga siendo secreto y substancial: 
la cláusula que se refiere a la utili­
zación por parte del licenciatario de 
la marca del licenciante o de la pre­
sentación de los productos determi­
nada por éste (Artículo l. l. 7); y 
la cláusula que se refiere a la obli­
gación del licenciatario de limitar la 
producción del producto bajo licen­
cia a las cantidades necesarias para 
la fabricación de sus propios pro­
ductos, y de vender dicho producto 
tan sólo como parte integrante o pie­
za de repuesto de sus propios pro­
ductos, siempre y cuando el 
licenciatario fije libremente tales 
cantidades (Artículo 1.1.8). 

Además, en ambos casos, la cláusu­
la relativa a las ventas activas sólo que­
da eximida por un período de cinco 
años a partir de la fecha en que uno de 
los licenciatarios haya comercializado el 
producto bajo licencia por primera vez en 
el territorio del mercado común, y en los 
caos de licencia de patentes siempre que 
en los territorios concernidos, el produc­
to esté protegido por patentes paralelas. 
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IV. Procedimiento de 
oposición 

El Artículo 4 del Reglamento de 
Transferencia de Tecnología, prevé, al 
igual que otros Reglamentos de exención, 
que los acuerdos que entren en el ámbi­
to de aplicación de la exención por cate­
goría pero que contengan algunas cláu­
su las no contempladas expresamente ni 
en la lista negra ni en la lista blanca pue­
den ser notificados a la Comisión bajo el 
Procedimiento de Oposición. Una vez 
recibida la notificación, la Comisión tie­
ne 4 meses para decidir si dicha cláusula 
está eximida o no, y si no se pronuncia 
dentro de este plazo, se entiende que la 
cláusula está eximida. Ello permite que 
las empresas consigan una exención en 
un plazo de tiempo relativamente corto; 
tan sólo 4 meses (respecto al Reglamen­
to anterior, el nuevo Reglamento ha redu­
cido dos meses el tiempo de espera). De 
esta forma, la exención se puede aplicar 
a un mayor número de supuestos; pero la 
diferencia reside en que en estos supues­
tos la exención no se aplica de forma au­
tomática ya que el acuerdo debe ser no­
tificado a la Comisión para que ésta efec­
túe un control previo del mismo. 

Además, el Reglamento indica dos 
supuestos particulares a los que supues­
tamente se aplicará este Procedimiento. 
Se trata de la cláusula de obligaciones 
vinculadas y la cláusula de no impugna­
ción. En los Reglamentos precedentes, 
estas dos cláusulas estaban expresamen­
te prohibidas, lo que demuestra una cier­
ta voluntad por parte de la Comisión a 
admitirlas. Sin embargo, conviene tener 
en cuenta que, hasta hoy, en la práctica, 
el Procedimiento de Oposición no ha sido 
utilizado de forma muy generalizada. La 
Comisión ha sido, hasta ahora, bastante 
escéptica respecto a la aplicación de este 
Procedimiento hasta el punto de que en 
el Proyecto de Reglamento de Transferen­
cia de Tecnología16

, el Procedimiento de 
Oposición se había eliminado. Sin em­
bargo, tras algunas protestas por parte de 
la industria, dicho Procedimiento se 
reintrodujo en el texto final 17• 

V. Conclusiones 

El Reglamento de Transferencia de 
Tecnología presenta algunas ventajas 
nada desdeñables respecto a sus prede­
cesores. En primer lugar, amplía el 
ámbito de aplicación de la exención por 
categoría ya que su lista negra es bas­
tante más corta lo que significa que 
habrá un número mayor de acuerdos 
permitidos. Como dato indicativo po­
demos decir que la lista negra del an­
terior Reglamento de licencias de 
know-how preveía 11 cláusulas prohi-
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b idas, mientras que en el actual Regla­
mento la lista negra se ha vista reduci­
da a siete supuestos. Por otro lado, tam­
bién se ha ampliado la lista blanca así 
como la lista de derechos que se equi­
paran a las patentes (por ejemplo, in­
cluyendo los certificados complementa­
rios de protección) . 

En segundo lugar, elimina las difi­
cultades planteadas por los anteriores 
Reglamentos en cuanto a su ámbito de 
aplicación. Y elimina, por tanto, la ne­
cesidad de decidir si el know-how es 
necesario o no para explotar la patente. 
No obstante, este problema no está to­
talmente resuelto porque hay algunos 
artículos del Reglamento, particular­
mente los que se refieren a la duración 
de la exención, que sólo se aplican a las 
licencias de patentes, mientras que 
otros, sólo se aplican a las licencias de 
know-how, sin que se aporte una solu­
ción clara para los acuerdos mixtos. 

Por último la previsión de dos su­
puestos particulares de aplicación del 
Procedimiento de Oposición puede in­
dicar que la Comisión pretende 
incentivar el uso de este Procedimien­
to, que sin duda alguna dotará de más 
agilidad al sistema de concesión de 
exenciones, no sólo por su mayor rapi­
dez (sólo 4 meses de espera) sino tam­
bién porque al final del Procedimiento, la 
Comisión no necesita adoptar una deci­
sión formal para comunicar a las empre­
sas si su acuerdo está permitido o no. 
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La actuación del abogado 
en la asistencia al detenido 

Jorge Abadía Jordana de Pozas* 

El presente artículo va dirigido a todos aquellos abogados que, dedicados a otras 
materias del derecho, desean tener unas nociones básicas sobre la forma de actuar 
frente a una detención. Sirva el presente para dar unos cuantos consejos prácticos 

que puedan ser de utilidad para estas ocasiones. 

SUMA_~R!Y:!O~=---------------------

l. Introducción 

11. La asistencia al detenido en las dependencias pol iciales 

A. La asistencia en la declaración 

B. La entrevista reservada 

111. La asistencia al detenido en la declaración ante el juez 

A. La declaración del detenido 

B. La audiencia del artículo 504 bis.2 LECrim 

C. Breve referencia a las ruedas de reconocimiento 

IV. Especialidades de la declaración del menor 

V. Alcoholemias 

l. Introducción 

El derecho a la defensa y a la asis­
tencia letrada han sido consagrados 
como fundamentales tanto en la Cons­
titución Española (C.E.) -artículos 17.2 
y 24.2- como en la Declaración Univer­
sal de Derechos Humanos -artículo 5- y 
en el Convenio Europeo para la Protec­
ción de los Derechos Humanos y las 
Libertades Fundamentales -artículos 5 
y 6, y recogidos en la LECrim y en las 
Normas Reguladoras del Turno de Ofi­
cio de cada Colegio de Abogados. 

Una de las más importantes mani­
festaciones de estos derechos, si no la 
primera, la constituye la asistencia le­
trada al detenido y pieza fundamen­
tal para su desarrollo es la figura del 
Abogado. En este punto se plantea la 
cuestión de cómo y cuál debe ser la in­
tervención a realizar por el Letrado en 
esta primera actuación, para posibilitar 
y garantizar en lo posible el ejercicio y 
el respeto de esos derechos. 

En el presente artículo, partiendo de 
la regulación legal, se pretende exponer 
las líneas generales por las que debe 

discurrir la intervención del Abogado, 
dando una serie de consejos prácticos 
que pueden ser útiles a los Letrados a 
la hora de llevar a cabo estas actuacio ­
nes. 

11. La asistencia al detenido 
en las dependencias 
policiales 

A. La asistencia en la declaración 

Desde el momento en que un Letra­
do recibe el aviso del correspondiente 
Colegio de Abogados encomendando la 
defensa de un detenido en las depen­
dencias policiales -sea por elección pro­
pia de éste o por designación del Tur­
no de Oficio-, se plantean las primeras 
cuestiones de importancia: la posibili­
dad de renuncia del Abogado a la 
asistencia de ese detenido y el margen 
de tiempo que tiene para acudir a las 
dependencias donde se halle el mismo. 

Tanto la Ley de Enjuiciamiento Cri ­
minal como las Normas Reguladoras 
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del Turno de Oficio de cada Colegio de 
Abogados, señalan la solución a estos 
dos temas.: 

a) En cuanto a la posibilidad de re­
nuncia, si el detenido designa al 
Letrado directamente, éste puede 
aceptar o no esa designación. Ello se 
deduce del literal de La Ley Ritual 
al decir que «El Colegio de Abogados 
notificará al designado dicha elección, a 
fin de que manzfieste su aceptación o re ­
nuncia». (art.520.4) 

Sin embargo ese mismo artículo no 
hace referencia a la posibilidad de re­
nuncia por el Letrado sea nombrado por 
el Colegio de los pertenecientes al Tur­
no de Oficio, por lo que habrá que acu ­
dir a lo establecido en las Normas 
Reguladoras de esa Institución. Siendo 
el Turno de Oficio una Institución de la 
que se forma parte voluntariamente, 
parece entonces que, como norma ge­
neral y salvo causa justificada, no 
podrá renunciarse a ~sa asistencia, 
por tanto habrá que estar a lo estable­
cido en las Normas reguladoras del tur­
no de oficio y asistencia al detenido de 
cada Colegio de Abogados. 1 

b) Una vez design(,ldo -por elección di­
recta del detenido o de los del Tur­
no de Oficio- y aceptada, en su caso, 
esa designación, el Letrado debe acu­
dir «a la mayor brevedad posible al 
Centro de Detención y, en todo caso, 
en el plazo máximo de 8 horas desde 
la comunicación de la detención al 
Colegio de Abogados» (art.520.4 
LECrim.). 

En aras a aliviar en lo posible la 
situación del detenido, es conve­
niente presentarse cuanto antes en 
las dependencias policiales, evitan­
do además, cualquier actuación po­
licial con el mismo sin presencia del 
Abogado. 

Personado el Letrado en las depen­
dencias policiales y tras la oportuna 
identificación, el detenido deberá ser 
inmediatamente conducido al lugar 
donde vaya a prestar declaración. Aun­
que el detenido y su Letrado no pueden 
comunicarse hasta el final de la decla­
ración de aquél, el Abogado deberá 
estar presente en todas y cada una 
de las diligencias que se tengan que 
realizar y en las que sea preceptiva 
su presencia, para acreditar que se 
cumplen las garantías que la Ley exige 
y el respeto de todos y cada uno de los 
derechos gue tiene el detenido. 

En cumplimiento de esta obliga­
ción, el Letrado deberá realizar las si ­
guientes actuaciones: 

PENAL 

l.- Solicitar, en su caso, que se in­
forme al detenido en una lengua que 
comprenda de los hechos constituti­
vos de delito que se le imputan y si 
se ha procedido a la privación de li­
bertad como medio de esclareci­
miento de estos hechos. 

El detenido tiene derecho a saber 
cuáles son los hechos que se le impu­
tan, y esto es requisito sine qua non para 
el ejercicio del derecho de defensa. Así 
lo han venido estableciendo la C.E., el 
Convenio Europeo para la protección 
de los Derechos Humanos y de las Li­
bertades Fundamentales y la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal y así lo ha 
desarrollado numerosísima Jurispru­
dencia, tanto del Tribunal Constitucio­
nal (STC 105/83, de 23 de noviembre) 
como del T.E.D.H. (S. 5 noviembre 
1981 «X contra el Reino Unido»). 

Aún existiendo el derecho de toda 
persona a ser informado en el momen­
to en que se le detiene, de forma inme­
diata y comprensible acerca de los he­
chos que motivan esa detención, tam­
bién en el acto de la declaración en las 
dependencias policiales, debe ser 
nuevamente informado de los mis­
mos, esta vez mediante la lectura ínte­
gra de la denuncia que haya motivado 
su detención. 

Es práctica habitual en las depen­
dencias policiales hacer un simple y 
breve esbozo de lo ocurrido. Por ello el 
Letrado que asiste a la declaración, 
debe exigir que se lea la denuncia 
desde el principio hasta el final. de 
manera clara y totalmente com­
prensible para el declarante. 

Si el detenido es extranjero que no 
comprende o no habla castellano, ten­
drá derecho a la asistencia gratuita de 
un intérprete. El Letrado en este caso 
deberá preocuparse de que se le propor­
cione el interprete a su detenido en caso 
de que no la haga la Policía de oficio 
(art.520.2 d). 

2.- Advertir al detenido de su de­
recho a no prestar declaración y, en 
caso de hacerlo, a dejar de contestar 
algunas preguntas. 

En el acto de la declaración, al de­
tenido se le da la opción de declarar 
ante la Policía o de no declarar y hacer­
lo únicamente ante el Juez. 

Cierto es que el detenido goza de las 
opciones citadas, pero no únicamente 
de esas dos. Al detenido se le debería 
advertir que, además de declarar sobre 
todos los extremos que tengan que ver 
con los hechos que se le imputan, a su 
vez goza del derecho a no contestar 
algunas de las preguntas que se le 
formulen, prerrogativa que también 
rige en su declaración ante el Juez, de­
clare o no en las dependencias 

policiales. 
Por tanto, el Letrado deberá exigir 

que su defendido sea informado de to­
das las posibilidades que tiene, dentro 
de las cuales, además de las ya enume­
radas, se encuentran la de declarar sólo 
en las dependencias policiales y no ha­
cerlo ante el Juez, y la de no declarar ni 
ante los funcionarios de Policía ni ante 
la Autoridad Judicial. 

3.-Advertirle asimismo de su de­
recho a que el hecho de la detención 
se ponga en conocimiento de la per­
sona que el detenido estime conve­
niente. 

El letrado asistente del detenido 
debe preguntar en las dependencias 
policiales si se ha dado aviso de la de­
tención y del lugar en el que se halla el 
detenido a la persona que éste ha indi­
cado, en su caso en cumplimiento de 
uno de los derechos de éste. 

En el supuesto de que el detenido 
sea extranjero, tiene derecho a que su 
detención sea puesto en conocimiento 
de la Oficina Consular de su país de 
nacionalidad. 

4.- Solicitar la presencia y el reco­
nocimiento por parte del Médico 
Forense o su sustituto legal, si así lo 
deseare el detenido o si presentare 
síntomas de no estar en condiciones 
físicas o psíquicas idóneas para pres­
tar la declaración o de haber padeci­
do malos tratos. 

Cierto es que a este respecto hay que 
ser cauto, puesto que en ocasiones el 
detenido alega haber sufrido malos tra­
tos por la Policía, pero como simple 
reacción contra los funcionarios que ha 
procedido a su detención. De todos 
modos, si el Letrado considera que es 
necesario, aunque sea para disipar las 
dudas al respecto, solicitará el recono­
cimiento del detenido por el Médico 
Forense o su sustituto legal. 

5.- Una vez concluidas estas diligen­
cias, así como la declaración en sí del 
detenido, el Letrado podrá realizar 
las preguntas que estime pertinen­
tes o las aclaraciones o ampliaciones 
de los extremos de la declaración de 
su defendido que considere conve­
nientes, con el fin de esclarecer los 
hechos que se le imputan, así como 
la consignación en el acta de decla­
ración de cualquier incidencia que 
haya tenido lugar durante su prácti­
ca. 

En este apartado, toma especial re­
levancia el tema de la posible adicción 
del detenido a algún tipo de droga o 
sustancia estupefaciente. A los efec­
tos de tener que alegar esta situación a 
lo largo del proceso o en fase de juicio 
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oral y/o de ejecución de sentencia, es 
importante que, a preguntas del letra­
do, en caso de que no le sea pregunta­
do por la Autoridad que le toma decla­
ración, el declarante manifieste si es o 
no adicto a alguna de esas sustancias. 

Decimos «a preguntas del letrado», 
para evitar suspicacias durante el pro ­
ceso, ya que en algún momento, si lo 
declara de por sí el detenido, puede ser 
interpretado como excusa y justifica­
ción de la conducta que se le imputa, 
aumentando las sospechas sobre su 
autoría. 

Siempre hay que tener en cuenta 
que la adicción a este tipo de sustan­
cias, para que pueda posteriormente ser 
tratada como eximente incompleta del 
artículo 21.1 º -antiguo 9 .1 º - del Códi­
go Penal o atenuante analógica del 
21.6º -antiguo 9.10º- del mismo Cuer­
po Legal, deberá ser acreditada 
fehacientemente en el proceso, de lo 
contrario no tendrá ningún valor. 

Otro aspecto a considerar es el que 
se refiere a los antecedentes del dete­
nido. Es usual que durante la declara­
ción se pregunte acerca de si el deteni­
do tiene o no antecedentes penales. A 
los efectos de la diligencia que se está 
prestando ante el Órgano Policial, éste 
debería ser un dato irrelevante, puesto 
que la Policía está realizando una inves­
tigación acerca de unos hechos que se 
han denunciado y para ello no tiene 
ninguna importancia si el detenido ha 
sido procesado o no anteriormente, no 
es un dato influyente que pueda apor­
tar una solución al caso. 

A mayor abundamiento, y así lo han 
expresado diversos autores, la cuestión 
de los antecedentes penales afecta di ­
rectamente al derecho a no declararse 
culpable y, en consecuencia dicha pre­
gunta se podría considerar como una 
vulneración de ese derecho fundamen­
tal así como del de no declarar en su 
contra. 

De hecho, lo que está claro es que 
estos datos se solicitarán al Registro 
Central de Penados y Rebeldes duran­
te la Instrucción de la causa, por lo que 
en ese acto de la declaración no tienen 
ninguna relevancia. 

Finalizada la declaración del deteni­
do, antes de que sea firmada por éste y 
por el Letrado que le asiste, es funda­
mental leerla detenidamente con el ob­
jeto de comprobar que lo transcri to es 
exactamente lo que se ha declarado y 
realizar, en su caso, las correcciones 
que se estimen necesarias. 

Si el acto se estuviera desarrollando 
irregularmente, el Abogado puede in­
tervenir a fin de corregir el error o de 
evitar la vulneración a cualquier garan­
tía. En ese caso, después de la correc­
ción, se continuará con la diligencia. Se 
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podrá hacer constar en el Acta de la 
declaración lo ocurrido, tanto si se co­
rrige como si no, pero si no se admiten 
las protestas y no se hacen constar, pese 
a su insistencia, es aconsejable que con­
cluido el Acto, el Letrado se persone en 
el Juzgado de Guardia poniendo en su 
conocimiento lo ocurrido para que se 
repita la declaración en presencia de la 
Autoridad Judicial. 

B. La entrevista reservada con el 
detenido 

Tras la práctica de la diligencia de 
declaración, el Letrado tiene el derecho 
y el deber de mantener una entrevista 
reservada con el detenido con el fin de 
asesorarle jurídicamente. 

En esa entrevista es aconsejable in­
terpelar al detenido acerca de los si­
guientes extremos: 

a) Hora en que se realiza la detención. 

b) Si el detenido ha tenido participa­
ción en los hechos que se le impu­
tan y en qué grado o de que forma 
participó. 

c) Si en el momento de la detención fue 
informado por los funcionarios 
actuantes de los derechos que le asis­
ten (recogidos en el art. 520 LECr) y 
si lo hicieron de manera y en térmi­
nos perfectamente comprensibles. 

d) Si con anterioridad a la presencia 
del Letrado, fue sometido a algún 
tipo de interrogatorio o se realizaron 
cualquier otro tipo de diligencias 
sin Letrado en las que sea precep­
tiva su presencia, en especial la de 
reconocimiento en rueda. 

e) Si ha sido objeto de malos tratos 
de palabra o de obra. 

f) Se deberá interrogar al detenido de 
forma especial y concreta acerca de 
si los funcionarios de policía le su­
girieron en algún momento el 
nombre de algún Abogado de for­
ma más o menos directa, o si de al­
gún modo le han hecho cualquier 
comentario al respecto. 
Hay que señalar que la Ley de En­
juiciamiento Criminal hace referen­
cia, en el reiterado artículo 520.4, a 
que los funcionarios actuantes, así 
como la Autoridad Judicial «se abs­
tendrán de hacerle (a l detenido) recomen­
daciones sobre la elección de Abogado ... » 
Esta cuestión, afecta directamente a 
la libre designación del Letrado y 
por ende al derecho de defensa, por 
lo que, en su caso, deberá de poner­
se en conocimiento del Colegio de 

Abogados a los efectos que conside­
re oportunos. 

g) Asímismo deberá informarse al de­
tenido del trámite siguiente al de 
la declaración que ha prestado y 
explicarle en qué consiste su pues­
ta a disposición judicial. Además in­
formarle del tiempo que por Ley 
puede pasar detenido antes de que 
lo pongan a disposición del Juez. 

Para ello es importante preguntar al 
funcionario o funcionarios actuantes 
cuándo van a poner al detenido a 
disposición judicial, teniendo siem­
pre presente que en las dependen­
cias policiales existen distintos cri­
terios. 

El Letrado tendrá derecho a soli­
citar la entrevista reservada con el 
detenido aún en el supuesto en el 
que éste hubiese decidido no efec­
tuar declaraciones. 

Se discute por la Doctrina si el Le­
trado puede obtener copia de la denun­
cia y demás documentos en poder de la 
Policía además de copia de la declara­
ción o por el contrario sólo de la decla­
ración. En principio parece que sola­
mente obtendrá copia de esta última, 
puesto que se está realizando la perti­
nente investigación y no es aconsejable 
dar pistas sobre la dirección y los avan­
ces de la misma, sin embargo se acon­
seja al menos solicitar la copia de la 
denuncia. 

De todos modos siempre que surjan 
dudas acerca de la declaración que debe 
realizar el detenido, lo más práctico es 
no realizar preguntas. Así además se 
evita que el detenido proporcione datos 
o detalles que puedan perjudicar su 
defensa durante el proceso. 

111. La asistencia al detenido 
en la declaración ante el 
Juez 

A. La declaración del detenido 

El artículo 520 de la Ley de Enjui­
ciamiento Criminal establece que «la 
detención preventiva no podrá durar más del 
tiempo estrictamente necesario para la reali­
zación de las averiguaciones tendentes al es­
clarecimiento de los hechos», y continúa: «en 
todo caso dentro del plazo máxim.o de 72 ho­
ras, el detenido deberá ser puesto en libertad 
o a disposición de la Autoridad Judicial, pu­
diendo prorrogarse hasta 48 horas más, siem­
pre que se solicite motivadamente dentro de 
las primeras 48 horas de detención y se auto­
rice por el Juez dentro de las 24 horas siguien­
tes». 
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Una vez puesto a disposición judi­
cial se tomará nueva declaración al 
detenido. 

La asistencia al detenido ante el 
Juez, obviamente ofrece más garantías 
que la realizada en las dependencias 
policiales. 

En este apartado vuelve a ser impor­
tante la forma en que haya sido desig­
nado el Letrado para la asistencia al 
detenido. Efectivamente, si la elección 
ha sido directa por el detenido, la asis ­
tencia ante el Juez será realizada por el 
mismo Letrado, quien ya conocerá los 
hechos que se le imputan y habrá po­
dido preparar a declaración que se rea­
liza en el Juzgado, y trazar las primeras 
líneas de su defensa. Por el contrario, fil 
la designación proviene del Turno de 
Oficio, hay que apuntar que hay Cole­
gios de Abogados en los que las Nor­
mas Reguladoras del Turno de Oficio 
consideran independiente la asistencia 
en las dependencias policiales de la 
asistencia ante el Juez, designando dis ­
tintos Letrados para cada una de las di ­
ligencias. Esta diferenciación perjudica 
los intereses del detenido, puesto que 
la asistencia en el Juzgado, entre otras 
cosas, es decisiva para la situación per­
sonal del detenido, ya que se decidirá 
acerca de si procede o no la prisión pre­
ventiva. Por ello es necesario conocer 
los hechos lo más exhaustivamente po­
sible. 

Una vez el detenido es llevado a pre­
sencia del Juez para que le sea tomada 
declaración, se le informará de los de­
rechos que le asisten a declarar, ratifi ­
cándose o ampliando lo dicho en las 
dependencias policiales o incluso dan­
do una nueva versión de los hechos, no 
declarar,no contestar algunas pregun­
tas, no declararse culpable ni declarar 
en su contra, etc. 

Prestada la declaración de alguna de 
las formas que se han comentado, el 
Juez dará la palabra al letrado. Es el 
momento de hacer las aclaraciones o 
ampliaciones de la declaración que se 
consideren pertinentes, insistiendo en 
los extremos que sean más beneficiosos 
para el defendido, haciendo constar la 
protesta en caso de que no se admitan 
las correcciones o aclaraciones, si se 
considera necesario. 

Es aconsejable que, cuando el Juez 
dicte al Secretario Judicial las respues­
tas que vaya dando el declarante, el 
Letrado haga las correcciones oportunas 
a fin de que quede constancia de lo que 
exactamente ha relatado su defendido. 
Es usual que el Juez interprete las pa­
labras del declarante, pudiendo ocurrir 
que no se reflejen datos que pueden 
ser esenciales en la defensa. Si el Juez 
no considera relevantes las aclaraciones 
que realice el Letrado, éste debe hacer 
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constar la correspondiente protesta. 
En caso de duda acerca de los he­

chos, o de si algún dato puede ir o no 
en favor del detenido, lo más pruden­
te es no preguntar nada, pero esto de­
berá valorarse en cada caso concreto. 

B. La audiencia del articulo 504.bis 2 
LECrim 

Terminada la declaración pueden 
plantearse dos situaciones totalmente 
opuestas (504 bis 2 LECrim.): 

Que el Juez decrete de inmediato la 
libertad provisional sin fianza del 
detenido al no haber interesado nin­
guna de las partes la prisión pro­
visional para el mismo. 

Que dentro de las setenta y dos ho­
ras siguientes, el Juez convoque a 
audiencia al Ministerio Fiscal y de­
más partes personadas, si las hay, 
así como al imputado asistido de su 
Letrado, para decidir acerca de la 
situación personal del detenido. En 
dicha audiencia además de poder 
proponerse los medios de prueba 
que se puedan practicar en el acto o 
dentro de las 24 horas siguientes, el 
Juez resolverá acerca de la proce­
dencia o no de la prisión provisio­
nal o libertad provisionales. 

A estos efectos es importante prepa­
rarse bien el tema de la prisión provi­
sional establecido en los artículos 502 
y ss de la Ley de Enjuiciamiento Crimi­
nal, principalmente por dos motivos: 
por un lado para cerciorarse de que el 
Ministerio Fiscal y las acusaciones, en 
su caso, argumentan debidamente su 
solicitud de ingreso en prisión, y al 
mismo tiempo para poder rebatir di ­
chas argumentaciones moti van do la 
solicitud de puesta en libertad. Para 
ello, deberemos tener en cuenta los si­
guienles extremos: 

a) En primer lugar la Ley distingue 
si el delito que se imputa conlle­
va una pena de prisión mayor o 
superior o si la pena es de prisión 
menor o inferior: 

A estos efectos es necesario acudir a 
la Disposición Transitoria Undécima 
del Código Penal de 1995 donde se es­
tablece la equivalencia de las penas del 
Código Penal derogado con las del Có­
digo de 1995, ya que la Ley de Enjui ­
ciamiento Criminal sigue con la divi­
sión derogada de las penas. 

A pesar de enunciarse como regla 
general la procedencia de prisión pre ­
ventiva en los casos que conlleven pena 
de prisión mayor o superior (de tres 

años en adelante), lo cierto es que de­
berá seguir siendo excepcional, pues 
procederá la libertad con fianza en los 
casos en que no existan antecedentes 
penales vivos, no se haya causado alar­
ma social, que los hechos de los que se 
acusa al detenido no sean de los que se 
cometen con frecuencia y que no exista 
tampoco la creencia fundada de que el 
detenido se sustraerá a la acción de la 
Justicia. 

A estos efectos deberán valorarse 
suficientemente las circunstancias fa­
miliares, sociales. económicas y pro­
fesionales del acusado como pueden 
ser: 

- arraigo en el lugar. 
- domicilio conocido. 
- posibilidad de huir al extranjero. 
- carácter y moralidad del imputado. 
- recursos económicos. 
- lazos familiares, y 
- todos aquellos que se consideren 

pertinentes. 

Reiterada Jurisprudencia del 
T.E.D.H. ha recogido todas estas cir­
cunstancias para valorar la procedencia 
o no de la prisión preventiva.(SS de 27 
de junio de 1968 Caso Neumester y de 
10 de noviembre de 1968 Caso 
Stogmuller, entre otras). 

b) Antecedentes penales del deteni­
do 

Junto con el modo como han trans­
currido los hechos, la cuestión de los 
antecedentes es importante en orden a 
la valoración de la peligrosidad del su­
jeto. 

En primer lugar hay que hacer hin­
capié en la diferencia existente entre 
los antecedentes penales que pudie­
ra tener el defendido y las veces que 
haya sido detenido. La Ley de Enjui­
ciamiento Criminal habla concretamen­
te de antecedentes del imputado, es 
decir inexistencia de condenas firmes 
anteriores o, de existir, que hayan sido 
canceladas según lo establecido en el 
artículo 118 de la Ley, pero en ningún 
momento se hace referencia al nú­
mero de detenciones sufridas por el 
imputado, lo que vulneraría el princi­
pio de presunción de inocencia. 

Por estos motivos, es importante 
preguntar al imputado si ha sido 

detenido con anterioridad, por qué 
hechos y si ha sido condenado por los 
mismos. 

c) Alarma social 

Es este un concepto indeterminado, 
si bien la Circular 2/80 de la Fiscalía del 
Tribunal Supremo intenta identificarlo 
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con supuestos que atenten contra la se­
guridad ciudadana. 

En cualquier caso, parece que lo que 
se quiere decir en la Ley es que la alar­
ma social debe ser aquella que estable y 
no efímeranzente exista en el cuerpo social 
como resultado de esos hechos. 

No debe confundirse la alarma so­
cial con la repercusión que los hechos 
tengan en los medios de comunicación. 
Mantener dicha argumentación no lle­
vará al letrado a conseguir ninguno de 
los objetivos que persiga. 

d) La frecuencia con la que se produ­
cen hechos análogos 

Este criterio es también un criterio 
indeterminado, que se relaciona con el 
de alarma social por ser una de sus cau­
sas. La única forma de rebatir este cri­
terio sería argumentando que la fre­
cuencia con que se producen hechos 
análogos sólo es posible intentar 
objetivarla con datos de la estadística 
judicial, cuya publicación lleva un re­
traso considerable, por lo que se hace 
difícil valorar la frecuencia con que se 
producen hechos similares a los come­
tidos por el detenido. 

e) Creencia en que el detenido pue­
da sustraerse a la acción de la 
Justicia 

Como ya se ha comentado en el 
apartado a) anterior, esta circunstancia 
se deducirá en función de las circuns­
tancias personales del detenido (recur­
sos económicos, arraigo social y fami­
liar, domicilio conocido, etc ... ), datos 
sobre los que el letrado deberá estar 
bien informado por su defendido en la 
entrevista reservada que haya manteni­
do con él. 

Más complicado es el caso en que el 
detenido no se haya personado al pri­
mer llamamiento o a cualquier reque­
rimiento del Juez o Tribunal. En este 
supuesto hay que comprobar que ef ec­
ti vamente en el llamamiento se han 
cumplido los requisitos legales de las 
citaciones, notificaciones y emplaza­
mientos, de lo contrario la 
incomparecencia estaría justificada. 

f) Posibilidad de que el detenido 
oculte pruebas 

Esta circunstancia deberá ser valo­
rada en función de cómo hayan trans­
currido los hechos. 

El Letrado que asiste al detenido 
debe cerciorarse, a efectos de recurso 
posterior, de que en el acta de la au­
diencia que se celebra consten detalla­
damente los motivos por los que se in-
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teresa la prisión o la libertad. 
De todos modos, como puede obser­

varse, la situación personal del deteni­
do depende en realidad del libre arbi­
trio de los Jueces, salvo en lo que a pla­
zos de duración de la misma se refiere, 
ya que es necesario tener en cuenta 
multitud de elementos valorativos, la 
mayoría de ellos, aunque no subjetivos, 
no del todo objetivos, lo que conlleva 
que el Juez deba ser extremadamente 
prudente e imparcial a la hora de to­
mar la decisión y que el Letrado deba 
motivar y argumentar lo más 
exhaustivamente posible su solicitud. 

C. Breve referencia a las ruedas de 
reconocimiento. 

Especial relevancia adquiere esta 
diligencia en orden a la identificación 
del imputado. La Ley de Enjuiciamien­
to Criminal, en los artículos 368 y ss., 
establece los parámetros en los cuales 
debe realizarse la rueda de reconoci-
1niento. 

La rueda de detenidos puede reali­
zarse tanto en las dependencias 
policiales como en el Juzgado cuando 
sea puesto el detenido a diposición ju­
dicial. Se practique en un lugar como 
en otro, el letrado, que siempre deberá 
estar presente, intervendrá las veces 
que considere necesario para asegu­
rarse de que la rueda se realiza confor­
me a lo establecido en la Ley y en la Ju­
risprudencia 

El Letrado que asiste al detenido, 
tiene que vigilar que la diligencia reco­
nocimiento se realice dentro de los si­
guientes parámetros: 

1.- La rueda debe formarse con perso­
nas de características físicas simi­
lares a las del detenido. (artículo 
369 LECrim) 
Es práctica habitual, tanto en las de­
pendencias policiales como en el 
Juzgado, la formación de la rueda de 
reconocimiento con los demás dete­
nidos que en ese momento estén en 
los calabozos o que hayan sido 
puestos a disposición judicial junto 
a la persona que se asiste. En estos 
caso, si esos detenidos no son de 
caraterísticas similares a las del asis­
tido, el letrado debe oponerse a la 
práctica de esa diligencia en esas 
condiciones. 
Si aún así, se llevara a cabo la mis­
ma, es aconsejable no firmar el acta 
de celebración de la rueda, expo­
niendo detalladamente la causa por 
la que el letrado no quiere firmar, y 
si se firma, exponer claramente que 
no se firma como conformidad a la 
celebración de la rueda, sino expre­
samente hacer constar que no se está 

de acuerdo con la forma en que se ha 
practicado la diligencia. 

2.- Es importante cerciorarse de que la 
víctima del delito no ve al dete­
nido que ha de reconocer en nin­
gún momento hasta la práctica 
de la rueda. 
Una vez formada la rueda, la vícti­
ma puede proceder a la identifica­
ción del detenido a presencia de to­
das las personas que la forma o des­
de un punto en que no pueda ser 
visto. 

3.- La identificación del detenido debe 
ser sin ningún género de dudas, 
sin titubeos ni vacilaciones (STS de 
7 de diciembre de 1984 - Ar. 6251). 
Es importante que quede reflejado 
en el acta de reconocimiento cómo 
ha sido la identificación realizada 
por la víctima. Es habitual que la 
víctima, al ver a los detenidos diga 
«creo que es ese ... ». En estos casos 
debe insistirse a la misma que iden­
tifique sin ningún género de dudas 
a la persona que señala como autor 
del delito. En caso contrario, debe­
rá constar en el acta gue la víctima 
no está segura o incluso que duda. 

IV. Especialidades de la 
declaracion del menor 

Aún siendo aplicable en líneas ge­
nerales lo comentado hasta ahora, la 
asistencia al detenido menor de edad, 
tiene ciertas especialidades que deben 
ser tenidas en cuenta. 

Con respecto a la declaración pres­
tada en las dependencias policiales, 
el Letrado que debe prestar la asis­
tencia debe acudir a la mayor breve­
dad posible, sin que rija en este acto 
la regla referida al margen de tiem­
po máximo de 8 horas para compa­
recer, debiéndose extremar las me­
didas en orden a garantizar el cum­
plimiento de los derechos del dete­
nido y del menor. 

Por otro lado , en base a lo estable­
cido en el artículo 520.3 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, deberá 
informarse inmediatamente de la 
detención a quienes ejerzan la patria 
potestad. tutela o la guarda de he­
cho. En caso de menor de edad ex­
tranjero, de oficio se avisará al Cón­
sul de su país. 

Se le tomará declaración de inme­
diato, y en el plazo de tiempo más 
corto posible, se le pondrá a dispo­
sición de las personas que sean res-
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ponsables del mismo. 
La intervención de Ministerio 

Fiscal es mucho mayor ya que, en 
base a lo establecido en el artículo 
2º de la Ley Orgánica 4/ 1992, de 5 
de junio, sobre Reforma de la Ley 
Reguladora de la Competencia y el 
Procedimiento de los Juzgados de 
Menores, «corresponde al Ministe­
rio Fiscal la defensa de los derechos 
la observancia de sus garantías, el 
cuidado de la integridad física y 
moral del menor, por lo que diri ­
girá la investigación de los hechos, 
ordenando a la Policía Judicial 
que practique las actuaciones que 
estime pertinentes para su com­
probación y la de la participación 
del menor en los hechos ... » 

Por último simplemente apuntar 
que la declaración -denominada Acta 
de Exploración- del menor ante el 
Juez, en caso de conformidad con los 
hechos y con la pena puede convertir­
se de inmediato en Audiencia termi ­
nando en ese momento el asunto. 

A este respecto, y con relación al 
procedimiento a seguir en caso de de­
lito cometido por un menor de edad, 
nos remitimos a la ya citada Ley 4 so­
bre Reforma de la .Ley Reguladora de 

la Competencia y el Procedimiento 
ante el Juzgado de Menores de 5 de 
junio de 1992. 

V. Alcoholemias 

Los delitos contra la seguridad del 
tráfico, regulados en los artículos 3 79 
a 385 CP, denominados «de peligro 
abstracto» por constituir una acción 
típica que no depende de la verifica­
ción de un resultado de peligro con­
creto para la vida o la integridad de 
las personas, constituyen una excep­
ción a la regla general, al existir la 
posibilidad de renunciar «ah initio» 
del derecho a asistencia letrada. Así lo 
establece el art. 520.5 LECrim al de­
cir que «No obstante el detenido o preso 
podrá renunciar a la preceptiva asistencia 
de Letrado si su detención lo fuere por he ­
chos susceptibles de ser tipificados, exclusi­
vamente, como delitos contra la Seguridad 
del Tráfico». 

Dentro de estos deltios merecen 
especial menc1on las llamadas 
«alcoholemias» considerados delitos 
de carácter objetivo, en los que la ac­
tividad delictiva consiste exclusiva­
mente en que el nivel de alcohol en la 
sangre supere el límite permitido en 
la Ley, y con ello ya se cumple el tipo. 

esto conlleva que, en principio,los 
jueces y Tribunales basan sus decisio­
nes exclusivamente en los resultados 
del test de alcoholemia realizado al 
detenido, sin entrar a valorar los ele ­
mentos subjetivos del mismo. 

Parece claro que la actividad del 
conductor ha de revestir una mínima 
peligrosidad, siquiera potencial, ya 
que de lo contrario nos encontraría­
mos ante un automatismo basado en 
una presunción iuris et de iure contra la 
que un sector de la doctrina ha formu­
lado una absoluta oposición; por ello 
debemos insistir en las circunstancias 
que han rodeado la detención. 

Por todo ello, en la asistencia que 
el letrado preste al detenido -hecha la 
advertencia de que puede renunciar 
expresamente a la defensa letrada- ha­
brá que tener en cuenta una serie de 
elementos esenciales a la hora de acre­
ditar la existencia o no de la peligrosi ­
dad necesaria, relacionados con las cir­
cunstancias periféricas del momento de 
la detención del conductor, es decir, la 
densidad del tráfico de vehículos y de 
peatones en la zona en el momento de 
la detención y a su vez, relacionado con 
todo ello, la hora en la que se ha pro­
ducido la misma y la maniobra que se 
realizaba en dicho momento. 
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Un dato fundamental para la exis­
tencia de delito lo constitiuye el nivel 
de alcohol gue haya en la sangre. 
Para ello han debido ser utilizados 
etilómetros y/o alcoholímetros homologados, 
autorizados, revisados y en perfecto esta­
do de mantenimiento. 

Por otro lado, se ha debido realizar 
el test de la forma establecida legalmen­
te, es decir dos pruebas en el lugar de 
detención con un margen aproximado 
de 20 minutos entre cada una de ellas 
(prueba del alcoholím.etro con límite en 0,8 
gr.de alcohol/litro de sangre) y otras dos 
pruebas en la Comisaría o centro de 
detención (prueba del etilówzetro con límite 
en 0,4 mgr.de alcohol x litro de alcohol espi­
rado, y fi rma de los correspondientes tickets de 
test) , además del análisis de sangre op­
cional. Por tanto, habrá que interrogar 
al detenido acerca de cómo fue realiza­
da la prueba de alcoholemia, cuántas 
veces se realizó la misma, y si se le ha 
advertido de la oportunidad de efectuar 
un análisis de sangre que certifique los 
resultados obtenidos por los 
medidores. 

A su vez, es importante hacer 
constar en el Acta de Declaración los 
siguientes elementos, en orden a es­
tablecer la influencia del alcohol en la 
capacidad de conducción del deteni­
do e intentar, en su caso, desvirtuar la 
prueba: 

l. Altura, peso, y complexión física: 
los efectos del alcohol serán dis­
tintos según estas características. 

2. Cuándo fue la última ingestión de 
alimentos del detenido, y cuánto 
alcohol ha tomado en las últimas 
horas. 

3. Cuándo ingirió la última bebida 
alcohólica. 

4. Si el detenido está sometido a 
cualquier tipo de medicación que 
pudiera influir o reaccionar de al ­
guna manera ante la ingestión de 
una bebida alcohólica. 

5. Cualquier otra circunstancia que, 
en el momento, se considere im ­
portante a los efectos de estable ­
cer posteri ormente una línea 
argumental de defensa coherente. 
No hay que olvidar que los funcio ­
narios de la autoridad dan impor­
tancia a elementos tales como la 
voz, la forma de hablar, los ojos y 
el andar -«deambular»- del dete ­
nido, así como su aspecto general 
(abatimiento, palidez, aliento, su­
doración, coordinación, etc.). 

6. Que la prueba de alcoholemia se 

haya realizado en el lugar de los 
hechos en los intervalos de tiem­
po necesario y, posteriormente, en 
el Centro donde se halle detenido. 

Especialmente útil en un procedi­
miento penal por delito contra la se­
guridad del tráfico es la siguiente doc­
trina jurisprudencia}: 

El interesado debe tener conocimiento 
de las posibilidades de repetir la prueba 
y de realización de análisis clínico en cen­
tro sanitario (STC de 30.X.1985 y 
23.9.1987). Con ello se asegura el 
respeto a principios básicos como 
los de inmediación, oralidad y con­
tradicción (STC de 3.X.1985). 

La simple lectura o reproducción 
en el juicio oral del atestado en 
que consta el resultado de la prue­
ba alcoholímetro no puede por sí 
mismo tener valor probatorio 
(STC de 30.X.1985). El atestado po ­
licia l tiene valo r de de nuncia y no de 
prueba. Para tener valor probatorio, 
es preciso que sea reiterado y rati­
ficado ante el órgano judicial, nor­
malmente mediante la declaración 
testifical de los gentes policiales 
firmantes del atestado. (STC de 
3.X.1985). 

Una vez aportado el atestado, debe 
ser contrastado su contenido con la 
fiabilidad del resultado del test, y 
el valor de éste como elemento del 
supuesto delictivo (STS de 
28.X.1985). 

El test de alcoholemia no es simple 
denuncia, sino que, al realizarlo, se 
lleva a cabo, preconstituyéndola, 
una prueba, a la que puede asignar­
se, lato sen.su, el carácter de prueba 
pericial en la que concurre la espe­
cial circunstancia de la imposibili ­
dad de su repetición posterior en el 
juicio. Por tanto, sí tiene va lor proba­
torio el test cuando se haya llevado a 
cabo con todas las garantías (STC de 
9.V.1988). 

Cuando se supera levemente el ín­
dice máximo, y se acredita que no ha 
tenido reflejo en la conducción, pues­
to que ésta se ha realizado de for­
ma correcta sin infracción regla ­
mentaria alguna, el hecho, con ex­
clusión de circunstancias de apre­
ciación relativas al aspecto externo 
que pudiera presentar el conduc­
tor, constituye infracción administrati­
va. El delito no consiste en poseer un 
grado deterwzinado de alcoholemia, sino 
una conducción bajo influencia de be­
bidas alcohólicas que suponga un peli-

gro abstracto para el bien jurídico pro­
tegido que es la seguridad del tráfico. 
(STS de 22.II.1989, STC de 28 y 
30.X.85) 

El deber de someterse al control de 
alcoholenzia no puede considerarse con ­
trario al derecho a no declarar, a no 
declarar contra sí mismo y a no 
confesarse culpable, pues al inte­
resado sólo se le obliga a colaborar con 
la práctica de una especial modalidad 
de pericia (STC de 4 y 7 .X.1985). 

Por último, debemos señalar que 
si se produce una condena en vía pe­
nal, en virtud del principio non bis in 
idem, no se seguirá adelante con la vía 
administrativa, y lo contrario, en caso 
de absolución continuará ésta abierta, 
siempre y cuando de los hechos pro­
bados de la sentencia absolutoria pue­
da acreditarse fehacientemente que 
existe una infracción de tráfico que 
será sancionada en dicha vía. 2 + 

*Abogado. Bufete AMORÓS 

NOTAS 

1 La Ley 1/96 de 10 de enero, de Asistencia 
Jurídica Gratuita, establece que sólo cabe la 
excusa en el orden penal, pero por causas jus­
tificadas («Para ello -dice la Ley- deberá concu­
rrir un motivo personal y justo») que serán 
apreciadas por el Decano de l Colegio corres ­
pond iente, con base en su normativa. Deberá 
efectuarse ante el Colegio en el plazo de tres 
días desde la designa; el Colegio resolverá en 
los cinco días siguientes. 

A modo meramente ejemplificativo las Normas 
para el Desarrollo y Reglamento del funciona ­
miento del Turno de Oficio y Asistencia al De­
tenido del Ilustre Colegio de Abogados de Va­
lencia, en su artículo 4° establecen que "la ac­
tuación del Abogado de Oficio es personal y obligato­
ria, no pudiendo ser sustituido ni excusarse, salvo por 
causa grave, que será apreciada por la Junta de Gobier­
no y su Decano". 

Como motivos que muchos Colegios de Aboga­
dos establecen para justificar una renuncia pue­
den destacarse el parentesco, e l haber defendi­
do a la parte conLraria, tener intereses con la 
parte adversa, estado de salud, razones funda­
mentadas de conciencia e incluso el quebranto 
de la relación de confianza entre cliente y abo­
gado. 

2 A 1 respecto, debe tener en cuenta la 
reciente ley 5/1997 de 24 de marzo, que refor­
ma el texto articulado de Ja ley sobre Tráfico, 
circu lación de vehículos a motor y Seguridad 
Víal, ha modificado también el art. 65 di Real 
Decreto legislativo 339/1980 de la 2 de marzo, 
con el objeto de que las infracciones relativas a 
alcohol y drogas siempre constituyan infracción 
muy grave. 
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l. El Despacho Familiar: 
Introducción 

En los últimos años, la pegueña y 
mediana empresa familiar se ha ido 
consolidando como uno de los princi­
pales motores de desarrollo de la eco­
nomía en todos los sectores de la pro­
ducción. La clave del éxito de este tipo 
de empresas se encuentra principal­
mente en su proximidad al mercado y 
en su rapidez de acción: es patente que 

lo cierto es que la progresiva revalori­
zación en el panorama empresarial les 
ha llevado a ocupar ya entre el 75% y 
el 80% del mercado. 

Sin embargo, el éxito indudable e 
incuestionable de las empresas familia­
res en nuestro país no se ha hecho ex­
tensible al sector jurídico. Es posible 
que la razón o razones de ello posible­
mente no se encuentren en el propio 
sistema estructural del despacho fami ­
liar, sino que sean las inherentes a la 

estas empresas se 
adaptan con mucha 
más facilidad a un en­
torno muy cambiante y 
a las diferentes situa-

El éxito de las empresas 
familiares en nuestro país 
no se ha hecho extensible 

al sector jurídico 

propia abogacía en ge­
neral al no haberse 
adaptado ésta a las exi­
gencias de la nueva co­
yuntura, de tal manera 
que las ventajas que a dones que se dan en el 

mercado; en tiempo de crisis se rees­
tructuran mejor y en menor tiempo, y 
también en los momentos de expansión 
económica tienen más facilidad de re­
acción. Además, el propio carácter fa­
miliar de la empresa posibilita en mu­
chas ocasiones que, a diferencia de otras 
muchas compañías, la inmediatez de 
los resultados sea sustituida por una 
visión a largo plazo. Igualmente, el es­
trecho conocimiento de los accionistas 
entre sí hace posible que la comunica­
ción y la definición de objetivos sean, 
en teoría, más fáciles. En cualquier caso 

priori podrían haber tenido los despa­
chos familiares, tales como las ya refe­
ridas de su mejor adaptación al entor­
no y a las diferentes situaciones -ya 
sean de crisis o no-, su rápida reestruc­
turación, y la mayor vinculación en la 
mayoría de sus efectivos humanos por 
su relación familiar que comporta más 
unidad y conocimiento entre sus miem­
bros y así del concepto empresa y de la 
defensa de la misma -de forma que tam­
bién son mucho más difíciles las fugas 
de los profesionales, lo que ayuda no­
tablemente al mantenimiento de la fir-
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ma-; decíamos que todas estas ventajas, 
parece que no han sido aprovechadas 
por estas organizaciones. Así, no se han 
sabido adaptar con rapidez a los nuevos 
cambios experimentados en el sector y 
a la irremediable entrada de la aboga­
cía al mundo de la empresa: los despa­
chos de abogados. en buena medida se 
han quedado encasillados en el pasado. 
sin prepararse para afrontar la nueva 
situacion que de-

MÁS. Las estadísticas son contunden­
tes por difícil que parezca de creer: sólo 
un 35% de los despachos sobrevive al 
paso de la primera generación a la se­
gunda. y sólo un 13 % de la segunda a 
la tercera. Y es gue hasta ahora la gran 
mayoría de los despachos familiares 
estaban centrados en la figura del fun­
dador y. con la desaparición del mismo. 
desaparecía prácticamente el despacho. 

cuales, en la generalidad de los casos, 
el prestigio frente a sus clientes o fon­
do de comercio recae sobre el abogado 
con mayor antigüedad. de forma que la 
imagen generada siempre frente al 
cliente y demás profesionales es la gue 
equipara el despacho a dicho abogado. 
Se produce así una sinopsis total, un 
vínculo y asociación difícilmente sepa­
rables. que propician que. cuando di-

cho profesional des­
mandaba la sociedad 
y sin asumir el nece­
sario crecimiento 
para poder competir 

Sólo el 35 % de los despachos sobrevive al paso de la primera 
generación a la segunda, y el 13 % de la segunda a la tercera 

aparece. se extinga el 
despacho o cuando 
menos sus principales 

en el mercado. No es pues de extrañar 
que en el ranking de las principales fir­
mas ubicadas en España, tanto en fac­
turación como en número de abogados, 
los puestos de cabeza estén ocupados 
por los departamentos jurídicos de las 
principales auditoras y estudios jurídi­
cos extranjeros. que en apenas quince 
años se han situado líderes en el sector 
jurídico español habiendo desplazado y 
relegado a puestos posteriores a las fir­
mas. despachos y abogados familiares 
que venían operando desde hacía mu -
chas décadas. Quizá no sea éste el mo­
mento de analizar las razones de la 
mentada situación, dado que en ella no 
se han visto inmersos sólo los despa­
chos familiares si no en definitiva toda 
la abogacía en general y por lo tanto no 
constituye una particularización de la 
problemática. Por ello vamos a centrar­
nos pues exclusivamente en el objeto 
del presente artículo. 

Lo dicho anteriormente no obsta a 
que el vínculo familiar constituya una 
indudable ventaja si se sabe aprovechar 
sus diferentes particularidades, de for­
ma que los despachos familiares que se 
adapten a las nuevas situaciones 
estárán en situación ventajosa para 
competir en el futuro mercado, siempre 
-debemos advertirlo- que la relación 
familiar no enturbie la profesional y 
viceversa. Por ello, mediante el presen­
te artículo, incidiremos en consejos 
prácticos para que tales situaciones no 
se produzcan, facilitando así el éxito en 
la gestión empresarial no sin antes 
afrontar uno de los grandes retos que 
deberá asumir y superar el bufete o es­
tudio jurídico familar, cual es la conti­
nuidad generacional. Veamos pues 
ambos aspectos. 

11. La continuidad 
generacional 

En efecto, LA CONTINUIDAD 
GENERACIONAL ES EL PRINCIPAL 
PROBLEMA DE LA EMPRESA FAMI­
LIAR, PROBLEMA QUE EN EL ÁMBI­
TO JURÍDICO AÚN SE AGRAVA 
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No es por ello de extrañar que nos 
preguntemos: 

¿CUÁNTOS DESPACHOS DE 
ABOGADOS DE TERCERA GENERA­
CIÓN CONOCEMOS?. La respuesta es 
obvia e invita cuanto menos a la re ­
flexión, dado que en el pasado no exis­
tían las multinacionales del derecho ni 
las grandes compañías del asesora­
miento que como ahora ocupan los pri­
meros puestos en los rankings de factu­
ración. Debemos tener muy en cuenta 
que estas grandes empresas no adolece­
rán de los referidos problemas 
generacionales y ello puede acentuar en 
el futuro aún más las diferencias, si esta 
cuestión no es eficazmente afrontada 
por los despachos familiares. 

La continuidad generacional es un 
momento crítico en la vida de cualquier 
despacho familiar, y frente a ello no 
existe una única solución; por ello es 
importante diseñar algo hecho a medi­
da de las concretas necesidades y capa­
cidades de cada despacho. Es un tema 
en el que toda empresa encuentra difi­
cultades. Hoy en día lo ideal es plantear 
el tema de la transferencia generacional 
y planificarla con tiempo. Para ello hay 
que pensar exclusivamente en las 
cualificaciones y la profesionalidad del 
futuro conductor del despacho con inde­
pendencia de que pertenezca o no a la 
familia o aún así, con independencia de 
la rama de la familia de la gue provenga, 
o de otros factores que no tengan nada 
que ver con las necesidades reales de la 
empresa. Pero en cuaquier caso se deben 
tomar a tiempo las oportunas decisiones. 

NO OBSTANTE, LO PRIMERO YESEN­
CIALENELCAMBIO GENERACIONALES 
DAR LA ADECUADA IMAGEN FRENTE 
AL CLIENTE Y DEMÁS PROFESIONA­
LES. DENADA SERVIRÁESTRUCTURAR 
JURÍDICAMENTE EL FUTURO SI NO SE 
HA PRODUCIDO PREVIAMENTE EL 
OPORTUNO MAQUILLAJE. VEAMOS: 

El despacho familiar de abogados 
clásico podría ser aquel compuesto por 
varios miembros familiares, ya sean 
hermanos, primos, tíos, hijos o consor­
tes, pudiendo contar o no con otros 
miembros ajenos a la familia, y en los 

activos, y así paulati­
namente va languideciendo, toda vez 
que de forma gradual la mayoría de la 
clientela se desplazará a otras firmas de 
abogados. Por ello. es imprescindible 
que el propio líder del despacho vaya 
cediendo protagonismo y a su vez sea el 
principal vendedor de la imagen, en el 
sentido que el estudio jurídico no está 
compuesto por un abogado o por un 
gran jurista sino por un equipo compe­
tente en que cualquiera de sus miem­
bros es perfectamente sustituible. En 
este cometido -insistimos- dicha contri­
bución por parte del abogado líder es 
esencial. Y decimos que es esencial por­
que este profesional es el que dispone 
de la mayor confianza de la clientela, y 
por ende fácilmente podrá si quiere 
conseguir que sus clientes depositen 
también su confianza en otros profesio­
nales del despacho, sin que ello supon­
ga una merma o devaluación de su pro­
pia imagen. Empero dicha labor ha de 
ser conjunta de todos los miembros del 
despacho tendentes precisamente a 
crear la idea de que existe un gran equi­
po de profesionales, que la elaboración 
jurídica y desarrollo se realiza por un 
conjunto cohesionado de abogados y 
que precisamente una de las ventajas 
para el cliente es saber que su asunto 
está en manos, no ya de un buen pro­
fesional, sino de un equipo, debiéndo­
se pues aplicarse todas las técnicas de 
marketing y publicidad con tal finali­
dad; nos remitimos para ello a nuestros 
anteriores artículos publicados en nú­
meros anteriores sobre dichas técnicas. 

111. Las reglas de oro para el 
buen funcionamiento del 
despacho familiar 

Cuando los familiares del titular de 
un despacho de abogados. sean o no 
accionistas o partícipes. trabajan en el 
mismo bufete jurídico. acostumbran en 
la mayoría de los casos a relacionarse 
entre ellos como si todos fuesen propie­
tarios. Posiblemente los lazos familia­
res fomentan esta actitud, e incluso 
puede no quedar reducida al circulo de 
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familiares, y también se extiende en 
muchos casos por mimetismo hacia el 
resto de profesionales. Los afectados, 
por otro lado, tienden instintivamente 
a vincularse con alguno de los familia­
res sin olvidar que en muchos de estos 
despachos el lazo familiar, erróneamen-

-1-
La confianza que genera ser familiar nunca 
debe alimentar actitudes agresivas ni de ofen­
sa personal. El trato debe ser exquisito. inclu­
so más delicado que con terceros no vincula­
dos por parentesco. Ya lo dice .refranero po­
pular: «tanta confianza ofende». 
«La armonía en el trato» es el aceite lubrifi­
cante que suaviza y hace posible la relación 
profesional en la familia, siendo imprescindi­
ble que los familiares que trabajan en el mis­
mo despacho potencien las relaciones en 
tiempo de ocio. Sin duda dichas relaciones 
operarán en el vínculo familiar como el me­
jor de los bálsamos. 

-2-
No por ser socio familiar y de mayor edad hay 
que practicar una política de dominio incohe­
rente sobre el de menor edad. Especialmen­
te cuando la relación es de padres-hijos y es­
poso-esposa, existe una cierta tendencia a 
querer dominar por el vínculo paternal o ma­
rital. Y ciertamente la sumisión en el umbral 
del siglo XXI lo único que puede generar son 
conflictos de difícil resolución. 

-3-
La razón debe apoyarse en sólidas argu­
mentaciones demostrables numérica y 
conceptualmente, de forma que el autori­
tarismo debe sustituirse por el análisis re­
flexivo de los aspectos «cuantitativos». Cuan­
do Estos no se dominan, las pasiones se im­
ponen a las razones, consiguiendo que cuan­
do llegan los fracasos surjan los temidos «yo 
ya lo dije». Y es que en muchos casos el fa­
miliar que está al frente del despacho cree 
que, por el mero hecho de que sean familia­
res los profesionales con los cuales trabaja, 
está legitimado para no dar explicaciones 
sobre los cambios y proyectos que la firma 
pueda ir experimentando o de los distintos 
aspectos del quehacer diario, cuando debería 
ser precisamente todo lo contrario. 

-4-
H a b lar del pasado. tanto si fue exitoso para 
unos o de fracaso para los demás. no ayuda 
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te, es un grado. Todas estas situaciones 
pueden provocar -si la «familia» no está 
unida. coordinada y sujeta a objetivos 
comunes y estilos de dirigir compati­
bles- situaciones conflictivas. provocan­
do que los colaboradores acaben sintién­
dose fieles a uno de los familiares. crean-

a los familiares que comparten la vida profesio­
nal dentro de la empresa familiar. Hay que evi­
tar justificarse reviviendo el pasado. Las empre­
sas necesitan «cambios constantes» para adaptar­
se a las nuevas realidades, no defendiéndose de 
éstas con el recuerdo del pasado. 

-5-
Aunque es posible el reparto de poder entre 

familiares, la experiencia demuestra que es más 
aconsejable que éste recaiga en última instan­
cia en un miembro. y no se halle disperso entre 
un conjunto de familiares, sobre todo cuando el 
despacho está constituido únicamente por es­
tos últimos; ello, no obstante, no debe ser óbi­
ce para que cada uno disponga de su propia au­
tonomía y competencia en el ejercicio de sus 
propias facultades, siempre que éstas queden 
bien atribuidas y definidas. Lo contrario acaba 
generando complicaciones cuando, antes o des­
pués, frente a determinada toma de decisiones, 
surgen opiniones contrapuestas que a la sazón 
se ven agravadas precisamente por las pasiones 
derivadas del propio vínculo familiar. 

-6-
Es en las reuniones familiares de dirección don­
de deben dilucidarse las discrepancias. nunca en 
los pasillos. Es imprescindible que dichas diver­
gencias no se hagan extensible a todos los 
miembros del despacho, pues en toda firma es 
fundamental una dirección unida que genere 
confianza. Lo contrario hará a la entidad más 
vulnerable en todos los aspectos, pudiendo di­
chas divergencias ser utilizadas en favor de in­
tereses personales. 

-7-
EI hecho de que un despacho sea familiar no 
debe implicar que sólo los integrantes de la fa­
milia tengan posibilidades de acceder a la cú­
pula del poder ni que por tanto el ser o no fa­
miliar pueda suponer ventaja o prebenda algu­
na. y por ende. es imprescindible que no sólo no 
ocurra o pueda ocurrir. sino que además ello sea 
conocido por todos los miembros del despacho. 
Es necesario que los profesionales perciban di­
cha sensación, que la capacidad profesional sea 
el elemento determinante para ascender en la 

do bandos y bandas y dedicando más 
tiempo a las «tertulias de poden> que al 
buen fin del éxito del despacho. 

Para evitar que esto ocurra los exper­
tos aconsejan algunas reglas que expre­
samos detalladamente en el siguiente 
cuadro: 

empresa y no el vínculo familiar. Lo contra­
rio genera en el abogado falta de confianza 
y de perspectivas de futuro en dicha firma, lo 
que derivará en la lógica aspiración de incor­
porarse a otra empresa donde pueda real­
mente desarrollarse. Aunque tampoco debe­
ría suceder lo contrario. es decir, que el fami­
liar se vea postergado en un afán erróneo de 
la dirección para potenciar la imagen antes 
mencionada. 

-8-
Si n perjuicio de lo expuesto en el anterior 
apartado, en los consejos de administración. 
dirección o de asunción de las principales de­
cisiones de la firma. lo ideal es disponer de 
profesionales externos a la familia. indepen­
dientes, con experiencia a ser posible, que 
puedan efectuar en su momento el papel de 
«facilitadores del consenso» y «avisadores 
de los peligros». Serán los colchones que 
amortiguarán las posibles tensiones. No hay 
que olvidar que, así como entre socios no 
familiares los vínculos son profesionales, entre 
socios familiares los vínculos acostumbran a 
acabar siendo de «conmigo o contra mí». 

-9-
Es imprescindible que los profesionales se 
reúnan con cierta periodicidad. aunque el 
despacho esté integrado tan sólo por dos 
abogados. para revisar los aspectos esencia­
les del bufete, evolución de los dosieres ju­
diciales, análisis de la progresión o regresión 
de clientes, estudio de las técnicas y métodos 
legítimos para su captación, análisis de la 
cuenta de resultados, estudio del servicio y 
atención al cliente adopción de las medidas 
oportunas, y en fin, para comentar las dife­
rentes anécdotas judiciales o de los clientes, 
que producirán un efecto sedante en los in­
tegrantes del despacho estimulando el con­
cepto empresa y la autoestima y potencian­
do las ganas de superación y esperanza en 
el futuro. Estas reuniones tan positivas y ha­
bituales en las grandes firmas no suelen rea­
lizarse en los pequeños despachos familiares, 
sencillamente por falta de planificación o de 
tiempo, lo que constituye un claro error. 

•José Mª. Pursals. O. Empresa Familiar • Rev. Staff Empresarial, nº 52. 

•Manuel José Cutillas. O. Los profesionales en •La abogacía y la empresa familiar. Cuadernos 

la empresa familiar del Derecho. 
~~~~~~~~~~~~~~~~ 

*Artículo confeccionado por Redacción, con la colaboración de D. Biosca Vidal 
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Entrevista al Presidente del 
Consejo General de la 
Abogacía Española 

DON EUGENIO GAY MONTALVO ha tenido 
la gentileza, de contestar amablemente a unas 
preguntas formuladas por nuestra Redacción. 

DON EUGENIO GAY MONTALVO, licenciado 
en Derecho por la Universidad de Barcelona 
(1.970) y graduado en Derecho Comparado por la 
Facultad de Derecho Comparado de Estrasburgo 
(1.971-1.973), ejerce la abogacía desde 1.971, es­
pecializándose en Derecho Civil y Mercantil. Fun­
dador del Bufete Gay-Vendrell (Barcelona), es en 
la actualidad Presidente del Consejo General de la 
Abogacia Española, desde marzo de 1.993 (Reele­
gido el 13 de diciembre de 1.996 (para un man­
dato de cinco años); Consejero de Estado; Presi­
dente de la Unión Profesional, desde julio de 1.993; 
director y miembro fundador del « lnstitut de Drets 
Humans de Catalunya», desde su creación en di­
ciembre de 1.983; Secretario General del 
« Mouvement lnternational des Juristes 
Catholiques», desde 1.987; miembro de la «Union 
lnternationales des Avocats» (UIA) desde 1.988 y 
Presidente de la Comisión de Derechos Humanos 
de la UIA desde septiembre de 1.997; miembro del 
Consejo Pastoral Diocesano de Barcelona, desde 
noviembre de 1.993, vicepresidente de la Asocia­
ción Internacional de Derecho del Deporte (IASL), 
desde 1.994 y académico electo de la Academia 
de Jurisprudencia y Legislación de Cataluña, des­
de octubre de 1.995. 

Con anterioridad desempeñó los cargos de 
Decano del Ilustre Colegio de Abogados de Barce­
lona (1 .989-1.997); representante de los Colegios 
Profesionales en el Consejo Social de la Universi­
dad de Barcelona (1.989-97); Presidente de la 

Delegación española en la «Conférence des 
Barreaux de la Communauté Europeenne» (CCBE) 
(1.990-93); Presidente de la «Federación de Cole­
gios de Abogados de Europa» (FBE) (1 .992-93), 
Presidente del «Consell deis 11 .lustres Col.legis de 
Catalunya» (1.992-93); y ha sido coordinador del 
grupo de juristas de Pax Romana en la Comisión 
de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
(1.984-88); miembro de la «Société lnternationale 
de l'Histoire de la Profession d'Advocat», desde 
1.987; miembro de la Lista de Árbitros del Comité 
Español de la Cámara de Comercio Internacional 
(CCI), con sede en París; miembro de la «Societé 
de Législation Comparée». Ha participado, junto 
a otros destacados juristas, en diversas misiones 
internacionales de Derechos Humanos, a destacar, 
entre otras, su participación en el «Informe sobre 
la situación de Derechos Humanos en Chile» con 
motivo de la proclamación del Estado de Sitio de 
7 de septiembre de 1.986, y en el «Informe de la 
Comisión Internacional de Observación Judicial en 
Colombia», sobre las repercusiones del 
narcotráfico, la actuación del ejército y la policía y 
la violación de los Derechos Humanos (febrero­
marzo de 1.988), informando de su contenido a la 
Asamblea de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas y a la Asamblea Nacional Francesa. Ha sido 
invitado como experto a diferentes reuniones y 
congresos, nacionales e internacionales. Entre 
ellos, los celebrados por el Consejo de Europa en 
Sevilla (1.985); en Thessalonica (1.987, sobre De­
mocracia y Derechos Humanos), y en Copenhague 
(1.990), sobre la Convención Europea de Derechos 
Humanos, Invitado especial al Seminario de Dere­
chos Humanos que, con motivo del 40 aniversa-
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rio de la Constitución del Consejo de Europa, re­
unió a un centenar de juristas y personalidades de 
todo el mundo en Estrasburgo (1.989). Ha dicta­
do conferencias en diferentes congresos de la AIJA, 
FBE, IBA, IASL, MIJC y UIA celebradas en todo el 
mundo, ha participado, como ponente, en encuen­
tros internacionales organizados por diversos Co­
legios de Abogados y por Consejos Nacionales de 
Abogados europeos, así como en diferentes actos 

La abogacía española tiene una importancia 
social relevante. Como Presidente del Conse­
jo General de la Abogacía , ¿ nota que el pú­
blico en general va tomando conciencia de la 
trascendencia de la labor del abogado? 

EG.- Estoy convencido de ello. La abogacía ha ido 
ganado progresivamente unas cotas de pre­
sencia en la vida social, económica, política y 
profesional que no había tenido en otros mo­
mentos. En esta concienciación progresiva se 
la sociedad respecto a la función del aboga­
do, han jugado un papel fundamental nues­
tros Colegios, nuestras instituciones 
supracolegiales y nuestras asociaciones pro­
fesionales, a través de una constante labor 
pedagógica en este sentido y, también, ac­
tuando como garantes de la independencia de 
todos quienes ejercen una profesión cuya mi­
sión fundamental no es otra que la defensa de 
derechos e intereses· públicos y privados 

¿Cree que el abogado primordialmente y ante 
todo, en congruencia con los intereses de su clien­
te, debe perseguir la justicia del caso concreto? 

EG.- Nuestra más acentrada tradición nos dice que 
el abogado ha de tener como punto de mira 
la justicia. Así nos lo recuerda, por ejemplo, el 
Estatuto General de la Abogacía ya en su pri­
mer artículo. Y así ha quedado ratificado pro 
el Tribunal Europeo de los Derechos del Hom­
bre, en una reciente e histórica sentencia, al 
dictaminar explícitamente que el abogado es 
una parte coadyuvante, un colaborador esen­
cial, de la Administración de Justicia. 
El abogado, desde un sentido de la independen­
cia que incluye a los intereses de su propio clien­
te, debe perseguir siempre la justicia.Ahí reside 
la grandeza de esta apasionante profesión. 

E&J.- La disciplina del abogado está garantizada por 
su recta conciencia que se le presume, pero en 
los casos en que así no ocurre cuáles cree que 
son los órganos que deben sancionar la desvia­
ción deontólógica y cuáles de «lege ferenda». 

EG. - El abogado, como todos los ciudadanos, está 
sometido al imperio de la ley y, por lo tanto, a 
la jurisdicción ordinaria. En el ejercico de su 
profesión, el abogado está sometido al orde­
namiento jurídico vigente y, además, a las nor­
mas disciplinarias colegiales previstas en 
nuestro propio ordenamiento que nos remite 
al Estatuto Jurídico de la Abogacía. 
Quisiera, a este respecto, destacar la gran la­
bor que en este sentido están desarrollando 
nuestros colegios y demás órganos rectores de 
nuestra profesión, a través de sus comisiones 
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en la mayoría de Colegios de Abogados Españo­
les e instituciones varias (Cursos de verano, 
Másters, Seminarios, etc.), y ha publicado nume­
rosos trabajos sobre temas re lacionados con los 
Derechos Humanos, Derecho de Familia, Ejercicio 
de la Profesión y Derecho Civil, tanto en publica­
ciones españolas como extranjeras. 

Finalmente ha sido honrado con la Cruz de 
Honor de San Raimundo de Peñafort (Ministerio de 

de deontología, en una labor que no siempre 
es grata aunque sí imprescindible si queremos 
preservar el sentido profundamente social de 
nuestra profesión. 

El Consejo General de la Abogacía Española tie­
ne una importancia trascendental. ¿Podría us­
ted indicar a nuestros lectores cuáles han sido 
sus más recientes consecuciones, sus transfor­
maciones, proyectos y perspectivas de futuro?. 

EG.- Gracias a la labor desarrollada en estos últi­
mos años, la abogacía española ha consegui­
do grandes logros. Hemos transformado el 
Turno de Oficio, poniéndolo al nivel de los 
países comunitarios. Se ha conseguido la 
colegiación única y una Directiva de Estable­
cimientos que va a permitire nuestra entrada 
profesional en Europa en igualdad de condi­
ciones con nuestros colegas comunitarios. 
Hemos modernizado y cambiado las estructu­
ras de los órganos rectores de la profesión, pro­
piciando a su vez la constitución de los con­
sejos autonómicos. Hemos celebrado un Con­
greso general y dos jornadas de Juntas de 
Gobierno, normalizando de esta manera el 
debate interno sobre los grandes temas que 
afectan a nuestra profesión. Y hemos robus­
tecido nuestra presencia internacional, abrien­
do una delegación permanente en Bruselas 
que está al servicio de todos los abogado es­
pañoles. 
Nasturalmente, estos logros no hubiesen sido 
posibles sin el tabajo entusiasta de todos quie­
nes, por delegación de nuestros compañeros, 
tenemos responsabilidades de gobierno y sin el 
sentido de unidad que anima a nuestra profesión. 
Quedan, naturalmente, problemas por resol­
ver y en los que hemos de seguir avanzando. 
Ahí están, por ejemplo, la retribución del Tur­
no de Oficio, que debe mejorarse, el intrusismo 
y la regulación del acceso a la profesión, aun­
que en este último tema hemos avanzado 
considerablemente a través del Turno de Ofi­
cio y de la Directiva de Establecimientos, po­
niendo las bases de una regulación del acce­
so que en ningún caso debe ser traumática. 

El advenimiento en los foros españoles de 
abogados extranjeros, ¿cree usted que pue­
de crear una concurrencia nociva de la abo­
gacía española? 

EG.- Siempre he sido partidario de la libre compe­
tencia dentro de un marco de igualdad de 
oportunidades. Es bien sabido mi compromi­
so personal en conseguir una Directiva de Es-

Justicia, 1.990) y nombrado Chevalier de l'Ordre 
National de la Légion d'Honneur (Presidencia de 
la República Francesa, 1.995), Cavaliere di Gran 
Croce dell'Ordine al merito della Reppublica Ita­
liana (Presidencia de la República de Italia, 1.995); 
fue Presidente honorario de la Unión Costarricen­
se de Abogados (Barcelona, enero de 1.996), y re­
cibió la Gran Cruz del Mérito en el Servicio de la 
Abogacía (Madrid, junio de 1.996). 

tablecimiento basada en el principio de reci­
procidad. En este contexto, la competencia, no 
sólo no ha de suponer ningún efecto nocivo 
para los abogados españoles, sino que puede 
ser un gran estímulo para mejorar la calidad 
de nuestros servicios. 
En realidad, los abogados extranjeros que que­
rían introducirse en España ya han podido ha­
cerlo a través de la directiva que regula la ho­
mologación de títulos o a través de fórmulas de 
colaboración multinacional. Lo injusto es que 
los abogados españoles no tengamos la mis­
ma facilidad de ejercer la abogacía en los paí­
ses de la Unión Europea, como venían tenien­
do nuestros compañeros comunitarios, siendo 
ésta una de las prioridades que nos habíamos 
fijado, y que felizmente se verá plasmada en la 
inminente directiva de Establecimiento. 

Como Presidente del Consejo General de la 
Abogacía Española, ¿cómo ve el acceso al 
mundo de la abogacía de los nuevos licencia­
dos en Derecho? 

EG.- Muy difícil, dado el gran número de estudian­
tes de Derecho que abarrotan nuestras Univer­
sidades. No hace mucho, en un foro interna­
cional, un representante de la abogacía nor­
teamericana decía que el gran problema de la 
profesión en Estados Unidos estaba en el gran 
número de estudiantes que cursan derecho, 
unos 140.000. Si tenemos en cuenta que en 
España superan los 250.000, podemos hacer­
nos una idea de la gravedad del problema. 
De ahí que una vez más debamos destacar 
la gran labor que hacen nuestros colegios y de­
más órganos rectores de la profesión, creando 
Escuelas de Práctica Jurídica, organizando cur­
sos y actividades docentes de todo tipo, poten­
ciando nuestras bibliotecas y nuestras bases de 
datos, para poner al alcance de los jóvenes co­
legiados todos aquellos medios que les facili­
ten el acceso a una profesión siempre dura en 
sus inicios pero enormemente gratificante. 

¿Cree que el Consejo General de la Abogacía 
debería facilitar o potenciar la asociación 
entre abogados? 

EG.- Sí. Debemos potenciar y estimular el 
asociacion ismo profesional en la dirección que 
nos marca el ritmo de los tiempos que vivmos, 
que no es otro que el trabajo en equipo y una 
tendencia hacia lo que podríamos llamar la 
asesoría integral. De todos modos, creo que el 
«abogado de cabecera», tal y como ha exis­
tido siempre, no desaparecerá jamás. 
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Gran eco de la 
primera Mutua de 
Asistencia Jurídica 

La noticia publicada en el pasado 
nº 25 de «Economist & Jurist», acerca 
de la aparición de «Asistencia Jurídi­
ca Mutual», primera mutua nacida con 
el fin de asegurar la asistencia jurídica 
de distintos sectores de la población, 
ha causado gran impacto entre nues­
tros lectores, que no han dejado della­
mar a la redacción de esta revista para 
solicitar más información. Por ello, y 
en atención a las solicitudes formula­
das, reproducimos parcialmente la no­
ticia de referencia, no sin antes señalar 
los datos de dicha mutua para todos 
aquellos que deseen mayor informa­
ción: «ASISTENCIA JURÍDICA MU­
TUAL», el Valencia nº 293, 2º-1 ª, 08009 
BARCELONA. El nº telf. es: (93) 458 
17 35, y el Fax: (93) 458 83 07. 

Asistencia jurídica preventiva 

La intención de sus fundadores es 
acercar la figura del abogado a aquellos 
sectores de la sociedad que hasta el 
momento veían al asesor jurídico como 
un profesional lejano y ajeno a sus in­
tereses. Según Ignacio Faura, Secreta­
rio de Asistencia Jurídica Mutual, el 
proyecto es de gran interés tanto des­
de el punto de vista del profesional de 
la abogacía -puesto que además de 
darse a conocer ante una clientela nue­
va familiarizará más su imagen frente 
al ciudadano- como desde el punto de 
vista del beneficiario, que hasta el mo­
mento no consultaba ciertos problemas 
a los abogados por su teórico alto cos­
te y si lo hacía era con gente no profe­
sional que en el fondo no podía garan­
tizar un resultado al interesado. La 
mutua nace también, por tanto, con 
una vocación de asesoría jurídica pre­
ven ti va. 

Un sector diferente de clientes 

La mutua de asistencia jurídica está 
destinada a aquellas clases medias que 
necesitan cada vez más recurrir a un 
asesor jurídico para resolver los pro­
blemas que plantea la vida diaria, que 
no pueden costearse los servicios de un 
abogado, pero que tampoco cumplen 
con los requisitos económicos que la 
ley exige para acogerse al beneficio de 
justicia gratuita. 

Por ello consideran sus miembros 
fundadores que AJM no va a perjudi­
car a los abogados ejercientes, ni va a 
«robar» cuota de mercado, puesto que 
va dirigida a sectores de la población 

que tradicionalmente no acudían al pro­
fesional. Los beneficiarios sólo serán 
personas físicas, quedando fuera las ju­
rídicas, que suelen tener su asesor par­
ticular y disponen además de los medios 
necesarios para hacer frente a su coste. 
La asistencia cubre todo tipo de consul­
tas al abogado (informes, contratos, re­
clamaciones previas, actuaciones ante la 
Administración, y todos los gastos de­
rivados de procedimientos judiciales 
(notario, procurador, etc.). No obstante, 
AJM ha previsto diferentes modalida­
des en la cobertura de las necesidades 
de los mutualistas, consciente de que, a 
pesar de dirigirse a un sector aparente­
mente homogéneo de población, el tipo 
de protección requerida es distinta se­
gún los casos. En las actuaciones judi­
ciales está prevista una franquicia del 
15% que deberá correr a cargo del mu­
tualista, queriendo, mediante esta me­
dida, repartir realmente - «mutualizar»­
los gastos ocasionados, debiéndolos so­
portar en mayor medida el mutualista 
«pleiteador». 

Casi un centenar de profesionales 

El funcionamiento es similar al de 
las tradicionales mutuas médicas: AJM 
tiene a disposición de los mutualistas 
una relación de casi cien profesionales 
del Derecho, entre abogados, procura­
dores y notarios . Cuando el interesado 
acude a un profesional que libremente 
ha escogido, le entrega un talón de los 
que le proporciona la mutua, y será el 
propio profesional quien percibirá de 
AJM sus honorarios. Se prevé también 
la posibilidad de que el interesado acu­
da a un abogado que no sea miembro 
colaborador de la mutua, en cuyo caso, 
ésta se hará cargo de los honorarios has­
ta el nivel establecido en sus propios 
baremos, debiendo abonar el interesa­
do la diferencia. 

La mutua controla en todo momen­
to el seguimiento de cada proceso, gra­
cias a un potente y moderno sistema 
informático -única inversión de cierta 
envergadura realizada- que le garantiza, 
asímismo, un control de los resultados, 
con intención de elaborar un informe 
anual de lo actuado. 

La ventaja está en su bajo coste 

La gran ventaja que ofrece esta mu­
tua jurídica está, evidentemente, en el 
bajo precio de los servicios que ofrece. 
AJM no tiene ánimo de lucro y ofrece 
unos baremos de honorarios más bajos 
que los establecidos en los Colegios de 
Abogados y a los que se han sometido, 
mediante compromiso estatutario, los 
profesionales colaboradores, que tam­
poco pretenden hacer de esta colabora-
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ción su negocio. Por ello, la aceptación 
entre el público al que va dirigido es 
creciente . 

Otra de las ventajas de esta iniciati­
va es que se agilizarán los servicios, al 
descongestionarse el camino de acceso 
al beneficio de justicia gratuita. 

Esperado crecimiento 

Todos los socios que componen 
AJM coinciden en que el incremento 
del número de mutualistas va a ser pro­
gresivo. Con el incremento de mutua­
listas el númro de profesionales de la 
abogacía que colaborarán en el proyec­
to tenderá asimismo a incrementarse. 
Para entrar como colaborador, se re­
quiere llevar tres años como abogado 
colegiado, y solicitarlo a la Junta de 
«Asistencia Jurídica Mutual». Las pre­
visiones de crecimiento son optimistas; 
se espera que a finales de 1998 el nú­
mero de mutualistas ascienda a 1.000. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
Martí Mingarro 
optará a la 
reelección como 
Decano del .Colegio 
de Abogados de 
Madrid 

Gema Mayol Gómez 
Abogado. 

Especialista en política colegial 

Las elecciones al Ilustre Colegio de 
Abogados de Madrid previstas para el 
próximo mes de diciembre se anticipa­
rán a los primeros días del próximo 
mes de noviembre según ha podido 
saber esta publicación. En el momento 
de cerrar esta edición , todavía no ha­
bía ningún candidato oficial a dichas 
elecciones. No obstante, el actual De­
cano Don Luis Martín Mingarro ha con­
firmado a " Economist & Jurist" que 
optará a la reelección, y aunque no ha 
querido pronunciarse sobre si el resto 
de miembros de la Junta que igualmen­
te acaban el mandato optarían a la re­
elección, todo hace pensar que la mayo­
ría de ellos así lo harán, según ha ma­
nifestado uno de los diputados de la 
actual Junta de Gobierno que ha que­
rido permanecer en el anonimato. Por 
otro lado, aún no se conocen otros as-
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pirantes al cargo de referencia, si bien 
algunos grupos están ponderando la 
posibilidad de presentar candidatos, en 
ámbitos jurídicos se dan pocas opcio­
nes, dado que en opinión de esta co­
mentarista, Martín Mingarro sigue con­
tando con el apoyo mayoritario de la 
abogacía madrileña, pues no cabe olvi­
dar que hace menos de dos años en Di­
ciembre de 1995, se celebraron eleccio­
nes para la renovación parcial de la 
Junta de Gobierno,obteniendo la can­
didatura oficialista, de Jesús Castrillo 
Aladro nada menos que el 75% de los 
votos emitidos, frente al 22 % que ob­
tuvo su inmediata perseguidora Doña 
Maria Luisa Casal, margen todavía más 
meritorio habida cuenta de la talla ju­
rídica de la antedicha candidata. 

Don Jesús Castrillo, junto a su 
ejecutoria como letrado y como hombre 
de bien, accedía con sus compañeros de 
candidatura, de facto, como la candida­
tura del Decano u Oficilista sin perjui­
cio de su evidente y honesta indepen­
dencia de criterio. Y este precedente es 
por demás significativo cuando aún no 
han transcurrido dos años desde su 
acaecimiento, pues aunque pudiera 
entenderse que el ejercicio de las fun­
ciones de gobierno generan el natural 
desgaste, la general conceptuación po­
sitiva de ello y el amplio margen de 
votos que a la sazón represento, parecen 
presagiar un resultado muy semejante 
en las elecciones en favor del mismo 
Decano. Aunque en términos electora­
les, al igual que en la política siempre 
se pueden producir sorpresas. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
Un programa de 
asesoramiento legal 
por TV, que se emite 
en español, premiado 
por la American Bar 
Association 

El programa en español, «Pregunte 
a un abogado», producido por la Aso­
ciación de Abogados Jóvenes de 
Austin, Texas, (EEUU), ha obtenido el 
premio de Servicio Público de la 
American Bar Association (ABA). Du­
rante 10 años, la Asociación de Aboga­
dos Jóvenes de Austin ha estado produ­
ciendo un programa en la televisión 
local llamado «Ask a lawyern. Este pro­
grama se basaba en llamadas en direc­
to de los espectadores, y está presenta­
do por abogados jóvenes y voluntarios, 
emitiéndose semanalmente. Sin embar­
go, un sector de la audiencia no conec­
taba con el programa: los ciudadanos 
hispanohablantes, y ello debido a que 

gran parte de la población hispana de 
Austin -la cual aumenta progresiva­
mente cada año- no maneja el inglés su­
ficientemente bien como para sacar algo 
de «Ask a lawyer». En septiembre de 
1995, se empezó a emitir, con periodi­
cidad mensual, el programa en español 
«Pregunte a un abogado», producido 
tras el reclutamiento de abogados his­
pano hablantes. Cada vez más dichos 
abogados colaboran con el programa, 
atendiendo las consultas de los espec­
tadores; y cada mes, el número de con­
sultas aumenta considerablemente. 

Así, finalmente, el proyecto ha reci­
bido el reconocimiento de la ABA -que 
cada año premia a una iniciativa nueva de 
los abogados jóvenes- por la gran inno­
vación que ha supuesto. Según el Presi­
dente de la Asociación de Abogados J ó­
venes de Austin, las ventajas del proyec­
to premiado son dos: permite a la comu­
nidad hispano hablante tener las mismas 
oportunidades para recibir asistencia le­
gal, y crea un servicio a la comunidad que 
implica cada vez a un mayor número de 
abogados minoritarios . 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
La Mutualidad de la 
Abogacía recaudó 
9.259 millones en 
1996, un 24,3°/o más 

Información publicada por Expansión 

La recaudación global de la Mutua­
lidad de la Abogacía llegó hasta 9.259 
millones de pesetas, un 24,34% más 
que en 1995. De ellos, 9.136 millones 
corresponden a seguros de vida -un au­
mento del 23,37%- y 123 millones a 
otro tipo de seguros, un 195,9% más 
que en 1995. Una de las razones de los 
buenos resultados económicos de la 
Mutua, según la propia entidad, es su 
política de austeridad en gastos de ex­
plotación. Sin embargo, este concepto 
aumentó de los 618 millones de pese­
tas a los 655 en 1996. Este tipo de gas­
tos suponen el 7,09% de la recauda­
ción. La entidad también logró una ren­
tabilidad media de 13,94%, incluidas 
las plusvalías mobiliarias e inmobilia­
rias, con lo que se alcanzaron los 14.492 
millones de ingresos financieros. Las 
provisiones técnicas obtenidas en 1996 
fueron de 101.345 millones de pesetas, 
que suponen un incremento del 
20, 15 % sobre el año anterior. 

La Mutualidad cree que, en un fu­
turo próximo, variará su plan de pres­
taciones básicas. En él podrían incluir­
se la voluntariedad de la cobertura in­
dividual -el 55% de los mutualistas 
activos son solteros-, o la posibilidad de 
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extender las prestaciones a las parejas de 
hecho. 

En un principio, la Mutualidad -que 
cuenta con 87.439 afiliados en activo en 
toda España- afrontó el ejercicio con te­
mor. Por primera vez, los abogados no 
tenían la obligación de pagar a la enti­
dad y las previsiones eran poto hala­
güeñas: podían abandonar la Mutua el 
9,5% de los afiliados en favor del Ré­
gimen de Autónomos (Reta). Sin em­
bargo, el cierre de resultados, presenta­
do el pasado junio, demostró que el in­
cremento de las bajas en 1996 respecto 
al año anterior por todos los conceptos 
sólo ha sido de 1. 908 mutualistas. A 
pesar de ello, el ejercicio se saldó con 
un incremento neto de 2.845 nuevos 
asociados. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
Legatia 97: Primera 
Cumbre española del 
Derecho Empresarial 

Legatia 97, Primer Congreso Nacio­
nal de Derecho de la Empresa, reunirá 
durante tres días del próximo mes de 
noviembre, en Madrid, a un grupo de 
más de 1000 expertos y profesionales 
del ámbito del derecho emrpesarial. 
Los asistentes debatirán los desafíos 
actuales a los que se enfrentan los ase­
sores legales en un entorno empresarial 
cada vez más dinámico. 

La cumbre, organizada por el Insti ­
tuto Español de Gestión y Dirección 
Empresarial con el apoyo de distintos 
organismos públicos y privados, aso­
ciaciones y colegios profesionales, des­
pachos de abogados, y personalidades 
de la Administración y la Judicatura, 
tendrá como objetivo intercambiar co­
nocimientos y debatir las más recientes 
novedades del ámbito del derecho 
emrpesarial. De un modo especial, se 
analizarán las consecuencias legales 
para la empresa de las últimas modifi­
caciones legislativas, la implantación 
de las nuevas tecnologías, y la 
globalización de la economía. 

Dentro del Congreso se articulan 
di versos módulos que tratan, entre 
otros temas, los contratos informáticos, 
las nuevas tecnologías, la red de redes 
y redes privadas, su repercusión real y 
efectos en la contratación entre empre­
sas, y entre éstas y particulares; la res­
ponsabilidad de la empresa en todos 
sus órdenes, los profesionales que en 
ella prestan sus servicios, sus produc­
tos, la competencia, los límites legales 
del mercado; las crisis empresariales, 
los expedientes concursales y el enfren­
tamiento con una normativa que no 
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cumple adecuadamente su función de 
protección del crédito con relación a la 
supervivencia de la empresa; los nue­
vos contratos de trabajo con relación a 
las nuevas formas de trabajar, el centro 
de trabajo en el hogar familiar, etc. 

Entre los más de 50 ponentes que 
participan en el Congreso se encuen­
tran: Eugenio Gay, Presidente del Con­
sejo General de la Abogacía Española; 
Manuel Pimentel, Secretario de Estado 
para el empleo; Luis Martí Mingarro, 
Decano del Ilustre Colegio de Aboga­
dos de Madrid; Emilio Cuatrecasas, 
Socio Director General de Cuatreacasas 
Abogados; Antonio Ortega, Socio Di­
rector de Garrigues & Andersen; José 
Luis Manzanares, Magistrado del Tri­
bunal Supremo; Manuel Cobo del Ro­
sal, Catedrático de Derecho Penal; Ja­
vier Ribas, Socio De Ribas & 
Rodríguez; Juan Antonio Sagardoy, 
Socio de Bufete Sagardoy; Manuel Igle­
sias Cabero, Presidente de la Sala de lo 
Social de la Audiencia Nacional; 
Anotonio Garrigues Walker, Socio Di­
rector de Garrigues & Andersen; José 
Carlos García de Quevedo, Subdirector 
General de Planes y Fondos de Pensio­
nes; Emilio Valerio, Fiscal Jefe de la 
Fiscalía de Medio Ambiente; y Fernan­
do Casado, Director General del Insti­
tuto de Empresa Familiar. 

(Más inforación, tel: [(91) 381 92 
63]; e-mail: [iegde iegde.com]; página 
web: [http://www.iegde.com] 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
El Foro de Abogados 
Tributaristas, un 
grupo al servicio de 
los abogados 

El Foro de Abogados Tributaristas 
(FAT), asociación de apoyo a abogados 
interesados en derecho fiscal, sigue 
ofreciendo, después de varios años, una 
gran oferta a sus afiliados, y amplía sus 
servicios mediante una página web que 
en breve estará en marcha. 

El FAT surgió de la idea de que to­
dos los actos y negocios jurídicos ante 
los que se encuentra un abogado en su 
ejercicio -ya sea especialista en mate­
ria tributaria o no- tienen 

trascendencia fiscal, lo que obliga a 
un completo y actualizado conocimien­
to de esta disciplina. 

Esta organización ha establecido 
una amplia oferta de servicios para el 
abogado asociado, para facilitar la pues­
ta al día de los mismos y la solución a 
los problemas prácticos que se plantean 
en la práctica de la profesión en relación 
a la normativa fiscal y tributaria. Así, 

debemos destacar el «Consultorio Fis­
cal Permanente», un servicio de res­
puestas a consultas ordinarias de carác­
ter fiscal que realizan los afiliados -in­
terpretación de normativa, solicitud de 
opinión, sentenicas o resoluciones 
administrativas,etc.-, consultas que 
pueden efectuarse por fax o por correo 
y que obtienen respuesta en un plazo 
máximo de 48 horas. Existen también 
servicios opcionales de asesoramiento 
ante la Inspección de los Tribunales, y 
de contabilidad y auditoría. 

Por otro lado, el FAT organiza diver­
sos cursos, seminarios y conferencias 
para sus asociados, y diversas publica­
ciones -entre ellas la prestigiosa « Gace­
ta Fiscal» -, así como una base de datos 
de materia jurídico-tributaria. 

Como ya adelantó «Economist & 

Jurist» en su número anterior, el Foro 
de Abogados Tributaristas, ha puesto, 
junto con el Gabinete de Gestores Ad­
ministrativos y Asesores Fiscales 
(GESAF) -de cuyo seno surgió el FAT-, 
un servicio informático de recopilación 
de consultas y preceptos legales sobre 
derecho fiscal en Internet (http:// 
www.gesaf.com), a la que podrá acce­
der todo abogado. Por otro lado, se fa­
cilita una dirección de e-mail para que 
los interesados puedan efectuar consultas 
al Foro mediante el correo electrónico. 

Todo este sistema de consultas tra­
ta de dar respuestas a la problemática 
que plantea la normativa tributaria, 
sometida a constantes cambios y modi­
ficaciones, lo que obliga a una constan­
te actualización, tanto de información 
como de conocimientos. Según mani­
fiestan los integrantes del FAT, dicho 
Foro interesa tanto a abogados jóvenes 
como a veteranos ya que ha facilitado la 
incorporación a la Asesoría Fiscal de 
aquéllos, y supone por otro lado la ofer­
ta de servicios más completa para abo­
gados con experiencia. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
Elecciones en el 
Colegio de Abogados 
de Valencia 

Gema Mayal Gómez, Abogado. 
Especialista en política colegial 

El Colegio de Abogados de Valencia 
celebrará a finales del próximo mes de 
noviembre elecciones para la renovación 
de los cargos de Decano, Vicedecano, Di­
putados impares y Bibliotecario-Contador. 
Y aunque a la rpesente fecha todavía no 
han sido convocadas las citadas elecciones 
ya se vive el ambiente electoral en el Co-
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legio. 
El actual Decano, que ostenta una de 

las vicepresidencias del Consejo Gene­
ral, D.Luis Miguel Romero Villafranca 
anunció, en el mes de julio pasado, su 
presentación a la reelección. Se espera­
ba tal postura dada la coincidencia de 
dos circunstancias: por un lado su pro­
pia elección como Vicepresidente del 
Consejo General que cabría perder de 
no ser reelegido Decano (y es la segun­
da vez en la historia, después de la Vi­
cepresidencia Primera ostentada por 
Don Manuel Delgado Peñate que el Co­
legio de Valencia, su Decano, obtiene tal 
representación a nivel nacional); y por 
otro la reciente adquisición de un solar 
para la construcción de una Sede Cole­
gial propia (solar adquirido hace un 
año) y el deseo de ver finalizado ese hito 
para el Colegio de Valencia. 

Ya se conocen algunos miembros de 
la candidatura del Decano: D.Miguel 
Guillot Hospitaler, actual Vicedecano y 
que permitiría reeditar el mismo equi­
po de Gobierno, y D.Javier Boix Reig, Ca­
tedrático de Derecho Penal y prestigioso 
letrado al igual que su compañero. 

Por otra parte no existe, hasta el mo­
mento, una lista alternativa que haya sa­
lido a la luz pública. Y si bien han sona­
do diversos nombr.es tan importantes 
como D.Antonio Sotillos o D.Juan Pérez 
Jamar, se constata no obstante la dificul­
tad de poder formar una lista alternati­
va con posibilidades de éxito, dado que 
el actual Decano parece que dispone de 
apoyos suficientes para revalidar su 
mandato. 

OTRAS NOTICIAS 

El Bufete Cuatrecasas promocionará -junto a diversas entidades- la primera cátedra 
española de empresa familiar de carácter público, mediante una aportación anual de 
15 millones de pesetas. Hasta ahora sólo existía una cátedra de este tipo, puesta en 
marcha por el IESE. 

El bufete Mullerat & Roca, de Barcelona, junto con dos bufetes de Alemania y Fran­
cia, ha creado un consorcio para asesorar en el desarrollo de finanzas corporati­
vas en Rusia, dentro del programa «Tacis» de la Comisión Europea para la asisten­
cia técnica a países de la CEI. 

Alfonso Caldevilla, socio fundador de Caldevilla y Asociados, ha escindido su 
despacho para dedicarse exclusivamente al Derecho Laboral. La razón, según ha ma­
nifestado, es que el futuro de la abogacía «pasa obligatoriamente por la fusión o la 
superespecialización». Caldevilla ha escogido esta última opción, tras resultar falli­
do el intento de unión que en su día intentó este bufete con Baker & McKenzie. Aho­
ra, ha trascendido la pugna que están llevando a cabo los restantes socios con el propio 
Caldevilla por utilización de la denominación que hasta ahora tenía dicho despacho. 

La Junta de Gobierno del Colegio de Abogados de Barcelona ha nombrado a 
Felipe Carbajo Pernau nuevo Secretario General Técnico de la Corporación. 
Felipe Carbajo tiene 36 años y es abogado, especializado en Derecho Laboral y Ad­
ministrativo. Durante los últimos años, ha ocupado diversos cargos de responsabili­
dad en la Generalitat de Cataluña 

La Unión Europea ultima la libre circulación de abogados 
El Consejo de Ministros de la UE ha aprobado la posición común que regula el libre 
ejercicio de los abogados dentro de la UE, texto que, de ser ratificado por el Parla­
mento Europeo, puede estar operativo antes de fin de año. Todo parece indicar que 
el único requisito que deberán cumplir los abogados para poder acceder a la libre cir­
culación es el de demostrar que han ejercido durante tres años, y de forma ininte­
rrumpida, en temas de derecho comunitario o propios del Estado miembro en el que 
van a desarrollar su trabajo. 
La posición común también prevé la posibilidad de colegiarse en la nación en la que 
se va a ejercer, para operar en el país de destino conforme a su legislación propia. En 
próximos números, será ampliada esta importante noticia. 
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Índice de 
novedades legislativas 

Publicadas en el B.O.E. 
hasta el 29 de Agosto de 1997 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA 

Real Decreto 20 junio 1997, núm. 951 /1997 
MINISTERIO PRESIDENCIA 
BIOTECNOLOGIA. Aprueba el Reglamento 
General para desarrollo y ejecución de la Ley 15/ 
1994, de 3 junio (RCL 1994, 1581 ), que ' 
establece el régimen jurídico de la utilización 
confinada, liberación voluntaria y 
comercialización de organismos modificados 
genéticamente, a fin de prevenir los riesgos para 
la salud humana y para el medio ambiente. 
BOE 24 junio 1997 (núm. 150) 

Resolución 13 junio 1997 
BANCO DE ESPAÑA 
DATOS DE CARACTER PERSONAL. Hace públicos 
los ficheros con datos de carácter personal bajo 
responsabilidad de la Comisión de Prevención 
del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias gestionados por el Servicio Ejecutivo 
de la misma. 
BOE 27 junio 1997 (núm. 153) 

Acuerdo 18 junio 1997 
CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL 
ADMINISTRACION DE JUSTICIA. Modifica el 
Reglamento número 511995, de 7 junio (RCL 
1995, 2073 y RCL 1996, 568), de los aspectos 
accesorios de las actuaciones judiciales. 
BOE 2 julio 1997 (núm. 157) 

Orden 26 junio 1997 
MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA 
CORREDORES DE COMERCIO. Régimen de las 
fianzas de los corredores colegiados de 
comercio. 
BOE 4 julio 1997 (núm. 159) 

Real Decreto 20 junio 1997, núm. 952/1997 
MINISTERIO MEDIO AMBIENTE 
RESIDUOS TOXICOS Y PELIGROSOS. Modifica el 
Reglamento para la ejecución de Ley 20/1986, 
de 14 mayo (RCL 1986, 1586), de régimen 
jurídico básico, aprobado por Real Decreto 833/ 

1988, de 20 julio (RCL 1988, 1659). 
BOE 5 julio 1997 (núm. 160) 

Ley 8 julio 1997, núm. 2211997 
JEFATURA DEL ESTADO 
ABASTECIMIENTO DE AGUAS. Aprueba y declara 
de interés general determinadas obras hidráulicas. 
BOE 9 julio 1997 (núm. 163) 

Ley 15 julio 1997, núm. 23/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
PESCA MARITIMA. Ordenación del sector 
pesquero de altura y gran altura que opera 
dentro de los límites geográficos de la Comisión 
de Pesca del Atlántico Nordeste. 
BOE 16 julio 1997 (núm. 169) 

Real Decreto 24 julio 1997, núm. 124811997 
MINISTERIO JUSTICIA 
OBJECION DE CONCIENCIA Y PRESTACION 
SOCIAL SUSTITUTO RIA. Aprueba el Reglamento 
sobre convalidación de servicios voluntarios a 
efectos de la prestación social sustitutoria y 
modifica parcialmente el Reglamento 24 febrero 
1995 (RCL 1995, 878). 
BOE 25 julio 1997 (núm. 177) 

Real Decreto 24julio1997, núm. 1251 /1997 
MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA 
CORREDORES DE COMERCIO. Modifica 
parcialmente el Reglamento para el Régimen 
Interior de los Colegios Oficiales , de su Consejo 
General y regulación del ejercicio del cargo de 
corredor colegiado, aprobado por Decreto 853/ 
1959, de 27 mayo (RCL 1959, 776 y NDL 7828). 
BOE 7 agosto 1997 (núm. 188) 

Real Decreto 18 julio 1997, núm. 121711997 
MINISTERIO PRESIDENCIA 
CONTAMINACION ATMOSFERICA. Establece 
normas sobre incineración de residuos peligro­
sos y modifica el Real Decreto 1088/1992, de 11 
septiembre (RCL 1992, 2102), relativo a las 
instalaciones de incineración de residuos 
municipales. 
BOE 8 agosto 1997 (núm. 189) 
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Real Decreto-Ley 1 agosto 1997, núm. 12/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
CIRCULACION URBANA E INTERURBANA. Añade 
un párrafo 3º al artículo 67.1 del texto articula­
do de la Ley sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos de Motor y Seguridad Vial, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 33911990, de 2 
marzo (RCL 1990, 578 y 1653). 
BOE 16 agosto 1997 (núm. 196) 

Real Decreto 1 agosto 1997, núm. 1328/1997 
MINISTERIO ADMINISTRACIONES PUBLICAS 
ENTIDADES LOCALES. Regula la cooperación 
económica del Estado a sus inversiones. 
BOE 20 agosto 1997 (núm. 199) 

Ley 18 junio 1997, núm. 1 /1997 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE ANDALUCIA 
ANDALUCIA-SUELO Y URBANISMO. Adopción 
con carácter urgente y transitorio de disposicio­
nes en materia de régimen de suelo y ordena­
ción urbana. 
BOE 7 julio 1997 (núm. 161) 

Ley 1 julio 1997, núm. 3/1997 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE ANDALUCIA 
ANDALUCIA-UNIVERSIDAD PABLO DE OLAVIDE. 
Creación. 
BOE 29 julio 1997 (núm. 180) 

Ley 9 julio 1997, núm. 4/1997 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE ANDALUCIA 
ANDALUCIA-DROGAS. Prevención y asistencia 
en materia de drogas. · 
BOE 14 agosto 1997 (núm. 194) 

Ley 19 junio 1997, núm. 4/1997 
PRESIDENCIA DE LA DIPUTACION GENERAL DE 
ARAGON 
ARAGON-SANIDAD ANIMAL. Tasas por 
inspecciones y controles sanitarios oficiales de 
carnes frescas y otros productos de origen 
animal. 
BOE 7 julio 1997 (núm. 161) 

Ley 4 agosto 1997, núm. 25/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
ARAGON. Modificación del régimen de cesión de 
tributos del Estado y fijación del alcance y 
condiciones de dicha cesión. 
BOE 5 agosto 1997 (núm . 186) 

Ley 3 julio 1997, núm. 5/1997 
PRESIDENCIA DE LA DIPUTACION GENERAL DE 
ARAGON 
ARAGON -COLEGIO PROFESIONAL DE 
FISIOTERAPEUTAS. Creación. 
BOE 11 agosto 1997 (núm. 191) 

Ley 3 julio 1997, núm. 6/1997 
PRESIDENCIA DE LA DIPUTACION GENERAL DE 
ARAGON 
ARAGON-COLEGIO PROFESIONAL DE 
PODOLOGOS. Creación. 
BOE 11 agosto 1997 (núm. 191) 

NOVEDADES 

Ley 4 agosto 1997, núm. 26/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
ASTURIAS. Modificación del régimen de cesión 
de tributos del Estado y fijación del alcance y 
condiciones de dicha cesión . 
BOE 5 agosto 1997 (núm. 186) 

Ley 20 mayo 1997, núm. 1 /1997 
PRESIDENCIA DE LA COMUNIDAD AUTONOMA 
DE LAS ISLAS BALEARES 
BALEARES-SANIDAD ANIMAL. Regula las tasas 
por inspecciones y controles sanitarios oficiales 
de carnes frescas. 
BOE 8 julio 1997 (núm. 162) 

Ley 13 mayo 1997, núm. 4/1997 
PRESIDENCIA DE LA COMUNIDAD AUTO NOMA 
DE LAS ISLAS BALEARES 
BALEARES-POLICIAS LOCALES. Regulación de la 
segunda actividad. 
BOE 18 julio 1997 (núm. 171) 

Ley 14 mayo 1997, núm. 3/1997 
PRESIDENCIA DE LA COMUNIDAD AUTONOMA 
DE LAS ISLAS BALEARES 
BALEARES-POLICIAS LOCALES. Modificación del 
artículo 8 de la Ley 10/1988, de 26 octubre (RCL 
1988, 2401 ), de coordinación. 
BOE 18 julio 1997 (núm. 171) 

Ley 3 junio 1997, núm. 211997 
PRESIDENCIA DE LA COMUNIDAD AUTONOMA 
DE LAS ISLAS BALEARES 
BALEARES-TASAS. Regulación. 
BOE 18 julio 1997 (núm . 171) 

Ley 4 agosto 1997, núm. 27 /1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
BALEARES. Modificación del régimen de cesión 
de tributos del Estado y fijación del alcance y 
condiciones de dicha cesión. 
BOE 5 agosto 1997 (núm. 186) 

Ley 8 julio 1997, núm. 5/1997 
PRESIDENCIA DE LA COMUNIDAD AUTONOMA 
DE LAS ISLAS BALEARES 
BALEARES-PUBLICIDAD. Regula la publicidad 
dinámica. 
BOE 12 agosto 1997 (núm. 192) 

Ley 8 julio 1997, núm. 6/1997 
PRESIDENCIA DE LA COMUNIDAD AUTONOMA 
DE LAS ISLAS BALEARES 
BALEARES-SUELO. Regulación del suelo rústico. 
BOE 12 agosto 1997 (núm. 192) 

Ley 6 junio 1997, núm. 4/1997 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE CANARIAS 
CANARIAS-ADMINISTRACION. Sedes de los 
Organos de la Administración Pública de la 
Comunidad Autónoma. 
BOE 28 junio 1997 (núm. 154) 

Ley 6 junio 1997, núm. 511997 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE CANARIAS 
CANARIAS-UNIVERSIDADES. Modifica el art. 
6º de la Ley 6/1984, de 30 noviembre (RCL 
1985, 1228), de los Consejos Sociales, de 
Coordinación Universitaria y de Creación de 
Universidades, Centros y Estudios Universi­
tarios. 
BOE 28 junio 1997 (núm. 154) 

Ley4julio1997, núm. 6/1997 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE CANARIAS 
CANARIAS-POLICIAS LOCALES. Coordinación. 
BOE 30 julio 1997 (núm. 181) 

Ley 4 julio 1997, núm. 7 /1997 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE CANARIAS 
CANARIAS-TURISMO. Modificación de la Ley 7/ 
1995, de 6 abril (RCL 1995, 1521 ), de ordenación. 
BOE 30 julio 1997 (núm. 181) 

Ley 4 agosto 1997, núm. 28/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
CANARIAS. Modificación del rég imen de cesión 
de tributos del Estado y fijación del alcance y 
condiciones de dicha cesión. 
BOE 5 agosto 1997 (núm. 186) 

Ley 9 julio 1997, núm. 8/1997 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE CANARIAS 
CANARIAS-DEPORTES. Normas reguladoras. 
BOE 8 agosto 1997 (núm. 189) 

Ley 9 julio 1997, núm. 9/1997 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE CANARIAS 
AUDIENCIA DE CUENTAS DE CANARIAS. 
Modificación de la Ley 4/1989, de 2 mayo (RCL 
1989, 124 7), de creación. 
BOE 8 agosto 1997 (núm. 189) 

Ley 9 julio 1997, núm. 10/1997 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE CANARIAS 
CANARIAS-PRESUPUESTOS. Modificación parcial 
de la Ley 5/1996, de 27 diciembre (RCL 1997, 
403), de Presupuestos Generales de la Comuni­
dad Autónoma para 1997. 
BOE 8 agosto 1997 (núm. 189) 

Ley 25 abril 1997, núm. 1/1997 
PRESIDENCIA DE LA DIPUTACION REGIONAL DE 
CANTABRIA 
CANTABRIA-SUELO Y URBANISMO. Medidas 
urgentes en materia de régimen de suelo y 
ordenación urbana. 
BOE 8 julio 1997 (núm. 162) 

Ley 28 abril 1997, núm. 2/1997 
PRESIDENCIA DE LA DIPUTACION REGIONAL DE 
CANTABRIA 
DIPUTACION REGIONAL DE CANTABRIA. 
Régimen jurídico de Gobierno y de la Adminis­
tración. 
BOE 8 julio 1997 (núm. 162) 

Ley 26 mayo 1997, núm. 3/1997 
PRESIDENCIA DE LA DIPUTACION REGIONAL DE 
CANTABRIA 

' CANTABRIA-MUJER. Creación del Consejo de la 
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Mujer en Cantabria. 
BOE 8 julio 1997 (núm. 162) 

Ley 4 agosto 1997, núm. 29/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
CANTABRIA. Modificación del régimen de cesión 
de tributos del Estado y fijación del alcance y 
condiciones de dicha cesión. 
BOE 5 agosto 1997 (núm. 186) 

Ley Orgánica 3 julio 1997, núm. 311997 
JEFATURA DEL ESTADO 
CASTILLA-LA MANCHA. Reforma de la Ley 
Orgánica 9/1982, de 1 O agosto (RCL 1982, 2169 
y ApNDL 1784), de Estatuto de Autonomía. 
BOE 4 julio 1997 (núm. 159) 

Ley 14 abril 1997, núm. 3/1997 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE CASTILLA Y 
LEON 
CASTILLA Y LEON-MINAS. Establece el «Progra­
ma de Actuación en las Comarcas Mineras 1996-
1999>l. 
BOE 1julio1997 (núm. 156) 

Ley 24 abril 1997, núm. 4/1997 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE CASTILLA Y LEON 
CASTILLA Y LEON-UNIVERSIDAD SEK. Reconoci­
miento como Universidad privada a la Universi­
dad SEK, con sede en Segovia. 
BOE 1 julio 1997 (núm. 156) 

Ley 24 abril 1997, núm. 5/1997 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE CASTILLA Y LEON 
CASTILLA Y LEON-ANIMALES. Protección de los 
de compañía. 
BOE 1 julio 1997 (núm. 156) 

Ley 22 mayo 1997, núm. 6/1997 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE CASTILLA Y LEON 
CASTILLA Y LEON-FERIAS. Regulación de las 
ferias comerciales. 
BOE 1julio1997 (núm. 156) 

Ley 17 junio 1997, núm. 711997 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE CASTILLA Y LEON 
CASTILLA Y LEON-RESERVAS NATURALES. 
Declaración de la Reserva Natural del Valle de 
lruelas (Avila). 
BOE 28 julio 1997 (núm. 179) 

Ley 8 julio 1997, núm. 8/1997 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE CASTILLA Y LEON 
CASTILLA Y LEON-COLEGIOS PROFESIONALES. 
Regulación. 
BOE 28 julio 1997 (núm. 179) 

Ley 4 agosto 1997, núm. 30/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
CASTILLA Y LEON. Modificación del régimen de 
cesión de tributos del Estado y fijación del 
alcance y condiciones de dicha cesión. 
BOE 5 agosto 1997 (núm. 186) 
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Ley 16 mayo 1997, núm. 3/1997 
PRESIDENCIA DE LA GENERALIDAD DE 
CATALUÑA 
CONSEJO DE TRABAJO, ECONOMICO Y SOCIAL 
DE CATALUÑA. Creación. 
BOE 1 julio 1997 (núm. 156) 
Ley 20 mayo 1997, núm. 4/1997 
PRESIDENCIA DE LA GENERALIDAD DE 
CATALUÑA 
CATALUÑA-PROTECCION CIVIL. Normas 
reguladoras. 
BOE 1 julio 1997 (núm. 156) 

Ley 30 mayo 1997, núm. 5/1997 
PRESIDENCIA DE LA GENERALIDAD DE 
CATALUÑA 
CATALUÑA-UNIVERSIDAD DE VIC. Reconoci­
miento. 
BOE 7 julio 1997 (núm. 161) 

Ley 18 junio 1997, núm. 7 /1997 
PRESIDENCIA DE LA GENERALIDAD DE 
CATALUÑA 
CATALUÑA-ASOCIACIONES. Normas 
reguladoras. 
BOE 24 julio 1997 (núm. 176) 

Ley 23 junio 1997, núm. 9/1997 
PRESIDENCIA DE LA GENERALIDAD DE 
CATALUÑA 
CATALUÑA-SOCIEDADES. Participación de la 
Generalidad en sociedades mercantiles y civiles 
y modificación de la Leyes 11 /1982, de 7 
diciembre (RCL 1982, 109), 10/1982, de 12 julio 
(RCL 1982, 2319) y 4/1985, de 29 marzo (RCL 
1985, 1385). 
BOE 29 julio 1997 (núm. 180) 

Ley 23 junio 1997, núm. 8/1997 
PRESIDENCIA DE LA GENERALIDAD DE 
CATALUÑA 
CATALUÑA-FUNCION PUBLICA. Autoriza la 
refundición en un texto único de los preceptos 
de determinados textos legales. 
BOE 30 julio 1997 (núm. 181) 

Ley4agosto1997, núm. 31/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
CATALUÑA. Modificación del régimen de cesión 
de tributos del Estado y fijación del alcance y 
condiciones de dicha cesión. 
BOE 5 agosto 1997 (núm. 186) 

Ley 11 junio 1997, núm. 6/1997 
PRESIDENCIA DE LA GENERALIDAD DE 
CATALUÑA 
INSTITUTO CARTOGRAFICO DE CATALUÑA. 
Modificación de la Ley 11 /1982, de 8 octubre 
(RCL 1982, 2938), de creación. 
BOE 5 agosto 1997 (núm. 186) 

Ley 3 julio 1997, núm. 10/1997 
PRESIDENCIA DE LA GENERALIDAD DE 
CATALUÑA 
CATALUÑA-ASISTENCIA SOCIAL. Renta mínima 
de inserción. 
BOE 19 agosto 1997 (núm. 198) 

Ley 10 abril 1997, núm. 4/1997 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE EXTREMADURA 
EXTREMADURA-MENORES. Medidas de 
prevención y control de la venta y publicidad de 
bebidas alcohólicas para menores de edad. 
BOE 9 julio 1997 (núm. 163) 
Ley 15 mayo 1997, núm. 511997 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE EXTREMADURA 
EXTREMADURA-AGRICULTURA Y GANADERIA. 
Modifica el art. 28 de la Ley 5/1992, de 26 
noviembre (RCL 1993, 622), de ordenación de 
las producciones agrarias. 
BOE 9 julio 1997 (núm. 163) 

Ley 29 mayo 1997, núm. 6/1997 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE EXTREMADURA 
EXTREMADURA-BIBLIOTECAS. Normas reguladoras. 
BOE 7 agosto 1997 (núm. 188) 

Ley 29 mayo 1997, núm. 711997 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE EXTREMADURA 
EXTREMADURA-MEDIO AMBIENTE. Medidas 
fiscales sobre la producción y transporte de 
energía que incidan sobre el medio ambiente. 
BOE 7 agosto 1997 (núm. 188) 

Ley 18 junio 1997, núm. 8/1997 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE EXTREMADURA 
EXTREMADURA-MINUSVALIDOS. Promoción de 
la accesibilidad. 
BOE 7agosto1997. Núm. 188 

Ley 9 junio 1997, núm. 3/1997 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE GALICIA 
GALICIA-FAMILIA, NIÑOS Y JUVENTUD. 
Protección jurídica, económica y social de la 
familia, la infancia y la adolescencia. 
BOE 11 julio 1997 (núm. 165) 

Ley 4 agosto 1997, núm. 32/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
GALICIA. Modificación del régimen de cesión de 
tributos del Estado y fijación del alcance y 
condiciones de dicha cesión. 
BOE 5 agosto 1997 (núm. 186) 

Ley 25 junio 1997, núm. 4/1997 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE GALICIA 
GALICIA-CAZA. Normas reguladoras. 
BOE 12 agosto 1997 (núm. 192) 

Ley 23 diciembre 1996, núm. 15/1996 
PRESIDENCIA DE LA COMUNIDAD DE MADRID 
COMUNIDAD DE MADRID-ORDENACION 
ECONOMICA. Medidas fiscales y administrativas. 
BOE 24 junio 1997 (núm. 150) 

Ley 4 agosto 1997, núm. 33/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
COMUNIDAD DE MADRID. Modificación del 
régimen de cesión de tributos del Estado y 
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fijación del alcance y condiciones de dicha cesión. 
BOE 5 agosto 1997 (núm. 186) 

Ley 8 enero 1997, núm. 1 /1997 
PRESIDENCIA DE LA COMUNIDAD DE MADRID 
COMUNIDAD DE MADRID-COMERCIO. Regula la 
venta ambulante. 
BOE 20 agosto 1997 (núm. 199) 

Ley 8 enero 1997, núm. 2/1997 
PRESIDENCIA DE LA COMUNIDAD DE MADRID 
AGENCIA PARA EL DESARROLLO DE MADRID. 
Creación. 
BOE 20 agosto 1997 (núm. 199) 

Ley 4 agosto 1997, núm . 34/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
REGION DE MURCIA. Modificación del régimen 
de cesión de tributos del Estado y fijación del 
alcance y condiciones de dicha cesión. 
BOE 5 agosto 1997 (núm. 186) 

Ley Foral 28 abril 1997, núm. 6/1997 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE NAVARRA 
NAVARRA-SUELO. Aportación de terrenos de 
polígonos industriales a la sociedad que se 
constituya para la promoción de suelo industrial 
y concesión a la misma de beneficios fiscales. 
BOE 28 agosto 1997 (núm. 206) 

Ley Foral 9 junio 1997,núm. 7 /1997 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE NAVARRA 
NAVARRA-TASAS, EXACCIONES PARAFISCALES Y 
PRECIOS. Modifica el Decreto Foral Legislativo 
144/1987, de 24 julio (RCL 1987, 2761 ), que 
aprueba el texto articul~do de la Ley Foral 
reguladora de las de la Administración de la 
Comunidad Foral y sus organismos autónomos. 
BOE 28 agosto 1997 (núm. 206) 

Ley Foral 9 junio 1997, núm. 8/1997 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE NAVARRA 
NAVARRA-SUBVENCIONES. Regula el régimen 
general para la concesión, gestión y control de 
las subvenciones de la Administración de la 
Comunidad Foral y de sus organismos autónomos. 
BOE 28 agosto 1997 (núm. 206) 

Ley Foral 27 junio 1997,núm. 11 /1997 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE NAVARRA 
NAVARRA-ESTADISTICA. Normas reguladoras. 
BOE 28 agosto 1997 (núm. 206) 

Ley 30 mayo 1997, núm. 4/1997 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO VASCO 
PAIS VASCO-UNIVERSIDAD DE MONDRAGON. 
Reconocimiento. 
BOE 31 julio 1997 (núm. 182) 

Ley 30 mayo 1997, núm. 5/1997 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO VASCO 
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GOBIERNO VASCO. Regula la utilización y 
control de los créditos destinados a gastos 
reservados. 
BOE 31 julio 1997 (núm . 182) 

Ley 6 junio 1997, núm. 6/1997 
PRESIDENCIA DELL GOBIERNO VASCO 
PAIS VASCO-COOPERATIVAS. Establece un nuevo 
plazo para la adaptación estatutaria a la Ley 4/ 
1993, de 24 junio (RCL 1993, 3651, ccaa) , 
reguladora. 
BOE 31julio1997 (núm . 182) 

Ley 4 agosto 1997, núm. 37/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
PAIS VASCO. Aprueba la metodología de 
determinación del Cupo para el quinquenio 
1997-2001. 
BOE 5 agosto 1997 (núm. 186) 

Ley 4 agosto 1997, núm. 38/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
PAIS VASCO. Aprueba la modificación del Concierto 
Económico (RCL 1981, 1232 y ApNDL 10525). 
BOE 5 agosto 1997 (núm. 186) 
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Ley 25 junio 1997, núm. 5/1997 
PRESIDENCIA DE LA COMUNIDAD AUTONOMA 
DE LA RIOJA 
LA RIOJA-SOCIEDADES. Autoriza la enajenación 
de las participaciones de la Comunidad Autónoma 
en la mercantil «Grupo Berberana, S.A.>> 
BOE 1 O julio 1997 (núm. 164) 

Ley 4 agosto 1997, núm. 35/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
LA RIOJA. Modificación del régimen de cesión de 
tributos del Estado y fijación del alcance y 
condiciones de dicha cesión. 
BOE 5 agosto 1997 (núm . 186) 

Ley 13 junio 1997, núm. 2/1997 
PRESIDENCIA DE LA GENERALIDAD VALENCIANA 
COMUNIDAD VALENCIANA-SUELO. Modifica la 
Ley 4/1992, de 5 junio (RCL 1992, 1673), de 
suelo no urbanizable, respecto al régimen de 
parcelación y de construcción de viviendas 
aisladas en el medio rural. 
BOE 8 julio 1997 (núm. 162) 

Ley 16junio1997, núm. 3/1997 
PRESIDENCIA DE LA GENERALIDAD VALENCIANA 
COMUNIDAD VALENCIANA-TOXICOMANIAS. 
Normas sobre drogodependencias y otros 
transtornos adictivos. 
BOE 18 julio 1997 (núm. 171) 

Ley 16 junio 1997, núm. 4/1997 
PRESIDENCIA DE LA GENERALIDAD VALENCIANA 
COMUNIDAD VALENCIANA-CAJAS DE AHORRO. 
Modificación de la Ley 1 /1990, de 22 febrero 
(RCL 1990, 834), reguladora. 
BOE 18 julio 1997 (núm. 171) 

Ley 4agosto1 997, núm. 36/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
COMUNIDAD VALE NCIANA. Modificación del 
régimen de cesión de tributos del Estado y 
fijación del alcance y condiciones de dicha 
cesión. 
BOE 5 agosto 1997 (núm. 186) 

Ley 25 junio 1997, núm. 5/1997 
PRESIDENCIA DE LA GENERALIDAD VALENCIANA 
COMUNIDAD VALENCIANA-SERVICIOS 
SOCIALES. Regulación del sistema. 
BOE 12 agosto 1997 (núm. 192) 

Resolución 17 junio 1997 
BANCO DE ESPAÑA 
MERCADO HIPOTECARIO. Indices de referencia 
oficiales para los préstamos hipotecarios a tipo 
variable destinados a la adquisición de vivienda. 
BOE 20 junio 1997 (núm. 147) 

Orden 23 abril 1997 
MINISTERIO INTERIOR 
SEGUROS. Modificación del artículo 8 de la Ley 
del Contrato de Seguro (RCL 1980, 2295 y 
ApNDL 12928) para garantizar la plena 
utilización de todas las lenguas oficiales en la 
redacción de los contratos. 
BOE 2 julio 1997 (núm. 157) 

Resolución 16 julio 1997 
BANCO DE ESPAÑA 
MERCADO HIPOTECARIO. Indices de referencia 
oficiales para los préstamos hipotecarios a tipo 
variable destinados a la adquisición de vivienda . 
BOE 21julio1997 (núm. 173) 

Real Decreto 4 julio 1997, núm. 1093/1997 
MINISTERIO DE JUSTICIA 
REGISTROS DE LA PROPIEDAD-URBANIS­
MO . Aprueba las normas complementarias al 
Reglamento para la ejecución de la Ley 
Hipotecaria (RCL 1947, 476, 642 y NDL 25952) 
sobre inscripción en el Registro de la 
Propiedad de actos de naturaleza 
urbanística. 
BOE 23 julio 1997 (núm. 175) 

Real Decreto 11 julio 1997, núm. 1133/1997 
MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA 
VENTAS A DISTANCIA. Regula la autorización 
de las ventas a distancia e inscripción en el 
Registro de empresas de ventas a distancia. 
BOE 25 julio 1997 (núm. 177) 

Resolución 19 agosto 1997 
BANCO DE ESPAÑA 
MERCADO HIPOTECARIO. Indices de referencia 
oficiales para los préstamos hipotecarios a tipo 
variable destinados a la adquisición de vivienda . 
BOE 22 agosto 1997 (núm. 201) 

Anuncio 19 junio 1997 
SECRETARIA GENERAL TECNICA MINISTERIO 
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ASUNTOS EXTERIORES 
COMUNIDADES EUROPEAS. Entrada en vigor del 
Canje de Notas de 24 julio y 2 octubre 1996 
(RCL 1997, 277), constitutivo de Acuerdo 
relativo a las disposiciones de desarrollo del 
Protocolo de privilegios e inmunidades de las 
Comunidades Europeas en el Reino de España 
(LCEur 1986, 10,2). 
BOE 27 junio 1997 (núm. 153) 

Circular 20 diciembre 1996, núm. 5/1996 
DEPARTAMENTO DE ADUANAS E IMPUESTOS 
ESPECIALES DE AGENCIA ESTATAL DE ADMINIS­
TRACION TRIBUTARIA 
INTERCAMBIOS INTRACOMUNITARIOS. 
Sustituye el texto de la Circular 6/1995, de 21 
diciembre (RCL 1995, 3530), que recoge las 
instrucciones relativas a la aplicación de las 
disposiciones sobre estadísticas de los intercam­
bios de bienes entre los Estados miembros de la 
Unión Europea. 
BOE 8 julio 1997. Núm. 162 

Protocolo 26 abril 1994, ratificado por instru­
mento 24 noviembre 1995 
JEFATURA DEL ESTADO 
FRONTERAS-COMUNIDAD EUROPEA. Conse­
cuencias de la entrada en vigor del Convenio de 
Dubl ín sobre ciertas disposiciones del Convenio 
de Aplicación (RCL 1994, 1 000) del Acuerdo de 
Schengen (RCL 1991, 1911 ). 
BOE 9 julio 1997 (núm. 163) 

Real Decreto 27 junio 1997, núm. 1040/1997 
MINISTERIO AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTACION 
PESCA MARITIMA Y ACUICULTURA-COMUNI­
DAD EUROPEA. Modifica el Real Decreto 798/ 
1995, de 19 mayo (RCL 1995, 1867 y 2170), que 
define los criterios y condiciones de las 
intervenciones con finalidad estructural en el 
sector de la pesca, de la acuicultura y de la 
comercialización, la transformación y la 
promoción de sus productos. 
BOE 29 julio 1997 (núm. 180) 

Resolución 5 agosto 1997 
SUBSECRETARIA MINISTERIO PRESIDENCIA 
CONFERENCIA PARA ASUNTOS RELACIONADOS 
CON LAS COMUNIDADES EUROPEAS. Reglamen­
to interno. 
BOE 8 agosto 1997 (núm. 189) 

Resolución 18 junio 1997 
DIRECCION GENERAL PRESUPUESTOS 
PRESUPUESTOS DEL ESTADO. Establece los 
códigos que definen la estructura económica 
regulada por la Orden 17 abril 1997 (RCL 1997, 
961 y 1024). 
BOE 26 junio 1997 (núm. 152) 

Real Decreto 16 junio 1997, núm. 901 /1997 
MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA 
COMISION NACIONAL DEL MERCADO DE 
VALORES. Actualiza los tipos de gravamen y 
modifica el Real Decreto 647/1994, de 15 abril 
(RCL 1994, 1171 ), sobre las tasas aplicables por 
las actividades y servicios prestados. 
BOE 27 junio 1997 (núm . 153) 

Real Decreto 16 junio 1997, núm. 902/1997 
MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA 
IMPUESTO SOBRE ACTIVIDADES ECONÓMICAS. 
Normas para la distribución de las cuotas 
correspondientes a la actividad de producción 
de energía eléctrica en centrales nucleares 
devengadas con anterioridad al 1 enero 1996. 
BOE 28 junio 1997 (núm. 154) 
Resolución 29 mayo 1997 
SUBDIRECCION GENERAL DE RED DEL ORGA­
NISMO AUTONOMO CORREOS Y TELEGRAFOS 
IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES. Intervención del 
Servicio de Correos en la recogida, clasificación 
y entrega de las declaraciones. 
BO Comunicaciones 13 junio 1997 (núm. 53) 

Resolución 3 julio 1997 
DIRECCION GENERAL DE AGENCIA ESTATAL DE 
ADMINISTRACION TRIBUTARIA 
IMPUESTO SOBRE ACTIVIDADES ECONO­
MICAS. Modifica el plazo de ingreso en 
período voluntario de los recibos del 
ejercicio 1997 relativos a las cuotas nacionales y 
provinciales y establece el lugar de pago de 
dichas cuotas. 
BOE 3 julio 1997 (núm. 158) 

Resolución 9 julio 1997 
INTERVENCION GENERALADMINISTRACION 
DEL ESTADO 
INTERVENCION GENERAL DE LA ADMINISTRA­
CION DEL ESTADO. Da aplicación a la previsión 
del art. 95.3 del texto refundido de la Ley 
General Presupuestaria (RCL 1988, 1966 y 
2287), respecto al ejercicio de la función 
interventora . 
BOE 15 julio 1997 (núm. 168) 

Resolución 1Ojulio1997, núm. 6/1997 
DIRECCION GENERAL TRIBUTOS 
IMPUESTO SOBRE EL VALOR AÑADIDO. 
Aplicación en los contratos del Estado y otras 
Administraciones Públicas relativos a bienes o 
servicios suministrados desde el extranjero. 
BOE 17 julio 1997 (núm . 170) 

Real Decreto 4 julio 1997, núm. 1094/1997 
MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA 
INSTITUCIONES DE INVERSION COLECTIVA. 
Desarrollo del Real Decreto-ley 7/1996, de 7 
junio (RCL 1996, 1767 y 1823), sobre medidas 
urgentes de carácter fiscal y de fomento y 
liberalización de la actividad económica, en lo 
referente a condiciones de inversión de las 
Instituciones de Inversión Colectiva en valor no 
cotizados. 
BOE 19 julio 1997 (núm. 172) 

Orden 23 julio 1997 
MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA 
IMPUESTO ESPECIAL SOBRE DETERMINADOS 
MEDIOS DE TRANSPORTE. Aprueba el modelo 
567 de declaración-1 iquidación para la aplica­
ción de la deducción prevista en el artículo 70 
bis de la Ley 38/1992, de 28 diciembre (RCL 
1992, 2787 y RCL 1993, 150), de Impuestos 
Especiales introducido por el Real Decreto-ley 6/ 
1997, de 9 abril (RCL 1997, 851), y otras 
deducciones por inundaciones u otras circuns­
tancias excepcionales. 
BOE 1 agosto 1997 (núm. 183) 

Acuerdo 21 abril 1995 
MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES 
ALBANIA. Acuerdo con los Gobiernos de las 
Naciones Contribuyentes a la Fuerza Multinacio­
nal de Protección, relativa al Estatuto de dicha 
Fuerza. Aplicación provisional. 
BOE 24 junio 1997 (núm.150) 

Convenio 30 mayo 1997 
MINISTERIO ASUNTOS EXTERIORES 
MARRUECOS. Asistencia judicial, reconocimiento 
y ejecución de resoluciones judiciales en materia 
de derecho de custodia y derecho de visita y 
devolución de menores. Aplicación provis ional. 
BOE 24 junio 1997 (núm. 150) 

Convenio 26 octubre 1990, ratificado por 
instrumento 22 noviembre 1996 
JEFATURA DE ESTADO 
UNION DE REPUBLICAS SOCIALISTAS SOVIETl­
CAS. Asistencia judicial en materia civil. 
BOE 25 junio 1997 (núm. 151) 

Convenio 30 mayo 1997 
MINISTERIO ASUNTOS EXTERIORES 
MARRUECOS. Cooperación judicial en materia 
civil, mercantil y administrativa. Aplicación 
provisional. 
BOE 25 junio 1997 (núm. 151) 

Convenio 30 mayo 1997 
MINISTERIO ASUNTOS EXTERIORES 
MARRUECOS. Extradición. Aplicación provisional. 
BOE 25 junio 1997 (núm. 151) 

Convenio 13 diciembre 1960, protocolo 
adicional 6 julio 1970, protocolo modificativo 21 
noviembre 1978, protocolo de enmienda 12 
febrero 1981, protocolo 13 diciembre 1960 y 
acuerdo 18 noviembre 1960, a los que se adhirió 
España por instrumento 26 noviembre 1996 
JEFATURA DE ESTADO 
NAVEGACION AEREA. Adhesión a los siguientes 
Tratados: Convenio internacional de cooperación 
relativo a la seguridad de la navegación aérea 
«Eurocontrol»; Protocolo adicional a dicho 
Convenio Internacional; Protocolo modificativo 
del Protocolo adicional al citado Convenio 
Internacional; Protocolo de Enmienda al 
Convenio Internacional «Eurocontrol»; Protocolo 
relativo a la aplicación de ciertas disposiciones 
del Convenio sobre «Eurocontrol» que afectan a 
la Defensa y Acuerdo multilateral relativo a la 
protección de materias clasificadas 
« Eurocontrol ». 
BOE 26 junio 1997 (núm. 152) 

Tratado 20 marzo 1996, al que se adhirió España 
por instrumento 19 diciembre 1996 
JEFATURA DE ESTADO 
PANAMA. Traslado de personas condenadas. 
BOE 27 junio 1997 (núm. 153) 

Canje de notas 17 y 24 enero 1997 
MINISTERIO ASUNTOS EXTERIORES 
ESTADOS UNIDOS DE AMERICA. Prorroga el 
Acuerdo sobre Cooperación Científica y Técnica 
en apoyo a los Programas de Exploración Lunar 
y Planetaria y de Vuelos Espaciales Tripulados y 
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no Tripulados, a través del establecimiento en 
España de una Estación de Seguimiento Espacial 
(RCL 1964, 354 y NDL 18163). Aplicación 
provisional. 
BOE 27 junio 1997 (núm. 153) 

Anuncio 19 junio 1997 
SECRETARIA GENERAL TECNICA MINISTERIO 
ASUNTOS EXTERIORES 
HUNGRIA. Entrada en vigor del Canje de Notas 
constitutivo de Acuerdo 28 noviembre 1996 
(RCL 1996, 3145), para entrada de nacionales 
españoles con documento nacional de identidad. 
BOE 27 junio 1997 (núm . 153) 

Acuerdo 18 junio 1997 
MINISTERIO ASUNTOS EXTERIORES 
CHINA. Mantenimiento del Consulado General 
de España en la Región Administrativa Especial 
de Hong Kong de la República Popular China. 
BOE 30 junio 1997 (núm. 155) 

Convención 28 septiembre 1954 a la que se 
adhirió España por instrumento 24 abril 1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
APATRIDAS. Estatuto de los Apátridas. 
BOE 4 julio 1997 (núm. 159) 

Convención 13 enero 1993, ratificada por 
instrumento 22 julio 1994 
JEFATURA DEL ESTADO 
GUERRA. QUIMICA. Convención sobre la 
prohibición del desarrollo, la producción, el 
almacenamiento y el empleo de armas químicas 
y sobre su destrucción. 
BOE 9 julio 1997 (núm. 163) 

Anuncio 2 julio 1997 
SECRETARIA GENERAL TECNICA MINISTERIO 
ASUNTOS EXTERIORES 
TURQUIA. Entrada en vigor del Acuerdo 6 
febrero 1992 (RCL 1992, 634 y 873), de 
cooperación económic? e industrial. 
BOE 15 julio 1997 (núm. 168) 

Enmiendas 14 septiembre 1995 
MINISTERIO ASUNTOS EXTERIORES 
MAR Y SUS PLAYAS. Enmiendas al anexo del 
Protocolo 12 julio 1978, relativo al Convenio 
Internacional 2 noviembre 1973 (RCL 1984, 
2452 y ApNDL 8627) para prevenir la contami­
nación por buques. 
BOE 26 julio 1997 (núm. 178) 

Acuerdo 21 abril 1997 
MINISTERIO ASUNTOS EXTERIORES 
ALBANIA. Acuerdo con los Gobiernos de las 
Naciones Contribuyentes a la Fuerza Multinacio­
nal de Protección, relativa al Estatuto de dicha 
Fuerza. Aplicación provisional. 
BOE 30 julio 1997 (núm. 181) 

Convenio 15 junio 1990, ratificado por 
instrumento 27 marzo 1995 
JEFATURA DEL ESTADO 
DERECHO DE ASILO-UNION EUROPEA. Determi­
nación del Estado responsable del examen de 
las solicitudes de asilo presentadas en los 
Estados miembros de las Comunidades 
Europeas. 
BOE 1 agosto 1997 (núm. 183) 
Convenio 7 octubre 1996 
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MINISTERIO ASUNTOS EXTERIORES 
UCRANIA. Cooperación cultural y educativa. 
BOE 21 agosto 1997 (núm. 200) 

Resolución 5 junio 1997 
DIRECCION GENERAL TESORERIA GENERAL DE 
LA SEGURIDAD SOCIAL 
SEGURIDAD SOCIAL. Modifica la Orden 3 enero 
1997 (RCL 1997, 141), sobre modelos de 
documentos de cotización vigentes para la 
liquidación e ingreso de cuotas. 
BOE 20 junio 1997 (núm. 147) 

Orden 19 junio 1997 
MINISTERIO DE TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES 
SEGURIDAD SOCIAL. Desarrolla el Real Decreto 
575/1997, de 18 abril (RCL 1997, 994). sobre 
determinados aspectos de la gestión y control de la 
prestación económica por incapacidad temporal. 
BOE 24 junio 1997 (núm . 150) 

Resolución 16 junio 1997 
DIRECCION GENERAL INSTITUTO NACIONAL 
SEGURIDAD SOCIAL 
INSTITUTO NACIONAL DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL. Abono de los gastos causados por las 
comparecencias exigidas por el Equipo de 
Valoración de Incapacidades. 
BOE 28 junio 1997 (núm. 154) 

Orden 27 junio 1997 
MINISTERIO TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES 
PREVENCION DE RIESGOS LABORALES. 
Desarrolla el Real Decreto 39/1997, de 17 enero 
(RCL 1997, 208), que aprueba el Reglamento de 
los Servicios de Prevención, en relación con las 
condiciones de acreditación de las entidades 
especializadas como servicios de prevención 
ajenos a las empresas, de autorización de las 
personas o entidades especializadas que 
pretendan desarrollar la actividad de auditoría 
del sistema de prevención de las empresas y de 
autorización de las entidades públicas o privadas 
para desarrollar y certificar actividades formativas 
en materia de prevención de riesgos laborales. 
BOE 4 julio 1997 (núm. 159) 

Resolución 25 junio 1997 
INTERVENCION GENERAL SEGURIDAD SOCIAL 
SEGURIDAD SOCIAL. Establece los procedimien­
tos contables para el Registro por las Mu tu as de 
Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesio­
nales de la Seguridad Social, de las operaciones 
relativas a deudas con la Seguridad Social, que 
hayan sido objeto de aplazamiento y fracciona­
miento de pago o para las que se haya iniciado 
el procedimiento ejecutivo de cobro. 
BOE 4 julio 1997 (núm. 159) 

Ley 24 marzo 1997, núm. 4/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
SOCIEDADES LABORALES. Regulación. 
(Corrección de errores) 
BOE 1Ojulio1997 (núm. 164) 

Orden 27 junio 1997 
MINISTERIO TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES 
MUTUAS DE ACCIDENTES DE TRABAJO Y 

ENFERMEDADES PROFESIONALES DE LA 
SEGURIDAD SOCIAL. Dotación de reservas. 
BOE 1 O julio 1997 (núm. 164) 

Ley 15 julio 1997, núm. 24/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
SEGURIDAD SOCIAL. Consolidación y 
rac ionalización del Sistema de Seguridad 
Social. 
BOE 16 julio 1997 (núm. 169) 

Orden 18 julio 1997 
MINISTERIO TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES 
SEGURIDAD SOCIAL. Desarrolla el Real Decreto 
148/1996, de 5 febrero (RCL 1996, 574), que 
regula el procedimiento especial para el 
reintegro de las prestaciones de la Seguridad 
Social indebidamente percibidas. 
BOE 29 julio 1997 (núm. 180) 

Real Decreto 11 julio 1997, núm. 1134/1997 
MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA 
CLASES PASIVAS. Regula el procedimiento de 
reintegro de percepciones indebidas y otras 
normas en materia de clases pasivas. 
BOE 30 julio 1997 (núm. 181) 

Resolución 22 julio 1997 
SECRETARIA DE ESTADO DE SEGURIDAD SOCIAL 
TESORERIA GENERAL DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL. Modifica parcialmente la Resolución 1 
diciembre 1995 (RCL 1995, 3359 y RCL 1996, 
289), por la que se determina el ámbito 
territorial de la Unidades de Recaudación 
Ejecutiva. 
BOE 5 agosto 1997 (núm. 186) 

Resolución 6 junio 1997 
DIRECCION GENERAL TRABAJO 
ENTIDADES DE FINANCIACION Y DE ARRENDA­
MIENTO FINANCIERO. Acta 12 mayo 1997 de la 
Comisión Negociadora Sectorial de Formación 
Continua, de adhesión al 11 Acuerdo Nacional de 
Formación Continua (RCL 1997, 236, 865 y 1431). 
BOE 27 junio 1997 (núm. 153) 

Circular 24 julio 1997, núm. 5/1997 
BANCO DE ESPAÑA 
ENTIDADES DE CREDITO. Modifica la Circular 4/ 
1991, de 14 junio 1991 (RCL 1991, 1628), sobre 
normas de contabilidad y modelos de estados 
financieros. 
BOE 4 agosto 1997 (núm. 185) 

Ley orgánica 4 agosto 1997, núm. 4/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
SEGURIDAD CIUDADANA· 
VIDEOVIGILANCIA. Regula la utilización de 
videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad en lugares públicos. 
BOE 5 agosto 1997 (núm. 186) 
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Subvenciones 

Publicadas en el B.O.E. 
hasta el 29 de Agosto de 1997 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA 

Orden 4 junio 1997 
MINISTERIO TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES 
EMPLEO. Regula la concesión de subvencio­
nes por el Instituto Nacional de Empleo para 
la contratación de desempleados titulados 
superiores por la Administración del Estado, 
las Comunidades Autónomas y sus respecti­
vos Organismos Autónomos para la realiza­
ción de servicios de interés general y 
social. 
BOE 21 junio 1997 (núm. 148) 

Real Decreto 20 junio 1997, núm. 939/1997 
MINISTERIO TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES 
AGRICULTURA-GANADERIA. Regula la 
afectación al programa de fomento de 
empleo agrario, de créditos para inversiones 
de las Administraciones Públicas en las 
Comunidades Autónomas de Andalucía y 
Extremadura y en zonas rurales deprimidas. 
BOE 24 junio 1997 (núm. 150) 

Orden 9 junio 1997 
MINISTERIO INDUSTRIA Y ENERGIA 
PROPIEDAD INDUSTRIAL. Regula conce­
sión de subvenciones para el fomento de 
actividades de sensibilización y promoción. 
BOE 26 junio 1997 (núm. 152) 

Orden 13 junio 1997 
MINISTERIO AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTA­
CION 
AZUCAR-COMUNIDAD EUROPEA. Regula 
las ayudas al sector cañero azucarero 
autorizadas por la Unión Europea. 
BOE 26 junio 1997 (núm. 152) 

Resolución 19 junio 1997 
DIRECCION GENERAL FONDO ESPAÑOL DE 
GARANTIA AGRARIA 
FONDO ESPAÑOL DE GARANTIA AGRA­
RIA (FEGA). Acuerdo de encomienda de 
gestión para la ejecución de los programas de 

diversas líneas de ayuda. 
BOE 4 julio 1997 (núm. 159) 

Orden 4 julio 1997 
MINISTERIO AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTA­
CION 
INUNDACIONES. Modifica la Orden 8 mayo 
1997 (RCL 1997, 1204), que dicta disposicio­
nes para el desarrollo del Real Decreto-ley 4/ 
1997, de 14 marzo (RCL 1997, 629), por el 
que se adoptan medidas urgentes para 
reparar los daños causados por inundaciones 
y temporales. 
BOE 9 julio 1997 (núm. 163) 

Orden 8 julio 1997 
MINISTERIO AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTA­
CION 
ESPARRAGOS. Establece la normativa básica 
relativa al régimen de ayudas a tanto alzado 
para las superficies cultivadas de espárragos 
blancos destinados a transformación. 
BOE 1 O julio 1997 (núm. 164) 

Real Decreto 20 junio 1997, núm. 937/1997 
MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA 
PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS. 
Establece el régimen de ayudas y el sistema 
de gestión de la iniciativa PYME de desarrollo 
empresarial. 
BOE 11 julio 1997 (núm. 165) 

Orden 7 julio 1997 
MINISTERIO EDUCACION Y CULTURA 
FUNDACIONES Y ASOCIACIONES. Bases 
reguladoras para la concesión de subvencio­
nes a las dependientes orgánicamente de 
partidos políticos con representación en las 
Cortes Generales, para actividades de estudio y 
desarrollo del pensamiento político, social y 
cultural. 
BOE 11 julio 1997 (núm. 165) 
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Ley 11julio1997, núm.11/1997 
JEFATURA DEL ESTADO 
INUNDACIONES. Medidas urgentes para 
reparar los daños causados por las inundacio­
nes acaecidas en Guipúzcoa. 
BOE 12 julio 1997 (núm. 166) 

Orden 13 junio 1997 
MINISTERIO AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTA­
CION 
AZUCAR-COMUNIDAD EUROPEA. Regula 
las ayudas al sector cañero azucarero 
autorizadas por la Unión Europea. 
BOE 22 julio 1997 (núm. 174) 

Anuncio 11 julio 1997 
SECRETARIA GENERAL TECNICA MINISTERIO 
ASUNTOS EXTERIORES 
MAR Y SUS PLAYAS. Denuncia del Conve­
nio internacional sobre responsabilidad civil 
por daños debidos a la contaminación por 
hidrocarburos, 1969 (RCL 1976, 467 y NDL 
19414 bis nota) y del Convenio internacional de 
constitución de un Fondo internacional de 
indemnización de daños causados por la 
contaminación de hidrocarburos, 1971 (RCL 
1982, 621, 981 y ApNDL 8626). 
BOE 24 julio 1997 (núm. 176) 

Resolución 17 julio 1997 

PRESIDENCIA DEL CONGRESO DE LOS DIPUTA­
DOS 
INUNDACIONES. Convalidación del Real 
Decreto-ley 11 /1997, de 11 julio (RCL 1997, 
1786), por el que se adoptan medidas 
urgentes para reparar los daños causados por 
las inundaciones acaecidas en Guipúzcoa. 
BOE 25 julio 1997 (núm. 177) 

Real Decreto 18 julio 1997, núm. 1211 /1997 
MINISTERIO INTERIOR 
VICTIMAS DEL TERRORISMO. Aprueba el 
Reglamento de ayudas y resarcimientos a las 
víctimas de delitos de terrorismo. 

Orden 22 mayo 1997 
MINISTERIO TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES 
FORMACION PROFESIONAL OCUPACIO­
NAL. Distribución territorial para 1997 de las 
subvenciones correspondientes al Plan 
Nacional de Formación e Inserción Profesional 
que han de gestionar las Comunidades 
Autónomas de Andalucía, Canarias, Cataluña, 
Galicia y Comunidad Valenciana. 
BOE 7 agosto 1997 (núm. 188) 

Orden 28 julio 1997 
MINISTERIO ADMINISTRACIONES PUBLICAS 
INSTITUTO NACIONAL DE ADMINISTRACION 
PUBLICA. Regula la concesión de subvencio-

nes a las centrales sindicales más 
representativas para la realización de activi­
dades formativas dirigidas a empleados 
públicos. 
BOE 7 agosto 1997 (núm. 188) 

Orden 31 julio 1997 
MINISTERIO AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTA­
CION 
LINO Y CAÑAMO-COMUNIDAD EURO­
PEA. Normas para solicitud y concesión de 
ayudas al lino textil y al cáñamo en la 
campaña de comercialización 1997 /1998. 
BOE 9 agosto 1997 (núm. 190) 

Orden 28 julio 1997 
MINISTERIO MEDIO AMBIENTE 
BOSQUES. Ayudas para acciones de 
desarrollo y ordenación en zonas rurales. 
BOE 12 agosto 1997 (núm. 192) 

Orden 31 julio 1997 
MINISTERIO ADMINISTRACIONES PUBLICAS 
INUNDACIONES. Procedimiento para la 
concesión de subvenciones con destino a la 
reparación de los daños causados en los 
bienes y servi cios locales por las inundaciones 
acaecidas en Guipúzcoa. 
BOE 14 agosto 1997 (núm. 194) 
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Contratos internacionales 
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CONTENIDO 

La actividad industrial o comercial internacional 
está frecuentemente regulada por una pluralidad 
de sistemas jurídicos por razón de la diferente 
nacionalidad de las partes. Estas peculiares carac­
terísticas han impulsado a los legisladores nacio­
nales y a los Tribunales de los diferentes países a 
dedicar una atención especial al modelo de coope­
ración económica denominado «contrato interna­
cional». 
Dos circunstancias merecen particular atención. En 
primer lugar, la delimitación temática de las figu­
ras examinadas y el tratamiento analítico y funcio­
nal realizado para cada una de ellas. Después del 
análisis de estricto Derecho positivo, se incluyen los 
modelos contractuales más difundidos en la prác­
tica, a través de los cuales se trata de ofrecer cri­
terios interpretativos capaces de garantizar el ne­
cesario equilibrio entre los intereses de las partes 
y satisfacer al mismo tiempo los principios de or­
den público económico anclados en los 
ordenamientos estatales, con referencia al Dere­
cho español. 

UTILIDAD 

No existía en nuestro país una obra de estas ca-
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EDITORIALES 

racterísticas. Se trata de un libro práctico en su 
genuino significado, destinado a facilitar la tarea 
de quienes se hallen interesados en conocer y 
aplicar los mecanismos básicos de la moderna con­
tratación mercantil. 
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Legislación sobre telecomunicaciones 

AUTOR 

José Mª Chillón es consultor de la Unión Inter­
nacional de Telecomunicaciones, José Fernando 
Merino es Letrado del Consejo de Estado y de las 
Cortes, Guillermo Escobar es Profesor de Dere­
cho constitucional y Ana mª Cortés es abogada. 

ÍNDICE 

Disposiciones generales/Ordenación internacional/ 
Legislación general de telecomunicaciones/Orga­
nización administrativa/Procedimientos adminis­
trativos/Operadores/Redes e infraestructuras/Ter­
minales, equipos, aparatos, dispositivos y sistemas/ 
Servicios de telecomunicaciones/Legislación penal 
y procesal/Tasas y tributos/Propiedad intelectual/ 
Apéndice: Ley 12/1997, de 24 abril: Ley 1711997, 
de 3 de mayo; Orden de 9 de abril de 1997; Orden 
de 18 de marzo de 1997 y Proyecto de Ley Gene­
ral de Telecomunicaciones/Relación de disposicio­
nes comunitarias/Relación de sentencias del Tribu­
nal Constitucional/Relación de sentencias del Tri­
bunal Supremo/Indice analítico. 

CONTENIDO 

Cerrada el 1 de junio de 1997, contiene ordenada 
y sistemáticamente el ordenamiento español de te­
lecomunicaciones en su conjunto. Debidamente 
clasificadas, anotadas y concordadas las diferen­
tes normas, el ordenamiento aparece estructura­
do por subsectores. Un extenso y detallado índice 
analítico complementa la obra, además de las re- · 
ladones de disposiciones comunitarias, y de sen­
tencias de los Tribunales Constitucional y Supremo. 
Todo ello referido a la Legislación vigente hasta 
junio de 1997. 
La profunda transformación a que vienen estan­
do sometidas las telecomunicaciones en su con-

junto ha incidido de forma particularmente noto­
ria en el ordenamiento jurídico, que se ha visto 
desbordado en sus planteamientos, en sus princi­
pios y en sus contenidos, dando lugar a uno de los 
mayores procesos de cambio acaecidos en el seno 
de las sociedades modernas. El Derecho de las te­
lecomunicaciones se construye así como una 
novedosa disciplina entre las jurídicas, aunando el 
esfuerzo por introducir nuevas soluciones para 
nuevos y viejos problemas y compaginando la 
necesaria presencia de los poderes públicos con la 
cada vez mayor apertura a la disciplina del mer­
cado como ámbito de satisfacción de las necesi­
dades colectivas. 
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Juristas y operadores del sector. 
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Legislación sobre actividades clasifi­
cadas e impacto ambiental 
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Derecho Administrativo de la Universidad de Má­
laga. 
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Normas sobre actividades clasificadas/Normas 
sobre evaluación de impacto ambientas/Indice 
analítico. 

CONTENIDO 

La edición, cerrada en mayo de 1997, incluye las 
principales normas sobre actividades clasificadas . 
e impacto ambientales. La primera parte de la obra 
se inicia con el Reglamento de actividades de 
1961, y a partir de la Directiva comunitaria, en la 
segunda parte se exponen la mayoría de las nor­
mas que tanto el Estado como las Comunidades 
Autónomas, en virtud del sistema de distribución 
de competencias, han configurado en las referidas 
materias. Todo ello se complementa con un siste­
ma de notas y concordancias que, junto con el ín­
dice analítico, facilitan su utilización. 
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Estudiosos de Derecho Administrativo. Juristas. 

ECONOMIST & JUR!ST 

E sta obra es un 
tratamiento general de la 
sociedad anónima, paralelo 
al hecho en la anterior de la 
sociedad limitada, pero 
atendiendo a la mayor 
complejidad de la primera, que la 
convierte doctrinalmente en la sociedad tipo. 
Debe reiterarse el carácter esencialmente práctico, característica y meta de 
su autor, y dos novedades respecto a anteriores estudios de la sociedad 
anónima: la incorporación de todas las novedades y matices del 
Reglamento del Registro Mercantil de 1995, y la comparación de la Ley de Anónimas con la de 
Limitadas que, posterior y más elaborada, ofrece soluciones cuya aplicación analógica a la sociedad 
anónima abre vías y sugerencias hasta ahora inexploradas. En la primera parte, de tres tomos, se 
estudia la sociedad anónima, el tomo IV incluye los formularios (unos 3 70, prácticamente todos los 
necesarios en la vida de una sociedad), y el V, la legislación aplicable, de la Ley especial del 
Reglamento del Registro, o de disposiciones diseminadas en otras múltiples leyes y decretos. Se 
acompaña un disquete con todos los formularios, listos para ser utilizados en tratamiento de textos. 
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